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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:23, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Las actas de las sesiones 39ª y 40ª, ambas ordinarias, en 7 y 8 de agosto del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con los cuatro primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho de los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto de ley que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios (boletín N° 7.484-01).



2.- Proyecto de ley que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales (boletín Nº 8.155-01).



3.- Proyecto de ley que regula el contrato de seguro (boletín N° 5.185-03).



4.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (boletín N° 5.579-03).



5.- Proyecto de ley sobre protección de ecosistemas marinos (boletín N° 6.485-03).



6.- Proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (boletín N° 8.324-03).



7.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (boletín Nº 8.041-04).



8.- Proyecto de ley que aumenta las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales (boletín Nº 8.070-04).



9.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (boletín Nº 8.085-29).


10.- Proyecto que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (boletín Nº 7.761-24).



11.- Proyecto de ley que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional (boletín N° 8.488-05).



12.- Proyecto de ley que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes (boletín N° 7.911-06).



13.- Proyecto que elimina el inciso cuarto del artículo 32 de la ley N° 18.556, sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, que establece la obligación de publicar en su sitio web el padrón electoral y la nómina auditada de inhabilitados (boletín N° 8.345-06).



14.- Proyecto que modifica diversos artículos de la ley N° 19.327, de Violencia en los Estadios (boletín N° 5.877-07 refundido con los boletines Nos 6.205-25, 7.251-07, 7.509-07, 7.718-25, 7.600-25, 7.721-25, 6.055-25, 6.175-25, 6.210-25, 7.229-07, 7.603-25 y 7.741-25).



15.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (boletines Nº 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).



16.- Proyecto de ley relativo a las federaciones deportivas nacionales (boletín N° 6.965-07).



17.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (boletín Nº 8.314-07).



18.- Proyecto de ley que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (boletín Nº 8.150-09).



19.- Proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (boletín N° 8.201-09).



20.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo sobre Tránsito Vecinal Fronterizo entre la República de Chile y la República Argentina”, suscrito en Buenos Aires el 6 de agosto de 2009 (boletín Nº 8.154-10).



21.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo de Modificación de la Convención relativa a la Organización Hidrográfica Internacional”, aprobado por Resolución de 14 de abril de 2005, que se adoptó en Mónaco, en la III Conferencia Hidrográfica Internacional Extraordinaria de la Organización Hidrográfica Internacional (boletín Nº 8.214-10).



22.- Proyecto que adecua el decreto con fuerza de ley N° 1, de Salud, de 2005, a la ley N° 20.575, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales (boletín Nº 8.222-11).



23.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (boletín N° 7.829-13).



24.- Proyecto que modifica la ley N° 20.305, sobre condiciones de retiro de los funcionarios públicos con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, reconoce pagos y otorga beneficios (boletín N° 8.059-13).



25.- Proyecto de ley que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, y modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las direcciones de obras municipales (boletín Nº 8.139-14).



26.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



27.- Proyecto que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, a fin de incrementar los recursos del subsidio y crear el Fondo de Apoyo Regional (FAR) (boletín N° 8.289-15).



28.- Proyecto que incorpora en el artículo 78 de la ley N° 18.290, de Tránsito, requisitos para el uso de chaleco reflectante (boletín N° 8.348-15).



29.- Proyecto que modifica la ley N° 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras (boletín N° 8.366-15).



Con el último retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, al proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (boletín Nº 8.369-04).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que solicita al Senado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53, N° 10), de la Constitución Política de la República, que emita un dictamen sobre la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa para el período comprendido entre los años 2012 y 2024 (boletín N° S 1.506-08) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Por acuerdo de Comités, pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa la nómina de señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, conforme lo dispone el artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley, iniciado en moción, que crea la circunscripción senatorial de la Región de Arica y Parinacota (boletín N° 7.260-06) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 



Con el segundo comunica que dio su aprobación al proyecto de ley que establece el derecho real de conservación (boletín N° 5.823-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



Del Tribunal Constitucional:



Pone en conocimiento el requerimiento de inconstitucionalidad en contra de las actuaciones del Senado durante la tramitación del proyecto de ley que otorga a los funcionarios del sector salud que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional (boletín Nº 8.036-11), deducido por 38 señores Diputados, que representan más de la cuarta parte de los miembros en ejercicio de dicha Corporación, al objeto de que se declare la inconstitucionalidad de las disposiciones contenidas en el artículo segundo de aquel.



--Por acuerdo de Comités, se formulará un “téngase presente” al Tribunal Constitucional.



Remite copia autorizada de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 2.331 del Código Civil y 207, letra b), del decreto con fuerza de ley N° 1-2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 207 letra b) de la ley Nº 18.290, (decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2007 o Ley de Tránsito), y 39 y 40 de la ley Nº 18.287 que establece el procedimiento ante los juzgados de policía local.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Contralor General de la República:



Informa, en respuesta a antecedentes remitidos en nombre de la Senadora señora Rincón, que por resolución exenta N° 3.477, del día 13 de julio pasado, se ordenó practicar una investigación sumaria en la Municipalidad de Cauquenes, con el fin de determinar eventuales infracciones al decreto ley N° 799, de 1974.



Del señor Ministro de Desarrollo Social:



Envía antecedentes, solicitados en nombre del Senador señor Bianchi, sobre proyectos a los que el Servicio Nacional de la Discapacidad asignó, en los años 2010 y 2011, recursos correspondientes a los fondos que administra.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Adjunta informe de la señora Directora del Trabajo, que responde solicitud cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre sumarios instruidos y sanciones aplicadas, en los dos últimos años, a la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones debido a infracciones laborales en la planta de celulosa Laja.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Da contestación a solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Alvear, respecto de propiedades que podrían ser afectadas con una expropiación por causa del proyecto “Autopista Costanera Central” y factibilidad de establecer una vía alternativa de la autopista por Avenida Marathon.



Adjunta informe del señor Director Nacional de Vialidad, que responde consulta enviada en nombre del Senador señor Bianchi, sobre financiación del estudio de diseño de pavimentación de la ruta Y-290, en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, desde la ruta 9 hasta el Parque Nacional Torres del Paine.



Remite informe del señor Director General de Obras Públicas, referente a consulta, realizada en nombre del Senador señor Horvath, relativa a un acuerdo complementario que busca establecer facilidades para mejorar caminos y realizar las obras necesarias para la integración física entre Puerto Montt y Chaitén, con las Fundaciones Pumalín y Huinay y otros particulares, respecto del tramo sin transbordo, desde Pichanco hasta Caleta Gonzalo.



Responde solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Prokurica, acerca del contrato de concesión denominado “Ruta 5, Tramo Vallenar-Caldera”.



Hace presente contestación, en forma directa, a solicitud de antecedentes enviada en nombre de la Senadora señora Rincón, respecto de construcción de tranque de almacenamiento de agua en el sector Los Hualles, comuna de Linares, documento del que adjunta copia.



Del señor Ministro de Salud:



Atiende petición, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, con relación a estudios sobre calidad del aire en las zonas de Chillán, Chillán Viejo, Gran Concepción y Los Ángeles, así como de políticas públicas y medidas ejecutadas o en evaluación para ser desarrolladas con otras Secretarías de Estado.



Del señor Ministro de Minería:



Contesta petición de información, enviada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, sobre los gastos realizados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión durante los años 2010, 2011 y 2012.



Da respuesta a solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a presentación de declaraciones o evaluaciones de impacto ambiental por la empresa Biosigma S.A.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Responde petición de información, cursada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, acerca de los gastos realizados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión durante los años 2010, 2011 y 2012.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Comunica información, solicitada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, en cuanto a los gastos realizados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión durante los años 2010, 2011 y 2012.



Del señor Ministro del Medio Ambiente (s):



Da respuesta a solicitud de información, expedida en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín, sobre estado de avance y resultados preliminares del estudio de evaluación de riesgos en la salud de las personas en las zonas de Ventanas, Puchuncaví y Quintero, previsto en el presupuesto de la Subsecretaría del Medio Ambiente del presente año.



Contesta petición de información, remitida en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, en materia de gastos realizados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión durante los años 2010, 2011 y 2012.



De la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer:



Informa que respondió, en forma directa, solicitud, enviada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a antecedentes en que se fundó la decisión de cierre de los centros de atención contra la violencia a la mujer en las comunas de San Pedro de la Paz y Tomé (adjunta copia de la contestación).



Del señor Subsecretario del Interior:



Adjunta copia del oficio dirigido por el señor Ministro de esa Cartera a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de esta Corporación, referente al informe  de la mesa intersectorial técnica conformada para estudiar demanda previsional de reservistas que sirvieron como tales entre los años 1970 y 1990, materia consultada en nombre del Senador señor Bianchi.



Del señor Superintendente de Salud:



Da respuesta a petición de antecedentes, formulada en nombre de la Senadora señora Alvear, con la adhesión del Senador señor Pizarro, sobre evolución, desde 2005 a la fecha, de excedentes de cotizaciones de salud en las isapres, especialmente en lo que atañe a volúmenes anuales de fondos acumulados, montos de excedentes, intereses y reajustes, comisiones y otros aspectos relacionados.



Del señor Intendente del Biobío:



Adjunta informe del señor Jefe de la División de Análisis y Control de ese Gobierno Regional, relativo al proyecto “Construcción Pasarela Peatonal Sector Cerro La Pólvora, Concepción”, código 30107256-0, aprobado el 26 de enero pasado, por el Consejo Regional del Biobío.  



Del ex Intendente de Magallanes y de la Antártica Chilena:



Especifica, en respuesta a consulta remitida en nombre del Senador señor Bianchi, la interpretación que esa Intendencia hace de la palabra “insumo” y de la expresión “insumos de la zona” utilizada en el artículo 1° de la  ley N° 18.392, denominada “Ley Navarino”.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de Aysén:



Da respuesta a una petición, transmitida en nombre del Senador señor Horvath, relativa a programación de una visita a la localidad de Repollal, comuna de Guaitecas, para comprobar en terreno las situaciones sanitarias y de atención de salud descritas por Su Señoría y adoptar las medidas necesarias para su solución.



Del señor Alcalde de Vitacura:



Remite informe preparado por la Unidad de Asesoría Urbana de ese municipio, en respuesta a consulta remitida en nombre de la Senadora señora Alvear, referente a las medidas implementadas frente a la falla de San Ramón en el desarrollo, crecimiento y planificación urbana de la comuna de Vitacura.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5 ).


Informe de la Comisión de Constitución. Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (boletín Nº 8.314-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).


Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.272, respecto de monumento en memoria de Su Santidad Juan Pablo II (boletín N° 7.868-04) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Larraín Fernández, García-Huidobro y Orpis, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para reducir el peso de las cargas de manipulación manual por parte de los trabajadores (boletín N° 8.511-13) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De la Senadora señora Pérez San Martín, con la que inicia un proyecto que modifica la ley Nº 20.340, con el objeto de extender su aplicación a los beneficios habitacionales que otorga el Estado sin otra consideración que la focalización de los recursos (boletín N° 8.527-14) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



De los Senadores señores Horvath y Prokurica, con la que dan inicio a un proyecto de acuerdo para modificar el Reglamento del Senado en materia de llamado de los Senadores a una sesión o votación (boletín N° S 1.507-09) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Bianchi, señora Allende y señores Cantero, Girardi, Gómez, Letelier, Pizarro, Rossi, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés), con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa legal que declare exentas de la cotización de salud establecida en el decreto ley Nº 3.500, a las pensiones no contributivas fijadas a favor de los exonerados políticos (boletín N° S 1.505-12) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor ROSSI.- Pido la palabra, señor Presidente, sobre la Cuenta.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solicito que el proyecto que establece el derecho real de conservación pase a la Comisión de Medio Ambiente y no a la de Constitución, por cuanto la materia es más propia de aquella. 



Los autores de la moción me pidieron que lo planteara.

El señor ESCALONA (Presidente).- En todo caso, en la Cámara Baja este asunto fue analizado por las dos Comisiones, señor Senador.

El señor ROSSI.- ¿Y por qué no procedemos igual?

El señor LARRAÍN.- La de Constitución tiene que verlo de todas maneras. 

El señor ROSSI.- El Senador señor Muñoz Aburto me pidió que planteara el punto, lo cual me parece razonable.



¿Es posible que vaya a Comisiones unidas?

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para que la iniciativa referida sea vista por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas?

La señora RINCÓN.- Sí, señor Presidente.



--Así se acuerda.

El señor ROSSI.- Muchas gracias.

)----------(

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, ¿me permite un asunto reglamentario?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, imagino que la situación a la que me referiré no se halla contemplada en el Reglamento, pero igual deseo hacerla presente.



Por su intermedio, quiero recordarle al Senador señor Hernán Larraín -se lo digo con mucho afecto- que aquí se aprobó por unanimidad enviar el proyecto de reforma constitucional sobre el Código de Aguas a la Comisión de Medio Ambiente. Su Señoría no estaba en la Sala en ese momento. Posteriormente, cuando volvió al Hemiciclo, pidió que dicha iniciativa pasara también a la de Constitución. Yo me allané a que se viera en Comisiones unidas la materia con el compromiso de que no se dejaría pasar un tiempo excesivo sin abordarla.



Sin embargo -lo señalo derechamente-, jamás hemos vuelto a tener noticias de ese proyecto. No se nos ha citado a reunión. Yo imagino que no hay un plazo para informarlo, pero debiera haberlo, sobre todo si un Senador pide que la iniciativa vaya a otra Comisión, habiéndose ya resuelto que fuera solo a la de Medio Ambiente. ¡Para qué solicitarlo si después su debate va a morir!



Pienso que la modificación al Código de Aguas es cada día más importante y necesaria. Pero ha pasado un mes y tanto y no hemos tenido noticias sobre el asunto.



Por lo tanto, señor Presidente, pregunto derechamente: ¿cuántos proyectos más irán a la Comisión de Constitución a dormir el sueño de los justos? Yo sé que está recargada de trabajo, pero no analizar las materias a fin de cuentas perjudica la labor de otros órganos técnicos, que pueden avanzar en el estudio de temas que son sumamente importantes.



En honor a la verdad, quizás debieron tratar este proyecto las Comisiones de Medio Ambiente y de Obras Públicas.



En consecuencia, hago un llamado para que los compromisos asumidos en la Sala se cumplan.

El señor ESCALONA (Presidente).- Con todo el respeto que me merece, Senadora señora Allende, su intervención no era de Reglamento. 



Y, en segundo lugar, es el Comité Socialista el que debe hacer presente esa preocupación en la reunión de Comités.

La señora ALLENDE.- Lo manifiesté en la Sala porque aquí sucedió.

HOMENAJE A CLUB DE DEPORTES SANTIAGO WANDERERS EN SU 120° ANIVERSARIO

El señor ESCALONA (Presidente).- Por acuerdo de los Comités, corresponde rendir homenaje al Club de Deportes Santiago Wanderers con motivo de celebrarse los 120 años de su fundación. 



Saludo al señor Alcalde de Valparaíso, don Jorge Castro; a los señores Concejales; a los señores Presidente y Vicepresidente del Club de Deportes Santiago Wanderers; al señor Presidente del Directorio de la Corporación de dicho club; a los señores Directores y ex Presidentes; a los señores del Cuerpo Técnico y Deportivo; a los cadetes, socios y amigos de Wanderers. 



Y saludo en forma especial a don Elías Figueroa, destacado futbolista, ex seleccionado nacional y una de las glorias del fútbol chileno.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Para el Senado, constituye una muestra de amistad y una forma de relacionarse con Valparaíso, la realización de un homenaje en esta oportunidad.



Por cierto, cumplir 120 años es una señal de alta significación.



Son escasas las instituciones en general y, más todavía, las deportivas en particular, que logran traspasar la prueba del tiempo y llegar, como en este caso, a los 120 años de existencia. En realidad, constituye un mérito y también -podríamos decir- una proeza.



En consecuencia, el Club de Deportes Santiago Wanderers, al celebrar tantos años de vida, está dando al país una muestra de energía, de vitalidad y de permanencia que resulta francamente envidiable.



Uno es testigo -no una vez, sino muchas- del nacimiento de instituciones que surgen con gran cariño, con enorme dinamismo, con gran confianza en el futuro; pero, lamentablemente, en el corto plazo se observa que tales virtudes se pierden y la energía se esfuma, lo que lleva, por consiguiente, a que aquellas desaparezcan.



No ha sido ese el caso de Santiago Wanderers, que viene a representar, con el transcurso del tiempo, el espíritu de Valparaíso.



Por ello, el Senado, instalado en esta ciudad tan importante del país, siente que al rendir homenaje a Santiago Wanderers se lo brinda también a Valparaíso, a su esfuerzo, a su permanencia, a su capacidad para enfrentar las dificultades, para sobreponerse a las exigencias de la dura competencia económica del mundo de hoy, a los embates del clima, a las dificultades geográficas, a la tragedia que significa para Chile ser castigado habitualmente por terremotos de un alcance y una potencia que estremecen a nuestras ciudades, que derrumban edificios, que golpean a la gente y asuelan nuestras poblaciones.



A pesar de todo ello, los 120 años de Santiago Wanderers representan un testimonio elocuente de que es posible sobreponerse y salir adelante. 



En consecuencia, Valparaíso cuenta con una institución deportiva envidiable, que constituye un ejemplo para el país.



En nuestra infancia, en más de una ocasión, escuchamos hablar de las proezas deportivas de Wanderers, de Los Panzers o de lo que significó para Chile Elías Figueroa jugando por nuestra selección o por un club de fútbol de Brasil.



¡Cuántos de nosotros hemos visto, en más de una oportunidad en los medios de comunicación, aquella proeza deportiva de Elías Figueroa en la que marcó un gol alumbrado por un rayo de sol en un estadio brasileño, jugando por el Internacional! Con su capacidad y destreza, él no solo llenó la necesidad de contar con ejemplos para la juventud de Valparaíso, sino que, en realidad, se yergue como tal para los jóvenes de todo el país.



En consecuencia, le manifiesto al Club Santiago Wanderers que es de pleno orgullo para el Senado la realización de este homenaje. Expreso a sus representantes nuestras felicitaciones.



Sabiendo que en el ámbito del largo esfuerzo deportivo ha habido dificultades -algunas de ellas, por momentos, han parecido insuperables-, hacemos presente a Santiago Wanderers nuestro respaldo y convencimiento de que seguirá entregando al deporte de Valparaíso y del país nuevos éxitos en el futuro.



Chile continuará contando con ustedes como parte de nuestra nación.



Reitero nuestras felicitaciones. Desde acá, les hacemos llegar un gran abrazo en este centésimo vigésimo aniversario.



Muchas gracias por su presencia.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Buenas tardes.



Hago míos los vocativos enunciados por el señor Presidente.



Parto saludando a la familia caturra y diciendo: “¡Wanderers es causa nacional!”. Así exclamó hace algunos años don Julio Martínez. ¡Y vaya que razón tenía! Porque se refería a un club que representa algo más que un torneo, una copa o una competencia: Santiago Wanderers representa el latir de Valparaíso; es piedra angular de la identidad de esta ciudad.



¿Qué sería de Valparaíso sin la camiseta verde alumbrando escaleras, ascensores en reparación y el quehacer de pescadores y portuarios? De seguro Valpo no sería lo mismo. Así como la pluma del poeta Neruda, la canción del negro Farías, el rock and roll de los Blue Splendor o la leyenda de Emile Dubois, Wanderers ha sido fundamental para que hoy Valparaíso sea considerada ciudad patrimonial y una de las más atractivas paradas del Cono Sur.



Para los hijos adoptados y actuales residentes de esta ciudad, hablar de Valparaíso y su cultura no es fácil. No es fácil explicar cómo un territorio logra penetrar tan fuerte en ese lado humano profundo, que percibe la realidad desde la sensibilidad de un adolescente enamorado y otorga mística y pasión al quehacer cotidiano. Es inevitable vivir en Valparaíso y no hacerse porteño para toda la vida y, por supuesto, amante de sus tradiciones.



En el caso de mi relación con Wanderers, en lo personal, he optado por el respeto y la ubicación. Soy socio del club y cuando puedo voy al estadio, pero nunca he pretendido pasar por el hincha número uno. Prefiero definirme como un admirador del cuadro caturro, un admirador de su incondicional hinchada y un admirador de lo que este club otorga a su ciudad. Así no le falto el respeto a nadie ni insulto la inteligencia de hincha alguno.



Tengo claro en la memoria cuando mi viejo, en ese entonces Presidente de Chile, otorgaba en el bar Cinzano un reconocimiento a Santiago Wanderers por la obtención de su tercera estrella: el último campeón de torneos largos, de esos que duraban un año completo -no con playoffs y cosas que ahora no se entienden-, donde no había espacios para especulaciones ni recuperaciones de último momento antes de enfrentar esa etapa decisiva.



¡Cómo no recordar a ese glorioso equipo, comandado por el aún vigente Moisés Villarroel, representando a Chile en la Copa Libertadores y luciendo la camiseta histórica de Los Panzers! 



Y es que, al igual que Valparaíso, Wanderers sabe de eufóricas celebraciones y bruscas caídas. ¡Cuántos jugadores han entregado todo para rescatar a su club del descenso o para mantenerlo en la división de honor! A algunos los vemos hoy por las calles del puerto como silenciosos vecinos; mientras que otros, en la lejana Europa, siguen brillando y deleitando al viejo continente con la gambeta porteña. 



He ahí a David Pizarro, embajador de Valparaíso en el mundo, quien ahora es la nueva contratación de la Fiorentina y, tal vez -si se escuchan sus ruegos- muy próximamente retornará, en gloria y majestad, al club de su vida, tal como lo expresara en una entrevista reciente que causó revuelo.



¿Por qué? Porque jugar al fútbol en Valparaíso no es cualquier cosa -y esto lo hemos vivido en carne propia-: las quebradas exigen precisión; de lo contrario, la pelota termina rodando calle abajo en las interminables pendientes porteñas. Entonces, ahí el fútbol adquiere una dimensión de obra artística elaborada por pichangueros que emergen desde las canteras amateurs de los cerros y que ven en Wanderers un trampolín de sueños, de sueños de niño de puerto.



¡Cómo no recordar a su incondicional barra Los Panzers y al gran Loro Caturro, Osvaldo Soudre, quien, desde 1981 hasta el pasado 17 de abril del 2012, apoyó incondicionalmente al equipo!



¡A ellos un reconocimiento y un agradecimiento en este día!



Mañana Santiago Wanderers cumple 120 años. Mucho ha pasado en el mundo y en Valparaíso desde su fundación, y el mejor reflejo de ello es que este club deportivo es una de las pocas instituciones que ha tenido la oportunidad de ver el cometa Halley en dos oportunidades: en 1910 y en 1985. ¡Y lo mismo hizo mi abuela, entre paréntesis...!



Hoy Wanderers celebra su 120º aniversario con un estadio en vísperas de ser remodelado y bautizado con el nombre de su principal referente deportivo: don Elías Figueroa.



Esperamos que este hito marque el comienzo de un Wanderers protagonista de los principales torneos y que su dirigencia considere aquel desesperado e inolvidable deseo de Julio Martínez hacia este club: “¿Quiénes tienen que salvar a Wanderers?, se preguntaba aquel. “Los porteños y nadie más que los porteños”. Y yo, modestamente, agregaría: “Tanto los porteños de nacimiento como los porteños adoptados”.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, dirigentes, socios e hinchas de Santiago Wanderers, señor Alcalde de Valparaíso, señores concejales y parlamentarios.



La ciudad patrimonial de Valparaíso, que me honro en representar en este Hemiciclo y que se caracteriza por sus sitios históricos, hermosos cerros, su amplia bahía y puerto abrigado, tiene también un patrimonio intangible del cual forma parte el Club de Deportes Santiago Wanderers, que mañana cumple 120 años de vida desde que fuera fundado el 15 de agosto de 1892 en la calle Carampangue, por la cual se accede al cerro Artillería, en el barrio Puerto.



Uno de sus fundadores, Gilberto Hidalgo, fue su primer presidente e integrante del equipo de fútbol por algunos años.



La institución fue fundada como una corporación deportiva sin fines de lucro. Y, en 1920, se le otorgó personalidad jurídica por parte del Ministerio de Justicia. 



Santiago Wanderers es el club de fútbol con mayor antigüedad en el país, lo que, por ser de Valparaíso, no constituye una novedad. En esta ciudad ocurría todo: aquí se creó la primera bolsa de comercio, el primer diario, el primer circo callejero y -por qué no decirlo también- el primer club deportivo. En ese sentido, y con justa razón, se lo ha denominado “El Decano del fútbol chileno”.



Asimismo, fue uno de los primeros planteles donde los jugadores chilenos constituían mayoría, ya que en aquella época esta disciplina deportiva era practicada principalmente por comerciantes extranjeros, sobre todo por inmigrantes británicos.



En sus primeros años, el club perteneció a la Football Association of Chile, obteniendo varios campeonatos de carácter amateur, hasta que en 1937 pasó a formar parte de la Asociación de Futbol Profesional, en la que sufrió más derrotas que triunfos, razón por lo cual sus dirigentes decidieron regresar a la liga porteña donde logró algunas victorias importantes, particularmente en los años 1941 y 1942.



También es preciso señalar que Wanderers perteneció a la Asociación de Valparaíso, la más antigua de Chile, donde compartió lugar con Everton de Viña del Mar.



En 1944, el club volvió a formar parte de la primera división, donde exhibió altos y bajos en su desempeño, hasta que en 1949 obtuvo el subcampeonato tanto en el campeonato de apertura como en el torneo nacional. Entre los triunfos destaca el 7 a 0 sobre Everton de Viña del Mar, a pesar del Senador que habla.



En los años siguientes, el club también debió enfrentar temporadas irregulares. Sin embargo, en 1956 obtiene nuevamente el subcampeonato y, en 1958, logra por primera vez el título de campeón del fútbol nacional, lo que indudablemente motivó el regocijo de toda la ciudad.



Tanto en esos años como en los siguientes integraron el equipo destacados jugadores argentinos y chilenos. De estos últimos, muchos formaron parte de la selección nacional de fútbol, sobresaliendo entre ellos el defensa central Elías Figueroa, con cuyo nombre se bautizará el Estadio de Playa Ancha, una vez que termine su remodelación.



Y si me permite, señor Presidente, quiero hacer un paréntesis: Elías ha estado ligado a mi familia desde siempre. Fue justamente a fines de 1963 o comienzos de 1964, cuando mi abuelo Sabas Chahuán, junto al “Tano” Biondi, vieron jugar a este gran defensa de Santiago Wanderers y lo pidieron a préstamo para Unión Calera donde, luego, comenzó su destacada carrera futbolística. Desde aquel entonces, Elías Figueroa ha estado ligado a mi familia.



En 1968, nuevamente bajo la dirección de José Pérez, el Club de Deportes Santiago Wanderers obtiene su segundo campeonato nacional con un plantel de jugadores de muy buena categoría al que se denominó “Los Panzers”, destacando, entre otros, Juan Olivares, Raúl Sánchez, Mario Griguol, Juan Álvarez, Reinaldo Hoffmann, Vicente Cantatore y Alberto Ferrero.



Durante los años siguientes, el equipo de fútbol continuó enfrentando temporadas irregulares, lo que le significó descender a segunda división en 1977. En 1978 obtuvo el campeonato de ascenso y volvió a la división de honor.



Nuevamente, en 1980, debió sufrir la afrenta de ir al descenso y formar parte de la segunda división de la que logró salir en el año 1982. Sin embargo, en 1984, una vez más debió experimentar el descenso hasta que consiguió retornar a primera división en 1989.



En 1991, por la desafortunada trayectoria llevada a cabo, volvió a descender, donde permaneció hasta 1996. Pero, otra vez, en 1998, tuvo que abandonar la primera división regresando a ella al año siguiente.



En 2007 se repitió la amarga historia de caer a segunda división, logrando regresar a primera solo en el 2009. 



No obstante estos altibajos, propios de muchos equipos de fútbol que practican esta disciplina, el Club de Deportes Santiago Wanderers es considerado una institución netamente porteña, representativa de su ciudad y que ya forma parte de su cultura, razón que llevó a la Municipalidad de Valparaíso a declararlo, el 11 de enero de 2007, como patrimonio intangible.



Por su equipo de fútbol han pasado más de mil jugadores.



Su rival clásico ha sido el Club de Deportes Everton de Viña del Mar, habiéndose enfrentado en 93 oportunidades, de las cuales hay un registro casi idéntico entre triunfos, derrotas y empates.



Desde su fundación hasta la actualidad, Santiago Wanderers ha contado con 56 presidentes, los que han dedicado todos sus esfuerzos por mantener vivo el espíritu de la institución, pese a las numerosas adversidades por las que ha atravesado tanto en lo futbolístico como en el aspecto económico, logrando que ya haya superado con creces el siglo de existencia.



A contar del 2007, la sección de fútbol se acogió a las disposiciones de la ley N° 20.019, transformándose en sociedad anónima deportiva.



Desde ese mismo año, cuenta también con una rama de fútbol femenino.



En el Club de Deportes Santiago Wanderers destacan los jugadores con su tradicional indumentaria de color verde. Es bueno señalar que originalmente no era de esa tonalidad, sino blanca con un estampado de iniciales “SW” de color negro, y luego se agregó también una diagonal. Y esas camisetas, que eran confeccionadas manualmente, incluso por las esposas de los jugadores, resultaban bastante regular. Se encargó la compra de ellas. Y, finalmente, llegaron de color verde, que fue el que adoptó para siempre la institución.



Su color verde intenso hace que sus socios, hinchas y miembros de la barra Los Panzers sean conocidos como los “Caturros”, siendo uno de los cinco planteles con mayor número de simpatizantes en el país.



Desde 1981 hasta el presente año -fecha en que falleció-, dicha barra estuvo animada por Osvaldo Soudre, conocido también como “El Loro Caturro”. 



Deseo hacer también acá un reconocimiento a otro porteño, a otro wanderino: a Edgardo Piqué, quien, cuando recurrimos a él para que se gestionara una pensión de gracia justamente para ese hombre extraordinario, nos ayudó a conseguirla con prontitud.



Resulta innegable que el amor a la camiseta profesado por sus jugadores, socios e hinchas ha permitido mantener en el tiempo a esta tradicional institución, pese a los diversos sinsabores que en su centenaria trayectoria ha debido soportar, por lo cual insto a todos ellos a seguir conservando esa mística para que el club permanezca por muchos años más representando a nuestra ciudad y puedan con orgullo hacer realidad esta estrofa de vuestro himno institucional, que dice:

“Al batir las palmas

que da la victoria

entre los cantares

de la juventud

por siempre juremos

defender la honra

y el nombre de nuestro club”.



No puedo terminar mis palabras sin antes señalar que Jorge Lafrentz, actual presidente del club, honra una tradición que se da muchas veces en el fútbol: él ha tomado el testimonio de su padre, quien fue también presidente de la institución entre los años 83 y 84, y ha puesto asimismo toda la garra, la mística, para sacar a Wanderers adelante.



Y si bien en el terremoto de Valparaíso de 1906 resultó destruida la sede del club, perdiéndose gran parte de su documentación, así como varios trofeos ganados por él, lo cierto es que eso jamás borró el espíritu de los fundadores para hacer progresar a la institución.



Debo destacar que el Estadio de Playa Ancha va a llevar el nombre de “Elías Figueroa”, que es uno de los grandes del fútbol chileno.



Asimismo, deseo agradecer al Subsecretario de Deportes, Gabriel Ruiz-Tagle, y al Presidente Sebastián Piñera por el cumplimiento de un sueño de la institución y de un compromiso con la ciudad, con su alcalde, Jorge Castro. Fueron innumerables las ocasiones en que golpeamos la puerta del Subsecretario. Más aún, lo hicimos para asegurar que el aforo del estadio fuera de 25 mil espectadores y no como en algún momento se señaló.



Ese proyecto, sin lugar a dudas, va a poner a Playa Ancha en un lugar importante.



A este respecto, quiero decirles que toda la gente de la Región se siente particularmente orgullosa de que a Elías Figueroa se le haga un reconocimiento en vida. Y esa iniciativa se traducirá también en un aporte muy importante para el fútbol porteño.



Finalmente, deseo manifestarles que ¡el Presidente Piñera ha cumplido, y ahora esperamos que Santiago Wanderers cumpla con Valparaíso!



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Vuelvo a agradecer a nuestros amigos del Club de Deportes Santiago Wanderers, al alcalde, a los dirigentes, a los deportistas, a Elías Figueroa por acompañarnos en este merecido homenaje.



Se suspende la sesión por cinco minutos.

)-----------(



--Se suspendió a las 16:55.



--Se reanudó a las 17.

)---------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Continúa la sesión.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1) Autorizar a las Comisiones de Hacienda y de Gobierno, Descentralización y Regionalización para sesionar simultáneamente con la Sala esta tarde.



2) Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo: hasta las 18 de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



3) Remitir a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, el oficio con que Su Excelencia el Presidente de la República le solicita al Senado emitir un dictamen sobre la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa para el período comprendido entre los años 2012 y 2024.



4) Realizar una reunión conjunta solemne del Congreso Nacional el 4 de septiembre, entre las 11 y las 13, con la finalidad de conmemorar el sexagésimo aniversario del derecho pleno a voto de la mujer. 



5) Citar a sesión especial de la Corporación para el miércoles 12 de septiembre, de 12 a 14, a efectos de analizar los peligros y riesgos sísmicos a que está expuesto el país, en especial a propósito de la llamada “falla de San Ramón”, ubicada en la Región Metropolitana.

)---------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Quiero saludar, con mucho cariño, a los dirigentes sociales, vecinos y vecinas, de los adultos mayores de la comuna de Curanilahue...



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


... que se encuentran acá, en la tribuna del Senado, encabezados por su Alcalde, don Ahimalec Benítez. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Tratándose de una provincia lejana, la de Arauco, a la que tuve el honor de representar en la Cámara de Diputados, les deseo lo mejor durante su estadía en Valparaíso.



¡Bienvenidos!



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas). 

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE NORMATIVA PESQUERA EN MATERIA DE DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ESCALONA (Presidente).- En primer lugar, corresponde continuar la discusión del informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esa práctica durante las faenas de pesca.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3777-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Horvath, Prokurica y del entonces Senador señor Ruiz De Giorgio):



En primer trámite, sesión 23ª, en 4 de enero de 2005.



En tercer trámite constitucional, sesión 28ª, en 20 de junio de 2012.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 33ª, en 10 de julio de 2012.



Informes de Comisión:



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 79ª, en 8 de enero de 2008.



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (nuevo segundo): sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.



Hacienda: sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (tercer trámite): sesión 30ª, en 3 de julio de 2012.



Mixta: sesión 39ª, en 7 de agosto de 2012.



Discusión:



Sesiones 19ª, en 13 de mayo de 2008 (se aprueba en general); 11ª, en 20 de abril de 2011 (se aprueba en particular); 32ª, en 4 de julio de 2012 (se aprueba el informe del tercer trámite y pasa a Comisión Mixta); 40ª, en 8 de agosto de 2012 (queda pendiente su discusión).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El debate del informe en comento se inició en la sesión del miércoles 8 de agosto.



Cabe recordar que para la aprobación del inciso primero del artículo 7° C contenido en la propuesta que formula la Comisión Mixta se requieren 20 votos favorables.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, ante todo, le solicito que, a través de los medios de que dispone, convoque a los Senadores a la Sala -sé que están despidiendo a las personas recién homenajeadas y que hay actividades paralelas-, porque esta es una iniciativa importante y, además, de quórum especial.



Este proyecto se encuentra en su fase final. Ya fue aprobado por la Comisión Mixta, que zanjó algunas diferencias para concordar su texto entre la Cámara de Diputados y el Senado. Y, tal como lo establece su nombre, define en mejor forma el descarte y establece tanto medidas de control cuanto sanciones para quienes incurran en esa práctica durante las actividades de extracción pesquera.



Hasta la fecha, la ley prohíbe el descarte. En tal virtud, cualquier ser vivo extraído del mar no puede ser devuelto a él. Si se saca una especie que no constituye el objetivo -un delfín, una tortuga, un ave-, el hecho de devolverla es sancionado.



Aquello implica exagerar la nota. No es la idea. Al revés, se trata de que, si la pesca objetivo trae fauna acompañante o captura incidental, se evite el descarte y se desembarque, de modo que dicha práctica se minimice.



Eso no solo se debe establecer por ley, sino que, además, hay que llevarlo a la práctica.



Para ello, este proyecto incluye un Título sobre los observadores científicos, quienes, si bien en la actualidad funcionan, no tienen requisitos de resguardo ni el mandato de llevar un registro completo de las capturas a fin de lograr una sintonía entre lo que se pesca y lo que se desembarca y, finalmente, se hace llegar a los mercados de Chile y del resto del mundo.



Por lo tanto, la información que hoy día recibimos es la que de alguna manera explica el que las principales pesquerías de nuestro país se encuentren en riesgo de extinción o en franco colapso.



Los observadores científicos llevarán el registro total y, asimismo, dispondrán de normas de resguardo para cumplir su función a cabalidad. Bien sabemos que a 200 o 600 millas de la costa es necesario proteger la integridad física y psíquica de todas las personas, pero especialmente de los observadores científicos, quienes, sin ser fiscalizadores, pueden detectar anomalías y, por el solo hecho de llevar el registro, sufrir algún tipo de apremio.



Para evitar aquello, se establecen un sistema de comunicación, de alarma, y un procedimiento expedito con la autoridad marítima que tiene tuición en esta materia.



Del mismo modo, el proyecto propone el registro en cámaras. Así, no solo hay un posicionador satelital, sino que además se llevará un registro visual de las distintas actividades, para ver cómo se conforman a las artes de pesca, de qué manera se evita el descarte, y para que, al detectarse que se está en un área que no corresponde, por las especies que están saliendo, se hagan los cambios necesarios.



Esas cuestiones fueron resueltas en la Comisión Mixta. E incluso, se entró en detalles, como el de determinar que, en caso de capturarse especies que no correspondan a la pesca objetivo, no se devuelvan al mar o no queden en cubierta, sino que sean llevadas a centros de rescate, los cuales existen en el país, pero deben ser implementados de mejor forma.



El proyecto, pues, avanza de modo importante junto con otro que se halla próximo a ser sancionado por esta Sala: el que protege los ecosistemas marinos vulnerables. Me refiero a los montes y a los cañones submarinos; a los sectores de diferencias termales, donde existe una gran riqueza y diversidad de ecosistemas. Además, en ellos hay corales valiosos, que en algunos casos viven más de 1.000 o 2 mil años, y deben ser resguardados, particularmente de artes de pesca de arrastre y de fondo.



Otro avance hecho en materia de recuperación de la biodiversidad es el establecimiento de áreas protegidas. La iniciativa que mencioné crea los parques y las reservas marinas. Hace poco tiempo se logró, con la intervención de organizaciones no gubernamentales, como Oceana, y la participación tanto de la Comisión técnica del Senado cuanto del Gobierno, decretar parque marino todo el entorno de 100 millas, con la figura de un polígono, en la isla Salas y Gómez. Ello permitió que las áreas marinas protegidas crecieran de 0,3 a sobre 4,7 por ciento, si se suman otras existentes en nuestro país.



Sin embargo, existe una figura, la de las áreas marinas costeras de uso múltiple, que están sancionadas como tales pero no tienen una institucionalidad que las proteja.



Sobre el particular, la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado está logrando un compromiso con el Ejecutivo.



Por las razones expuestas, el proyecto en debate resulta importante para resguardar las buenas prácticas, así como para recuperar los recursos y los ecosistemas marinos y permitir su sostenibilidad hacia el futuro. 



En consecuencia, le pedimos a la Sala que apruebe el informe de la Comisión Mixta.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se solicitó abrir la votación.



¿Les parece a Sus Señorías? 



Acordado.



En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, tocante a los puntos en discrepancia, el informe de la Comisión Mixta se centra básicamente en la incorporación de normas destinadas a incluir la fauna acompañante de la especie objetivo y la pesca incidental en los estudios de la Subsecretaría de Pesca atinentes tanto a la cuantificación de ellas como a las medidas que se puedan impulsar para disminuir el descarte.



Se impone, asimismo, la obligación de derivar a centros de rehabilitación las aves y los mamíferos marinos capturados accidentalmente y que se encuentren heridos o dañados en forma tan seria como para que no sea posible su devolución al mar.



Por otro lado, el informe sometido a nuestra resolución explicita las obligaciones de los armadores con respecto a los observadores científicos, e incluye facilidades en términos de alimentación, alojamiento y comunicación, así como el deber de estos últimos de portar un dispositivo de localización personal que sirva para enviar señales de emergencia. 



En los demás asuntos en controversia, la Comisión Mixta recogió textualmente, sin enmiendas, las proposiciones del Senado o las de la Cámara de Diputados.



No hay, por lo tanto, en los aspectos medulares del proyecto materias controvertidas que no hayan sido objeto de una solución armónica.



La Comisión Mixta aprobó el informe por unanimidad, y le solicitamos a esta Sala brindarle el mismo apoyo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, ya se ha dicho lo más significativo sobre este proyecto, que, básicamente, tiene como idea matriz modificar la definición de “descarte” contenida en la Ley de Pesca, que propone consignar como “la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas”.



Además, reviste gran importancia lo que se dijo aquí en el sentido de establecer ciertos procedimientos para recopilar antecedentes técnicos del descarte.



Se determina la incorporación de un dispositivo a bordo para el registro de imágenes de las faenas de pesca, y se agregan normas para sancionar infracciones a los preceptos regulatorios del descarte establecidos en la Ley de Pesca.



Me parece significativa la definición de “observador científico”. Y, de hecho, él también podrá ser sancionado si destruye, sustrae o revela indebidamente los datos recopilados de que hice mención. 



Relevante es, asimismo, la existencia de un programa de investigación destinado a recopilar antecedentes técnicos que permitan elaborar un plan conducente a reducir el descarte de la fauna acompañante.



Tocante a la pesca incidental -aquí se hizo referencia a ella-, también se introduce una enmienda (y es la propuesta básica de la Comisión Mixta; porque las restantes materias estaban aprobadas) vinculada con la obligación de devolver al mar los mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas. Al respecto, se contiene una excepción: cuando se encuentren seriamente dañados o heridos, deberán ser retenidos a bordo para los efectos de su envío a un centro de rehabilitación de especies hidrobiológicas. Y esto es sobremanera relevante, pues lo peor que podría suceder sería que hubiera que devolver al mar especies hidrobiológicas que requirieran tratamiento y rehabilitación.



De otra parte, la Comisión Mixta determinó que el plan de reducción del descarte que ha de elaborar la Subsecretaría debe incorporar tanto la especie objetivo como la fauna acompañante y el producto de la pesca incidental.



Por último, dicho órgano propone incorporar en el artículo 104 que se consigna mediante el proyecto de ley en trámite -tiene que ver con los observadores científicos- varios incisos (tercero a sexto) relacionados con las condiciones que los armadores deben procurarles a los observadores científicos para facilitar su trabajo.



Señor Presidente, estamos ante un texto que generó bastante consenso en la Comisión Mixta. Espero que podamos aprobarlo esta tarde.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer término, quiero valorar el trabajo que realizó la Comisión Mixta.



La moción que dio origen a este proyecto data del año 2005 y fue presentada por los Senadores Prokurica, Horvath y Ruiz-Esquide.



Sin duda, lo importante es que el informe de la referida Comisión concitó la unanimidad de los Diputados y Senadores presentes.



El articulado que se nos propone define el concepto de “descarte” como “la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas”.



Determina también que “pesca incidental” es “aquella conformada por especies que no son parte de la fauna acompañante y que está constituida por reptiles marinos, aves marinas y mamíferos marinos”.



Por otra parte, preceptúa que “observador científico” es la “persona natural designada por la Subsecretaría de Pesca encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras, puntos de desembarque o en plantas de proceso, exclusivamente para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos”. 



Se dispone que la destrucción de esos datos “constituirá infracción grave al principio de probidad o incumplimiento grave del convenio de administración, según corresponda”.



La Comisión Mixta eliminó el inciso que consideraba reservados los datos no procesados o agregados.



También, dicho órgano impone la obligación de devolver al mar “mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas”. Y consigna que, “Asimismo, será obligatoria la devolución de ejemplares de una especie hidrobiológica, en los casos en que así lo disponga expresamente la medida de administración vigente”.



De otro lado, se obliga a los armadores de naves pesqueras y a los armadores artesanales que tengan naves con una eslora igual o superior a 15 metros “a instalar a bordo y mantener en funcionamiento, durante todo el viaje de pesca, un dispositivo de registro de imágenes que permita detectar y registrar toda acción de descarte que pueda ocurrir a bordo”. 



La instalación y la mantención del dispositivo de registro de imágenes serán de cargo del armador.



La recopilación y el procesamiento de las imágenes podrán “efectuarse por el Servicio directamente o encargándolo a entidades externas. En este último caso, serán también de cargo del armador”.



Las imágenes que registre el dispositivo en comento tendrán carácter reservado, conforme a la ley N° 20.285, y su destrucción, sustracción o revelación indebida serán castigadas con sanciones previstas en el Código Penal.



La información que genere el dispositivo de registro de imágenes, certificada por el Servicio Nacional de Pesca, en su caso, tendrá el carácter de instrumento público y constituirá una presunción para acreditar infracciones a la normativa pesquera.



Señor Presidente, el proyecto esta llegando a su fase final. Esperamos que el Senado apruebe el informe sometido a su pronunciamiento, y ojalá por unanimidad, tal como lo hizo la Comisión Mixta.

El señor ESCALONA (Presidente).- Debo informarle al señor Ministro de Economía que no puedo darle la palabra debido a que estamos en votación.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Se trata solo de una corrección de hecho, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿De una rectificación a conceptos emitidos por algún Senador durante la votación?

 El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- No, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Ninguna?

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Entiendo que la rectificación puede ser de hecho o de derecho.

El señor ESCALONA (Presidente).- No: debe remitirse expresamente a conceptos emitidos por algún Senador.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- La idea es también expresar mis agradecimientos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Cuando concluya la votación, señor Ministro.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 25 votos a favor, se aprueba el informe de la Comisión Mixta.



Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, seré muy breve.



Deseo agradecerle a esta Corporación el despacho del asunto. Tal como aquí se ha dicho, constituye un perfeccionamiento final, ya que viene propuesto por la Comisión Mixta en forma unánime.



Quisiera destacar que el proyecto nació de una iniciativa de Senadores, algunos de ellos miembros de la Comisión de Pesca, y, para respetar la moción, decidimos tramitarlo paralelamente con el de la “Ley larga”.



Es un articulado muy importante, por ser coherente con otro que también nace de una moción, relativa a los controles y manejo de los ecosistemas marinos. Asimismo, ratificamos la Convención sobre la Organización Regional de Pesca, que incorpora una nueva visión acerca de la sustentabilidad de los recursos de las pesquerías transzonales. Y, adicionalmente, cabe considerar el enfoque que se incorpora en el proyecto de la “Ley larga”. Por lo tanto, se requiere la coherencia de todas estas normativas.



Esto último dice relación en especial con la que se acaba de acoger, ya que la prohibición del descarte la hemos contemplado por ley. La acción referida es propia de la actividad pesquera, de manera que lo que han hecho los países avanzados es regularla. Espero que el despacho de la iniciativa y la ratificación por la Cámara de las modificaciones introducidas y de los acuerdos de la Comisión Mixta permitan contar con una ley moderna en cuanto al control y tratamiento de la materia en el sector pesquero.



Así que agradezco al Senado la pronta aprobación de las enmiendas efectuadas, que se traducirá lo antes posible en una promulgación.

DECLARACIÓN DE DÍA NACIONAL DE COOPERATIVAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara el 14 de noviembre como Día Nacional de las Cooperativas, con informe de la Comisión de Economía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8126-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 12ª, en 18 de abril de 2012.



Informe de Comisión:



Economía: sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión discutió la iniciativa en general y en particular, por tratarse de un texto de artículo único, acogiendo la idea de legislar por 4 votos a favor, de los Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar, y uno en contra, del Honorable señor Novoa.



La aprobación en particular contó con los pronunciamientos favorables de los Senadores señores Tuma y Zaldívar y el rechazo del Honorable señor García, en los mismos términos en que la Cámara de Diputados sancionó el proyecto.



Cabe hacer presente que el órgano técnico deja constancia de haber acordado considerar y votar una indicación del Senador señor Novoa y despachar la materia en la misma sesión. En ella se propone reemplazar el artículo único por otro, que declara el primer sábado de julio de cada año como Día Nacional de las Cooperativas.



El informe consigna que la indicación fue votada a favor por los Honorables señores García y Uriarte, y en contra por los Senadores señores Tuma y Zaldívar. Repetido el pronunciamiento, se obtuvo el mismo resultado. Añade que, en cumplimiento de lo acordado en el sentido de votarla y despachar el proyecto durante esa sesión, la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores García, Tuma, Uriarte y Zaldívar, la dio por rechazada.



El texto que se propone aprobar se consigna en el informe.



Ahora bien, se ha presentado una indicación renovada para sustituir el artículo único del proyecto por el siguiente:



“Artículo único.- Declárase el primer sábado de julio de cada año como Día Nacional de las Cooperativas”.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



La tiene el señor Ministro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, como lo saben todos los señores Senadores, el registro de cooperativas se lleva en el Ministerio a mi cargo.



Estamos tramitando precisamente en la Cámara una modernización de la ley respectiva, que se encuentra en sus trámites finales en la Comisión de Micro, Pequeña y Mediana Empresa.



Estimamos muy importante que la moción coincida con el que las Naciones Unidas han declarado Día Internacional de las Cooperativas y, por lo tanto, proponemos que ojalá se respalde la indicación que modifica el que se había señalado inicialmente, ya que el otro es el que esas entidades consideran precisamente en el país. Me ha tocado, como Ministro, participar en seminarios y eventos que las más destacadas llevan a cabo por ese motivo. Adicionalmente, la ONU determinó que 2012 era el Año Internacional de las Cooperativas. Y en todo el mundo la celebración corresponde al primer sábado del mes de julio.



En consecuencia, lo que planteamos es que ojalá esta última se acuerde como fecha para el propósito que se persigue, porque la original de la moción es el 14 de noviembre, elegida por ser la de la fijación, en 1932, del texto y estructura de la primera Ley de Cooperativas, promulgada en 1924. Pero, para los efectos del cooperativismo en Chile, la que todos reconocen es la internacional, y por eso instamos a que el Senado la incorpore como Día Nacional de las Cooperativas. Solicitamos el cambio, entonces, con el objetivo de lograr una coincidencia y de celebrar el mismo día que todo el mundo, ya reconocido por las Naciones Unidas.



Consideramos que lo más lógico, si queremos potenciar este sistema de asociación en cuanto a emprendimiento, es hacer coincidir el Día Nacional con el Internacional y contemplar para ese efecto -repito- el primer sábado del mes de julio, como lo hicieron las Naciones Unidas, que es lo expresado por la indicación tendiente a corregir el texto. Creemos que es más coherente proceder en esa forma y que es bueno que todos los años se verifiquen tanto la celebración como la coincidencia referidas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quisiera partir por reconocer la relevancia de las cooperativas como asociaciones y empresas por medio de las cuales, según se ha definido, los ciudadanos pueden mejorar eficazmente sus vidas y, al mismo tiempo, contribuir al progreso económico, social, cultural y político de la comunidad. Me parece importante que ello sea expuesto.



Y exhibimos en la materia una larga tradición, efectivamente, ya más que centenaria, pero ojalá no hubiera decaído el movimiento cooperativista, porque creo que es un espacio significativo para la comunidad, desde el punto de vista del emprendimiento, de lo económico, de lo cultural, en fin, y, sobre todo, que configura un ámbito democrático y muy autónomo en el que son capaces de organizarse los ciudadanos y buscar el logro de los objetivos que se proponen.



Comparto que es importante hacer coincidir la fecha en que se celebra el día de las cooperativas con la señalada por las Naciones Unidas, que, además, está solicitando a todos los gobiernos establecer el Año Internacional de las Cooperativas y desarrollar comités nacionales, lo cual nos está indicando de alguna manera la relevancia que le da a este tipo de asociación.



Sé que muchos piensan que tales entidades ya están “sobrepasadas en el tiempo” o ya no presentan la trascendencia o la participación que en algún momento tuvieron. A mi juicio, esa visión es errada. Me parece que han cumplido una función en la historia y que tienen perfecto derecho a seguirlo haciendo.



Además, por mucho que algunos estimen que ya no tienen la misma significación, valdría la pena recordar un solo dato, que por lo demás se halla en el informe: al 31 marzo de 2011 se registraban 4 mil 770 entidades vigentes en el Departamento de Cooperativas -a ello hizo referencia el señor Ministro-, con un millón 315 mil asociados. Cabe consignar que, a nivel nacional, 58 de ellas están destinadas al ahorro; que las más numerosas son las campesinas, de bastante importancia en muchos momentos de nuestra historia; que las dedicadas a vivienda ascienden a 163, y que otras también muy relevantes, por el rol que cumplen, son las de agua potable, pues todos conocemos cómo se han organizado.



Por lo tanto, señor Presidente, no me queda más que manifestar que voy a aprobar en general el proyecto, al igual que la indicación que se renovó para lograr una concordancia con la fecha y la conmemoración que ha pedido la Organización de las Naciones Unidas en el Año Internacional de las Cooperativas.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, anuncio nuestro voto a favor de la iniciativa, pero quisiera recordar que ya existe el Día Internacional de las Cooperativas, como se ha expresado, establecido por la ONU. Y debiéramos poner cuidado cada vez que planteamos este tipo de proyectos, porque terminaremos con un día internacional, un día nacional, un día regional, un día comunal, un día local, en fin... Está bien celebrar a estas entidades, pero una sola vez en el año.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde pronunciarse sobre la idea de legislar.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 17 votos a favor, se aprueba en general el proyecto.



Votaron las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Pizarro, Prokurica, Quintana, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor ESCALONA (Presidente).- Ahora nos ocuparemos en la indicación renovada.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como se señaló en la relación, ella es para sustituir el artículo único por el siguiente:



“Artículo único.- Declárase el primer sábado de julio de cada año como Día Nacional de las Cooperativas”.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 20 votos a favor, se aprueba la indicación renovada, quedando despachado en particular el proyecto.


Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Pizarro, Prokurica, Quintana, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

)-----------(

El señor CANTERO.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, le pido a la Mesa recabar el asentimiento de la Sala a fin de que se autorice a la Comisión de Educación para funcionar en paralelo, dado que se encuentra citada a las 19 para continuar con el tratamiento del proyecto relativo al lucro en la educación.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se accede.
PENA SUSTITUTIVA DE TRABAJOS COMUNITARIOS POR NO PAGO DE TARIFA DE TRANSPORTE PÚBLICO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, originado en moción del Senador señor Chahuán, en primer trámite constitucional y que autoriza imponer la pena sustitutiva de trabajos comunitarios por la evasión del pago de la tarifa de transporte público, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7336-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción del Senador señor Chahuán):


En primer trámite, sesión 72ª, en 1 de diciembre de 2010.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la moción es autorizar al juez de policía local para imponer la pena sustitutiva de trabajo en beneficio de la comunidad, establecida en el artículo 20 bis de la ley N° 18.287, a un infractor por no pago de la tarifa en el transporte público de pasajeros.



La Comisión discutió el proyecto solamente en general y acogió la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Girardi y Letelier.



El texto que se propone se transcribe en el primer informe.



Cabe tener presente que el artículo único tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere 22 votos para su aprobación.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general.



Ofrezco la palabra.



Puede hacer uso de ella el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, la iniciativa es muy sencilla y dice relación, básicamente, con la posibilidad de facultar a los jueces de policía local para aplicar la sanción de trabajo comunitario, como sustitutiva de una multa, a quienes evadan el pago de la tarifa del transporte público, situación que si bien se da mayoritariamente en Santiago, por el sistema de locomoción, también podría registrarse en otras ciudades.



La moción fue aprobada en forma unánime en la Comisión y recibió, asimismo, el apoyo del Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministro de Transportes.



Su objetivo es autorizar expresamente a dichos magistrados para hacer uso de la facultad contemplada en el artículo 20 bis de la ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los juzgados de policía local, esto es, la de aplicar la pena de efectuar trabajos en beneficio de la comunidad, atendidas las condiciones económicas del infractor. Para tal efecto, se agrega al artículo 22 del mencionado cuerpo legal un inciso final que así lo establece.



Durante la discusión en particular deberemos abordar las disposiciones específicas del procedimiento judicial que serán aplicables, como asimismo la forma en que los municipios tendrán que elaborar programas para que el castigo se haga realidad.



Resulta importante señalar que la iniciativa recibió también un informe favorable de la Corte Suprema.



En todo caso, consideramos necesario, al igual que los miembros de la Comisión y los representantes del Ministerio de Transportes, contar con una norma expresa que contemple la posibilidad de imponer una sanción de esta naturaleza a fin de erradicar la malsana costumbre de evadir el pago de la tarifa del transporte público, particularmente en el Transantiago, donde las tasas de infracción se han ido incrementando en forma relevante.



Quiero hacer notar, además, que los Senadores señores Letelier y Girardi propusieron complementar el proyecto de ley durante la discusión en particular. El primero de ellos solicitó que a los incluidos en el listado de evasores del Transantiago se les inhabilitara también para postular a subsidios públicos. Si bien ello no se encuentra contemplado en la moción original, va a ser, sin lugar a dudas, uno de los aspectos que serán debatidos en esa etapa.



He dicho.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, ¿puede abrir la votación?

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se hará.



Acordado.



En votación la iniciativa.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el no pago de una tarifa de transporte público no provoca un daño al operador ni al chofer, sino a todos los que sí lo hacen y a los contribuyentes, que subsidian el sistema. Es un acto de mala fe en contra de un interés público. Quienes no la cancelan perjudican un bien público.



Lo que necesitamos ir generando en Chile, tal como existe en otros países, no es una cultura en el sentido de que uno se las arregla y “Ja, ja, ja, me salvé, porque evadí el pago”, sino la conciencia de la responsabilidad colectiva en asuntos de interés público, particularmente en el cuidado de los bienes públicos.



Hay países en los cuales si se detecta a una persona viajando en un vehículo de transporte público sin pagar la tarifa, se la conduce de inmediato a un recinto policial en donde queda detenida. Y en caso de reincidencia, existe pena de cárcel.



Creo que es hora de que en esta materia Chile comience a aplicar medidas muy rígidas, muy duras. Porque no es una excusa válida decir: “Es que el sistema no me gusta”. ¡Si no les gusta, no se suban! ¡Si no les agrada, usen otro medio de transporte! Su práctica daña el interés colectivo; daña a los que sí pagan las tarifas; daña a los contribuyentes.



Señor Presidente, en la Comisión no solo votamos a favor de la idea de legislar de esta iniciativa que da al juez de policía local un abanico de otras alternativas de sanciones que puedan aplicarse, sino que también debatimos sobre cómo generar un paquete de acciones y de sanciones que lleve a un cambio de conducta.



Es un hecho -se ha demostrado- que en este tipo de materias solo mediante sanciones crecientes, colectivas y que duelan se cambiará el comportamiento.



Por eso, en el debate en particular queremos incluso considerar sanciones societales. Porque no puede ser que alguien que nos esté robando al no pagar las tarifas, pues con su acción le roba a todo el país, mañana reciba diferentes tipos de subsidios, que pagamos todos nosotros.



Queremos que los ciudadanos se comporten como tales, como parte de un colectivo.



Ese es el sentido de fondo de este proyecto.



Voy a votar en general a favor de ampliar el abanico de alternativas de sanciones de que dispone el juez frente a quienes no pagan la tarifa de transporte público, pero con la idea de buscar la incorporación de mecanismos más eficaces a fin de cambiar el comportamiento evidentemente perjudicial de un segmento de nuestra sociedad. Porque seríamos cómplices de ello si permitiéramos que siguiera ocurriendo.



Voto que sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, entiendo que debemos buscar la forma de fortalecer el sistema de transporte público. Y creo que la mejor manera de hacerlo radica, entre otras cuestiones, en tornarlo eficaz, eficiente y en que verdaderamente satisfaga a sus usuarios.



La intencionalidad del Transantiago -lo hemos dicho muchas veces; volvemos a hacer un mea culpa- era importante: terminar con una serie de problemas del sistema anterior. Pero, claramente, no existió la capacidad para entender que debió haberse instalado de modo gradual, y se efectuó un cambio de la noche a la mañana que afectó a la totalidad de las personas que utilizan este sistema, que dista mucho de ser eficiente.



Poco a poco el Transantiago ha ido mejorando; pero todavía no es del todo eficiente. Hay lugares en que la gente sigue protestando por el servicio. Porque a veces transcurre media hora sin que pasen los buses; en otros casos ni siquiera aparecen, o, por el contrario, circulan muy seguido.



Además, en la instalación de este sistema falló fundamentalmente la administración como tal. Se suponía que dispondríamos de un software muy sofisticado, completo, que iba a regular y mejorar muchísimo las condiciones de este servicio.



Entonces, tengo serias dudas con respecto al proyecto en debate.



Efectivamente, creo que necesitamos una cultura ciudadana que nos ayude a terminar con la evasión en el pago de las tarifas, la cual claramente ha perjudicado a nuestro sistema de transporte público. Pero no está de más recordar que los ciudadanos no fueron consultados, y que de la noche a la mañana se vieron muy afectados.



Con ello no estoy justificando la evasión, señor Presidente. Pero quiero manifestar que pienso que debemos reconocer que aquí no hubo consulta, ni posibilidad de manifestar opinión y que, además, existen ciertas responsabilidades que a mi juicio todavía no quieren asumir los administradores o los dueños empresarios del Transantiago. Para empezar, la creación de más zonas pagas; barreras especiales en los buses. O sea, hay una serie de mecanismos que nos permitirían controlar mejor la evasión. Y me queda la sensación de que no se ha hecho todo lo que podría y debería haberse realizado en tal sentido.



Por lo tanto, antes de empezar a aplicar penas, me parece que tendríamos que poner el acento más bien en por qué han demorado tanto los empresarios y las administradoras de este sistema en establecer las mejores condiciones para evitar la evasión, que sabemos que existe muy masivamente.



Por desgracia, se ha hecho común la pseudojustificación de decir: “Bueno, no voy a pagar porque este servicio es muy malo”. Claramente, ello no tiene justificación.



Tengo mis dudas, señor Presidente.



Está presente el Ministro de Economía. Y me gustaría preguntar si disponemos de las cifras actualizadas respecto al número de evasores. Pero, primero, me gustaría saber si tendremos la capacidad real para, a través de los juzgados de policía local, conmutarles la pena.



En seguida, me hago una interrogante elemental. Puede ser que a una persona que haya evadido el pago de la tarifa del transporte público se le conmute la pena por carecer de recursos -y habrá que establecer si los tiene o no- por la realización de trabajo comunitario. Pero a lo mejor ella no está capacitada, o incluso posee antecedentes que no la señalan como la más habilitada para efectuar un trabajo comunitario.



Entonces, me pregunto hasta dónde llegaremos en el interés por “mejorar un servicio”. No creo que lo que se propone sea lo óptimo. Pienso que deberíamos tener una cultura de responsabilidad, de cumplimiento. Y la mejor forma de lograrlo sería con un servicio más eficiente.



No creo que ello necesariamente se consiga con cambiar una pena por la realización de trabajo comunitario. Y, por otra parte, no tengo idea si las municipalidades estarán preparadas para llevarlo a cabo. Porque si la evasión es muy masiva, desconozco cómo los municipios podrán manejarlo (qué tipo de trabajos se hará, cómo, etcétera). Además, si se trata de alguien que labora, habrá que considerar sus por lo menos 8 horas de jornada y lo que se demora en ir a su lugar de trabajo y en volver de este, el cual normalmente está bastante alejado. Es decir, esa persona ocupa sobre 10 horas diarias, si no más. Entonces, no sé en qué momento se pretende que cumpla el trabajo comunitario sin afectar su condición laboral.



Por eso, señor Presidente, francamente me asisten serias dudas acerca de este proyecto. Me parece que no es muy viable. Creo que su enfoque no es el más adecuado, entendiendo que el objetivo que nos debe guiar es cómo generar una cultura de responsabilidad, a fin de que a la gente le importe preservar un sistema de transporte público. 



Ojalá pudiésemos replicar lo que hasta hoy día por lo menos ocurre con nuestro Metro. Este es un sistema caro, pero las personas sienten que da un buen servicio y lo cuidan. Considero que hacia allá debiéramos apuntar. Y no me parece que el que se nos propone ahora sea el método más adecuado.



Como digo, tengo serias dudas de apoyar esta iniciativa como viene redactada. Me gustaría una respuesta sobre el número de evasores. Ello de alguna manera me daría una idea acerca de si tengo o no razón en cuanto a que el asunto puede volverse absolutamente inmanejable y a que finalmente podemos despachar una legislación no manejable.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la verdad es que me motivó a hablar la intervención de un parlamentario. Porque cabe preguntarse qué pretendemos con establecer sanciones en este caso, cuando en realidad debiéramos tratar de que existiera la educación suficiente en esta materia y el convencimiento de que el transporte público es un bien que permite a todos los chilenos trasladarse de un punto a otro y de que, por lo tanto, debemos realizar un esfuerzo para que sea de buena calidad.



¿Resulta lógico -en mi opinión, no; pero formulo la pregunta- que establezcamos como criterio la sanción por evadir el pago del pasaje del transporte público en un país donde el sueldo mínimo es de 193 mil pesos (el sueldo líquido, por su parte, va de 145 mil a 150 mil pesos)? Porque con ello finalmente serán criminalizados, pues corresponde a una pena, los más pobres.



No creo que esa sea la solución. La solución es que las empresas contraten personal suficiente a efectos de fijar criterios de control para evitar la evasión. Pero no se puede pretender criminalizarla. 



Consideren, Sus Señorías, que una persona que se traslada desde la zona poniente a la oriente de la Capital debe recorrer dos horas arriba de una micro, con todas las dificultades que eso conlleva. Y lo más probable es que su sueldo no le alcance ni siquiera para comer, pues debe gastar en movilización 20 mil o 30 mil pesos, de los 145 mil o 150 mil pesos que gana. 



De ahí que me parezca un descriterio pretender que la solución del problema pase por criminalizar. 



Aquí no se trata de defender la evasión, sino de propender a que los recursos se usen más bien para educar, con el objeto de lograr que la gente entienda el sistema y busque el modo de incorporarse a él de buena forma. Hay que evitar que se termine criminalizando a las personas -un parlamentario habló de que en otros países hasta se las encarcelaba-, porque pareciera que estuviéramos hablando de los criminales más grandes de Chile. 



Por eso, de ninguna manera el camino es el que se propone. El camino es que las empresas contraten personal suficiente a fin de establecer zonas de pago y controles, para impedir que siga existiendo la actual evasión. Asimismo, hay que preocuparse por los problemas sociales del país que llevan al no pago. Incluso, en esto deberíamos tener cuidado; porque, a lo mejor, quienes no cancelan la tarifa son los que poseen más recursos, y los que sí lo hacen son los que tienen menos.



Entonces, en verdad, estimo que estamos cometiendo un exceso. 



Por lo tanto, señor Presidente, no votaré favorablemente el presente proyecto, porque la única forma de remediar la situación es usar el tiempo, el cerebro, las neuronas para lograr mejorar al país y no para criminalizar a las personas que no pagan su pasaje.



Yo haría un esfuerzo distinto.



Más encima -la Senadora Allende lo señalaba con harta claridad-, esto podría significar una carga enorme para los municipios, porque deberían hacerse cargo de personas de escasos recursos, a mi juicio, que no disponen de dinero para cancelar la tarifa de la micro.



De verdad, creo que se halla mal enfocada la iniciativa y que tiene una forma equívoca.



Así que voto en contra.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, quiero hacer algunos comentarios sobre el presente proyecto, que establece una pena nueva. 



Aquí hemos oído que hay preocupación sobre las conductas individuales. Y se ha manifestado que este sería un mecanismo ineficaz para modificarlas. En realidad, la ley y las sanciones -las penas- cumplen también un papel pedagógico. 



El Transantiago reviste un problema agudísimo para la Capital, que afecta la vida individual de millones de personas y cuya operación arroja pérdidas anuales del orden de 700 millones de dólares. Esto, trasladado a diez años plazo, puede significar dos reformas educacionales. Hablamos de un mecanismo infernal que, efectivamente, le deteriora la existencia a mucha gente. Es muy destructor de la vida personal.



Ahora, ¿cómo se disminuyen las pérdidas? Este es el dilema. 



El promotor de la presente iniciativa se pregunta si acaso por el recurso de una pena no corporal -diferente de la privación de libertad y la multa-, se podría atenuar la evasión. Es un intento de solución para un problema infinitamente más complejo: quien conozca un poco la operación del Transantiago sabrá que en los lugares de mayor concurrencia las personas entran a los buses en lotes, en grupos, se abren paso a la fuerza, y los vigilantes -quienes han aumentado en número, tienen un uniforme característico y son el resultado de una preocupación por disminuir la evasión- simplemente no son capaces de controlar la situación. Existe una especie de impunidad en la materia, precisamente porque el servicio es muy deficiente.



Pero no deja de sorprender -y con esto no quiero herir a nadie- que las críticas a una posible atenuación de la evasión vengan de los sectores socialistas, los cuales estuvieron orgullosísimos de este sistema de transporte público. Se trataba del big bang socialista para una sociedad de seis millones de personas. Era una cosa prodigiosa. 



¡Nunca supe si fue o no contratado el señor Hawking para ese proyecto...! Pero sí recuerdo que un Senador socialista de mucho predicamento -a quien respeto considerablemente, por lo demás- dijo que el Transantiago era el fenómeno de intervención estatal más intenso y más profundo desde los tiempos de la reforma agraria. 



Él se halla en la Sala, silencioso. ¡Y yo entiendo por qué...!


Pero, ¡por favor!, si un Senador procura disminuir el mal efecto del Transantiago, no lo acusemos de estar creando una sociedad ultracastigadora. 



No sé si los que evaden son los más pobres o los más “olímpicos”, los más frescos. Simplemente defiendo la idea del colega Chahuán. Creo que hay allí una posibilidad. Eso sí, a mi juicio, la aplicación de las penas de trabajos comunitarios no será fácil en la práctica. Pero al menos se vislumbra un esfuerzo de contribución.



Se preguntaba un Senador que me antecedió en el uso de la palabra si acaso a las personas les será posible desempeñar los trabajos comunitarios, si tendrán la preparación requerida. Bueno, podrán barrer calles, ordenar un jardín, pasar el rastrillo por el maicillo: hacer algo. 



Entiendo que lo anterior no será sencillo. Pero de algún modo hemos de tratar de matar este dragón de no sé cuántas cabezas que se está comiendo la vida de los habitantes de Santiago y que impide abordar los problemas sociales que de veras nos debieran preocupar.



Además, en el Transantiago existe una tremenda cantidad de dinero que nadie sabe dónde va a parar. Nunca se ha visto un gasto social menos focalizado. La creatura es de paternidad conocida: fue concebida en los Gobiernos de la Concertación, tiene un papá y una mamá. Pero resulta que a nosotros nos ha tocado alimentarla y tratar de disminuir su efecto pernicioso sobre la vida de los habitantes de Santiago. Por lo demás, este no se logra atenuar ni una pizca con los llamados fondos “espejo”, dirigidos a Regiones, que no llegan y que nadie sabe dónde van a parar. O sea, este sistema es verdaderamente un cáncer espantoso, de lo cual hay que ser consciente. 



Al menos, la actual discusión sirve para entender que nos hallamos enfrentados a un problema que conecta con la cultura, con el modo de convivencia, con el buen empleo de los fondos estatales, con cómo se gasta la plata del IVA. Cuando una mujer desembolsa mil pesos en el negocio de la esquina, deja 180 pesos de impuesto en la caja. ¿Cómo se invierten esos impuestos? Tal es el principal dilema. 



Quizás no habría que exigir reformas tributarias tan agudas sino que ayudar a quienes estamos en este período tratando de administrar el Estado a hacerlo de manera más eficiente.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ha sido muy motivadora la intervención del Senador que me antecedió en el uso de la palabra, porque, efectivamente, el Transantiago se ha transformado en un problema serio para las políticas estatales en materia de transporte público.



Y, más allá de las anécdotas o de la caricatura que se hizo en la intervención anterior respecto de lo que significa el desafío de tener un transporte público eficiente, seguro y barato en la Región Metropolitana, quiero plantear algunos puntos.



Cuando se inició el Transantiago, siempre se planteó la necesidad de un subsidio al transporte público para garantizar una buena implementación. Todos sabíamos que se trataba de un proyecto innovador, de un desafío enorme. Las condiciones en que se desarrollaba el transporte público en Santiago se relacionaban más bien con la ley de la selva y con un abuso de los operadores en términos medioambientales, de tráfico, laborales, etcétera, sin coordinación ni control alguno y, además , supeditado a la libre voluntad de los operadores de la época.



La Derecha, en esa oportunidad y en varias otras después, se planteó absolutamente en contra de cualquier subsidio al transporte público. Decía: “Este es un problema que deben solucionar los privados; y los operadores que licitaron el sistema del Transantiago han demostrado no ser capaces de cumplir con el desafío de entregar un transporte seguro, eficiente y barato”.



De ahí en adelante, más allá de las deficiencias que todos conocemos, la Derecha entrampó en el Congreso toda alternativa que significara adoptar medidas eficaces para lograr un financiamiento adecuado, contar con subsidio y fijar políticas que permitieran la infraestructura necesaria en la Región Metropolitana para sacar adelante el Transantiago.



Cuando el Gobierno anterior solicitaba recursos, siempre se votó en contra. En un momento, se llegó incluso a la ridiculez de establecer mil pesos en el programa para el Transantiago en la Ley de Presupuestos correspondiente.



Sin embargo, la vida da muchas vueltas. Y la historia enseña que una cosa es criticar, hablar, ofrecer y generar expectativas y otra muy distinta es llevar adelante las medidas pertinentes cuando se tiene la responsabilidad de gobernar y, en este caso particular, de implementar el Transantiago.



Pareciera que al Senador que me antecedió en el uso de la palabra se le olvidó que hace poco más de quince meses, a fines de 2010, el actual Gobierno, después de haberse hecho cargo del Transantiago con la promesa de que en un año arreglaba la situación, vino al Congreso a solicitarnos aportes extraordinarios por 200 millones de dólares anuales durante 10 años. Y sostuvo que con eso se solucionaba absolutamente el problema.



Los mismos que nos habían negado 60 o 70 millones de dólares un año antes vinieron a decirnos que con 200 millones resolvían la situación, porque estaban en condiciones de disminuir la evasión, de renegociar los contratos, de desarrollar programas que implicaban la implementación de trenes interurbanos de acercamiento desde las zonas pobladas ubicadas en la marginalidad de la Zona Metropolitana para conectarlas con el Transantiago y el Metro. Manifestaron que podían llevar adelante una tarea eficiente.



Pues bien, pasaron cerca de doce meses -se lo señalo al Honorable señor Carlos Larraín-, y el Ministro está pidiendo al Congreso aprobar 750 millones de dólares, sin explicar, como bien decía el señor Senador, dónde diablos se fue la plata; dónde diablos está la disminución de la evasión; dónde diablos está la rebaja de los costos; dónde diablos está la renegociación de los contratos; dónde diablos está la garantía a los trabajadores del transporte público; dónde diablos están los miles y miles de millones de pesos, respecto de los cuales la Administración actual no ha sido capaz de responder.



Y hablo de 750 millones de dólares, porque ahora sí viene acompañado del efecto espejo. En la negociación anterior, por los 200 millones de dólares solicitados, no se pusieron otros 200. Pero ahora se consideran para lograr que los parlamentarios de Regiones apoyemos este incremento de recursos que no tiene explicación alguna, hasta ahora. Espero que en el debate que sostengamos cuando el proyecto pase al Senado nos entreguen alguna explicación razonable.



Hasta el momento no se ha cumplido con ninguno de los compromisos asumidos a fines del 2010, cuando el Presidente Piñera llevaba diez meses de gestión. Luego de dos años y medio de mandato, la situación  está peor que antes, según reconoció el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra. Y bastante más, porque nos vienen a pedir tres veces y media los recursos solicitados hace un año y medio.



Entonces, a propósito de la discusión del proyecto que nos ocupa -lo vengo señalando reiteradamente en términos públicos y también en la Comisión de Transportes-, es bueno tener una claridad meridiana acerca de cómo está funcionando el sistema hoy, qué se ha hecho bien y qué se ha hecho mal.



He de mencionar que las urgencias de este Gobierno empezaron en el momento en que hubo que comenzar a aplicar las exigencias planteadas por la Derecha en la Administración anterior, en orden a que cada cierto tiempo, al producirse determinadas alzas, debía incrementarse la tarifa. Pero mientras subía el pasaje del Transantiago bajaba la popularidad del Presidente. Entonces, curiosamente, ahora dicen que están disponibles para subsidiar el Transantiago, y no en 200 millones, sino en 750 millones de dólares.



¡Por Dios que salen caras las decisiones para que el Presidente de la República no baje cinco puntos o suba un puntito más en las encuestas!



Ese es el problema. Digamos la verdad tal cual: las medidas se han estado adoptando no desde un punto de vista técnico, sino político, mirando las encuestas, que lamentablemente para el actual Gobierno son cada día peores.



En consecuencia, aquí ya no se hace el debate respecto de cómo fijamos una política equitativa de subsidio público al transporte para todas las personas.



Siempre sostuve que había que subsidiar un buen sistema de transporte público. Y no tengo ningún problema en hacerlo. Porque ello no dice relación a un sesgo estatista, ideológico, socialista, comunista, colectivista o como algunos creen que el sistema funciona. No es así. Es porque cuando uno entrega un subsidio -a propósito de la intervención del Senador señor Gómez- hay efectos positivos. ¿Dónde está la plata? En aplicar tarifas más bajas para los sectores vulnerables de la Región Metropolitana, que son los que usan el Transantiago. Ahí está la plata. No se encuentra en los bolsillos de nadie, sino en los de las personas que pagan menos, para las cuales la locomoción significa un gasto demasiado grande. Y esa es la razón por la cual nosotros sosteníamos que resultaba necesario el subsidio. 



Me alegro de que ahora la Derecha se haya dado cuenta de que por ahí es por donde va la solución. Pero, entonces, coloquemos las cosas en su lugar, llevemos adelante un debate en serio; no lo caricaturicemos, porque no tiene mucho sentido.



Respecto de la sanción que plantea el proyecto, en verdad no me parece que sea lo más razonable. Creo que, además, será poco práctica.



Y daré un ejemplo: cuando discutimos el proyecto relativo a la Ley sobre Violencia en los Estadios, una de las primeras sanciones que se nos ocurrió a todos fue la de los trabajos comunitarios. Para aquellos jóvenes que generaban desórdenes, provocaban destrozos o efectuaban desmanes en la vía pública, lo natural era que realizaran ese tipo de labores para pagar por el daño causado. Eso al final nunca se pudo aplicar, porque ni los municipios, ni las policías ni los juzgados estaban en condiciones de implementarlo.



Por lo tanto, mediante esta medida estamos dando una señal falsa. Puede ser una buena idea. Pero a veces lo ideal es enemigo de lo bueno, cuando no se puede aplicar. En definitiva, estamos planteando una solución que no condice con la gravedad del problema de fondo.



Entendiendo la positiva moción y la buena fe del Senador señor Chahuán, me parece que es bastante impracticable.



En mi concepto, lo que se requiere es el fortalecimiento de los mecanismos de fiscalización. En tal sentido, se trata de un tema muy parecido a cuando discutimos si bajábamos de 0,5 a 0,3 la graduación para considerar que se manejaba bajo la influencia del alcohol. Si el asunto no radica en el 0,3 o en el 0,5; la gente no lo sabe. La solución se encuentra en la fiscalización. Las personas han dejado de consumir una cerveza o media copa de vino, porque temen que las fiscalicen afuera del local y las sancionen de manera mucho más contundente. 



Reitero: la solución está en la fiscalización. Las personas dejaron de consumir y de conducir no porque se haya bajado medio punto el guarismo, sino por la fiscalización.



En consecuencia, me parece que el esfuerzo que debemos emprender en esta materia tiene que ver con la implementación de los mecanismos fijados en la propia propuesta de mejoramiento del sistema del Transantiago, que en la práctica ha sido pésimamente manejada por esta gestión.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, me alegro de que se encuentre en la Sala el Senador señor Chahuán, autor del proyecto, porque va a tener que explicárnoslo en detalle. En verdad, no se entiende. Uno no sabe si lo ideó el mencionado colega o está inspirado más bien en las normas utilizadas por el ex fiscal Peña. Porque, a nivel legislativo, se está dando desde hace ya bastante tiempo, semana tras semana, la aprobación de aumentos en las penas, como si eso fuera a resolver los problemas. 



Por supuesto que se producen infracciones. Y constituye un buen ejemplo el dado por el Senador Pizarro sobre la ley de tolerancia cero para quienes manejan tras consumir alcohol. Claro, todos estábamos felices por la aprobación de un gran proyecto que redujo las tasas de accidentes de tránsito, fundamentalmente de aquellos con resultado de muerte. Y lo que hicimos fue aumentar las penas y sanciones por las infracciones cometidas. 



Sin embargo, creo que debemos ser cuidadosos y separar ambas situaciones. Porque una cosa es el delito -por supuesto, vamos a examinar como se procede en tal caso- y otra distinta la infracción a la que aquí se alude. Es clara la existencia de esta última. Puede que también haya una acción delictual. Pero el tema es más de fondo: el problema social relacionado. 



En muchos países del mundo -en sociedades más desarrolladas que la nuestra, donde la carga tributaria a las empresas no aumenta 3 puntos, como hoy día se discute en Chile el Impuesto de Primera Categoría, pues es superior a 40 por ciento-, los derechos de los ciudadanos son esenciales y se hallan garantizados y altamente subsidiados. 



Entonces, nadie discutiría un proyecto de la naturaleza del que nos ocupa como si lo propuesto fuera a resolver un problema de seguridad pública. Estimo que aquí se está intentando criminalizar algo; se busca el camino fácil de la delincuencia, probablemente para dar una señal a los que no son usuarios del Transantiago. 



Por lo tanto, como muy bien explicaron los Senadores señora Allende y señor Gómez, es bueno que se haya reparado en este asunto, porque a veces estas normativas se aceptan con mucha facilidad, sin que el Senado efectúe cuestionamiento alguno. Así ocurrió hace dos meses con la aprobación de un proyecto de ley especial para los bancos, oportunidad en la que advertimos a dichas entidades que debían invertir en seguridad. ¡Y miren lo que ha pasado con las tarjetas clonadas en La Araucanía y en varias otras Regiones del país! Por no hacerlo, el sistema se ha tornado vulnerable. 



En consecuencia, esta iniciativa no tiene que ver con materias esenciales relacionadas con la seguridad pública. Aquí tenemos un fracaso rotundo en seguridad policial. 



No es broma cuando pregunto si está o no el ex fiscal Peña detrás de esto. Porque, francamente, es un error garrafal el que hoy día estamos cometiendo. De lo que debemos hacernos cargo es de la prevención, la educación, la fiscalización, en un servicio de transporte público bastante deficiente como el metropolitano. Pero el Estado tiene que buscar otro tipo de herramientas diferentes de las punitivas. No es posible implementar lo que se propone. Se lo hago ver al Senador señor Chahuán, por intermedio del señor Presidente. 



El proyecto de ley en análisis, probablemente, tiene buenas intenciones. No obstante, implica un problema a los municipios; a los jueces de policía local, que deberán sancionar a una persona por subir a un microbús por la puerta de atrás; con seguridad, se trata de alguien a quien no le incrementamos el sueldo mínimo, dejándoselo en 193 mil pesos. 



No estoy justificando tal conducta. Pero hay un problema social. Porque a esa gente que no tiene dinero para pagar su transporte ahora la vamos a hacer trabajar gratis en la municipalidad. 



Creo que ese no es el camino. El establecimiento de la pena de trabajos comunitarios nunca ha dado resultado, como lo dijo recién el Senador señor Pizarro. 



Estas cosas requieren naturalmente mucho más estudio y no una medida populista como la sugerida, probablemente para dar una señal de tranquilidad, de orden, de seguridad, la cual, en la práctica, no es tal, porque en los delitos que realmente preocupan al país, los de alta connotación y victimización, y también los cometidos por gente de cuello y corbata, no hemos tenido el celo y la preocupación que hoy día se muestra en un proyecto sencillo pero sin impacto como el que debatimos. 



Señor Presidente, claramente esta es una iniciativa a la que le falta mayor análisis. Su intención puede ser buena, pero subiendo las penas no mejoramos en nada el problema aquí planteado. 



Por eso, voto que no. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza el proyecto, por no haber alcanzado el quórum constitucional requerido (13 votos a favor, 4 en contra y una abstención). 



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa la señora Allende y los señores Gómez, Quintana y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Kuschel.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, ¿puede agregar mi voto? 

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto positiva del Honorable señor Orpis, lo que no evitaría el rechazo de la iniciativa, porque requería 22 pronunciamientos favorables para su aprobación  y obtuvo solo 13 votos. 

MODIFICACIÓN DE LEY DE TRÁNSITO PARA REGULAR CONCEPTO DE CONDICIÓN FÍSICA O PSÍQUICA DEFICIENTE EN LA CONDUCCIÓN DE VEHÍCULOS

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modificación  del artículo 109 de la ley Nº 18.290, de Tránsito, estableciendo una regulación del concepto de condición física o psíquica deficiente, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8202-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 27ª, en 19 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es establecer en forma expresa que no se considerará como condición deficiente para los efectos de esta ley el hecho de conducir un vehículo con un nivel de alcohol en la sangre que no supere el rango de 0,3 gramos por mil. 



La Comisión deja constancia de que, no obstante ser el proyecto de artículo único, lo discutió solo en general, por considerar que contiene disposiciones que ameritan mayor análisis; y de que aprobó  la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Letelier y Pizarro. 



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición. 

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general. 



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, esta es una iniciativa que varios colegas conocen, porque introduce un perfeccionamiento en la ley de tolerancia cero para el manejo después de consumir alcohol. 



La idea es evitar que se usen otras normas para generar una persecución -ya no como parte de una política sancionatoria- contra quienes conduzcan vehículos sobre los rangos de consumo de alcohol establecidos en la ley como no deseables o que motiven una sanción. 



Lo que hace el proyecto es evitar que el concepto de condición física o psíquica deficiente sea utilizado en contra de conductores cuyo nivel de alcohol en la sangre sea igual o inferior a 0,3 gramos por mil. 



Hoy día una persona que presente al conducir otro tipo de problemas, como condiciones físicas o psíquicas deficientes, puede ser objeto de una sanción, situación que Carabineros de Chile cautela actuando como ministro de fe. Y esa norma es necesaria. Pero no queremos que ella se aplique con fines distintos de los que motivaron su creación. 



Por lo tanto, se trata de introducir una precisión -conversada con todas las partes-, que tiene como propósito mantener el criterio de la ley de tolerancia cero en lo que a consumo de alcohol y manejo se refiere, pero, a la vez, evitar que se usen disposiciones de otra naturaleza para ir más allá de lo establecido en la respectiva legislación. 



El sentido es delimitar un concepto. Para ello, en el artículo 109 de la Ley de Tránsito, que dice: “Ninguna persona podrá conducir un vehículo cuando se encuentre en condiciones físicas o psíquicas deficientes”, ahora se agrega un inciso segundo, que expresa: “No se entenderá, para efectos de esta ley, como condición física o psíquica deficiente, arrojar en el informe de alcoholemia o en el resultado de la prueba respiratoria que hubiere sido practicada por Carabineros de Chile, una dosificación igual o inferior a 0,3 gramos por mil de alcohol en la sangre”.



Reitero que el propósito del proyecto es evitar lo que en la práctica ha estado sucediendo en algunas partes del país. Si bien son pocos los hechos ocurridos, no queremos que se generalicen. Se busca impedir que se sancione a personas con algún grado de alcohol pero dentro de los rangos que autoriza la ley, los cuales de por sí son muy estrictos.



Esta iniciativa permite prevenir los abusos de autoridad. Por eso la aprobamos unánimemente en la Comisión.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, este proyecto de ley, de iniciativa del Poder Ejecutivo, tiene por objeto corregir una situación que se ha estado presentando con bastante frecuencia, que consiste en que, cuando los funcionarios de Carabineros de Chile someten a un conductor de vehículo motorizado a una prueba respiratoria para determinar si se encuentra bajo la influencia del alcohol y el resultado de ella arroja una dosificación inferior a 0,3 gramos por mil de alcohol en la sangre, estiman que aquel está conduciendo en condiciones físicas o psíquicas deficientes, lo que constituye una infracción grave, de conformidad con lo establecido en el artículo 200, N° 1, de la Ley de Tránsito.



Cabe consignar también que el artículo 109 del mismo texto legal prohíbe conducir un vehículo en condiciones físicas o psíquicas deficientes.



Lo que ocurre, señor Presidente y estimados colegas, es que en virtud de la modificación al artículo 111, introducida por la ley N° 20.580, de 15 de marzo de 2012, se estableció que el manejo bajo la influencia del alcohol existe cuando la prueba arroje una dosificación superior a 0,3 gramos e inferior a 0,8 gramos por mil de alcohol en la sangre, y se prescribió que, si la dosificación fuere menor, podrá considerarse que se conduce en condiciones físicas o psíquicas deficientes, lo cual, si bien puede constituir una percepción subjetiva del funcionario fiscalizador, en la práctica se ha convertido en la regla general.



Mediante esta iniciativa se subsana tal situación, pues se consigna en forma imperativa que no constituirá conducción en condiciones físicas o psíquicas deficientes el resultado de una prueba respiratoria o informe de alcoholemia que arroje una graduación igual o inferior a 0,3 gramos por mil de alcohol en la sangre.



Atendido el propósito que persigue el proyecto, pido a los colegas que aprueben la idea de legislar, a fin de debatir posteriormente el texto en particular, considerando que algunos señores Senadores anunciaron que presentarán indicaciones.



Además, es importante señalar que el Ministerio de Transportes incluso ofició a Carabineros a efectos de que se instruyera al personal para que a las personas que se les encontrare una dosificación inferior a 0,3 gramos por mil de alcohol en la sangre no se les cursen infracciones. A pesar de ello, hoy día existen más de 600 multas por ese motivo.



Por otra parte, el establecimiento del umbral mínimo en 0,3 gramos por mil de alcohol en la sangre no fue algo baladí. En la Comisión en su momento examinamos con científicos y personeros del Servicio Médico Legal la posibilidad de fijar dicho tope justamente para evitar los falsos positivos y dar certeza jurídica a los análisis que permitan establecer si una persona se halla bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad.



Por lo expuesto, señor Presidente, pedimos votar favorablemente esta iniciativa en general.

El señor LETELIER.- Que se abra la votación, señor Presidente.

La señora ALLENDE.- Sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo quiero hacer una precisión para la historia de la ley y para realzar la importancia que revisten las mociones parlamentarias.



Este proyecto se originó en moción de los Diputados señores Pepe Auth, Sergio Bobadilla, René Manuel García, Gustavo Hasbún, Fernando Meza, Leopoldo Pérez, Joaquín Tuma y Mario Venegas, y señora Clemira Pacheco.



Lo digo, porque el Senador Chahuán, como tiene tanto cariño por su Gobierno, le atribuye a este todos los éxitos. 



Aclaro que, en este caso, la iniciativa se inició en moción.

El señor CHAHUÁN.- ¿Me concede una breve interrupción, colega? 

El señor GÓMEZ.- ¡Por supuesto! 



¿Es posible, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede usar la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, es cierto que el cariño que profeso es mucho. Este es un gran Gobierno. 



Y también es verdad que la iniciativa nació de una moción, impulsada en forma relevante por el Diputado Auth, entre otros parlamentarios. 

El señor LETELIER.- De la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara Baja.

El señor CHAHUÁN.- Efectivamente, de dicha Comisión. 



Eso es bueno destacarlo.



Ahora, eso no quita que este es un gran Gobierno.

El señor LETELIER.- ¡Eso lo juzgará la gente!

La señora ALLENDE.- ¡La ciudadanía no piensa así!

El señor GÓMEZ.- Como decía, solo quería aclarar el origen del proyecto, señor Presidente.



Y haré una segunda precisión.



Para el colega Chahuán, este es un gran Gobierno; para otros, no. Pero tal asunto forma parte de una discusión que está fuera de este proceso.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (16 votos a favor).



Votaron las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Prokurica y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, se fijaría plazo para la presentación de indicaciones hasta el lunes 3 de septiembre, a las 12.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LETELIER.- ¿Sería posible dar por aprobada la iniciativa también en particular?

La señora ALLENDE.- Sí, despachémosla.

El señor ESCALONA (Presidente).- Fue la Comisión la que solicitó plazo para formular indicaciones, señor Senador.

El señor LETELIER.- Pero la Sala podría acordar algo diferente. 



Yo soy miembro de la Comisión y no recuerdo que se haya planteado aquello. Tal vez se trata simplemente de una confusión. Porque no queremos tercer trámite para esta iniciativa.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- La tiene, señor Senador. 

El señor CHAHUÁN.- Como Presidente de la Comisión, estoy en condiciones de afirmar que algunos integrantes de ella desean presentar indicaciones al texto propuesto.



Sugiero establecer un plazo corto, a fin de recibir las indicaciones, estudiarlas y traer el proyecto a la Sala a la brevedad posible.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, propongo el lunes 27 de agosto, a las 12.

El señor CHAHUÁN.- Perfecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Hay acuerdo?



Acordado.



--Se fija plazo para presentar indicaciones hasta las 12 del lunes 27 de agosto.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- En seguida, solicito el asentimiento unánime del Senado para incluir en la Cuenta y en la tabla de la presente sesión el proyecto sobre plebiscitos y consultas de carácter comunal, respecto del cual el Ejecutivo hizo presente la urgencia calificándola de “suma”.



No se incluyó en el Orden del Día de hoy porque entonces no había informe de Comisión.



¿Habría acuerdo?

El señor LARRAÍN.- Conforme.

El señor ESCALONA (Presidente).- El proyecto fue aprobado en forma unánime en el órgano técnico.

El señor LETELIER.- ¿Se pide incluirlo en la tabla?

El señor ESCALONA (Presidente).- En la Cuenta y en la tabla, señor Senador. Ello requiere unanimidad.



La urgencia vence antes del 28 de agosto. Por tanto, si no hubiera acuerdo, me vería en la obligación de convocar a sesión para esta semana.

La señora ALLENDE.- ¡No! Veámoslo ahora.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, lamento que el Ministro no se encuentre en la Sala. Lo divisé hace un rato, pero ahora no lo veo.



A mi entender, el problema no es dar cuenta del certificado de la Comisión de Gobierno, sino no haber tenido tiempo para conocer detalles sobre la materia.



Sería bueno precisar si se quiere rechazar ahora la iniciativa para que vaya a Comisión Mixta.

El señor ORPIS.- ¡Es justamente lo que se pretende!

El señor LETELIER.- Es que hay otro proyecto en tabla que nos gustaría ver antes.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, ¿puedo explicar la situación?

El señor ESCALONA (Presidente).- El señor Secretario dará lectura al certificado que la Comisión de Gobierno hizo llegar a la Mesa.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El documento es del siguiente tenor:



“CERTIFICO que en sesión de hoy, y por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Orpis, Rossi, Sabag y Zaldívar, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización rechazó en su totalidad las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (Boletín N° 7.308-06).



“Las enmiendas rechazadas constan en el oficio N° 10.298, de 1 de agosto de 2012, suscrito por S.E. el Presidente de la Honorable Cámara de Diputados, señor Nicolás Monckeberg, y por el Secretario General de esa Corporación, señor Adrián Álvarez, y recaen en los N°s. 2), 3) y 7) del artículo 1° despachado por el Senado en el primer trámite constitucional”.



Dado que el órgano técnico ha rechazado dichas modificaciones por unanimidad, si la Sala ratifica tal pronunciamiento, el proyecto pasaría a Comisión Mixta.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, quiero dar una pequeña explicación.



La Comisión de Gobierno, por la unanimidad de sus miembros presentes, consideró que la iniciativa debía ir a Comisión Mixta, porque, por error u omisión, la Cámara Baja rechazó normas fundamentales incorporadas por nosotros, como la relativa a los plebiscitos no vinculantes, materia que ha sido observada por la propia Contraloría General de la República. Ahora estamos prácticamente sin norma a ese respecto.



La manera de resolver tal problema es rechazar las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados. Ello permitirá constituir una Comisión Mixta, que solucionará los inconvenientes que se han presentado en la tramitación del proyecto.



Por lo tanto, sugiero a la Sala respaldar, por unanimidad, la propuesta de la Comisión que rechaza las modificaciones de la Cámara Baja; así, se formará de inmediato una Comisión Mixta y pronto podrán operar los plebiscitos comunales.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha regresado a la Sala el Ministro Secretario General de la Presidencia.



Señor Ministro, he solicitado el acuerdo unánime de la Sala para incluir en la tabla un proyecto de su Cartera, cuya urgencia vence el fin de semana subsiguiente. Si no hubiera consenso para tratarlo hoy, estaría obligado a citar a una sesión extraordinaria.



Para evitar eso, he pedido el asentimiento de la Sala a fin de incorporar dicha iniciativa en el Orden del Día de hoy y despacharla de inmediato.

El señor LETELIER.- Doy la unanimidad si votamos sin debate.

El señor ESCALONA (Presidente).- Naturalmente, ello presupone que, una vez despachado el proyecto, el Ejecutivo retire la urgencia. Si no, sería imposible que funcionara la Comisión Mixta.



Así se entiende.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, antes de dar el asentimiento, y como una forma de colaborar, solicito lo mismo para un informe que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura aprobó por unanimidad, recaído en el proyecto sobre inscripción...

El señor PIZARRO.- ¡No!

El señor HORVATH.- ¡Entonces, no habría unanimidad para nada! 

El señor LETELIER.- ¡Hay otros proyectos en tabla!

El señor HORVATH.- ¡Ni siquiera han escuchado de qué se trata!

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, el problema es que no tenemos el informe que usted menciona.

El señor HORVATH.- Sí. Está en la Mesa en este minuto.



En todo caso, encuentro irrisorio que se opongan antes de saber de qué se trata el asunto.

El señor ESCALONA (Presidente).- He hecho lo posible, señor Ministro. Pero usted comprenderá que a lo imposible nadie está obligado.



Si no existe asentimiento unánime, habrá que citar a sesión extraordinaria.

El señor HORVATH.- Pero déjeme decir al menos de qué proyecto se trata, cuya urgencia vence hoy.

El señor ESCALONA (Presidente).- Acabamos de informar eso, señor Senador.

El señor HORVATH.- No. De este proyecto no se ha dicho nada.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, tal como manifesté, yo no tengo problemas en acceder a que el proyecto sobre plebiscitos comunales se incluya en la Cuenta y en la tabla, se discuta y se despache hoy.



¿Cuál es mi objeción? Que, por medio de este procedimiento, varias iniciativas que se hallan en el Orden del Día no alcanzarán a verse. 



Por eso, deseo que el colega que me antecedió en el uso de la palabra entienda que hay otros temas -más allá de la pesca- que hace meses esperan ser abordados. Estamos aguardando a que corra la tabla.



En consecuencia, estoy dispuesto a colaborar con el Ejecutivo respecto al proyecto sobre plebiscito y consultas de carácter comunal. Doy la unanimidad, con el compromiso de que se analice hoy la iniciativa que figura en el número 7 de la tabla.



Llevamos meses esperando y siempre se posterga el debate de dicha materia, por distintas razones.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hay acuerdo unánime en la Sala, no es posible incorporar el proyecto referido en la tabla.

El señor CHAHUÁN.- ¡Existe consenso, señor Presidente!

El señor ESCALONA (Presidente).- Lo hay ahora que el Senador Horvath ha retirado su objeción.



Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, pido que recabe el asentimiento de la Sala para los efectos de fusionar dos proyectos: el que figura en el número 11 de la tabla, iniciado en moción del Senador señor Prokurica y de quien habla, en primer trámite constitucional, sobre determinación del interés máximo convencional anual -he conversado con el Presidente de la Comisión de Economía sobre este punto-, con otro similar que actualmente se halla en dicho órgano técnico.



Solicito que ambas iniciativas se fusionen para que sigan un mismo trámite.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, a la Mesa le resulta imposible satisfacer todos los deseos de los Honorables colegas.

El señor CHAHUÁN.- Está bien.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, yo doy la unanimidad requerida, siempre y cuando se vean los dos proyectos que se mencionaron anteriormente. De lo contrario, no la daré.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, trataremos a continuación el proyecto sobre los plebiscitos comunales.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Veríamos el que informó la Comisión de Pesca también?

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Secretario, ¿ha llegado el informe de la Comisión de Pesca?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto de ese informe, me comunican que se están sacando las firmas de los señores Senadores.



El documento propiamente tal está; solo falta que lo suscriban los miembros de la Comisión.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como se sabe, el informe es válido solo con la firma de los Senadores. Yo no puedo transgredir el Reglamento, el cual exige que, para que tenga validez, cuente con dichas firmas.

El señor URIARTE.- ¡Pero el informe existe!

El señor HORVATH.- ¡Ahí está!

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, ¡el documento no está firmado! Yo cometería una transgresión, incluso penal, si doy por...

El señor CHAHUÁN.- ¡Que lo firmen!

El señor HORVATH.- ¡Pero está!

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡No lo han firmado los Senadores de la Comisión! ¿Entiende usted?

El señor URIARTE.- ¡Que les saquen la firma entonces!

El señor ESCALONA (Presidente).- Esa es tarea de la Secretaría, no de la Mesa.



¿Habría acuerdo, por consiguiente, para incluir en la tabla y tratar de inmediato el proyecto sobre plebiscitos y consultas de carácter comunal?



--Así se acuerda.

El señor ORPIS.- ¡Pero sin debate, señor Presidente!

El señor LETELIER.- ¡Sin debate!

ESTABLECIMIENTO DE SISTEMA DE PLEBISCITOS Y CONSULTAS DE CARÁCTER COMUNAL

El señor ESCALONA (Presidente).- De conformidad con lo recién acordado, corresponde pronunciarse sobre el proyecto, en tercer trámite constitucional, sobre plebiscito y consultas de carácter comunal, con certificado de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y urgencia calificada de “suma” (Véase en los Anexos, documento 12).


--Los antecedentes sobre el proyecto (7308-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 66ª, en 10 de noviembre de 2011.


En tercer trámite, sesión 39ª, en 7 de agosto de 2012.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 37ª, en 2 de agosto de 2011.


Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.


Gobierno, Descentralización y Regionalización (nuevo segundo): sesión 77ª, en 30 de noviembre de 2011.


Certificado de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización (tercer trámite): sesión 41ª, en 14 de agosto de 2012.


Discusión:


Sesiones 40ª, en 3 de agosto de 2011 (se aprueba en general); 65ª, en 2 de noviembre de 2011 (queda para segunda discusión); 80ª, en 13 de diciembre de 2011 (se aprueba en particular).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como ya señalé, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia, a través de un certificado, de que en sesión del día de hoy, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Orpis, Rossi, Sabag y Zaldívar (don Andrés), rechazó la totalidad de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al presente proyecto de ley.



Las modificaciones rechazadas por la Cámara Baja constan en el oficio que envió y recaen en los N°s. 2), 3) y 7) del artículo 1° despachado por el Senado en el primer trámite constitucional.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá de inmediato la votación.



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación lo propuesto por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



--(Durante la votación).
El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, pedí intervenir para fundamentar por qué pienso que este proyecto debe despacharse hoy. Como se señaló, es para los efectos de que vaya a Comisión Mixta. 



La Cámara de Diputados, por un error, eliminó la disposición relativa a los plebiscitos no vinculantes. 



Tal situación se puede rectificar mediante la conformación de una Comisión Mixta, para luego traer el asunto a la Sala.



En consecuencia, se debe aprobar el planteamiento de la Comisión de Gobierno en orden a rechazar lo propuesto por la Cámara Baja.

El señor ESCALONA (Presidente).- Varios señores Senadores se han inscrito para fundamentar el voto.

El señor LARRAÍN.- ¿Hay que pronunciarse a favor del informe entonces?

El señor ESCALONA (Presidente).- Sí, en caso de que comparta la idea de que el proyecto vaya a Comisión Mixta.



El Senador señor Quintana está inscrito, pero no está en la Sala.

El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, este proyecto fue sumamente debatido en esta Sala. 



En primer término, el aumento del umbral para que los vecinos puedan requerir un plebiscito -entiendo que el Senado aprobó el 5 por ciento- significa...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No. Acá se aprobó el 10 por ciento.

La señora ALLENDE.- Claro. Y hay que bajarlo a 5.

El señor GÓMEZ.- Efectivamente. Eso en cuanto al umbral.



Segundo, se planteó acá la posibilidad de que exista gratuidad para que las personas que deseen llamar a una consulta no tengan que incurrir en gastos.



Sobre esas materias no tenemos claro qué se aprobó y qué se rechazó en la Comisión.



Entonces, resulta muy curioso que una iniciativa legal tan relevante como esta, por apuro, debamos votarla sin ni siquiera conocer cuál fue el resultado de ese debate.



Se trata de temas que dicen relación con los plebiscitos, que son fundamentales para las comunas. La gente está pidiendo mayor participación.



Por lo tanto, señor Presidente, no considero lógico que despachemos casi por unanimidad un proyecto que ha sido muy discutido. Al menos debemos saber qué se votó, qué se aprobó, qué se rechazó, dado que   -insisto- en el Senado tuvimos un largo debate al respecto.

El señor LETELIER.- ¿Me permite una consulta, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Es una duda, Su Señoría? Le recuerdo que estamos en votación.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quisiera precisar lo que estamos votando.



Aquí, en la Sala, se nos informó -así le entendí al Senador Orpis- que la Comisión de Gobierno rechazó todas las modificaciones que venían de la Cámara de Diputados...

El señor ORPIS.- Así es.

El señor LETELIER.-... y, por tanto, me gustaría que se abriera debate acerca de todas las materias en la Comisión Mixta, incluyendo el punto vinculado al umbral de electores que se requiere para solicitar un plebiscito, dado que, con la inscripción automática, aumentó significativamente el padrón: el diez por ciento de votantes hoy día es muy distinto a lo que era hasta hace un año y la idea es que el instrumento sea eficaz. 



En consecuencia, al votar favorablemente entendemos -quiero aclararlo, pues así lo deduje después de escuchar al Senador Orpis; no digo que haya mala fe y no desearía que se malentendieran mis dichos- que lo relativo al umbral de votantes se podrá analizar en la Comisión Mixta...

El señor LARRAÍN.- ¡Todo se va a poder ver en la Comisión Mixta, señor Senador!

El señor ORPIS.- Efectivamente.

El señor LETELIER.- Entonces, en el entendido de que todo se va a poder ver en la Comisión Mixta, votaré a favor.



No obstante, por lo que planteó el Senador Gómez, quería hacer presente mi duda en cuanto a si el aspecto a que acabo de aludir sería examinado en la Comisión Mixta. 



En ese sentido, tal como me han informado los miembros de la Comisión, entre ellos el Senador Orpis, veo que existe voluntad para abrir ese debate y, por consiguiente, voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Senador Letelier, como se ha informado en la Sala, este no es un problema de voluntad, sino un problema reglamentario.



Como la Comisión rechazó todas las propuestas de la Cámara de Diputados, corresponde buscar una solución para todas ellas.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización (17 votos a favor, una abstención y un pareo) y, en consecuencia, se rechazan todas las enmiendas introducidas por la Cámara Baja, quedando despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Novoa, Orpis, Prokurica, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Pizarro.


No votó, por estar pareado, el señor Uriarte.
El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se designará a los miembros de la Comisión de Gobierno para que integren la Comisión Mixta que deberá formarse.

El señor LETELIER.- De acuerdo.

La señora ALLENDE.- Muy bien.



--Así se acuerda.

SANCIONES A CONDUCTORES PARTICIPANTES EN ACCIDENTES DE TRÁNSITO QUE ABANDONEN EL LUGAR 

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción del Senador señor Chahuán, que sanciona al conductor que abandona el lugar del accidente automovilístico en que hubiere participado, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7086-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción del Senador señor Chahuán):


En primer trámite, sesión 37ª, en 28 de julio de 2010.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 27ª, en 19 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es sancionar con presidio menor en su grado medio a máximo y, en su caso, con la suspensión de la licencia de conductor o con la inhabilidad para obtenerla hasta por cinco años y multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales, al conductor que participe en un accidente de tránsito en que se produzcan lesiones o muerte, el cual estará obligado a detener su marcha y, en la eventualidad de lesiones, llamar a un centro hospitalario o de atención médica cercana, con el fin de prestar la ayuda que fuese necesaria.



La Comisión discutió el proyecto en general y particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Letelier y Pizarro.



El Comité del Partido Socialista ha anunciado su voluntad de formular indicaciones, por lo que corresponde fijar plazo para tal efecto.



El texto que se propone al Senado para su aprobación se consigna en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me gustaría pedir el acuerdo de la Sala para devolver la iniciativa a la Comisión con el objeto de que evacue un segundo informe, por cuanto el texto adolece de ciertos problemas de redacción: no ha quedado bien la tipificación de las penas y existen inconvenientes acerca de la gradualidad.



El objetivo de la iniciativa es evitar que las personas que, pudiendo socorrer, no lo hagan -la ley del buen samaritano-, pero en su redacción permaneció una dificultad y presentaremos una indicación al respecto.



En consecuencia, en mi calidad de miembro de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones -ya hablé con su Presidente-, pido recabar el asentimiento de la Sala para que el proyecto vuelva al referido órgano técnico, a fin de que elabore un segundo informe, antes de proceder a la votación en general.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, para precisar lo que usted acaba de solicitar, le aclaro que no se trata de un segundo informe, sino de un nuevo primer informe.

El señor LETELIER.- Correcto, señor Presidente. Un nuevo primer informe.

El señor ESCALONA (Presidente).- En consecuencia, si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado por el Senador señor Letelier, con el objeto de que se proceda en los términos indicados. 

La señora ALLENDE.- De acuerdo.



--El proyecto vuelve a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para un nuevo primer informe.

COMPENSACIÓN A USUARIOS POR INTERRUPCIÓN DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES 

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Senadores señores Muñoz Aburto, Chahuán y Girardi, sobre descuentos en la tarifa mensual en caso de interrupción de los servicios de telecomunicaciones, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7062-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Muñoz Aburto, Chahuán y Girardi):


En primer trámite, sesión 34ª, en 13 de julio de 2010.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 3 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es establecer que toda suspensión, interrupción o alteración de un servicio público de telecomunicaciones o de Internet por causa no imputable al usuario se descuente proporcionalmente de la tarifa mensual, y que el concesionario deba indemnizarlo con el triple del valor de la tarifa diaria si la suspensión, interrupción o alteración exceden las 12 horas continuas o discontinuas en un mes y no obedecen a fuerza mayor ni caso fortuito.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes: Senadores señores Chahuán, Letelier y Pizarro.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.

El señor LETELIER.- “Si le parece”.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ.- ¿Alguien nos podría explicar el proyecto?

El señor COLOMA.- Sería bueno.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán para fundamentar su voto.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, la iniciativa legal que hoy día nos convoca tuvo su origen en una moción de los Senadores Muñoz Aburto, Girardi y de quien habla, y dice relación básicamente con la posibilidad de establecer descuentos en la tarifa mensual en caso de interrupción de los servicios de telecomunicaciones.



El proyecto fue revisado, además, por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el cual dio a conocer su beneplácito al respecto.



Como dije, toda suspensión, interrupción o alteración de un servicio público de telecomunicaciones o de Internet por causa no imputable al usuario deberá ser descontada proporcionalmente de la tarifa mensual. En caso de que aquellas excedan las 12 horas continuas o discontinuas en un mismo mes y no obedezcan a fuerza mayor ni a hecho fortuito, el concesionario además tendrá que indemnizar a aquel con el equivalente al triple del valor de la tarifa diaria por cada día de suspensión, interrupción o alteración del servicio.



Esta es una materia que conversamos con la referida Cartera, y se concluyó que, en tales eventualidades, las compañías de telecomunicaciones o de Internet no compensan a los usuarios.



Por lo tanto, la idea es aprobar este proyecto de ley para los efectos de ir generándole responsabilidad a esas empresas en caso de que se suspenda, interrumpa o altere el servicio por una causa no imputable al cliente.



Voto a favor.

El señor PIZARRO.- La única diferencia con lo que hay es que se incluye Internet.

El señor CHAHUÁN.- Exactamente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, las diferencias son dos: una, que se incluye a todos los servicios, y dos, que se fija el criterio único de que la suspensión deberá ser descontada proporcionalmente de la tarifa mensual.



En el texto vigente se observa toda una construcción en cuanto a si son más de 6 horas y menos 12, lo que genera una situación de mayor indefensión para el consumidor y es muy pro empresa. 



Sin embargo, ahora se establece algo más sencillo: si se produce interrupción de un servicio por causa no imputable al usuario, deberá ser descontada en forma proporcional de la tarifa. Y en caso de que la suspensión o interrupción exceda de 12 horas y no obedezca a fuerza mayor ni hecho fortuito, el concesionario habrá de indemnizar a aquel.



O sea, se simplifica la lógica.



Lo que se pretende con la iniciativa es precisar los derechos del consumidor, para que no quede atrapado y tenga que aceptar como bueno un mal servicio que se descontinúa entre 6 y 12 horas sin explicación.



Me pronuncio a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (14 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Letelier, Orpis, Pizarro, Prokurica, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Coloma y Frei (don Eduardo).



No votó, por estar pareado, el señor Uriarte.

El señor LARRAÍN.- Solicito fijar plazo para indicaciones.

El señor ESCALONA (Presidente).- El proyecto es de artículo único. 

El señor LARRAÍN.- Por eso lo estoy pidiendo, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



Si le parece a la Sala, se establecerá el 27 de octubre, a las 12, para tal efecto.



--Así se acuerda.

EXCLUSIÓN DE REGISTRO ELECTORAL DE VÍCTIMAS DE DESAPARICIÓN FORZADA 

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y de quien habla, que modifica la ley N° 18.556 con el objeto de excluir del Registro Electoral a las víctimas de desaparición forzosa, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8321-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Escalona, Letelier y Muñoz Aburto):


En primer trámite, sesión 19ª, en 22 de mayo de 2012.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 31ª, en 4 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es corregir la situación generada por la implementación de las modificaciones a la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y voto voluntario, que incorporó en el Registro Electoral los nombres de personas desaparecidas como consecuencia de las violaciones a los derechos humanos ocurridas durante la dictadura militar, para lo cual se propone excluirlos de dicho Registro.



La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía dejó expresa constancia en su informe de que, si bien comparte la idea de legislar sobre esta materia, el proyecto no resolvería el problema de los detenidos desaparecidos, por cuanto se requiere la consagración de un estatuto jurídico especial que aborde en su integridad y de manera permanente su situación. Para tal efecto se propone crear un Registro Nacional de Detenidos Desaparecidos.



En razón de lo anterior, la Comisión acordó informar a la Sala que no se pronunciará sobre este proyecto, solicitándole que se oficie a Su Excelencia el Presidente de la República con el propósito de requerirle que tenga a bien presentar una iniciativa legal que recoja la propuesta antes descrita.



El referido órgano técnico adoptó tal acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes: Senadores señores Gómez, Larraín (don Hernán), Letelier y Ruiz-Esquide.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Puede hacer uso de ella el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, a raíz de la Ley de Inscripción Automática y Voto Voluntario, se produjo una situación delicada en nuestro país, porque aparecieron en los registros electorales los nombres de personas detenidas desaparecidas.



Se quiso abordar ese problema a través de una moción, que es la que ustedes tienen a la vista. Ella, en un inicio, proponía eliminar esos nombres del padrón electoral de votantes, no del Registro. Pero en el debate habido en conjunto con el Ejecutivo y el Instituto Nacional de Derechos Humanos se concluyó que la mejor forma no es la que se había sugerido, sino aquella mediante la cual se crea un estatuto jurídico especial para las personas ausentes por desaparición forzosa.



Como dije, se conversó con el Ejecutivo, y en atención a ello lo primero que deseamos hacer es informar de este asunto a la Sala, porque entendemos que hay voluntad para abordar la materia de manera unánime. Esto no es algo que se relacione con la contingencia política, sino que apunta a cómo podemos resolver un tema de país. 



Y, señor Presidente, lo que estamos haciendo, junto con informar, es sugerir que, como Corporación, se oficie al Ejecutivo para solicitarle que presente formalmente una propuesta sobre creación del Registro Nacional de Detenidos Desaparecidos. Para ello se necesita el patrocinio gubernativo, porque hay que darle una nueva facultad al Servicio de Registro Civil.



Pedimos el apoyo de la Sala para que el oficio, más que de la Comisión, sea del Senado en su conjunto, porque entendemos que existe interés para abordar el asunto de forma unánime.



He dicho.

El señor LARRAÍN.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?

El señor BIANCHI.- Está bien, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Hay que tocar los timbres a efectos de reunir el quórum necesario para tomar el acuerdo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Entiendo que se trata de solicitar el asentimiento unánime de la Sala para el envío del oficio explicitado; en consecuencia, de no votar en general el proyecto propiamente tal.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Secretario, para los señores Senadores que no estaban presentes y que acaban de ingresar a la Sala, ¿puede repetir la relación, por favor?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Por supuesto, señor Presidente.



A propósito del proyecto que modifica la ley N° 18.556 para excluir del Registro Electoral a las víctimas de desaparición forzosa, el cual fue puesto en debate, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, si bien comparte la idea de legislar sobre la materia, plantea no votar en general y oficiar al Primer Mandatario para solicitarle, como solución integral, la creación de un Registro Nacional de Detenidos Desaparecidos.



Sobre el particular se pide el acuerdo del Senado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, con el pronunciamiento favorable de los 15 Senadores presentes, no se votará la idea de legislar y se oficiará al Presidente de la República en la forma propuesta.



--Así se acuerda. 

)---------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito el acuerdo unánime de la Sala con el propósito de incluir en la Cuenta y en la tabla el segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre asociación de pescadores artesanales, inscripción de recursos marinos y extensión de área de operación artesanal (Véase en los Anexos, documento 13).


La Secretaría todavía no dispone de textos para todos los Senadores, pero ya se ha distribuido una cantidad suficiente.



Además, el referido documento ya está firmado. 

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, yo no puedo dar la unanimidad mientras no conozca el texto sugerido y, sobre todo, la opinión de los Senadores de mi bancada.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala suspender la sesión por 15 minutos para...

El señor PIZARRO.- No, señor Presidente. Lo que podemos hacer es seguir discutiendo las otras iniciativas consignadas en la tabla.



Tengo que hacer averiguaciones con la gente que estuvo en la Comisión de Pesca, ver...

El señor LARRAÍN.- Prefiero la solución que planteó la Mesa.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si seguimos con el Orden del Día, señor Senador, no tendrá posibilidad física de consultar con su bancada.

El señor PIZARRO.- Sí podemos, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿De todas maneras?

El señor PIZARRO.- Sí. ¡Hay gente que puede caminar y mascar chicle al mismo tiempo sin caerse...!

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Lo felicito, Su Señoría, por tan notable cualidad...!



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, entiendo la inquietud del colega Pizarro. En todo caso, aquí está el informe.



Entonces, propongo empezar a discutir el proyecto, cuya urgencia vence hoy. Eso permite cumplir el Reglamento -esto siempre ha sido una preocupación tanto del señor Presidente como de los restantes miembros de esta Corporación- y conocer en detalle las modificaciones hechas por la Comisión de Pesca.



Esa es mi sugerencia, señor Presidente. Y creo que es la mejor forma de que el colega Pizarro se entere pormenorizadamente de las enmiendas que se nos plantean.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, o la fórmula que señala el Senador Coloma, o la que propone usted. Pero yo no avanzaría en otro proyecto sin antes referirnos a este.



Si se requieren diez minutos para interiorizarse en detalle, yo suspendería la sesión por ese lapso.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, no hay duda de que la mejor manera de conocer un proyecto es discutiéndolo.



En tal sentido, ¡qué mejor que pedirle al Ministro de Economía, quien se quedó especialmente para el debate de esta iniciativa, que nos explique resumidamente su contenido!



De esa manera todos podríamos enterarnos de una vez de lo que se va a discutir.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lamento defraudarlo, Su Señoría, pero el Senador señor Pizarro no dio unanimidad para proceder como usted sugiere.

El señor COLOMA.- Pida de nuevo el acuerdo, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- ¿No hay unanimidad?

El señor ESCALONA (Presidente).- De manera que, de acuerdo con mis atribuciones, suspenderé la sesión.



Se suspende la sesión por 10 minutos.

)---------------(



--Se suspendió a las 19:6.



--Se reanudó a las 19:19. 

)---------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Continúa la sesión.



Solicito una vez más el acuerdo unánime de la Sala para incluir en la Cuenta y en la tabla el segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre asociación de pescadores artesanales, inscripción de recursos marinos y extensión de área de operación artesanal.



¿Hay acuerdo?

El señor COLOMA.- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO.- Conforme.



--Así se acuerda.

CAMBIO DE REGULACIÓN SOBRE ÁREAS DE MANEJO Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS BENTÓNICOS Y POSIBILITACIÓN DE INSCRIPCIÓN EN REGISTRO ARTESANAL
El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo recién acordado por la Sala, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre asociación de pescadores artesanales, inscripción de recursos marinos y extensión de área de operación artesanal, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8389-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 27ª, en 19 de junio de 2012.


Informes de Comisión:


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 41ª, en 14 de agosto de 2012.


Discusión:



Sesión 39ª, en 7 de agosto de 2012 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Pesca efectuó un conjunto de enmiendas a este proyecto (incluido el cambio de nombre, dado que su denominación original estaba referida a un texto legal de mayor envergadura y cuya reforma se plantea mediante otras iniciativas), todas las cuales fueron acordadas en forma unánime.



Por consiguiente, conforme al Reglamento, tales modificaciones deben votarse sin debate.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Recabo el asentimiento de la Sala para que el Senador señor Horvath informe en su condición de Presidente de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Acordado.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Antes de que intervenga el Honorable señor Horvath, tiene la palabra el Senador señor Pizarro para plantear una cuestión de Reglamento.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solo quiero saber si vamos a ir artículo por artículo.

El señor ESCALONA (Presidente).- El señor Secretario acaba de precisar que se hará la votación sin debate.

El señor PIZARRO.- No. Yo solicito votar separadamente artículo por artículo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Por supuesto, Su Señoría, como corresponde.



Conforme al acuerdo que adoptó la Sala, tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer término, debo señalar que este proyecto fue objeto de un ajuste en su nombre y, en razón de ello, ahora tiene una denominación más acertada, acorde con la naturaleza de los artículos, que se refieren a la asociación de pescadores artesanales, a la inscripción de recursos marinos y a la extensión del área de operación artesanal.



El numeral 1) del artículo 1° de la iniciativa en debate recae en el número 28) del artículo 2° de la ley vigente, que en su letra a), donde se  contiene la definición de “armador artesanal”, establece que este puede ser propietario de hasta dos embarcaciones artesanales.



El proyecto en debate propone agregar, sin considerar dicha limitante, una embarcación cuya titularidad corresponda a una organización de pescadores artesanales.



Pero, conforme a la indicación número 2, se añade: “Lo antes señalado sólo será posible en la medida que el recurso hidrobiológico como especie objetivo lo permita”. Es decir, no se pretende aumentar el esfuerzo ni hacer crecer el sector denominado “pescadores artesanales mayores”.



Debo subrayar que estas modificaciones legales corresponden a las solicitudes que en su minuto realizó el Movimiento Social por Aysén respecto a recursos en los que con los actuales medios no se alcanza a participar.



Más adelante se incorpora un artículo 50 C, nuevo, donde se dispone que “Dos o más pescadores artesanales podrán constituir una organización de pescadores artesanales de conformidad con la normativa vigente, a la que podrán aportar hasta dos embarcaciones artesanales de las que alguno de ellos sea titular”; que los aportes deberán inscribirse en el Servicio, y que si el armador que realiza el aporte es titular de dos embarcaciones mantendrá la inscripción en la embarcación que no sea objeto del aporte. Y se cierra la norma preceptuándose que “Lo antes señalado sólo será posible en la medida que el recurso hidrobiológico como especie objetivo lo permita”. Ello, en el mismo sentido de no aumentar el esfuerzo cuando aquel no lo permita, ya que la gran mayoría de ellos se encuentra hoy en riesgo o, en algunos casos, al borde del colapso.



En el número 3) se contempla la cuestión, bastante discutida, de las zonas discontinuas. Actualmente, el acceso de una Región a otra se puede verificar mediante el mecanismo de las zonas contiguas, en virtud del cual la segunda es la que tiene que dar el permiso bajo ciertas condiciones, sujetas a la aprobación del Consejo Zonal respectivo.



Originalmente, se había planteado que se podía extender “el área de operación de los pescadores artesanales a más de una región o regiones, en pesquerías de peces, con el mismo procedimiento del inciso quinto de este artículo”. Es decir, se hacía referencia a zonas no contiguas y al traslado desde una de ellas a otra no vecina.



El punto fue discutido en la Comisión y conversado y analizado con el Ejecutivo. En definitiva, la situación se plantea solo en el caso de los pescadores de Lebu y de Arauco, que desembarcan la captura en la Región de Los Lagos...

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Y ello solo dice relación con la reineta.

El señor HORVATH.- Exactamente.



Por lo tanto, el órgano técnico, por la vía de las indicaciones -incluso, del propio Gobierno-, eliminó la norma.



El caso que he mencionado se trata después en forma específica.



A continuación viene el artículo relativo a la inscripción en los registros artesanales correspondientes a las especies que se mencionan.



El Honorable señor Muñoz Aburto presentó una indicación para que el Servicio Nacional de Pesca extendiera lo anterior a otra más. Sin embargo, ello es inadmisible: un Senador no puede obligar a ese organismo. Es algo que no se incluye en nuestras atribuciones. 



Con todo, reunidos los antecedentes, se advirtió que la indicación número 11 se vincula solo con dos armadores. Ello puede ser resuelto a través de un sistema de lista de espera.



El artículo 3° se refiere al caso de los pescadores artesanales que, por razones de mercado o de fuerza mayor, no pueden extraer su cuota en el año correspondiente. Sobre esa base, la Ley General de Pesca les permite ceder hasta el 50 por ciento en un período de tres años, siempre que se den las condiciones necesarias. La iniciativa hace posible llegar, en circunstancias extraordinarias, hasta el cien por ciento en uno de los tres años, manteniéndose el promedio acumulado.



Para hacer la disposición más específica, se agregó, por medio de una indicación aprobada unánimemente en la Comisión, lo siguiente: “Esto se aplicará excepcionalmente cuando las condiciones de mercado hagan que el costo de extracción de los recursos para los pescadores artesanales sea superior a lo que les paguen a ellos, y no dará derecho a que la flota industrial realice faenas de extracción en áreas reservadas a los pescadores artesanales”.



Se trata de una situación de excepción que solo se vincula, como lo señala claramente el texto, con las Regiones de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes, donde se da esta realidad en el mar interior.



La indicación número 15 contemplaba también una incorporación de especies en el Registro Artesanal. Fue declarada inadmisible. Se observó que, de seis embarcaciones en la actividad, se habría pasado a sesenta y dos, lo cual no condice con la cantidad del recurso.



Lo que está haciendo el Ejecutivo es ir corriendo la lista de espera en la medida en que van caducando las inscripciones.



La indicación número 16, de este último, se hace cargo del caso particular de los pescadores de Lebu y de Arauco, ya mencionado, en los siguientes términos:



“Mediante Resolución del Subsecretario de Pesca, podrá extenderse el área de operación de los pescadores artesanales inscritos en la VIII Región en el recurso Reineta, a la X Región de Los Lagos. Para establecer esta autorización se deberá contar con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva y que registren desembarques en los últimos tres años, y con consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda. En caso que no exista acuerdo entre los pescadores artesanales de las distintas regiones se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo” -lo leo así para que se entienda de esa manera- “de los Consejos Zonales de Pesca involucrados”.



Y a continuación se señalan las características de la resolución que autorice la extensión del área de operación.



Por último, una indicación se refería en especial a la cuestión de las zonas discontinuas, pero, como el Ejecutivo, de acuerdo con sus facultades, presentó otra más explícita, la número 17 fue retirada.



Con posterioridad al debate, la Comisión aprobó por unanimidad el texto que modifica la Ley de Pesca, el cual se hace necesario por cuanto permite a los pescadores artesanales inscribirse en los registros señalados, efectuar cesiones y acceder a recursos con relación a los cuales hoy no existe esa posibilidad, sin aumentarse el esfuerzo de pesca en las especies objetivo cuya realidad las sitúe al margen.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se tratará proposición por proposición.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La primera enmienda, en el orden del texto propuesto por la Comisión, es el cambio de nombre del proyecto, a fin de que se denomine: “sobre asociación de pescadores artesanales, inscripción de recursos marinos y extensión de área de operación artesanal”.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba (17 votos).
El señor LABBÉ (Secretario General).- De acuerdo con el comparado en poder de Sus Señorías, la primera modificación a la normativa misma se refiere al número 1) del artículo 1°. Ello se recomienda en estos términos:



“Agregar a la oración que se incorpora la siguiente frase final: “Lo antes señalado sólo será posible en la medida que el recurso hidrobiológico como especie objetivo lo permita”.



La proposición se refiere a añadir al número 28) del artículo 2º, en el párrafo segundo de la letra a), la norma que expresa que “Sin perjuicio de lo anterior, no se considerará para efectos de establecer la limitación antes señalada, hasta una embarcación que sea de titularidad de una organización de pescadores artesanales, respecto de la cual el armador artesanal cuando sea persona natural, tenga la calidad de socio o comunero.”.



Aclaro que ninguna de las disposiciones del proyecto requiere un quórum especial.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Desea hacer una consulta, Senadora señora Allende?

La señora ALLENDE.- Así es, señor Presidente.



¿Quién medirá lo que se plantea? ¿Quién va a certificar que el recurso hidrobiológico se halla en condiciones de ser explotado?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- El organismo competente será el Servicio Nacional de Pesca, señor Presidente, que es el que lleva los registros.



Insisto en que el sistema permitirá que los pescadores artesanales tengan más de dos embarcaciones -es la limitante que se le establece al armador, por ley- a través de una organización. Pero ello se da en situaciones específicas. Por ejemplo, en el caso de la sardina austral, en la zona sur, se requiere el adicional entre los propios pescadores para poder acceder al recurso.



No es posible aplicar la norma ante una plena explotación y una realidad que no admita más personas en la actividad, esto es, que no resista un mayor esfuerzo, para decirlo en términos rápidos.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 17 votos a favor y un pareo, se aprueba la proposición de la Comisión.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Prokurica, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Uriarte.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El número 2) agrega el siguiente artículo 50 C, nuevo:



“Dos o más pescadores artesanales podrán constituir una organización de pescadores artesanales de conformidad con la normativa vigente, a la que podrán aportar hasta dos embarcaciones artesanales de las que alguno de ellos sea titular.



“Los aportes se inscribirán en el Servicio, quedando sin efecto para el aportante la inscripción original de la categoría de armador respectiva, conservando el resto de sus categorías.



“En el caso que el armador que realiza el aporte sea titular de dos embarcaciones mantendrá la inscripción en la embarcación que no sea objeto del aporte, conservando además el resto de sus categorías.



“Para todos los efectos legales la organización será continuadora del o los armadores artesanales que efectúen el respectivo aporte”.



La Comisión propone agregar el siguiente inciso final, nuevo:



“Lo antes señalado sólo será posible en la medida que el recurso hidrobiológico como especie objetivo lo permita”.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solicito una aclaración, porque el texto expresa que “Dos o más pescadores artesanales podrán constituir una organización de pescadores artesanales de conformidad con la normativa vigente”.



Si ello queda establecido como una disposición para todo el país, va a generar un problema tremendo al menos en la Región que represento, que cuenta con una cantidad enorme de esas organizaciones que aspiran a áreas de manejo. Existen sindicatos, cooperativas, asociaciones, etcétera. Y se ha hecho un esfuerzo para que se constituyan grandes agrupaciones y no minientidades que, a la larga, postulan después a los mismos proyectos en zonas que no dan para todos.



El artículo me lleva a la conclusión de que, en vez de fortalecer a las organizaciones, vamos a debilitarlas. Sucederá lo mismo que con las juntas de vecinos, en la medida en que ahora existen cinco o diez de ellas en un sector donde antes se suponía que un mínimo de habitantes permitía consolidar una sola. Cada grupo empieza a armar su propia organización para postular a los mismos proyectos -repito- en espacios que resultan insuficientes.



Si la norma se presta para eso, señor Presidente, voy a votar en contra.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, se trata de una petición de los pescadores artesanales. Nació como una idea en la Región de Aysén y en su movimiento, desde luego, pero es aplicable positivamente, no en el sentido en que la interpreta mi Honorable colega Pizarro. 



Lo que plantearon es la posibilidad -sobre todo, en zonas más aisladas, a las cuales cuesta llegar- de establecer las áreas de manejo como una suerte de granjas familiares, de una de las cuales una familia se haga cargo y pueda cuidarla.



Como las áreas de manejo se les entregan hoy día solo a las organizaciones de pescadores artesanales, dos o más personas podrían constituir una de estas últimas.



Me parece importante que los señores Senadores tengan lo anterior en mente en el momento en que se está legislando sobre la materia.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señor Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, abrigo la misma duda del Senador señor Pizarro y juzgo que estamos llevando a una atomización en el ámbito de que se trata.



Considero que ha sido bien importante, incluso para la discusión del proyecto de ley, la actividad de la CONAPACH y la CONFEPACH. Y ahora surgió una tercera agrupación. Lo ideal es la existencia de grandes organizaciones muy representativas de los pescadores artesanales.



Con la norma que nos ocupa estamos ayudando a la atomización. Y no entiendo el sentido de ello. Si solo se contempla una particularidad para Aysén, sugiero limitarla a esa Región. Pero es algo que no será legítimo al menos para la de Atacama.



Por mi parte, no podría votar a favor, señor Presidente. Creo que la única posibilidad es restringir el alcance a la Undécima Región, mas no extenderlo al resto. Me parece que estamos equivocando el camino.

El señor ESCALONA (Presidente).- Hay varios inscritos.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, confirmo el razonamiento de los Senadores señor Pizarro y señora Allende. Y observo que en la Sala se plantean bastantes interrogantes sobre el particular.



La Séptima Región también cuenta con un sinnúmero de pescadores artesanales, pero agrupados en entidades bastante importantes, sobre todo por localidad. Si permitimos que dos de ellos constituyan una, me da la impresión de que vamos a debilitar la organización -por lo menos, en el Maule- y de que se formará un montón de agrupaciones. Y entonces empezarán las peleas entre unas y otras por los beneficios que puedan lograrse, sobre todo en las áreas de manejo.



Si se quiere radicar la posibilidad en Aysén, no podemos hacerlo ahora. Estimo que el señor Ministro podría proponer perfectamente una solución en la “Ley larga”.



Por mi parte, no me atrevería a pronunciarme a favor de la disposición, frente a la duda que se me presenta por el hecho de que puedan existir organizaciones de dos pescadores en relación con una determinada zona.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, comprendo perfectamente bien al Senador señor Pizarro, pues tuve el privilegio de ser Diputado por Coquimbo durante 12 años. Efectivamente, Coquimbo, Guanaqueros, Tongoy, en fin, son sectores con mucha concentración de pescadores artesanales y, como es natural, la atomización podría ser negativa. Pero la realidad de Aysén es muy distinta: los pescadores viven completamente desconcentrados, muy aislados entre ellos. Tienen que pescar mar afuera, no siempre dentro de las cinco millas. Entonces, sugiero circunscribir la norma a esta última Región, como lo han planteado los Senadores señora Allende y señor Pizarro.



La cuestión que nos ocupa dice relación con una petición muy sentida por el movimiento social que encabeza el señor Iván Fuentes.



Por lo tanto, señor Presidente, le sugiero recabar el acuerdo para proceder en esa forma y que el Secretario redacte el texto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se solicita el asentimiento unánime para agregar una referencia en el sentido de que la norma propuesta se refiere a la Región de Aysén.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

El señor LARRAÍN.- Se facultaría a la Secretaría para que la redactara.

El señor ESCALONA (Presidente).- Así es. Y después se sometería el texto a la consideración de la Sala.



Voy a dar la palabra de todas maneras.



Puede hacer uso de ella el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, solo me gustaría que se precisara si se trata de una petición exclusiva de la Undécima Región o si la cuestión se planteó también en alguna otra.

El señor WALKER (don Patricio).- Es de Aysén.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, quiero dejar muy claro que la disposición contenida en el artículo 50 C se origina en la mesa social de Aysén. Por eso, sugiero que comience por expresar: “En la Región de Aysén, dos o más pescadores artesanales”, etcétera. Me parece que con eso se resuelve la inquietud expuesta.



Al igual que en otras normas, precisamente se apunta a recoger el acuerdo al que se llegó en esa instancia.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Secretaría propone, para la aprobación unánime de la Sala, que el artículo 50 C se inicie así: “Dos o más pescadores artesanales de la Región de Aysén podrán constituir una organización de pescadores artesanales”, etcétera.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sugiero que el inciso segundo del artículo 50 C exprese, para que el texto no quede en el aire, que los aportes se inscribirán en el Servicio “de la Región respectiva”.



Imagino que ese será el sentido de circunscribirlo a la Región.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, esa modificación no requiere patrocinio porque es así: se trata de inscripciones regionales. Por lo tanto, si se quiere precisar, no hay problema.

El señor LARRAÍN.- De esa forma quedaría adscrito a la Región.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Sí, señor Senador. Y la referencia al “Servicio” es al SERNAPESCA.

El señor WALKER (don Patricio).- Que quede “el Servicio respectivo”.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición de la Comisión, con la modificación correspondiente.



--Se aprueba unánimemente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, la Comisión propone eliminar el número 3), que incorpora en el artículo 50, a continuación del inciso sexto, el siguiente inciso nuevo:



“Asimismo, podrá extenderse el área de operación de los pescadores artesanales a más de una región o regiones, en pesquerías de peces, con el mismo procedimiento del inciso quinto de este artículo.”.



--Por unanimidad, se aprueba la proposición de la Comisión.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, se propone agregar al artículo 3° del proyecto la siguiente oración final:



“Esto se aplicará excepcionalmente cuando las condiciones de mercado hagan que el costo de extracción de los recursos para los pescadores artesanales sea superior a lo que les paguen a ellos, y no dará derecho a que la flota industrial realice faenas de extracción en áreas reservadas a los pescadores artesanales.”.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, respecto de este punto creo importante señalar que en la discusión general algunos parlamentarios manifestaron que no les gustaba este artículo porque no querían que existieran rentistas en este sector.



Nosotros, como Ejecutivo, tampoco lo deseamos. Y hemos sido muy claros en decir, con ocasión de la discusión del proyecto de “Ley larga”, que queremos evitar la existencia de los rentistas.



Voy a precisar lo que proponemos.



Esto es solo para tres Regiones del sur y fue solicitado por los pescadores artesanales, quienes hoy día se rigen por la siguiente norma: no pueden transferirle al sector industrial más del 50 por ciento de su cuota en tres años.



Ahora se plantea que, si en un año venden el 100 por ciento de su cuota, durante el plazo de tres años igual deberán alcanzar el promedio de 50. O sea, si el primer año venden el 100 por ciento de su cuota, en el siguiente podrán ceder 50 por ciento, y en el tercero, cero.



Así les abrimos una ventana para que un año puedan vender su cuota cuando por razones de mercado, como ocurre actualmente, el costo de extracción sea superior al monto que les paguen por ella. Si no lo permitimos para el 2012, los pescadores artesanales del sur, que tienen cuota de merluza austral, pudiendo vender o extraer parte de esta, no podrán hacerlo, porque no alcanzarán a cubrir los costos de extracción por el precio que tiene hoy la merluza. Por eso el artículo se halla referido a tres Regiones del sur. Se trata de un proyecto de ley misceláneo, para resolver el problema de este año.



Entonces, proponemos flexibilizar la norma. Porque sus Señorías saben que si un pescador artesanal no realiza labor extractiva por tres años, caduca su licencia. Esa es la forma en que salen del sector quienes son rentistas.



Por lo tanto, aquí lo único que hacemos es permitir que en uno de esos tres años se pueda vender el 100 por ciento de la cuota. Si se cede la totalidad en un año, en alguno de los dos restantes no se podrá vender nada.



Eso es lo que solicitaron los pescadores artesanales, señor Presidente.



Adicionalmente, el Senador Horvath presentó una indicación que vincula aquello a una situación de mercado, en el sentido de que solo se aplicará esa medida cuando las condiciones de mercado hagan que los costos de salir a capturar este recurso sean superiores a lo que se pague por este, como lamentablemente ocurre hoy día, en que se registra una caída de precios debido a la recesión europea.



Tal es el sentido de la modificación, que solo rige para este año y para las Regiones del sur que se indican.



En el fondo, es un bono -así lo llaman los pescadores artesanales-, por cuanto es una opción ante el hecho de que no podrán pescar su cuota, porque -como dije- no existen las condiciones económicas para hacerlo.

El señor LARRAÍN.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, recojo lo señalado por el Ministro.



Por otra parte, desgraciadamente falta incorporar algo que se discutió en la Comisión, y que no es menor.



Una de las cosas que podrían evitar que los pescadores artesanales se quedasen con su producción, sin que otros les compraran -probablemente, porque el precio no les convendría-, sería fijar una política pública de alimentación más sana.



Entonces, nosotros propusimos que esos productos fueran vendidos a los gobiernos regionales, para distribuirlos luego en las Regiones, y cambiar así la alimentación de la gente. De esta forma, podríamos lograr que el sistema público, fundamentalmente los establecimientos de educación estatal, entregara este tipo de alimentos que le hace muy bien a la población, la cual muchas veces no tiene acceso a él.



Quiero volver a plantear el punto. Y ojalá el Ministro en algún momento pueda recogerlo. Porque de esa manera, además, les abriría a los pescadores artesanales una opción adicional de venta, que hoy día no tienen. El poder comprador coloca el precio que quiere, al cual ellos están obligados a vender sus productos.



De acogerse lo planteado, existiría otro comprador, lo que les permitiría lograr un valor de mercado mucho más alto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, yo trato de valorar los esfuerzos hechos en la redacción de las normas propuestas y, específicamente, en la que estamos discutiendo.



Pero debo decir que en casi todas las Regiones existen distintas organizaciones de pescadores artesanales, y al menos en aquellas con las que he conversado, en particular el Movimiento en Defensa del Patrimonio Pesquero de Todos los Chilenos -recientemente constituido a raíz de una escisión profunda entre los distintos representantes de los pescadores artesanales-, se observa una mirada muy crítica respecto a la posibilidad de transferir a título oneroso las cuotas reservadas a la pesca artesanal.



Ellas encuentran que acá se produce una distorsión bastante grande.



Y lo que me preocupa, entendiendo que la norma se acota a tres Regiones, es que aquí se sienta el precedente de acudir a la excepcionalidad. Entonces, al final del día mejor no legislemos sobre la pesca artesanal: fijémosles un subsidio directo a los pescadores artesanales por un período largo, de 30 a 40 años, hasta cuando ya se hayan retirado todos, o estén fallecidos, ¡y terminemos con la pesca artesanal!



A mi juicio, estamos generando un precedente superserio y grave: fijar un criterio no para preservar la pesca artesanal. Porque si el pescador no sale a extraer su cuota debido a que le sale muy caro hacerlo (en bencina, etcétera), ¡qué estamos haciendo! Mejor subsidiémoslo de otra manera y aceptemos derechamente que se acabó la pesca artesanal.



Pero acá hay un mundo distinto, señor Presidente. Y no se trata solo de pagarles la bencina y la carnada para que vayan a buscar la merluza, como explicó el Senador Patricio Walker. Existe un trasfondo, un elemento cultural, un modo de vida diferente.



Sin embargo, eso se acaba con la norma propuesta.



Y con esto no quiero ser peyorativo, señor Presidente. Entiendo la situación de la gente de Aysén y de Magallanes. Pero debe existir otro mecanismo del aparato del Estado para hacerse cargo del problema, y no la creación de esta ficción -porque lo es- de que le damos una cuota para que se la vendan al industrial.



Supuestamente, estamos incorporando en el proyecto de “Ley larga” la distinción entre industriales y artesanales, y resulta que aquí les decimos de un plumazo: “Mi amigo, usted les vende la cuota y se acabó el problema; ¡aquí son todos industriales...!”.



Tengo, pues, preocupación respecto de esta materia.



Hablé con representantes de los pescadores artesanales. Traté de situarme en el caso de que esto se acota a tres Regiones. ¡Tres Regiones! ¡Estamos ya en tres; ni siquiera como en la disposición anterior, en que era solo para Aysén...!


Conversé con gente de Aysén, y ellos tienen una visión distinta.



En consecuencia, voy a votar en contra de esta norma, señor Presidente. Esto sienta un precedente. Además, encuentro bien impresentable lo señalado respecto a que estamos negociando a pedacitos la famosa “Ley larga”, en distintos cuerpos legales, en vez de discutir la legislación a fondo como un todo. Hay unas iniciativas que entran por la Cámara de Diputados y otras por el Senado. Y vamos diluyendo el asunto.



Para mí, tanto esta materia como la que vendrá a continuación, sobre la extensión del área de operaciones en zonas discontinuas, deberían haber sido parte de la discusión del proyecto de “Ley larga”.



En mi concepto, lo que se está haciendo acá es negociar por parcialidades. Porque eso es. La ley en proyecto será una negociación, al final, entre la pesca artesanal y la industrial. Y entre los mismos pescadores artesanales, porque los hay de distintos tipos.



Entonces, creo que esto no ayuda mucho, señor Presidente. Y voy a votar en contra de la enmienda propuesta, con toda tranquilidad y sin ánimo de molestar a nadie.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



En votación la proposición de la Comisión para agregar una oración final al artículo 3°.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath para fundar el voto. 

El señor HORVATH.- Junto con votar, quiero llamar la atención respecto a que aquí no se está sentando precedente alguno. Esto se halla en la ley vigente. Su artículo 55 I dice claramente: “los titulares de asignaciones podrán ceder las toneladas”.



¿Y quién define las condiciones de mercado para que eso se pueda dar, como dispone la indicación aprobada por la Comisión? Según lo establece el inciso segundo del artículo 55 I: “La Subsecretaría, mediante resolución fundada, autorizará las cesiones a que se refiere el artículo anterior”.



O sea, existe claridad al respecto.



Y quiero agregar que la medida en comento protege a los pescadores artesanales de la zona austral, porque en caso de que se les otorgara un subsidio y no realizaran la pesca, perderían sus cuotas. Eso pasaría. Tal sería el efecto de lo que aquí se ha planteado. 



Además, a los industriales esto tampoco los beneficia -hablo siempre de la zona austral-, porque el mercado internacional, particularmente por las restricciones económicas derivadas de la crisis europea, ha dejado de comprar estos recursos, de alta cotización y valor. Y hoy en día, a los artesanales no les sale a cuenta salir a pescarlos, por las condiciones en que realizan su actividad.



Asimismo, se trata de una medida transitoria -como aquí se ha explicado-, que no se puede ejercer por más de tres años y que, en total, no puede comprometer más allá del 50 por ciento de la cuota respectiva.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, teóricamente, puede tener razón el Senador Lagos. Pero la situación de Aysén es realmente muy dramática: el precio de la merluza hoy se encuentra por el suelo, y si los artesanales no salen a pescar, perderán la cuota; pero si lo hacen, perderán plata, porque el costo de la carnada, del combustible les resulta más alto que lo que obtienen por la venta de la merluza.



Por lo tanto, la medida en comento se ha pensado como algo excepcional, para tres Regiones y por tres años. Y, claramente, se establecen limitaciones en el artículo 3° que la sitúan como algo de excepción.



En consecuencia, les pido a Sus Señorías que confíen en lo que solicitó el movimiento social encabezado por Iván Fuentes, porque corresponde a algo muy acotado, muy puntual, referido a un tema de sobrevivencia para gente que ha habitado durante toda su vida en nuestro litoral de la Región de Aysén.

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay más inscritos.



Resultado de la votación.



--Por 12 votos contra 2, se aprueba la modificación de la Comisión que agrega una oración final al artículo 3°. 



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Escalona y Lagos,

El señor PIZARRO.- Agregue mi voto a favor, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- También el mío.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Y el mío.

El señor ESCALONA (Presidente).- La enmienda se hallaba en votación hace rato. 

El señor PIZARRO.- Pero el señor Secretario no preguntó: “¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?”.

La señora ALLENDE.- ¡También hay Senadoras presentes...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de pronunciamiento favorable de los Honorable señores Pizarro, Carlos Larraín y Prokurica.



¡Y se hace presente que cuando se abre la votación hay que votar...!

El señor COLOMA.- Tiene razón.

El señor PIZARRO.- Perdone, señor Presidente, pero cuando se abre la votación, también debe darse por cerrada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, queda solo pronunciarse respecto a la proposición de la Comisión en orden a incorporar un artículo 5°, nuevo.



Si Sus Señorías lo desean, procederé a leerla. Si no, se puede votar derechamente.

El señor LARRAÍN.- Que se apruebe con la misma votación.

El señor KUSCHEL.- Sí, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, la norma se acogerá con la misma votación anterior.

El señor PIZARRO.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta para efectos de mi votación.



Yo entiendo la lógica del artículo 5°, pero quiero saber lo siguiente.



Aquí se dispone: “Mediante resolución del Subsecretario de Pesca podrá extenderse el área de operación de los pescadores artesanales inscritos en la Octava Región del Biobío en el recurso Reineta, a la Décima Región de Los Lagos. Para establecer esta autorización se deberá contar con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva y que registren desembarques en los últimos tres años”.



Pero resulta que a continuación dice: “En caso de que no exista acuerdo entre los pescadores artesanales”, resolverá la Subsecretaría, con los Consejos Zonales de Pesca.



Señor Presidente, en los Consejos Zonales los pescadores artesanales no tienen ninguna posibilidad de decidir algo. Me parece bien que se les consulte a estos últimos y que ellos autoricen la extensión del área de operación. Pero, para mí, no debería existir la frase: “En caso de que no exista acuerdo (...) se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo de los Consejos Zonales de Pesca involucrados”.



Estoy dispuesto a votar a favor de la primera parte del inciso primero del artículo 5°, pero me pronunciaré en contra de su segunda parte. 



Por eso, pido que se vote separadamente la frase: “En caso de que no exista acuerdo entre los pescadores artesanales de las distintas regiones, se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo de los Consejos Zonales de Pesca involucrados”, porque no concuerdo con eso.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien. 



El señor Senador está en su derecho.



¿Habría acuerdo en excluir el párrafo mencionado?

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- ¿En excluirlo?

El señor ESCALONA (Presidente).- Sí, como lo ha solicitado el Senador señor Pizarro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero situar la discusión en que la medida solo la estamos estableciendo por el presente año y para esta situación en específico.



Porque ¿cuál es el problema?



La pesquería principal de los pescadores artesanales de Arauco y de Lebu es la reineta. Históricamente, han desembarcado su producción por los puertos de la Décima Región, los cuales reciben bastantes ingresos debido al pago que aquellos hacen por usar sus instalaciones. 



Por lo tanto, tácitamente existe un acuerdo entre ellos, porque se benefician los pescadores artesanales de Arauco. En dicha ciudad existe una mesa de negociación, equivalente a la que se estableció en Aysén, y el Ministro que habla, por cierto, se ha reunido también con sus integrantes.



En el fondo, buscamos una salida para embarcaciones que se encuentran, incluso, en la Décima Región, porque la pesca de investigación de dicha pesquería terminó a mitad de julio.



Como digo, muchas naves de Arauco y de Lebu se hallan en los puertos de la Décima Región.



Y lo único que hacemos es solucionar un inconveniente de aquí a fines de año, porque obviamente a partir del 1° de enero de 2013 va a regir la norma general.



Si no hay acuerdo entre ellos -lo más probable es que sí lo haya-, queremos dejar una segunda instancia: los Consejos Zonales de Pesca. Quiero recordar que cambiamos la estructura de estos, y hoy tanto la Décima Región como la Octava poseen uno propio. 



Además, quiero dejar en claro, para la historia de la ley, que a todo evento se requiere el asentimiento de los dos Consejos Zonales involucrados por separado, porque fue parte de la discusión que hubo en la Comisión de Pesca.



En definitiva, aquí debe existir el acuerdo del Consejo Zonal de la Décima Región para recibir a los pescadores de la Octava, si eventualmente no alcanzan un consenso entre los de ambas Regiones.



Repito: solo se trata de resolver una situación existente durante el presente año, fruto de que la cuota de investigación concluyó a mediados de julio y enfrentamos el problema de que las embarcaciones de Arauco se hallan en la Décima Región.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Ministro, lamentablemente no puedo dejar al señor Vicepresidente dirigiendo la sesión, a efectos de que yo pueda intervenir. Así que debo decirle, desde la testera, que en ninguna parte del proyecto se expresa que la medida rige por el presente año. De manera que habría que entender que aquí nos estamos pronunciando por una norma permanente.

La señora ALLENDE.- No hay esa mención.

El señor LAGOS.- Yo estaba buscando algún artículo transitorio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, aparece como razonable lo que señala el Senador Pizarro: que saquemos el párrafo en cuestión, para que la norma definitiva se incorpore en la iniciativa que en este momento se halla en trámite en la Comisión de Pesca.

El señor PIZARRO.- Mejor sería que lo viéramos en la “Ley larga”.

El señor CHAHUÁN.- Votemos la proposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, en la discusión de la “Ley larga” nosotros buscamos que en materias de esta naturaleza (la primera milla, las zonas contiguas) se generen acuerdos en los planes de manejo entre los pescadores artesanales de la misma pesquería.

El señor PIZARRO.- Eso es.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- En verdad, creíamos que era mejor dejar en el presente proyecto una segunda instancia. En todo caso, esto será regulado por la “Ley larga” a partir del 1° de enero y todas estas disposiciones misceláneas se explican porque necesitamos resolver ciertas coyunturas, ocasionadas por otras modificaciones legales, antes del 31 de diciembre.



Esa es la explicación.



Se escuchan críticas en el sentido de que estamos legislando a espaldas de la “Ley larga”, en circunstancias de que hay situaciones que necesitamos resolver precisamente con una velocidad mayor a la de su trámite. Pero en la “Ley larga” van a regularse estos aspectos.



Al final, si la voluntad del Senado es que no participen los Consejos Zonales de Pesca, ¡está bien! No vemos inconveniente en que así sea. Porque lo que buscamos es que los pescadores artesanales lleguen a acuerdo entre ellos, y ojalá se resuelva esta situación puntual. 



Si el parecer de la Sala apunta a solo dejar la posibilidad de acuerdos entre los pescadores artesanales, tampoco vemos un inconveniente en ello, porque es lo que realmente buscamos.



Al revés de lo que se piensa, en mi opinión -así lo sostuve hoy en la Comisión de Pesca-, de alguna forma, incentiva a un acuerdo el que aquellos sepan que hay una segunda instancia. Obviamente, lo que deseamos es resolver una situación social que afecta a muchos pescadores de Arauco y de Lebu, cuya importante flota, históricamente,  ha tenido los permisos para capturar reineta, pero que solo la autorizamos ahora.



Quiero recordar que las regiones contiguas se originaron precisamente para resolver solo esta situación.



Reitero: si la voluntad es que quede solo el acuerdo de los pescadores artesanales, tampoco vemos un inconveniente mayor.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar la propuesta de la Comisión, con excepción del punto seguido, que comienza “En caso de que no exista acuerdo” y termina con “involucrados.”?



-Se aprueba, en esos términos, por unanimidad y queda despachado el proyecto en este trámite.
El señor ESCALONA (Presidente).- Por haber cumplido su objetivo, se levantará la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Subsecretario de Deportes, pidiéndole antecedentes sobre ASPECTOS DE ADMINISTRACIÓN Y CONTRACTUALES DE ESTADIO LUIS VALENZUELA HERMOSILLA DE COPIAPÓ (Tercera Región).



Del señor HORVATH:



Al señor General Director de Carabineros, con el objeto de solicitarle AUMENTO DE DOTACIÓN EN TENENCIA DE PUERTO CISNES Y EN UNIDADES QUE LO REQUIERAN EN  COMUNAS DE REGIÓN DE AYSÉN.



Del señor MUÑOZ ABURTO:



Al señor Ministro de Salud, para que informe en cuanto a FACTIBILIDAD DE FUNCIONAMIENTO DE HOSPITAL PSIQUIÁTRICO EN REGIÓN DE MAGALLANES y a POLÍTICAS NACIONALES DE SALUD SOBRE ATENCIÓN DE PACIENTES EN ESE ÁMBITO.


De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Salud, requiriéndole SOLUCIONES URGENTES A PROBLEMAS DE RED PÚBLICA DE SALUD DE PROVINCIAS DE LINARES Y CAUQUENES, y al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, para reiterar SOLICITUD DE INVESTIGACIÓN POR DENUNCIA DE AGRUPACIÓN CASCO DE CONSERVACIÓN HISTÓRICA DE BARRIO YUNGAY, COMUNA DE CAUQUENES, EN CUANTO A ERRORES EN RECONSTRUCCIÓN (ambos de la Séptima Región).


Del señor WALKER (don Patricio):



A la Dirección Nacional de Obras Hidráulicas, a fin de que informe acerca de si existe PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE OBRAS DE DEFENSA O CANALIZACIÓN EN RIBERA DE RÍO IBÁÑEZ, LOCALIDAD DE PUERTO INGENIERO IBÁÑEZ (Undécima Región).

)-----------(



--Se levantó a las 20:6.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA, EN CONFORMIDAD A LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 53, N° 10), DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA, AL SENADO QUE EMITA UN DICTAMEN SOBRE LA ESTRATEGIA NACIONAL DE SEGURIDAD Y DEFENSA PARA EL PERÍODO COMPRENDIDO ENTRE LOS AÑOS 2012 Y 2024. (S 1506-08).

GAB. PRES. N° 1417/
ANT.:
No hay.

MAT.:
Lo que indica.

SANTIAGO, 8 de agosto de 2012

DE
: PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

A
: SEÑOR CAMILO ESCALONA 

 PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO
1. En conformidad a lo dispuesto por el artículo 53 N°10 de la Constitución Política de la República, he decidido solicitar al Honorable Senado se sirva emitir dictamen sobre la materia que a continuación se indica, relativa a La Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa para el período comprendido entre los años 2012 y 2024.

2. Dicha Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa corresponde a un marco general que habrá de orientar la acción de los distintos órganos del Estado para responder adecuada y oportunamente a los desafíos incluidos en ella. Asimismo, tiene por objeto informar a la sociedad civil respecto de las determinaciones que se adopten en materias de seguridad y defensa, así como a la comunidad internacional, en aras de la

cooperación.

3. Habida cuenta de lo anterior, queda de manifiesto la importancia de la consulta que, por medio del presente oficio, solicito al Honorable Senado. Ella busca recoger las observaciones, puntos de vista y sugerencias que permitan enriquecer el contenido de la misma, en el entendido que las materias objeto del dictamen que se solicita constituyen políticas de Estado, que trascienden a los gobiernos de turno. En este sentido, se hace presente que el actual documento ya se hace cargo de algunos puntos de vista y apreciaciones que se han conocido desde la fecha de presentación inicial de este, que tuvo lugar a fines de Junio del presente año. El gobierno continuará atento a las apreciaciones que surjan del mundo académico y, en general, de la ciudadanía y la sociedad civil.

4. Por otra parte, es importante destacar que, en términos de su tramitación, una vez que se hayan conocido las observaciones contenidas en el dictamen del Honorable Senado, deberá formalizarse la versión definitiva de la misma por medio de un Decreto Supremo.

5.
Desde luego, señalo a V.E. que el gobierno se encuentra a disposición de los H. Senadores para proveer todos los antecedentes que estimaren necesarios para el estudio de la consulta que se formula.

Saluda a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique,

Presidente de la República
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE CREA LA CIRCUNSCRIPCIÓN SENATORIAL DE LA REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA

(7260-06)


Oficio Nº 10318 


VALPARAISO, 9 de agosto de 2012



La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento que ese H. Senado rechazó en general el proyecto de ley que crea la circunscripción senatorial de la Región de Arica y Parinacota, contenido en el boletín N°7260-06


En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, integren la Comisión Mixta que corresponde formar de acuerdo al artículo 70 de la Constitución Política:

                 - don Nino Baltolu   

                 - don Alberto Cardemil 

                 - don Ricardo Rincón

                 - don Felipe Salaberry

                 - don Orlando Vargas 


Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 809/SEC/12, de 8 de agosto de 2012.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE EL DERECHO REAL DE CONSERVACIÓN

(5823-07)


Oficio Nº 10321  


VALPARAÍSO, 13 de agosto de 2012


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 5823-07.                                                                                                                                            

                  PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Normativa aplicable. Establécese un derecho real, denominado derecho real de conservación, regulado por esta ley.





Se aplicarán las definiciones comprendidas en el artículo 2° de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, así como, en forma supletoria, las demás disposiciones de dicho cuerpo legal.





En lo no previsto por esta ley  ni por el contrato constitutivo, se aplicarán al derecho real de conservación, en lo que fuere procedente, los artículos 826, 828, 829 y 830 del Código Civil.





Artículo 2°.- Definiciones. El derecho real de conservación es el que se constituye de manera voluntaria ´por el propietario de un inmueble sobre el mismo, en virtud del cual se establece uno o más de los gravámenes señalados en el artículo 7°, en beneficio de la conservación del patrimonio ambiental de acuerdo a la normativa vigente, y cuyo ejercicio queda especialmente entregado a una persona jurídica determinada.





Se denomina inmueble o bien raíz gravado aquel sobre el cual recae el derecho real de conservación; y titular, la persona jurídica diferente del dueño a la cual queda entregado el ejercicio del derecho.





Artículo 3°.- Características. El derecho real de conservación es inmueble; distinto e independiente del dominio del bien raíz gravado, y oponible a terceros.





Es además transferible, indivisible e inseparable del inmueble o de la parte de él que se grava, y se puede constituir sobre cualquier inmueble de propiedad privada.





El derecho real de conservación producirá sus efectos desde su inscripción en el Conservador de Bienes Raíces respectivo.





Artículo 4°.- Titulares. Sólo podrán ser titulares las siguientes personas jurídicas que se encuentren incorporadas en el Registro a que se refiere el artículo siguiente:





1.- Las corporaciones y fundaciones constituidas con sujeción al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, siempre que tengan como objeto principal, tanto conforme a sus estatutos como a su actividad práctica, la conservación del patrimonio ambiental o la contribución y el fomento a la educación, investigación, capacitación o formación de conciencia sobre la ecología, el cuidado del ambiente  y los recursos naturales.

2.- Las corporaciones y fundaciones que hayan sido autorizadas para desarrollar actividades en Chile, de conformidad al artículo 34 del Reglamento sobre Concesión de Personalidad Jurídica a Corporaciones y Fundaciones, contenido en el decreto N° 110, de 1979, del Ministerio de Justicia, siempre que cumplan con la exigencia descrita en el número 1 precedente en cuanto a su objeto.

3.- Los centros de investigación, registrados conforme a la ley N° 20.241.

4.- Las universidades acreditadas.




Artículo 5°.- Registro. Para los efectos de esta ley, las organizaciones interesadas en ser titulares de un derecho real de conservación, deberán solicitar su incorporación al Registro que, para estos efectos, llevará el Ministerio del Medio Ambiente.





El Ministerio del Medio Ambiente deberá inscribir a todas aquellas organizaciones interesadas que acrediten poseer la calidad jurídica de alguna de las entidades descritas en el artículo precedente.





El Registro será público y estará sujeto a las disposiciones de la ley N° 20.285.





Artículo 6°.- Contrato constitutivo. El contrato que establece el derecho real de conservación deberá celebrarse por escritura pública entre el dueño del bien raíz que se pretende gravar y alguno de los titulares incorporados en el Registro. Deberá expresar el acuerdo destinado a constituir el derecho real de conservación e incluir, a lo menos, las menciones del artículo 8°.





El contrato otorgado por escritura pública servirá como título para requerir la inscripción en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente.





Artículo 7°.-  Gravámenes al inmueble. En el contrato a que se refiere el artículo anterior, se establecerán gravámenes al inmueble, que deberán tener como finalidad la conservación del patrimonio ambiental. Para tal efecto las partes deberán acordar al menos una de las siguientes prohibiciones, restricciones y obligaciones:




1.- Restricción o prohibición de destinar el inmueble a uno o más determinados giros inmobiliarios, comerciales, turísticos, industriales, de explotación agrícola, forestales o de otro tipo.




2.- Obligación de hacerse cargo o de contratar servicios para la mantención, limpieza, descontaminación, reparación, resguardo, administración o uso y aprovechamiento racionales del bien raíz.




3.- Obligación de ejecutar o supervisar un plan de manejo acordado en el contrato constitutivo, con miras al uso y aprovechamiento racionales de los recursos naturales del inmueble gravado, dentro del marco de un uso sostenible de los mismos.





Se podrán fijar límites de montos para las obligaciones pecuniarias que se acuerden, así como convenir plazos diferentes para el cumplimiento de los distintos gravámenes que se establezcan. No se podrá diferir el nacimiento del derecho real de conservación para después de su inscripción.





Con todo, el derecho real de conservación no podrá afectar la constitución ni el legítimo ejercicio de los derechos de aprovechamiento de aguas, de las concesiones mineras, eléctricas u otros que se otorguen de acuerdo a la ley, ni de las servidumbres, permisos, cargas o gravámenes que se puedan imponer, conferir o autorizar en conformidad a la normativa aplicable.





Sin perjuicio de las normas de carácter general, serán nulos los contratos en que se estipulen gravámenes al inmueble: a) que no sean específicos; b) que sólo consistan en obligarse a cumplir normas vigentes,  o c) que no se ajusten a lo dispuesto en esta ley.





Artículo 8°.- Menciones del contrato. El contrato deberá contener, a lo menos, lo siguiente:




1.- Individualización completa del propietario del inmueble y del titular; 




2.- Identificación clara y precisa del o de los bienes raíces gravados, con sus correspondientes deslindes. Se deberá anexar un plano, suscrito por los comparecientes, en que se grafique el inmueble o la parte de él que se grave, y que se entenderá formar parte del contrato. El plano deberá cumplir los siguientes requisitos: 





a) Deberá indicar los datos de inscripción del bien raíz en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces competente, su ubicación y la región, provincia y comuna a que pertenezca, y 





b) Deberá incluir los deslindes del inmueble, identificando cada uno de los vértices del perímetro del bien raíz en coordenadas U.T.M., utilizando al efecto el mismo procedimiento contemplado en la Ley de Concesiones Mineras y su reglamento.




3.- La declaración de si la constitución es a título gratuito u oneroso. En este último caso, se deberá señalar el monto de dinero u otras contraprestaciones que las partes acuerden;




4.- Indicación del o de los gravámenes acordados;




5.- El derecho real de conservación durará como mínimo quince años y como máximo cuarenta años, y 




6.- Si el derecho se constituye a favor de dos o más titulares, o si el o los bienes raíces gravados pertenecen a dos o más dueños, se deberá indicar en el contrato las obligaciones y derechos de cada uno.




Artículo 9°.-  Inscripción. Esta se ajustará a las siguientes reglas:

                  1) La inscripción del contrato en que se establece el derecho real de Conservación en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces, así como sus modificaciones, es requisito, prueba y garantía del derecho real de conservación, y sin ella no producirá efecto alguno y será inoponible a terceros; 

2) Dentro del plazo de sesenta días corridos, contado desde la fecha de celebración del contrato constitutivo, se deberá requerir la mencionada inscripción en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces en cuyo territorio esté situado el inmueble. Si el bien raíz gravado perteneciere a varios territorios, deberá inscribirse en todos los conservadores competentes. Asimismo, si el derecho gravase a dos o más inmuebles, deberá practicarse la inscripción en los Registros correspondientes respecto de cada uno de ellos, y




3) La inscripción deberá incluir a lo menos las menciones enumeradas en el artículo anterior y, además, en lo que corresponda, lo establecido en el artículo 78 del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces.




El Conservador de Bienes Raíces competente practicará, de oficio, una anotación al margen de la inscripción del inmueble en el Registro de Propiedad, en la que se  dé cuenta de la constitución del derecho real de conservación. Deberá igualmente practicar esta anotación marginal si se produce la modificación, transferencia o terminación del derecho.

En el caso de que un inmueble fuere gravado parcialmente, al requerir la inscripción ante el Conservador de Bienes Raíces se deberá acompañar el plano referido en el artículo 8°, numeral 2, para que sea archivado.





Los titulares deberán informar al Ministerio del Medio Ambiente la constitución, modificación o terminación de un derecho real de conservación remitiendo para estos efectos una copia de la inscripción en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces correspondiente.

Artículo 10.- Transferencia. La transferencia a cualquier título del derecho real de conservación requerirá autorización previa del propietario del inmueble. El respectivo acto o contrato deberá celebrarse por escritura pública y practicarse la pertinente inscripción. A este respecto se aplicarán, en lo que corresponda, los artículos 6°, 8°, 9° y 14.





Si la transferencia se verifica por orden judicial o de la autoridad pública competente, la resolución respectiva será considerada como título translaticio.





                  En todo caso, sólo se podrá transferir el derecho a las personas jurídicas mencionadas en el artículo 4°.




Artículo 11.- Derechos del dueño del inmueble. El propietario del inmueble tendrá los siguientes derechos:




1.- Exigir el cumplimiento forzado de las obligaciones legales y contractuales del titular derivadas del derecho real de conservación y, en su caso, solicitar las indemnizaciones que procedan.




2.- Demandar el reemplazo del titular conforme a lo prevenido en el artículo 13.




3.- Elegir a la persona jurídica que reemplazará al titular original, según lo dispuesto en el artículo 13.




4.- Los demás que esta ley, otras normas o el contrato constitutivo establezcan.

Artículo 12.- Conflicto de intereses. No se podrá constituir el derecho real de conservación, ni el titular podrá aprobar, celebrar o llevar a cabo actos, contratos, negociaciones u operaciones relativos a dicho derecho cuando el dueño del bien raíz y el titular estén relacionados en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, ni cuando exista un interés patrimonial directo del presidente, director, administrador, gerente, ejecutivo principal o de cualquier otra persona que represente legal o convencionalmente al titular o que tenga facultades de administración o dirección a su respecto.                                                              No obstante, si la decisión correspondiere a un órgano de carácter colegiado, podrá darse la autorización, siempre que el miembro que tenga interés se inhabilite para la votación y que se ejecute en condiciones objetivas y de mercado.





Esta regla se aplicará también cuando en la constitución del derecho, exista interés patrimonial directo del cónyuge de la persona interesada, o de algún pariente por consanguinidad o afinidad en línea recta hasta el segundo grado y colateral hasta el cuarto grado inclusive, o de una sociedad o empresa en la cual sea gerente, director, presidente, representante, administrador o dueño directo o a través de otras personas naturales o jurídicas de un diez por ciento o más de su capital.





La contravención a esta norma dará derecho al afectado para demandar el reemplazo del titular, tratándose del propietario del bien raíz gravado, y a poner término al derecho real de conservación, cualquiera sea la parte afectada, en la forma descrita en el artículo 13, todo ello sin perjuicio de demandar indemnización de los daños ocasionados.





Artículo 13.- Demanda de reemplazo del titular, terminación del derecho o ejecución forzada del contrato si procediere. El dueño del inmueble gravado podrá solicitar judicialmente que se ordene el reemplazo del titular, que se ponga término al derecho real de conservación o la ejecución forzada del contrato si así procediere, en caso de que éste incumpliere sus obligaciones. A su vez, el titular podrá demandar judicialmente tanto la terminación del derecho como la ejecución forzada del contrato si procediere, cuando el propietario del bien raíz gravado infringiere sus obligaciones.





Si procediere el reemplazo, el propietario tendrá derecho a elegir al nuevo titular, en el mismo procedimiento judicial, dentro de la lista de entidades incorporadas al Registro a que se refiere el artículo 5°. Ésta deberá expresar en el mismo juicio su aceptación o rechazo, dentro de veinte días hábiles contados desde su notificación. En caso de rechazo o si no se pronunciare, el propietario nombrará a otra persona del Registro, la que deberá dar respuesta en la misma forma y plazo, y así sucesivamente.





El nuevo titular deberá ceñirse a los términos y condiciones estipulados en el contrato constitutivo, a menos que acuerde su modificación 
con el dueño del bien raíz gravado, con sujeción a las formalidades exigidas para su constitución.





Artículo 14.- Modificaciones. Si el contrato fuese modificado de cualquier forma, se deberá requerir la inscripción de la modificación, así como la anotación al margen de la inscripción constitutiva. Si no se practica la inscripción, el cambio o modificación no producirá ningún efecto.





La inscripción se ajustará, en lo que proceda, al artículo 9°.





Artículo 15.- Prelación de derechos sobre el inmueble. Si se hubieren constituido hipotecas, servidumbres u otros derechos reales, garantías o gravámenes voluntarios sobre todo o parte del inmueble, con anterioridad a la inscripción del derecho real de conservación, este último no podrá restringir, alterar, oponerse ni impedir el legítimo ejercicio de aquellos. Si en virtud de la ejecución de una hipoteca el bien raíz gravado fuere transferido, se extinguirá el derecho real de conservación.






En el caso que las hipotecas, servidumbres u otros derechos reales, garantías o gravámenes voluntarios  fueren constituidos con posterioridad a la inscripción del derecho real de conservación, aquellos le serán inoponibles, debiendo el derecho real de conservación ser íntegramente respetado por el acreedor, dueño del predio dominante y cualquier tercero, todo ello sin perjuicio de lo establecido  en el inciso tercero del artículo 7°.





Artículo 16.- Terminación del derecho real de conservación. Este termina por:





1.-Expiración del plazo.





2.-Transferencia del bien raíz gravado, en el caso del artículo 15, inciso primero.





3.-Revocación por fraude.





4.-Declaración judicial de terminación. 





5.-Disolución de la persona jurídica titular del derecho.





6.-Mutuo acuerdo de las partes.





7.- Expropiación del inmueble gravado. Si se expropiare parcialmente, subsistirá el derecho real de conservación sobre la parte no expropiada.





8.-Confusión, que ocurre cuando el titular se hace dueño del bien raíz gravado.





9.-Renuncia del titular. 





10.-Las demás causales que la ley disponga.





En caso de producirse la terminación por cualquier causa, se extinguirán los derechos y obligaciones de las partes. No obstante, si hubiese alguna devolución o restitución pendiente, podrá reclamarse de conformidad a las reglas generales, y se aplicará lo establecido en los artículos 904 a 915 del Código Civil en lo que sea procedente.”.


                    Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE RESPONSABILIDAD POR DAÑOS OCASIONADOS POR ANIMALES POTENCIALMENTE PELIGROSOS 

(6499-11)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Salud presenta su segundo informe sobre el proyecto de ley individualizado en la referencia, que se encuentra en primer trámite constitucional, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, Mariano Ruiz-Esquide Jara, Carlos Ignacio Kuschel Silva y el ex Senador señor Carlos Ominami Pascual, iniciativa a la que adhirió también el ex Senador señor Jorge Arancibia Reyes. Esta iniciativa cuenta con urgencia, calificada de “suma”.

ANTECEDENTES

El primer informe sobre este proyecto fue emitido el 13 de mayo de 2009. La Sala del Senado, en sesión celebrada el 2 de junio del mismo año, dispuso que volviera a la Comisión, para un nuevo primer informe, facultándola para realizar también, en este primer trámite reglamentario, la discusión en particular y para estudiar la posibilidad de refundirlo con otras iniciativas en tramitación. Dicho informe se evacuó con fecha 1 de octubre de 2009 y la Sala, en sesión de 21 de diciembre de ese año, solicitó un informe complementario.


Por oficio N° A15/595, de 23 de febrero de 2010, el señor Ministro de Salud informó a esta Comisión que el Ejecutivo, a solicitud de las agrupaciones de defensores de los derechos de los animales, había constituido una mesa de trabajo técnica con participación de aquéllas, el Colegio Médico Veterinario, la Sociedad de Médicos Veterinarios especialistas en pequeños animales y las Facultades de Medicina Veterinaria de varias universidades, con el fin de aportar elementos técnicos, propuestas y argumentos que permitieran al Congreso legislar sobre el asunto con la mayor cantidad de antecedentes. Informaba en ese documento el señor Ministro que el trabajo estaba en etapa de consolidación de un informe final de consensos y recomendaciones, que contendría también los argumentos y explicaciones relacionados con aspectos en que hubo discrepancias, y anunciaba el envío a la Comisión del documento final, con los antecedentes allegados por los participantes en la mencionada mesa de trabajo técnica.


Sin embargo, en la sesión del Senado de fecha 9 de marzo de 2010 se dio cuenta de un oficio de la señora Presidenta de la República en que solicitaba el archivo de este proyecto, a lo que la Sala accedió. El 7 de abril del mismo año, una vez constituida la Comisión de Salud del Senado para el período legislativo 2010 – 2014, el Honorable Senador señor Guido Girardi Lavín, quien a la sazón presidía esta Comisión, solicitó el desarchivo del proyecto, con lo que la Comisión quedó en situación de retomar el estudio del asunto, para emitir el informe complementario encargado por el Senado en diciembre del año 2009, dándose cuenta a la Sala de dicho documento con fecha 17 de mayo de 2011.


Con posterioridad, el día 1 de junio de 2011, la Sala del Senado dio su aprobación en general al proyecto de ley y dispuso que en el trámite reglamentario de discusión particular fuese considerado por las Comisiones Unidas de Salud y Medio Ambiente y Bienes Nacionales, además de fijarse un nuevo término para la presentación de indicaciones. 


En el referido plazo se formularon numerosas indicaciones parlamentarias y se presentó una indicación por el Presidente de la República, que sustituyó en su integridad la iniciativa legal tratada en este informe.

Por último, cabe señalar que, con fecha 18 de octubre de 2011, mediante un acuerdo de Comités ratificado por la Sala del Senado, se dispuso que el proyecto fuese considerado en el segundo informe sólo por la Comisión de Salud y no por las Comisiones de Salud y Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, como se había resuelto previamente. 

En todo caso, en esta etapa la iniciativa en informe también debe ser conocida por la Comisión de Hacienda, en cumplimiento de lo que disponen el artículo 17 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y el artículo 27 del Reglamento del Senado, pues impone gasto fiscal.

- - - - - - - -


A una o más de las sesiones en que se trató este asunto asistieron, además de los miembros de la Comisión, las siguientes personas:

- Del Ministerio de Interior: el Ministro, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg; el asesor del gabinete, señor Juan Francisco Galli Basili, y el asesor legislativo, señor Juan Eduardo Vega Mora.

- Del Ministerio de Salud: los asesores legislativos señores Máximo Pavez Cantillano y  Jorge Hübner Garretón.

- Del Instituto Libertad y Desarrollo: el abogado del Programa Legislativo, señor Daniel Montalva Armanet.

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los coordinadores, señora Carolina Salas Prüsing y señor José Francisco Acevedo Alliende.

- De la Biblioteca del Congreso Nacional: la analista señora Irina Aguayo Ormeño.

- De Proanimal Chile: la Presidenta, señora Patricia Cocas González y el representante señor Mirko Sánchez Cabreras.

- De Esteriliza no Abandones Chile: la representante, señora Montserrat Gallardo Contreras.

- De Coalición por los Derechos de los Animales: el representante, señor Cristian Apiolaza Acevedo.

- De ECOPOLIS Disciplinas Integradas, Defensa de los Derechos Animales-Chile: la Directora del Área Veterinaria, señora Claudia Colombatti Escobar y la Directora del Área Legal, señora Florencia Trujillo Aburto.

- De la Fundación Control Ético de la Fauna Urbana (CEFU): la señora Alma Sánchez.

- - - - - - -

NORMAS VINCULADAS CON EL PROYECTO EN INFORME

1. Del Código Penal, artículo 144; artículo 291 bis, incorporado por la Ley N° 20.380, de Protección de los Animales; artículo 491, inciso segundo; número 18 del artículo 494; número 17 del artículo 496. 

2. Del Código Civil, artículo 608, que clasifica los animales en bravíos o salvajes, domésticos y domesticados y los define; los artículos 2326 y 2327, sobre responsabilidad civil extracontractual del dueño de un animal, y el Título XXXVI del Libro Cuarto, sobre la Fianza.

3. Del Código Sanitario, artículos 31, 32, 77, letras e) y f) y artículo 89, letra b).

4. Decreto N° 89, del Ministerio de Salud, de 2003, Reglamento de Prevención de la Rabia en el Hombre y en los Animales. 

5. Decreto N° 158, del Ministerio de Salud, de 2004 y publicado en 2005, Reglamento de Enfermedades Transmisibles de Notificación Obligatoria.

6. Ley N° 20.025, que regula el uso de perros guía, de señal o de servicio, por parte de personas con discapacidad.

7. Ley N° 20.380, sobre protección de animales.

8. Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2006, los artículos 4°, letra b), 5°, 8°, 10, 12, 13, 137 a 139 y 142.

9. Ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

10. Decreto N° 141, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1975, que aprueba la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestres (CITES).

11. Decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, que aprueba nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones.

12. Ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura.

13. Ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, deroga la ley N° 16.640 y otras disposiciones.

14.  Ley N° 19.473, sobre caza.

15.  Ley N° 19.162, que establece un sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos, frigoríficos y establecimientos de la industria de la carne.

16.  Decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal.

17.  Lei de 15 de septiembre de 1823, que prohíbe las lidias de toros.

18.  Lei de 22 de diciembre de 1891, que es la primera en prohibir las riñas de gallos.

19. Dictamen N° 34.751, de la Contraloría General de la República, de    2005

20. Dictamen N° 69.752, de la Contraloría General de la República, de   2010.

- - - - - - -

OBJETIVOS Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA 

COMISIÓN EN ESTE TRÁMITE REGLAMENTARIO


Como resultado de las enmiendas introducidas en este segundo informe, los objetivos del proyecto pueden resumirse como sigue: fomento de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía; reconocimiento de la existencia de ciertos tipos de mascotas que por distintas razones desarrollan conductas agresivas, a los que se les dará un tratamiento especial en razón de su potencial peligrosidad, de lo que derivan exigencias mayores que se imponen a sus dueños; protección de la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía, consistentes principalmente en la promoción de campañas de esterilización masiva; creación de registros de animales potencialmente peligrosos, de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable y de criaderos de razas potencialmente peligrosas; implementación de políticas públicas sobre protección de la población animal, con el apoyo de entidades especializadas promotoras de la tenencia responsable de mascotas, a las que se asignarán recursos estatales para operar adecuadamente; protección de la salud animal, promoviendo su bienestar mediante la tenencia responsable y la aplicación de cuidados veterinarios, y regulación de la responsabilidad por los daños que sean consecuencia de la acción de dichas mascotas o animales de compañía, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda.

El texto que se propone a la Sala en este segundo informe consta de 35 artículos permanentes y 3 transitorios.

- - - - - - -

CONSTANCIAS


Se deja constancia de que los artículos 4°, inciso tercero, 25, inciso segundo, 28, 30 y 31 del proyecto que se propone al final de este informe tienen carácter de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en  cuanto inciden en la competencia de los tribunales de justicia. Por otra parte, el artículo 20 se halla en igual condición, de acuerdo con el artículo 38 de la Carta Fundamental, pues crea un Consejo Nacional de Protección Animal, integrado por 5 Subsecretarios, entidad que no forma parte de la organización básica de la Administración del Estado. En consecuencia, su aprobación requiere el voto afirmativo de cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.


La opinión de la Corte Suprema fue solicitada y recogida en dos oportunidades en el trámite reglamentario anterior y el contenido de los respectivos oficios de respuesta ha quedado consignado en los informes pertinentes emitidos por la Comisión.


Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, la Comisión, por medio del oficio N° 731-S, ha estimado pertinente efectuar una tercera consulta a la Corte Suprema, por cuanto el texto aprobado en este segundo trámite reglamentario afecta atribuciones de los jueces de policía local y los jueces de garantía. 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1) Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: No hay.

2) Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nos 1.3; 1.7; 1.8; 1.9; 1.13; 1.24; 1.26; 1.27; 1.32; 1.33; 28, y 29. 

3) Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nos 1.1; 1.2; 1.4; 1.5; 1.6; 1.10; 1.11; 1.12; 1.14; 1.15; 1.16; 1.17; 1.18; 1.19; 1.20; 1.21; 1.22; 1.23; 1.25; 1.28; 1.29; 1.30; 1.31; 1.34; 2; 3; 3b; 4; 5; 12; 13; 16; 17; 18; 19; 19b; 20; 21; 21b; 21c; 23d; 31b (2ª parte); 32, 33, 38; 39; 39b; 40; 41; 41b; 42; 43; 43b; 46; 47; 47b; 48; 49; 49b; 50; 51; 51b; 52; 53, y 56.

4) Indicaciones declaradas inadmisibles: N° 13c y 54.

5) Indicaciones rechazadas: Nos 6; 7; 7b; 8; 9; 9b; 10; 11; 11b; 13b; 14; 15; 19c; 21d; 22; 23; 23b; 23c; 23e; 24; 25; 25c; 26; 27; 27b; 27c; 27d; 30; 31; 31b (1ª parte); 34; 35; 35b; 36; 37; 37b; 37c; 43c; 44; 45; 51c, y 55.

6) Indicación retirada: N° 25b.

- - - - - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El Senado aprobó en general la iniciativa legal en informe en sesión de fecha 1 de junio de 2011, fijando un plazo para formularle indicaciones que venció el 20 del mismo mes y año. En la misma oportunidad se acordó que el segundo informe fuera estudiado y emitido por las Comisiones de Salud y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, y que luego el proyecto pasara a la Comisión de Hacienda, para los efectos pertinentes. En esa ocasión hubo numerosas indicaciones parlamentarias formuladas, como corresponde, al articulado que compone el texto aprobado en general. Por su parte, el Presidente de la República hizo una sola indicación, que reemplaza el proyecto en su totalidad.


Más tarde, la Sala abrió un nuevo plazo de indicaciones, hasta el 11 de julio de 2011, lapso en el cual varios señores Senadores aportaron nuevas proposiciones de enmienda.


Por último, en sesión de fecha 18 de octubre de 2011 el Senado revisó y modificó su acuerdo anterior, relativo al trámite reglamentario de segundo informe, disponiendo que él se cumpliera sólo en la Comisión de Salud, sin perjuicio de lo ya resuelto en cuanto al examen por la Comisión de Hacienda de los preceptos de la iniciativa que lo requieran.


En vista de lo anterior, la Comisión centró el debate en la indicación sustitutiva del Ejecutivo, sin perjuicio de analizar y pronunciarse sobre todas las formuladas por los señores Senadores. Se debe tener presente, para una correcta lectura de este informe, que las indicaciones parlamentarias fueron formuladas al proyecto de ley aprobado en general por el Senado; en cambio, la del Presidente de la República reemplaza totalmente dicha iniciativa, por un nuevo proyecto que recoge en parte las ideas contenidas en algunas de las disposiciones del que el Senado aprobó en general.


A fin de no excluir del debate ninguna de las cuestiones envueltas en este proyecto, la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros presentes dividir la votación de la indicación del Ejecutivo y pronunciarse sobre cada uno de los preceptos que conforman su texto.


- Concurrieron al acuerdo los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.

- - - - - - - -


El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, inició su intervención señalando que el cuidado y protección de las mascotas en nuestro país debe ser una especial preocupación de la autoridad y de las personas.


Añadió que el Ejecutivo ha llegado a la conclusión de que es necesario simplificar la normativa en esta materia, con la finalidad de avanzar en forma expedita hacia una legislación que asigne claramente las responsabilidades de quienes poseen mascotas, en cuanto al cuidado, alimentación y afecto que se les brinde. 


La indicación sustitutiva presentada por el Presidente de la República resalta claramente el concepto de “tenencia responsable”, con la finalidad de imponer a quienes tienen una mascota el deber de cuidarla, protegerla y darle cariño, además de hacerlos responsables por los daños que cause el animal, tal como los padres son responsables por los perjuicios causados por sus hijos menores de edad.


En otro aspecto, se debe reconocer que existen ciertos tipos de mascotas que por distintas razones desarrollan conductas agresivas, al punto, incluso, de atacar a un ser humano hasta quitarle la vida, como ya ha ocurrido. Por lo anterior, es deber del Estado fijar para esas mascotas un tratamiento especial en razón de su potencial peligrosidad, de la que derivan exigencias mayores que se imponen a sus dueños.


Subrayó que es importante evitar la eutanasia como método de control de la población canina, que en proyectos de ley anteriores se esbozaba como una posibilidad; el Estado debe hacerse cargo de ese problema por otras vías, como la esterilización. Explicó que se ha reservado la posibilidad de la eutanasia o sacrificio sólo para el caso de que un animal cause lesiones graves o la muerte de un ser humano, previo un procedimiento judicial. Es decir, no se trata de una sanción por el riesgo de peligrosidad, sino que esa solución se aplica una vez que el animal ha demostrado su agresividad.


Manifestó que una innovación fundamental de la indicación sustitutiva presentada por el Presidente de la República es la creación de un registro de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas, que se coloca bajo el alero del Ministerio del Interior. De este modo, las políticas públicas impulsadas por el Estado podrán contar con el apoyo de entidades especializadas en la materia, a las que se asignará recursos estatales para operar adecuadamente. En definitiva, el Estado entregará recursos a las personas e instituciones que dediquen su vida al cuidado y protección de los animales.


Por último, solicitó una rápida tramitación de la iniciativa legal, a fin de iniciar la entrega de recursos a las organizaciones antes mencionadas a la brevedad posible.


El Honorable Senador señor Rossi compartió los argumentos esgrimidos por el señor Ministro, en el sentido de que el énfasis del proyecto debe estar en la tenencia responsable de mascotas y en el empoderamiento de la sociedad civil para colaborar con dicha estrategia. Consultó si la indicación del Ejecutivo contempla la situación de los perros abandonados y si destina recursos para la educación de los dueños de animales y para programas de esterilización.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide destacó que este proyecto de ley ha sido uno de los de más larga tramitación en el Senado y ha pasado por diferentes Comisiones, sin que se haya alcanzado un resultado fructífero.


Agregó que le parece absurdo que el proyecto haya sido tramitado en alguna oportunidad a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado, ya que el efecto de ello fue inocuo.


Anotó que campañas llevadas a cabo por diversas personas y entidades han generado una situación anormal en el país, caracterizada por dar más relevancia a la defensa de algunos animales que a la de los seres humanos afectados por ataques de aquéllos. Esa visión del problema se ha manifestado también durante la tramitación de la presente iniciativa legal.


Expresó Su Señoría que la finalidad del proyecto debe ser la regulación de la responsabilidad de los dueños de las mascotas, en lugar de centrar la discusión en la eventual peligrosidad de los animales.


En cuanto a la eutanasia o sacrificio de animales, estimó que dicha medida debiera mantenerse en el proyecto para casos extremos, cuando no exista otra alternativa para tratar al animal, medida que ha sido respaldada por las asociaciones de veterinarios que han intervenido en la discusión.


Por último, consignó que es discutible que este tema quede a cargo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública ya que, a su juicio, debe ser de competencia de las autoridades de salud.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que un proyecto sobre la materia que trata la iniciativa en informe fue aprobado por la Cámara de Diputados y, en la oportunidad procesal correspondiente, ingresó a la Comisión de Salud del Senado
. No obstante, en esta Corporación se inició la tramitación del proyecto que actualmente se discute. Por ello, solicitó tener a la vista esa iniciativa ya aprobada en la Cámara de Diputados, para recoger sus ideas fundamentales y complementar las indicaciones que se han hecho en el presente trámite.

La señora Alma Sánchez, Directora de la Fundación Control Ético de la Fauna Urbana (CEFU), se mostró conforme con los objetivos del proyecto de ley y, en especial, con los fundamentos expuestos en la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo, ya que son un reconocimiento y aporte a la situación de las organizaciones que se han preocupado de esta materia.

Declaró que el control de esta política pública debe estar a cargo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y no en el de Salud.

No obstante, señaló su preocupación sobre algunos aspectos de la indicación que deben quedar definidos de manera más detallada en la ley, para poder solucionar de forma clara algunas dificultades que pudiesen generarse luego de la dictación del reglamento respectivo.

A su juicio, debe tratarse pormenorizadamente el concepto fundamental de la ley, esto es, el de “animal potencialmente peligroso”. A este respecto, declaró que la organización que representa propuso en su oportunidad una definición basada en la legislación de España, Argentina y Estados Unidos, que establecía un concepto amplio que, más que centrarse en el tamaño, la raza o las características particulares del animal, se enfocaba especialmente en su conducta. 

En relación con los órganos llamados a hacerse cargo del problema, la mayor responsabilidad debería recaer en entidades centrales del Estado y no en las municipalidades, que suelen incurrir en el simple exterminio ilegal de animales, de las formas más brutales.

Manifestó que, en caso de reincidencia en la agresión, debe imponerse al dueño de la mascota una responsabilidad objetiva, como la planteada en el artículo 2327 del Código Civil.

También procede salvaguardar el derecho de las personas que eligen ciertos animales como medio de vigilancia o resguardo, sin perjuicio de imponerles la adopción de medidas eficaces de protección a terceros.

Expresó que debiese considerarse la participación de las organizaciones no gubernamentales, en lo posible con derecho a voto, en el consejo que se crea para definir las estrategias sobre tenencia responsable de mascotas, ya que aquellas entidades son las que conocen mejor la realidad de cada localidad, por lo que pueden ser un real aporte en esta materia. 

Informó también que CEFU ha hecho una propuesta para que, en caso de que haya ocurrido una agresión que causó lesiones o la muerte de una persona, el animal no sea necesariamente eliminado, sino que pueda ser entregado a una entidad debidamente registrada, para propender a su rehabilitación y, en último término, si no fuese posible lo anterior, sacrificarlo de la forma menos dolorosa.

Finalmente, solicitó otorgar a las organizaciones no gubernamentales que protegen a los animales la correspondiente legitimación activa para que puedan intervenir en causas penales sobre maltrato animal.

La Presidenta de la organización Proanimal Chile, señora Patricia Cocas, explicó que durante la tramitación del presente proyecto de ley se han levantado numerosos reparos a la iniciativa, de los cuales destacó la eliminación de animales abandonados, que suscita un rechazo ciudadano importante.

Señaló que el texto del proyecto aprobado en general por el Senado le parece insuficiente, por lo que es necesario incorporar las indicaciones presentadas por los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez y Horvath, que recogen los planteamientos que permitirán un efectivo control de la población canina y felina.

Enfatizó su desacuerdo con las medidas contenidas en la indicación sustitutiva del Ejecutivo, en cuanto traslada las competencias en esta materia desde el Ministerio de Salud al de Interior, transformando el problema en un tema de seguridad. También señaló que existe ambigüedad en cuanto a qué servicios se harán cargo de cada parte de la política pública que se defina al respecto.

Otro punto que motivó su disconformidad es que no se haya incorporado a las organizaciones no gubernamentales en el diseño de la propuesta legislativa. También manifestó sus aprensiones respecto al origen de la indicación sustitutiva del Ejecutivo, ya que no se conocen los antecedentes de los expertos que habrían sido consultados para su formulación.

Además, estimó que el Consejo que se creará para definir las estrategias de control de la población canina no posee funciones claras y definidas, sino que solamente se señalan las autoridades que lo integrarán, y hasta el momento no se contempla la incorporación de organizaciones de la sociedad civil.

Por otra parte, el artículo 25 de la indicación sustitutiva, que faculta al juez competente para disponer el comiso y sacrificio de perros en los casos que indica, nuevamente sancionaría al animal y no al responsable de su cuidado. 

En otro aspecto, señaló que el abandono de animales se sanciona en la indicación sustitutiva como una simple falta, a pesar de que, tras varios años de insistencia, se ha llegado al consenso de que la referida conducta debe ser considerada un delito, con penas que vayan desde una multa hasta presidio.

Solicitó incorporar las ideas planteadas en las indicaciones parlamentarias que fijan directrices a las ordenanzas que deberán dictar las municipalidades para implementar la política de control de la población animal. Dentro de las medidas que deberían incluirse, a su juicio, están la esterilización de los animales que puedan generar crías indeseadas, es decir, que serán posteriormente abandonadas; el desarrollo de campañas de educación en tenencia responsable de mascotas; la implementación de programas para prevenir el abandono de animales y para promover las adopciones; desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de animales; la habilitación de espacios públicos especialmente destinados a los animales; la participación activa de las organizaciones no gubernamentales, tanto en el diseño como en la implementación de las políticas públicas; la evaluación psicológica de los dueños de mascotas potencialmente peligrosas, y la obligación de contar con seguros por daños a terceros.

Por otra parte, sostuvo que se debiese reponer la legitimación activa de las organizaciones de protección animal para intervenir como parte en juicios en que se ventilen causas sobre maltrato animal.

Finalmente, indicó que la calificación de animal potencialmente peligroso debe ser realizada por expertos, según criterios eminentemente técnicos.

Luego de escuchar las exposiciones reseñadas, la Comisión se abocó al examen y votación de las indicaciones.

- - - - - - - -


El esquema adoptado para describir el debate y los acuerdos es el siguiente: se consigna primero el o los preceptos aprobados en general por el Senado, cuyo contenido corresponde al artículo aprobado por la Comisión, siguiendo el orden del proyecto que se propone al final; luego se copian las indicaciones del Presidente de la República y de los parlamentarios; enseguida se resume el debate y la votación de cada proposición de enmienda, y finalmente se transcribe el artículo aprobado por la Comisión en esta instancia reglamentaria. Los artículos del proyecto aprobado en general que no están incluidos en la indicación sustitutiva del Ejecutivo son igualmente tratados en este informe, que recoge la discusión y votación de las indicaciones de que ellos fueron objeto.

Artículo 1°


Los objetivos del proyecto de ley están indicados en el artículo 1° aprobado en general, cuyo texto se copia a continuación:


“Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer normas destinadas a:


1) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía. 


2) Proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía, a fin de evitar un impacto negativo en la salud de las personas.



3) Proteger la salud animal y promover su bienestar mediante la tenencia responsable.


4) Establecer las obligaciones y derechos de los dueños de mascotas o animales de compañía que se indican en el numeral 4) del artículo siguiente.”.


La indicación N° 1.1 del Presidente de la República propone un artículo 1° del siguiente tenor:


“Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer normas destinadas a:


1) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas y animales de compañía, especialmente de la especie canina.


2) Proteger la salud y el bienestar animal promoviendo la tenencia responsable.”.


A su vez, las indicaciones Nos 2 y 3, de los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, proponen reemplazar el número 1) del artículo 1° por el siguiente:


“1) Regular la responsabilidad por los daños a las personas que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía.”.


Y los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi plantearon la indicación N° 3b, para reemplazar el número 2) del mismo artículo por el siguiente:


“2) Proteger la salud y el bienestar animal promoviendo la tenencia responsable.”


Por último, los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath hicieron las indicaciones Nos 4 y 5, para agregar al artículo 1° el siguiente número 4), nuevo:


“4) Establecer obligaciones y derechos para los dueños de animales de compañía.”.


El Honorable Senador señor Rossi estimó que la formulación de los textos de iniciativa parlamentaria es más amplia, ya que no hace una referencia especial a la especie canina.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública estuvo de acuerdo con eliminar la mención indicada. 


El Honorable Senador señor Uriarte llamó la atención respecto de que la indicación del Ejecutivo suprime la alusión a la salud “pública”, y se refiere sólo a la protección de la salud y el bienestar animal, por lo que solicitó información sobre el motivo de dicha eliminación. Su Señoría se mostró partidario de que los conceptos generales, que fijan el marco de aplicación de la ley, queden incorporados en el Título I, que trata del “Objeto y Definiciones”.


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Chahuán hizo ver que la indicación del Ejecutivo omite el contenido del numeral 2) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado. Sin embargo, estimó adecuado establecer expresamente la protección de la salud pública, ya que los animales presentan zoonosis a las que el Estado debe hacer frente, a fin de proteger a la población de un eventual contagio.

Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi propuso que en el numeral 2) de la indicación sustitutiva se agregue expresamente la protección de la salud de las personas, por cuanto es evidente que en muchos aspectos el presente proyecto de ley se vincula con temas sanitarios. Además, recalcó que se debe evitar que la protección de la salud pública se mediatice a través del control de la población animal, ya que ello podría abrir la puerta a eventuales eliminaciones de animales.

El señor Ministro replicó que el daño causado por un animal a una persona no es un tema de salud, sino que de seguridad.


Destacó que la indicación del Ejecutivo se ocupa por separado de la protección de las personas y la propiedad y plantea más adelante, en los artículos 18 y 19 de su propuesta, una política nacional de mascotas que comprende la creación del Consejo Nacional de Protección Animal y la Estrategia Nacional de Protección de Población Canina.


La Comisión acordó incluir en el numeral 2) de la indicación sustitutiva del Presidente de la República una mención expresa a la protección de la salud de las personas. Dejó además constancia de que las indicaciones números 4 y 5 han sido aprobadas subsumidas en el texto de la del Ejecutivo. Además, eliminó la frase final del número 4) de este artículo, “que se indican en el numeral 4) del artículo siguiente”, porque esta última disposición define solamente las obligaciones que configuran la tenencia responsable, en tanto que el conjunto de obligaciones y derechos  de los responsables de mascotas o animales de compañía está diseminado en diversos preceptos de la iniciativa. 


Todas las proposiciones planteadas en las indicaciones Nos 1.1, 2, 3, 3b, 4 y 5 fueron aprobadas conjuntamente, con modificaciones, en la forma que ilustra el artículo 1° que se inserta más adelante.


- El acuerdo se adoptó por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer normas destinadas a:


1) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía.


2) Proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía, a fin de evitar un impacto negativo en la salud de las personas.


3) Proteger la salud animal y promover su bienestar mediante la tenencia responsable.


4) Determinar las obligaciones y derechos de los responsables de mascotas o animales de compañía.”.

Artículo 2°


El artículo 2° aprobado en general contiene definiciones para los efectos de la ley, en los siguientes términos:


“Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos, cualquiera sea su especie, que sean mantenidos por las personas para fines de recreación, compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. 


2) Animal abandonado: toda mascota o animal de compañía que se encuentre en la vía pública, sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto, sin correa de sujeción.


3) Animal peligroso: toda mascota o animal de compañía que ha sido calificado como tal por la autoridad sanitaria, de acuerdo a la información científica disponible, la opinión de expertos y los parámetros mencionados en el artículo 6°, de conformidad al procedimiento que fije el reglamento. 

4) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: es el conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide aceptar y mantener una mascota o animal de compañía y que consisten, entre otras, en proporcionarle alimento, albergue y buen trato, brindarle los cuidados indispensables para su debido bienestar y no someterlo a sufrimientos evitables.


La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas.


5) Centros de mantención temporal de las mascotas o animales de compañía: son aquellos lugares en los que, a cualquier título, se mantienen animales de manera no permanente, ya sea para tratamiento, hospedaje, adiestramiento, comercialización, exhibición o custodia, tales como criaderos de animales de compañía, hoteles para animales, hospitales, clínicas y consultas veterinarias, centros de adiestramiento, centros de exposición, centros de venta de animales, albergues, centros de rescate y similares.”.


La indicación N° 1.2 del Presidente de la República se ocupa de las definiciones en la forma que se consigna enseguida:


“Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos o domesticados, cualquiera sea su especie que sean mantenidos por las personas para fines de recreación, compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. 


2) Animal abandonado: toda mascota o animal de compañía que se encuentre en bienes públicos, sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto sin dispositivos, externos o internos, que permitan su identificación.


3) Animal potencialmente peligroso: todo animal que ha sido calificado como tal por la autoridad competente, de acuerdo a los criterios y los parámetros establecidos en el artículo 4°, de conformidad al procedimiento que fije el reglamento correspondiente.


4) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide mantener una mascota o animal de compañía y que consisten, entre otras, en registrarlo ante la autoridad competente cuando corresponda, proporcionarle alimento, albergue y buen trato, brindarle los cuidados indispensables para su debido bienestar y no someterlo a dolor o sufrimientos innecesarios.


La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas; y la obligación de adoptar todas las medidas necesarias para evitar que la mascota o animal de compañía pueda causar daños a la persona o propiedad de otro.”.


Los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath formularon las indicaciones Nos 6 y 7, para reemplazar el número 1) del artículo 2°, por el siguiente:


“1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos, cualquiera sea su especie, que sean mantenidos por las personas para fines de compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales.”.


Por su parte, los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi propusieron la indicación N° 7b, para reemplazar el número 2) del mismo artículo 2°, por el siguiente:


“2) Animal abandonado: animal de compañía que ha sido abandonado. Este animal suele deambular en la vía pública.”.


Las indicaciones Nos 8 y 9, de los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, propusieron sustituir también el número 2) del artículo 2°, por el siguiente:


“2) Animal abandonado: animales sin dueño y sin control directo que deambulan libremente por extensas áreas.”.


El Honorable Senador señor Bianchi, propuso la indicación N° 9b, para incorporar al final del número 2), sustituyéndose el punto final por una coma, la siguiente frase: “o elementos que permitan su clara identificación”.


Los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, plantearon las indicaciones Nos 10 y 11, para intercalar en el artículo 2° los siguientes números 3) y 4), nuevos:


“3) Perro callejero: perro que tiene dueño, pero cuyo dueño no hace una tenencia responsable y es mantenido en el espacio público durante todo el día o gran parte de él sin control directo.


4) Perro comunitario: perro que no tiene un dueño en particular pero que sin embargo la comunidad alimenta y le entrega cuidados básicos.”.


El Honorable Senador señor Bianchi hizo la indicación N° 11b, para agregar al artículo 2° el siguiente numeral 3), nuevo: 


“3) Animal extraviado: aquel que se encuentra fuera de la esfera de cuidado de la persona responsable y que tiene dispositivos o elementos externos o internos que permitan su identificación”.


Los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath propusieron las indicaciones Nos 12 y 13, para reemplazar el número 4) del artículo 2°, por el siguiente:


“…) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: es el conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide aceptar y mantener una mascota o animal de compañía y que consisten, entre otras, en proporcionarle alimento, cuidados veterinarios, albergue y buen trato, brindarle los cuidados indispensables para su debido bienestar y no someterlo a sufrimientos, a lo largo de su vida.


La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas.”.


La indicación N° 13b, de los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi, es para agregar en el número 5) del artículo 2°, luego de la expresión “consultas veterinarias”, la siguiente frase: “establecimientos destinados a la investigación y docencia sobre animales,”.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública señaló que la experiencia permite distinguir entre animales “domésticos” y “domesticados”. En el segundo grupo se ubican, por ejemplo, los loros, que las personas mantienen con fines de recreación y no para compañía o seguridad. En virtud de lo expuesto, no ve motivo para excluir de la regulación a los animales que son mantenidos por las personas para fines de recreación, como proponen las indicaciones Nos 6 y 7.


Sostuvo luego que delimitar el concepto “animal abandonado” no es tarea simple y afirmó que varias de las definiciones propuestas en las indicaciones parlamentarias son insuficientes o demasiado amplias. Entre los elementos específicos que deberían tenerse en cuenta, agregó, está el hecho de que el animal no cuente con vigilancia y deambule suelto, sin dispositivos de identificación, entre otros.


Indicó que, si bien a su juicio la definición de animal abandonado más completa es la propuesta por el Ejecutivo, ella podría complementarse con lo expresado en la indicación N° 11b, del Honorable Senador señor Bianchi.


El Honorable Senador señor Rossi estimó que no es conveniente restringir el lugar en que puede encontrarse el animal abandonado, por lo que debiese eliminarse en el número 2) la referencia a “bienes públicos”. 

La Comisión acordó aprobar la indicación N° 1.2 propuesta por el Ejecutivo, con las modificaciones y adiciones ya explicadas.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública consideró que las definiciones de conceptos que se establezcan en la ley deben tener un correlato posterior en sus disposiciones; bajo esa premisa, el perro abandonado cumple con esa condición, al igual que el perro potencialmente peligroso. Sin embargo, no ocurre lo mismo con el perro callejero, el extraviado o el comunitario.


En relación con la categoría de perro callejero, explicó que la definición planteada lo describe como aquel animal que tiene dueño pero éste no se hace responsable de su cuidado. Expresó que la indicación del Ejecutivo contempla obligaciones para el propietario y establece multas para el caso de incumplimiento. Por lo anterior, estimó que el concepto de perro callejero está implícitamente comprendido en la normativa propuesta; en caso de insistirse en su incorporación, debiese definírselo como aquel respecto del cual su propietario no cumple con los deberes y obligaciones que esta ley le impone. En cuanto concierne al perro comunitario, hizo presente que no hay normas que regulen su situación, más allá de la definición.


El Honorable Senador señor Chahuán propuso estudiar la definición de estas categorías al finalizar el estudio del proyecto, a fin de analizar en esa oportunidad si tiene sentido su incorporación en la normativa.


Por lo que se refiere a la descripción de perro extraviado, el Honorable Senador señor Rossi puntualizó que se trata de un animal que, a pesar de ser objeto de una tenencia responsable, ha escapado de la esfera de cuidado de su dueño, por lo cual no es posible imponer a éste sanciones, toda vez que ha cumplido sus obligaciones legales.


El señor Ministro indicó que la definición de perro abandonado incluye al animal extraviado, por cuanto los efectos son los mismos, ya que el perro se encuentra en situación de abandono por la incompetencia del propietario. Recalcó que lo que esta ley trata de cambiar es la visión respecto de la responsabilidad que asume quien opta por tener una mascota.


El Honorable Senador señor Uriarte dejó constancia de que, si bien está de acuerdo con el “deber ser” de la norma y con el cambio de concepto, la realidad del mundo popular indica que el perro es uno más de la familia, que entra y sale de la casa sin mayor vigilancia, por lo que fiscalizar cómo una jefa de hogar de una población cuida el adecuado cierre de la puerta de acceso a la propiedad será muy complicado.


El Honorable Senador señor Rossi, no obstante compartir la preocupación antes planteada, insistió en que se trata de promover un cambio cultural respecto de la tenencia de animales.


Finalmente la comisión volvió sobre las indicaciones Nos 10 y 11 en una sesión posterior y resolvió su rechazo.


En cuanto al concepto de peligrosidad potencial de un animal, el señor Ministro explicó que es difícil determinar su alcance, ya que algunos lo asocian a razas específicas y otros a la conducta del dueño. En consecuencia, propuso que la ley sólo defina algunas directrices generales y que el reglamento se aboque al establecimiento de la peligrosidad de un animal. A este respecto, manifestó que la creación del Consejo Nacional de Protección Animal facilitará definir adecuadamente el concepto. 


El Honorable Senador señor Chahuán consignó que la diferencia entre las indicaciones relativas a la definición de tenencia responsable es que la del Ejecutivo impone la obligación de la inscripción, lo cual fue discutido en forma extensa en la tramitación de un proyecto similar en la Cámara de Diputados, donde se estableció que esta obligación se impondría sólo para animales que tuviesen la calidad de potencialmente peligrosos. Por lo anterior, declaró, se debe determinar el alcance que tiene en este proyecto la obligación de registro.


En otro aspecto, consideró que sería importante incorporar también la obligación de los dueños de otorgar cuidados veterinarios a sus mascotas.


El señor Ministro especificó que el deber de registro sólo está referido a los animales potencialmente peligrosos, ya que la tenencia de este tipo de mascotas es la que genera para sus propietarios responsabilidades extraordinarias. 


El Honorable Senador señor Rossi informó que se ha consensuado con los distintos actores interesados la eliminación de los centros municipales de mantención de animales, lo que hace que pierda sentido la indicación N° 13b, que incide en el numeral 5) del artículo 2° aprobado en general. 


El Honorable Senador señor Chahuán solicitó al Ejecutivo pronunciarse acerca de si la normativa contemplará centros de mantención temporal de animales y, en caso afirmativo, cuál sería la fuente de financiamiento.


El abogado asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, expresó que se ha decidido eliminar de las definiciones los citados centros, puesto que podrán ser una más de las soluciones para resolver el problema de los animales potencialmente peligrosos, una vez que comiencen a operar el Consejo Nacional de Protección Animal y la respectiva Estrategia Nacional de Protección de la Población Canina, pero a cargo de entidades privadas que se interesen en ello.


Señaló que, de acuerdo con la experiencia internacional, los centros de mantención no son una solución adecuada para el control de la población canina, pero sí pueden utilizarse transitoriamente, mientras se busca una solución definitiva. No obstante, indicó, se debe resguardar que su operación no se transforme en fuente de corrupción, como ha ocurrido en otros países.


La indicación N° 13b fue descartada, en razón de que no se regulará en la ley la existencia de centros de mantención temporal.


- La indicación N° 1.2 del Ejecutivo y las indicaciones Nos 12 y 13 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.


- Las indicaciones Nos 6, 7, 7b, 8, 9, 9b, 11b y 13b fueron rechazadas con igual unanimidad.


- Las indicaciones Nos 10 y 11 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos o domesticados, cualquiera sea su especie, que sean mantenidos por las personas para fines de recreación, compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. 


2) Animal abandonado: toda mascota o animal de compañía que se encuentre sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto, sin dispositivos externos o internos que permitan su identificación.


3) Animal potencialmente peligroso: todo animal que ha sido calificado como tal por la autoridad competente, de acuerdo a los criterios y los parámetros establecidos en el artículo 4°, de conformidad con el procedimiento que fije el reglamento correspondiente.


4) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide mantener una mascota o animal de compañía y que consisten, entre otras, en registrarlo ante la autoridad competente cuando corresponda, proporcionarle alimento, albergue y buen trato, brindarle los cuidados veterinarios indispensables para su bienestar y no someterlo a sufrimientos a lo largo de su vida.


La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como a las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas, y la obligación de adoptar todas las medidas necesarias para evitar que la mascota o animal de compañía pueda causar daños a la persona o propiedad de otro.”.

Artículo 3°


El artículo 3° aprobado en general dispone lo que sigue:


“Artículo 3º.- Los órganos de la Administración del Estado, y en especial la autoridad municipal, en ejercicio de sus respectivas atribuciones, promoverán la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar su bienestar y la salud de las personas y el ambiente.”.


La indicación N° 1.3 del Presidente de la República, está concebida en los siguientes términos:


“Artículo 3°.- Los órganos de la Administración del Estado, y en especial la autoridad municipal, en ejercicio de sus respectivas atribuciones, promoverán la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en concordancia con lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, a fin de asegurar el bienestar del animal y de su dueño, y así evitar eventuales daños causados por los animales.”.


El Honorable Senador señor Bianchi formuló la indicación N° 13c, para agregar al artículo 3° un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“Para el debido cumplimiento de lo establecido en el párrafo anterior el Ministerio de Educación en coordinación con el Ministerio de Salud implementará un programa cuyo contenido será parte de los planes de estudios de comprensión del medio, que se cursan en la enseñanza básica.”.


A su vez, los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath presentaron las indicaciones Nos 14 y 15, para sustituir el artículo 3° por el que sigue:


“Artículo 3°.- Los órganos de la Administración del Estado, y en especial el Ministerio de Salud, el Ministerio de Educación y la autoridad municipal, en ejercicio de sus respectivas atribuciones, promoverán la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar su bienestar y la salud de las personas y el ambiente.”.


La Comisión consideró más adecuada la redacción propuesta por el Ejecutivo, ya que hace referencia a la ley sobre protección de animales, en donde se establece la obligatoriedad de la educación en este asunto.


La indicación del Honorable Senador señor Bianchi afecta una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en cuanto ordena a los Ministerios de Educación y de Salud elaborar un programa que será incorporado en los planes de estudio de la enseñanza básica.


- La indicación del Ejecutivo N° 1.3 fue aprobada en los mismos términos en que está formulada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.


- La indicación N° 13c fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.


- Las indicaciones Nos 14 y 15 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide.


El precepto aprobado por la Comisión es idéntico a la indicación del Ejecutivo transcrita más arriba.

Artículo 4°


Regulan la tenencia responsable y la calificación de animal peligroso los artículos 4° y 6° aprobados en general, en los siguientes términos:


“Artículo 4º.- Corresponderá al Ministerio de Salud regular a través de un reglamento la tenencia responsable de las mascotas o animales de compañía a que se refiere el artículo 2°. Este reglamento deberá establecer un sistema de control de la fertilidad de los animales a fin de evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas, la salud animal y el medio ambiente.”.


“Artículo 6°.- La autoridad sanitaria podrá calificar como peligrosos determinados tipos de mascotas o ejemplares específicos, particularmente de la especie canina, que, por episodios anteriores de agresiones o por su carácter agresivo, tengan capacidad de causar la muerte o lesiones a las personas o a otros animales y daños a las cosas. 


Respecto de ellos fijará prohibiciones de tenencia y de adiestramiento para la agresión; obligación de adoptar medidas especiales de seguridad y protección, tales como circular con bozal o arnés, mantenerlos en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a las características fisiológicas y etológicas del animal y contar con un seguro de responsabilidad civil; restricciones de circulación en lugares de libre acceso público o esterilización obligatoria.”.


La indicación N° 1.4 del Presidente de la República consulta un precepto sustitutivo del 4°, que es el siguiente:


“Artículo 4°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública establecerá, mediante un reglamento, la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable respecto de aquellos animales de la especia canina calificados como potencialmente peligrosos en conformidad a esta ley.


El reglamento señalado en el inciso precedente, calificará como potencialmente peligrosos a ejemplares de la especie canina, que: 


a) pertenezcan a ciertas razas y sus cruces o híbridos; o,


b) por sus características físicas, tales como su tamaño o potencia de mandíbula, puedan causar lesiones leves a personas o daños de consideración a otros animales de su misma especie.


Asimismo, el juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso a aquel ejemplar de la especie canina que cause lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie.


El dueño o poseedor de un animal calificado como potencialmente peligroso, conforme a lo dispuesto en este artículo, deberá adoptar las medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento respecto del ejemplar, tales como, circulación de éste con bozal o arnés, esterilización o restricción de circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes públicos.


El animal que sea calificado como potencialmente peligroso será considerado animal fiero, para todos los efectos legales.”.


Al artículo 4° se formularon las siguientes indicaciones parlamentarias:


Los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, mediante las indicaciones Nos 16 y 17, propusieron reemplazar el artículo 4°, por el siguiente:


“Artículo 4°.- La autoridad sanitaria dará prioridad a la educación para la tenencia responsable de animales, a fin de controlar especialmente la población canina y felina, procurando, además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad canina y felina y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos.


Corresponderá al Ministerio de Salud regular a través de un reglamento la tenencia responsable de las mascotas o animales de compañía a que se refiere el artículo 2°. Este reglamento deberá establecer:


a) Campañas de educación en tenencia responsable para toda la comunidad.


b) El desarrollo de herramientas que permitan y faciliten a la comunidad realizar una adecuada tenencia de animales.


c) Programas para prevenir el abandono de animales e incentivar la adopción de animales


d) Programas de esterilización masiva de animales con el objeto de promover el bienestar y salud de los animales y evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas y el medio ambiente.


e) Sistemas de registro e identificación de animales.


f) Sistemas para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de animales. 


g) La asociación estratégica con organizaciones pro animales a fines, con el objeto de generar asociatividad y colaboración de la comunidad en el diseño e implementación de dichas materias.”.


Los parlamentarios formularon las siguientes proposiciones para enmendar el artículo 6°:


El Honorable Senador señor Bianchi presentó la indicación N° 19c, para suprimir en el inciso segundo la frase “y contar con un seguro de responsabilidad civil”.


Los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, mediante las indicaciones Nos 20 y 21, propusieron sustituir el artículo 6° por el que se consigna a continuación:


“Artículo 6°.- La autoridad sanitaria podrá calificar como peligrosos determinados tipos de mascotas o ejemplares específicos, de la especie canina, que, por episodios anteriores de agresiones o por su carácter agresivo, tengan capacidad de causar la muerte o lesiones graves a las personas o a otros animales, de acuerdo a la información científica disponible, la evaluación de expertos en conducta animal y de acuerdo al procedimiento que fije el reglamento.


Respecto de ellos fijará condiciones de tenencia especiales tales como; prohibiciones de adiestramiento para la agresión, obligación de adoptar medidas especiales de seguridad y protección, como circular con bozal o arnés, mantenerlos en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a las características fisiológicas y etológicas del animal, contar con un seguro de responsabilidad civil, restricciones de circulación en lugares de libre acceso público o esterilización obligatoria. En caso de ser necesario, solicitará evaluaciones psicológicas, por parte de un médico siquiatra, para establecer si existen patologías psiquiátricas graves en los dueños de dichos animales con el objeto de determinar si su tenencia representa un riesgo para la seguridad de las personas o para el bienestar de los animales.


Los dueños o tenedores de los perros a que se refiere este artículo tendrán la obligación de someter a sus perros a adiestramiento de obediencia, el que será impartido por adiestradores calificados para tal función. La nómina de adiestradores será actualizada anualmente a nivel nacional y de ella se dejará constancia en el reglamento a que se refiere el inciso primero, el que se pondrá en conocimiento de los municipios.”.

A su vez, los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi propusieron la indicación N° 21b, que plantea reemplazar el citado artículo 6° por el que sigue:


“Artículo 6°.- La autoridad sanitaria podrá calificar como peligrosos determinados tipos de mascotas especialmente de la especie canina, que, por episodios anteriores de agresiones, por su carácter agresivo o por sus características físicas tales como su tamaño o potencia de mandíbula tengan capacidad de causar la muerte o lesiones graves a las personas o a otros animales, de acuerdo a la información científica disponible, la opinión de expertos y de acuerdo al procedimiento que fije el reglamento. 

Respecto de ellos fijará condiciones de tenencia especiales tales como; prohibiciones de adiestramiento para la agresión, obligación de adoptar medidas especiales de seguridad y protección, como circular con bozal o arnés, mantenerlos en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a las características fisiológicas y etológicas del animal, contar con un seguro de responsabilidad civil, restricciones de circulación en lugares de libre acceso público y/o esterilización obligatoria. En caso de ser necesario, solicitará evaluaciones psicológicas, por parte de un médico psiquiatra, para establecer si existen patologías psiquiátricas graves en los dueños de dichos animales con el objeto de determinar si su tenencia representa un riesgo para la seguridad de las personas o para el bienestar de los animales. 


Los dueños o tenedores de los perros a que se refiere este artículo tendrán la obligación de someter a sus perros a adiestramiento de obediencia, el que será impartido por adiestradores calificados para tal función. La nómina de adiestradores será actualizada anualmente a nivel nacional y de ella se dejará constancia en el Reglamento a que se refiere el inciso primero, el que se pondrá en conocimiento de los municipios.”.


El Honorable Senador señor Chahuán estimó que el artículo en discusión es clave, puesto que determina que la autoridad que estará a cargo de la tenencia responsable de mascotas será el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y no el de Salud, respecto de lo cual exteriorizó su conformidad. Con todo, consideró útil agregarle algunos de los aspectos contenidos en las indicaciones parlamentarias que le parecieron valiosos.


El Honorable Senador señor Gómez expresó que lo más relevante es definir si la política pública sobre esta materia quedará a cargo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública o de la cartera de Salud. 


El señor Ministro planteó que es necesario hacer una modificación de fondo en este tema y trasladar la competencia y la responsabilidad al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, por cuanto la preocupación central del Ministerio de Salud es la salud de los seres humanos y no la de los animales; por lo tanto, si se quiere incorporar una visión multisectorial debe acogerse la propuesta del Ejecutivo, ya que la repartición a su cargo es la única que posee las herramientas para coordinar a los demás servicios competentes.


Indicó que le merece reparos la alternativa propuesta en materia de programas de esterilización masiva de animales, porque tales medidas deben incluirse en la Estrategia Nacional de Protección de Población Canina, para que cuenten con una adecuada regulación.


El Honorable Senador señor Rossi concordó con la idea de trasladar esta materia al ámbito de atribuciones del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En cambio, el Honorable Senador señor Girardi expresó sus dudas sobre la capacidad de dicho Ministerio para incorporar dentro de sus prioridades un tema que posee connotaciones principalmente sanitarias. Añadió que para lograr el objetivo propuesto debiese conformarse una institucionalidad que opere de forma descentralizada, similar a la de los consultorios de atención primaria de salud.


El señor Ministro replicó que el proyecto de ley en discusión sí establece una nueva institucionalidad, respecto de la cual el Ministerio del Interior y Seguridad Pública actuará como órgano coordinador entre otras reparticiones, tales como salud, agricultura, educación y hacienda, ya que cada vez que se emprende una política pública en esta materia se abarcan temas multisectoriales.


A mayor abundamiento, señaló que es un avance que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través del Consejo Nacional de Protección Animal, pueda coordinar, aglutinar e instruir a los demás servicios y a la sociedad civil, por cuanto la tenencia responsable de mascotas no se refiere exclusivamente a temas sanitarios.


El Honorable Senador señor Gómez destacó que la experiencia ha comprobado que el Ministerio de Salud no ha tenido la voluntad ni la capacidad de solucionar los problemas en esta materia. No obstante, adujo que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública tiene una amplia competencia sobre muy variadas cuestiones y, al tener que ocuparse de una gran diversidad de materias, surgen dudas sobre si este asunto se tratará con la debida prioridad.


El señor Ministro, junto con destacar que la indicación sustitutiva en discusión no contempla la matanza como método de control de la población animal, lo que sí hace el proyecto aprobado en general por el Senado, aseveró que la tarea que mejor realiza el Ministerio es articular políticas que luego ejecutan otras reparticiones. Además, con la creación del Consejo Nacional de Protección Animal, todos los actores relevantes intervendrán en la definición de las políticas que se ejecutarán en esta materia. Por lo tanto, finalizó, no son cuantiosas las tareas adicionales que asumirá su Ministerio, sino que, principalmente, ejecutará labores de coordinación. 


El Honorable Senador señor Girardi planteó que varios contenidos de las indicaciones parlamentarias debieran refundirse con la que ha propuesto el Ejecutivo, como las campañas de educación, la entrega de herramientas a la comunidad para facilitar una adecuada tenencia de animales, los programas de esterilización y los destinados a prevenir el abandono.


En otro aspecto, manifestó que es necesaria la existencia de una autoridad debidamente empoderada que se haga cargo de este tema y que priorice la ejecución de las políticas que al respecto se definan. Destacó que todos los otros proyectos e indicaciones se han basado en una institucionalidad radicada en el Ministerio de Salud. 


Por último, reiteró que le parece de suma importancia la realización de programas obligatorios de esterilización masiva, que estén enfocados a la ausencia de sufrimiento animal y se ejecuten con prescindencia de métodos agresivos, ya que esta es la única forma de eliminar los asesinatos masivos clandestinos como método de control de la población animal. Insistió en que para que la esterilización tenga carácter obligatorio y no opcional, debe corregirse la redacción del inciso quinto del artículo 4°, en el sentido de sustituir por la conjunción “y” la disyuntiva “o” que figura antes de la expresión “esterilización obligatoria”.


A este respecto, el Honorable Senador señor Rossi añadió que sería conveniente incluir el requisito de que la ejecución de procedimientos de esterilización sea realizada exclusivamente por médicos veterinarios.


El señor Ministro explicó que la institucionalidad propuesta por el Ejecutivo compromete la participación de organizaciones de la sociedad civil y de reparticiones públicas. Además, cada tres años se deberá proponer al Congreso Nacional una actualización de la Estrategia Nacional de Protección de la Población Canina. Es decir, la ejecución de las políticas públicas sobre tenencia responsable de animales no quedará entregada a la discrecionalidad de una sola autoridad.


Por otra parte, puntualizó que los programas de esterilización masiva no están relacionados con la seguridad pública, sino que son un método de control de la población canina.


El Honorable Senador señor Girardi reconoció que en esta materia el señor Ministro ha sido muy sensible y receptivo para eliminar de este proyecto la eutanasia, salvo en un caso específico, en el artículo 25 de la indicación del Presidente de la República. Expresó que quien debe ser castigado no es el animal que ataca a una persona o provoca un daño, sino el responsable de él que ha incurrido en negligencia en su tenencia o cuidado. 


No obstante lo anterior, recalcó que se podría autorizar un método de muerte digna de un animal, que sea testimonio de una forma humanizada de poner término a su vida, en casos en que el sacrificio sea estrictamente necesario, pero jamás como sanción por la conducta agresiva del animal.

El Honorable Senador señor Gómez expresó su preocupación sobre la indefinición de los organismos que estarán a cargo de la ejecución de ciertos aspectos del proyecto, como el sistema de registro e identificación de animales, el programa de esterilización y el de prevención de abandono.

A este respecto, el Honorable Senador señor Rossi señaló que entiende los temores sobre la posibilidad de que programas de esterilización se ejecuten sin los debidos resguardos, para evitar lo cual se debiese fiscalizar de forma más estricta el ejercicio ilegal de la profesión por personas que realizan prácticas veterinarias sin tener la debida calificación.

Además, indicó que se debe tener un especial cuidado con la definición de animal “potencialmente peligroso”, característica que se relaciona más con la conducta que con los rasgos físicos; se debe tener en cuenta también la evaluación psicológica del responsable, ya que, por ejemplo, una persona que sufre de ciertas patologías mentales no está en condiciones de tener a su cargo un animal que en algunos casos se puede transformar en un arma.

El Honorable Senador señor Uriarte, al recordar el caso de una jauría de perros que mató a dos personas en la comuna de Peñaflor, puso de manifiesto que, si bien esos animales tenían dueño, estaban en una situación de total descontrol y contaban con precedentes de agresiones; por ello resulta relevante incorporar en el concepto de peligrosidad los antecedentes conductuales de los animales. 

El Honorable Senador señor Girardi recalcó que el artículo 6° del texto aprobado en general por el Senado incorporaba el historial de la mascota para calificar su peligrosidad o agresividad. Entonces, una medida adecuada sería establecer la obligación de que los dueños declaren ante la autoridad competente el hecho de que su animal ha atacado a alguien, siempre que ello ocurra.

El abogado señor Galli aseguró que los planteamientos traídos a colación por los señores Senadores se encuentran incorporados en el artículo 4° de la propuesta presentada por el Ejecutivo, en el cual se fijan los siguientes criterios para discernir en cuanto a la peligrosidad de animales: la raza o características físicas y el historial de lesiones causadas, según lo haya determinado el juez de garantía o el de policía local respectivo.

En definitiva, agregó, la normativa impone un estándar mayor de cuidado al dueño de un animal potencialmente peligroso, calidad que se determinará por la agresividad comprobada, por pertenecer a una raza determinada o por poseer ciertas características particulares. 

El Honorable Senador señor Girardi destacó que uno de los principales objetivos a que debe propender esta preceptiva es al establecimiento de un sistema de responsabilidad objetiva, ya que es muy difícil demostrar en tribunales la culpa o dolo del responsable.

La Comisión resolvió incluir en el artículo 19 algunas de las disposiciones contenidas en las indicaciones parlamentarias Nos 16, 17, 20, 21 y 21b, adicionándolas a la proposición del Ejecutivo. 


En resumen, la calificación de animal potencialmente peligroso se hará mediante reglamento del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, sujetándose a los lineamientos que este artículo 4° de la ley señala, y además podrá hacerla el juez que conozca de un proceso por lesiones leves causadas a una persona o daños de consideración a otro animal de la misma especie del calificado.


- La indicación N° 1.4 del Ejecutivo y las indicaciones Nos 16 y 17 fueron aprobadas con modificaciones, por 3 votos y una abstención. Votaron por aprobarlas los Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Uriarte. Se abstuvo el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


- La indicación N° 19c fue rechazada por 3 votos en contra y una abstención. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath y Rossi y se abstuvo el Honorable Senador señor Uriarte.


- Las indicaciones Nos 20, 21 y 21b fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Gómez, Horvath, Rossi y Uriarte.


El precepto aprobado por la Comisión es del siguiente tenor:


“Artículo 4°.- Mediante un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública se establecerá la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable respecto de aquellos animales de la especie canina calificados como potencialmente peligrosos en conformidad a esta ley.


El reglamento señalado en el inciso precedente calificará como potencialmente peligrosos a ejemplares de la especie canina, que: 


a) pertenezcan a ciertas razas, y sus cruces o híbridos, o


b) por sus características físicas, tales como su tamaño o potencia de mandíbula, o por episodios anteriores de agresión o por su carácter agresivo, puedan causar lesiones leves a personas o daños de consideración a otros animales de su misma especie. Todo ello basado en la información científica disponible y en la evaluación de expertos en conducta animal.


Asimismo, el juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso a aquel ejemplar de la especie canina que haya causado lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie.


El responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso conforme a lo dispuesto en este artículo, deberá adoptar las medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento respecto del ejemplar, tales como circulación de éste con bozal o arnés, esterilización o restricción de circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes públicos o al cuidado de menores de 18 años de edad.


El reglamento fijará condiciones de tenencia especiales, tales como prohibición de adiestramiento para la agresión; obligación de mantener a los animales en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas; contar con un seguro de responsabilidad civil, y esterilización obligatoria, en su caso. De ser necesario, se podrá exigir evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, por parte de un médico siquiatra, para establecer si sufren alguna patología siquiátrica grave, a fin de determinar si en la especie la tenencia representa un riesgo para la seguridad de las personas o para el bienestar de los animales.


El animal que sea calificado como potencialmente peligroso será considerado animal fiero, para todos los efectos legales.”.

Artículo 5°


El artículo 5° aprobado en general es el siguiente:


“Artículo 5º.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía a que se refiere el artículo 2°, que deberá ajustarse al reglamento que dicte el Ministerio de Salud. Estas ordenanzas deberán incluir, entre otras materias, la existencia de un registro obligatorio de mascotas o animales de compañía que permita la adecuada identificación de ellos y sus respectivos responsables, dentro del territorio de la comuna.”.


El Ejecutivo, mediante la indicación N° 1.5, propuso sustituir el artículo 5° por un precepto concebido en los siguientes términos:


“Artículo 5°.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía en el territorio comunal, la que deberá ajustarse al reglamento que dicte el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.

Los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, por su parte, también plantearon, en las indicaciones Nos 18 y 19, el reemplazo del artículo 5° por el que se transcribe a continuación:


“Artículo 5°.- Al mismo tiempo, las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía a que se refiere el artículo 2°, que deberá ajustarse al reglamento que dicte el Ministerio de Salud. Dichas ordenanzas se dictarán de tal forma que aseguren el cumplimiento de: 


a) Campañas de educación en tenencia responsable para toda la comunidad.


b) El desarrollo de herramientas que permitan y faciliten a la comunidad realizar una adecuada tenencia de animales.


c) Programas para prevenir el abandono de animales e incentivar la adopción de animales.


d) Programas de esterilización masiva.


e) Sistemas para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de animales. 


f) La habilitación de espacios en plazas, parques o áreas públicas especialmente habilitados para las mascotas, para que las personas con animales puedan disponer de ellos con el objeto que sus mascotas puedan ejercitarse libremente. 


g) La asociación estratégica con organizaciones o movimientos pro animales a fines, con el objeto de generar asociatividad y colaboración de la comunidad en el diseño e implementación de dichas ordenanzas.”.


La indicación N° 19b, de los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi, es para reemplazar igualmente el artículo 5°, por el que sigue:


“Artículo 5º.- Al mismo tiempo las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía a que se refiere el artículo 2°, que deberán ajustarse al reglamento que dicte el Ministerio de Salud. Dichas ordenanzas se dictarán de tal forma que aseguren el cumplimiento de:


a) Campañas de educación en tenencia responsable para toda la comunidad.


b) El desarrollo de herramientas que permitan y faciliten a la comunidad realizar una adecuada tenencia de animales.


c) Programas para prevenir el abandono de animales e incentivar la adopción de animales.


d) Programas de esterilización masiva.


e) Sistemas para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de animales. 


f) La habilitación de espacios en plazas, parques o áreas públicas especialmente habilitados para las mascotas, para que las personas con animales puedan disponer de ellos con el objeto que sus mascotas puedan correr y ejercitarse libremente, de acuerdo a sus necesidades fisiológicas y etológicas. 


g) La asociación estratégica con organizaciones o movimientos pro animales a fines, con el objeto de generar asociatividad y colaboración de la comunidad en el diseño e implementación de dichas ordenanzas.”.


El Honorable Senador señor Rossi manifestó que es importante unificar los criterios que aplicarán las municipalidades al dictar las ordenanzas sobre tenencia responsable de mascotas. Para este efecto, propuso que la ley establezca ciertos parámetros ordenadores, uno de los cuales debería ser la proscripción de la eutanasia como método de control de la población canina.

El abogado señor Galli expresó que un primer resguardo para esa unificación de criterios es que, tal como se establece en el artículo 5°, dichas ordenanzas deben ajustarse al reglamento que dicte al efecto el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. 

Señaló que el Ejecutivo está disponible para modificar la indicación, incluyendo un inciso segundo que preceptúe que las ordenanzas no podrán contemplar el sacrificio masivo de animales como método de control de esa población. El sacrificio de animales sería una medida extrema, aplicable por el juez en el caso de producirse lesiones graves o la muerte de un ser humano.

El Honorable Senador señor Rossi consideró que la nueva redacción del artículo será una respuesta concreta a las personas que han asegurado incorrectamente que el presente proyecto de ley favorecería la matanza de animales, ya que claramente se establece que ninguna ordenanza municipal podrá permitir la matanza como método de control de la población canina.

A continuación, dejó constancia de que ha habido una campaña de desprestigio contra la Comisión y el señor Ministro, basada en falsedades, puesto que a pesar de haberse concedido varias audiencias a organizaciones de defensa de los animales y de habérseles dado a conocer el proyecto, han insistido en que los parlamentarios y el Ejecutivo serían partidarios de la matanza y sacrificio de animales, lo cual no condice con la realidad.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide se mostró conforme con la inclusión del nuevo inciso segundo, por cuanto jamás se ha propuesto en esta Comisión la matanza de animales como herramienta de control de la población canina. Otra cosa es la posibilidad de que en ciertas situaciones excepcionales, si no existe alguna alternativa, se pueda recurrir al sacrificio de animales, como lo han propuesto algunos médicos veterinarios.

El Honorable Senador señor Rossi aclaró que cuando un perro ha agredido a alguien y le ha causado lesiones graves o la muerte, lo primero que se intentará será su rehabilitación, a cargo de una organización no gubernamental dedicada al cuidado de mascotas; además, se procurará entregarlo a una persona que asuma su tenencia responsable, para que las agresiones no se repitan, y sólo en caso de que nada de lo anterior sea posible o no de resultado, la última opción sería el sacrificio, aplicado en forma humanitaria.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide argumentó que sacrificar animales como método de control poblacional no resulta concordante con la posición que ha mantenido durante la tramitación de esta iniciativa legal.

El abogado señor Galli señaló que la nueva formulación del proyecto despeja las dudas de una parte de la población, que tenía temor de que las municipalidades ordenaran matanzas masivas de animales; ellas, en cambio, deberán regular la tenencia responsable de mascotas y hacerse cargo de los animales que se encuentren en su territorio, sin poder disponer medidas extremas.

Por otra parte, en el caso de que un animal cause lesiones o la muerte de una persona, se lo decomisará porque el responsable de él no se ha preocupado diligentemente de su cuidado, y será derivado a una organización que se haga cargo de su rehabilitación. No obstante, en el caso que no pueda ser recibido o no sea posible su recuperación, el animal podría ser sacrificado.

Agregó que la alternativa prevista en el proyecto, en su concepción anterior, era la implementación de centros temporales y definitivos de mantención de animales, lo que tiene un costo importante y, en ciertos casos, ha sido fuente de corrupción.

El Honorable Senador señor Rossi, en vista de los argumentos vertidos, propuso tratar conjuntamente los artículos 4°, 5° y 19, ya que versan sobre materias complementarias.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que, a su juicio, se ha retrocedido en la discusión de este proyecto, por cuanto el gran cambio que había hecho la Comisión era modificar el concepto definitorio de “animales potencialmente peligrosos” por el de “tenencia responsable” de mascotas o animales de compañía. Por lo anterior, anunció su abstención en la votación de las indicaciones relativas al artículo 5°.

El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que en la tramitación en la Cámara de Diputados de un proyecto similar se hablaba de razas potencialmente peligrosas, pero en el texto propuesto por el Ejecutivo se trata al individuo potencialmente peligroso, lo que es un avance en la discusión.

El Honorable Senador señor Uriarte advirtió que el debate no debe centrarse sólo en la población canina, ya que puede que en el futuro se hagan populares otros tipos de mascotas, que quedarían fuera de la regulación.

La Comisión acordó que el inciso segundo del artículo 5°, que proscribe el sacrificio masivo como forma de control, debe ser suficientemente comprensivo, para que proteja a todo animal.


- La indicación N° 1.5 del Ejecutivo y las indicaciones Nos 18, 19 y 19b fueron aprobadas con modificaciones, por 3 votos y una abstención. Estuvieron por aprobarlas los Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Uriarte, y se abstuvo el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


El precepto aprobado por la Comisión es del siguiente tenor:


“Artículo 5°.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía en el territorio comunal, la que deberá ajustarse a la normativa legal que regula la materia y al reglamento que se dicte a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


Sin perjuicio de lo anterior, las ordenanzas municipales no podrán permitir la utilización de métodos que permitan la matanza de animales como método de control de la población animal.”.

Artículo 6°


La definición de quien es el responsable de una mascota está tratada en el artículo 7° aprobado en general, que es el que sigue:


“Artículo 7º.- Se entenderá por responsable de una mascota toda persona que tenga el dominio, la posesión o bajo su cuidado animales de los que trata esta ley. A él le corresponderá la alimentación, la adecuada identificación, el manejo sanitario, especialmente la recolección y eliminación de fecas, y el cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


El responsable estará obligado a mantenerlos en su domicilio o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá cumplir en todo momento las condiciones de espacio, higiene y seguridad que fije un reglamento del Ministerio de Salud. 


Tratándose de perros, estos deberán circular en los espacios públicos, incluyendo los bienes nacionales de uso público u otros espacios urbanos, y en los bienes comunes de los inmuebles sujetos a la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, bajo control y supervisión humana, con la debida correa de sujeción, tomando todas las medidas de seguridad y sanidad que fije el reglamento antes citado.


El responsable de animales calificados como peligrosos cuya circulación está permitida deberá adoptar las medidas de seguridad y protección establecidas por la Autoridad Sanitaria.”.


La indicación N° 1.6 del Presidente de la República propone el siguiente artículo 6°:


“Artículo 6°.- Será responsable de las mascotas o animales de compañía su dueño o poseedor. Sin perjuicio de lo anterior, quien tenga un animal bajo su cuidado responderá como fiador de los daños producidos por éste, en los términos establecidos en el Título XXXVI del Libro Cuarto del Código Civil. 


El responsable de el o los animales de compañía estará obligado a su adecuada identificación y su debida inscripción, cuando corresponda; como asimismo, a su alimentación, manejo sanitario, especialmente la recolección y eliminación de heces, y el cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


Será obligación del responsable de un animal de compañía, mantenerlo en su domicilio, residencia o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá cumplir en todo momento con las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento del Ministerio de Salud, dictado de conformidad a las disposiciones pertinentes del Código Sanitario.”.

Cinco indicaciones parlamentarias formuladas al artículo 7° aprobado en general inciden en esta materia.


La indicación N° 21c, del Honorable Senador señor Bianchi, sustituye el inciso primero por el siguiente:


“Se entenderá por responsable de los animales que trata esta Ley, toda persona que tenga el dominio, la posesión o el cuidado de ellos. A él le corresponderá todas las obligaciones dispuestas en esta ley y sus normas complementarias, relativas a la tenencia y cuidado responsable de estos animales y el medio ambiente.”.


La indicación N° 21d, del mismo Senador señor Bianchi, sustituye el inciso tercero por el que se indica a continuación:


“Sin perjuicio de ello el mencionado reglamento establecerá las áreas y condiciones en que los animales puedan ejercitarse libremente”.


Las indicaciones Nos 22 y 23, de los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, consultan un precepto sustitutivo, cuyo texto se transcribe a continuación:


“Artículo 7°.- Se entenderá por responsable de una mascota toda persona que tenga el dominio, la posesión o bajo su cuidado animales de los que trata esta ley. A él le corresponderá la alimentación, los cuidados veterinarios, la adecuada identificación, el manejo sanitario, especialmente la recolección y eliminación de fecas, y el cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


Tratándose de perros, estos deberán circular en los espacios públicos, incluyendo los bienes nacionales de uso público u otros espacios urbanos, y en los bienes comunes de los inmuebles sujetos a la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, bajo control y supervisión humana, tomando todas las medidas de seguridad y sanidad que fije el reglamento antes citado.


El responsable de animales calificados como peligrosos cuya circulación esté permitida deberá dotarlos de collar, arnés y bozal, adoptando todas las medidas de seguridad y protección establecidas por la autoridad sanitaria. 


Los animales deben ser mantenidos en el domicilio o en el lugar que el responsable destine para su cuidado, a excepción de las situaciones de paseo. El lugar que se determine para su mantención deberá cumplir en todo momento las condiciones de espacio, bienestar animal, higiene y seguridad que fije el reglamento del Ministerio de Salud. 


Se prohíbe el abandono de animales. Quienes abandonen animales serán sancionados de acuerdo al artículo 291 bis del Código Penal.”.


Por último, la indicación N° 23b, de los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi, propone también reemplazar el artículo por el siguiente:


“Artículo 7º.- Se entenderá por responsable de una mascota toda persona que tenga el dominio, la posesión o bajo su cuidado animales de los que trata esta ley. A él le corresponderá la alimentación, los cuidados veterinarios, la adecuada identificación, el manejo sanitario, y el cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


Los animales deben ser mantenidos en el domicilio o en el lugar que el responsable destine para su cuidado, a excepción de las situaciones de paseo. El lugar que se determine para su mantención deberá cumplir en todo momento las condiciones de espacio, bienestar animal, higiene y seguridad que fije el reglamento del Ministerio de Salud. 


Tratándose de perros, estos deberán circular en los espacios públicos, incluyendo los bienes nacionales de uso público u otros espacios urbanos, y en los bienes comunes de los inmuebles sujetos a la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, bajo control y supervisión humana, tomando todas las medidas de seguridad y sanidad que fije el reglamento antes citado.


El responsable de animales calificados como peligrosos cuya circulación esté permitida deberá dotarlos de collar, arnés y bozal, adoptando todas las medidas de seguridad y protección establecidas por la Autoridad Sanitaria. 


Se prohíbe el abandono de animales. Quienes abandonen animales serán sancionados de acuerdo al artículo 291 bis del Código Penal.”.
El abogado señor Galli expresó que las indicaciones parlamentarias al artículo 6° aprobado en general por el Senado, se refieren a la definición de un animal potencialmente peligroso; dichas indicaciones ya fueron analizadas durante la discusión del artículo 4° de la indicación sustitutiva propuesta por el Ejecutivo, salvo en lo tocante al adiestramiento de animales calificados como potencialmente peligrosos. Consideró inadecuada una solución establecida en términos generales, pues su aplicación debiera determinarse de modo más casuístico, en el reglamento respectivo.

Agregó que el artículo 6° contenido en la indicación sustitutiva N° 1.6 trata la responsabilidad civil del dueño o poseedor del animal, como también la de la persona que, teniendo a su cuidado la mascota, no posee alguna de las calidades antes indicadas. Los incisos segundo y tercero regulan las obligaciones accesorias del dueño o poseedor del animal.

El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que, además de exigir el registro de animales potencialmente peligrosos, se debe imponer al responsable obligaciones adicionales, como la circulación con bozal, tener caniles adecuados, el seguro de responsabilidad civil y el deber de adiestramiento. Destacó que estos elementos determinarán si una persona puede tener a su cargo animales potencialmente peligrosos, ya que las cargas adicionales y el deber de cuidado crearán un mayor compromiso del dueño de un animal de esas características.

Por otra parte, consultó sobre el tipo de responsabilidad civil que asumirá el dueño, poseedor o tenedor de un animal que produzca lesiones o daños.

El Honorable Senador señor Uriarte destacó que buena parte de las normas propuestas por el Ejecutivo sólo pueden ser cumplidas en comunas urbanas y de mayores ingresos, ya que en las de menores recursos y en las zonas rurales serán inaplicables. Como ejemplo de la aseveración anterior, mencionó la situación de los campesinos, que poseen perros que cooperan con labores ligadas a la agricultura o a la ganadería. Añadió que en dichos lugares las obligaciones accesorias señaladas no podrán cumplirse, por la escasez de recursos económicos, los que generalmente sólo alcanzan para cubrir las necesidades básicas de las familias.

En virtud de lo expuesto, estimó necesario hacer una distinción en el ámbito de aplicación territorial de la ley, respecto del cumplimiento de normas tan estrictas y minuciosas.

El Honorable Senador señor Girardi expresó que en esta materia hay principios universales que se deben respetar, independientemente del lugar en que tengan aplicación. Si bien reconoció que las normas podrían cumplirse de mejor manera en el mundo urbano, la peligrosidad de un animal no se diferencia por zonas geográficas.

En ese sentido, sin perjuicio de valorar las circunstancias objetivas establecidas para determinar la potencial peligrosidad de un animal, razonó que deben incluirse ciertos aspectos de las indicaciones parlamentarias al artículo 6°, como la prohibición de adiestrar a los animales para aumentar su peligrosidad y el deber de tener un seguro de responsabilidad civil.

Además, concordó con lo expresado por los funcionarios del Ejecutivo, en relación a aumentar las trabas, resguardos y exigencias a las personas que deseen tener animales potencialmente peligrosos, entre las cuales destacó la evaluación psicológica obligatoria. Agregó que no debe permitirse que un perro peligroso esté a cargo de un menor de dieciocho años o de una persona ebria, además de exigir que circule siempre con arnés y bozal.

Junto a lo anterior, estimó que debería establecerse un sistema de responsabilidad civil objetiva, para que pueda ser efectivamente aplicable.

El Honorable Senador señor Rossi consignó que, no obstante existir situaciones particulares que atender, es necesario fijar un estándar mínimo de comportamiento. Para lo anterior, recomendó que la implementación de la normativa se haga junto con planes educativos a cargo de los municipios.

También consideró importante prohibir que menores de dieciocho años o personas con antecedentes penales estén a cargo de animales potencialmente peligrosos.

El Honorable Senador señor Uriarte manifestó que muchas veces la pobreza está asociada a la ruralidad, por lo que ve muy difícil imponer a sus habitantes requisitos que están pensados para una realidad urbana. Por lo tanto, debe existir un criterio que distinga la situación de las zonas urbanas y las rurales, al momento de exigir el cumplimiento de los deberes que impone esta ley.

Por su parte, el Honorable Senador señor Horvath destacó la conveniencia de que las situaciones objetivamente calificables se expresen en la ley y no se deje demasiados temas para ser definidos en el reglamento respectivo. Al respecto, añadió que le parece relevante imponer al dueño de un animal potencialmente peligroso la obligación de someterse a una evaluación psicológica y que se prohíba a los menores de edad tenerlos bajo su cuidado.

En último término, enfatizó que la peligrosidad potencial de un animal puede presentarse tanto en zonas urbanas como rurales, por lo que no debiese diferenciarse la reglamentación aplicable.

El Honorable Senador señor Girardi valoró la idea planteada por el Honorable Senador señor Uriarte, pero manifestó que la aplicación de las normas esenciales sobre animales potencialmente peligrosos debe ser pareja, independientemente de la zona geográfica en que deban regir. No obstante, se mostró disponible para revisar algunas obligaciones accesorias, como, por ejemplo, la limpieza de las heces del animal. 

El Honorable Senador señor Rossi pidió al Ejecutivo incluir en el artículo 12 de su indicación la obligación de la evaluación psicológica ya mencionada anteriormente y el deber de adiestramiento.

El abogado señor Galli insistió en que la mayoría de las propuestas expresadas ya están contenidas en el artículo 4° aprobado por la Comisión, con enmiendas que son fruto de las indicaciones parlamentarias que han sido acogidas.

Precisó que la responsabilidad civil del dueño del animal, denominada por algunos como “objetiva”, está fijada en el inciso final de la norma antes señalada, que asimila la calidad de “animal potencialmente peligroso” a la de “animal fiero”, que regulan el artículo 2327 del Código Civil y el artículo 9° contenido en la indicación presidencial
. En la norma en debate se regulan principalmente obligaciones del responsable respecto del animal, es decir, la tenencia responsable.

En otro aspecto, señaló que se debe tener prudencia en la cantidad de cargas que se impondrán al dueño de un animal potencialmente peligroso, a fin de impedir que se genere una situación de informalidad o clandestinidad.

Por último, mencionó que la obligación de adiestramiento de las mascotas debiese aplicarse sólo en casos específicos que determine el reglamento, y no debiera tener un carácter general.

En vista de la preocupación expresada por el Honorable Senador señor Uriarte, se adicionó la indicación del Ejecutivo con una norma que permite al reglamento distinguir entre zonas rurales y urbanas, respecto de la aplicación de ciertas obligaciones.

Luego de estudiar las sanciones que impone la indicación sustitutiva por el incumplimiento de las normas del proyecto, el Honorable Senador señor Rossi solicitó al Ejecutivo revisar su cuantía, ya que, a su juicio, los montos no permitirían inhibir la comisión de infracciones e, incluso, podría haber personas dispuestas a pagar las multas, con tal de no dar cumplimiento a las disposiciones legales. 

El Honorable Senador señor Girardi reiteró que debe establecerse expresamente el concepto de “responsabilidad civil objetiva”, a fin de que no exista duda ni quede margen a interpretaciones sobre este aspecto.


Por otra parte, discrepó con la idea de que la imposición de muchas cargas pudiese generar informalidad, porque lo ideal es que nadie tenga como mascota a animales peligrosos.

En cuanto a las multas, estimó que deben tener una entidad tal, que desincentiven la tenencia de animales potencialmente peligrosos. Recordó que algunos países han prohibido derechamente determinadas razas de perros.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó su diferencia de fondo con lo propuesto por el Ejecutivo, ya que le parece insólito que una ley autorice la tenencia de animales peligrosos. Consideró enseguida que esa concepción es un retroceso en la discusión y una forma absurda de enfrentar los perjuicios provocados por esos animales, lo cual, en definitiva, no soluciona el problema de fondo. Añadió que hay una visión vastamente difundida, que percibe como más grave la agresión a un animal que a una persona. 

El Honorable Senador señor Gómez aseveró que el riesgo de que se produzca un daño por parte de un animal potencialmente peligroso es una posibilidad efectiva que tiene que ver mayormente con la crianza que le ha dado su dueño. Calificó de interesante discutir la posibilidad de prohibir ciertas razas.

Indicó también que sería conveniente estudiar la institucionalidad establecida en Estados Unidos sobre esta materia, ya que en ella se contempla una acción coordinada de varios servicios para el control de animales y uno de los problemas que se detectan en la propuesta del Ejecutivo es la dispersión de los cometidos que se deben verificar para hacer cumplir la normativa.

Por último, consultó cuál será la sede judicial que estará a cargo de conocer de las infracciones a la ley. 

El abogado señor Galli puntualizó que, en lo referente a la responsabilidad por la conducta de animales potencialmente peligrosos, la intención del Ejecutivo ha sido asimilarla a la que el Código Civil impone al responsable de un animal fiero, para utilizar la jurisprudencia producida al respecto.

Sobre la sede judicial encargada de conocer las infracciones a la ley, indicó que, según se trate de lesiones o daños o de infracciones, serán competentes los jueces de garantía o los de policía local.

En otro aspecto, señaló que la iniciativa planteada por el Ejecutivo no autoriza ni prohíbe la existencia de animales potencialmente peligrosos o de ciertas razas, sino que regula una realidad, en el sentido de que hay ciertos animales que por sus características físicas, fuerza mandibular o tamaño pueden tener la capacidad de causar algún daño; manifestó que, según la experiencia internacional, la prohibición de razas no ha sido exitosa. Añadió que la finalidad del proyecto es regular las obligaciones y responsabilidades del dueño del animal una vez declarada la calidad de potencialmente peligroso. 

Además, consignó que en nuestro ordenamiento falta la definición de una política pública que aborde esta materia, por cuanto existen diversos servicios que pueden estar a cargo de su ejecución. 

El Honorable Senador señor Gómez expresó dudas en cuanto a la eficacia de la política pública que pueda implementarse, porque actualmente el Ministerio de Salud, que tiene a su cargo la situación, no ha ejecutado las acciones adecuadas. Por lo tanto, agregó Su Señoría, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública debe contar con una real capacidad ejecutiva para enfrentar exitosamente el problema.

La Comisión acordó aprobar la indicación del Ejecutivo, complementándola con las obligaciones adicionales sobre tenencia responsable que se han expresado anteriormente en la discusión, surgidas de las indicaciones parlamentarias. 

Además, ella se hizo cargo del planteamiento del Honorable Senador señor Uriarte y acogió la redacción propuesta por los abogados del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, para agregar al inciso final del artículo 6° una nueva oración que distingue, en materia de la obligación de esterilizar, el carácter rural o urbano del domicilio o residencia del dueño o del lugar destinado a mantener al animal.

El abogado señor Galli explicó que se excepciona a los dueños de animales que residan en sectores rurales, de la obligación de esterilizarlos.

Respecto del problema que se presenta con las jaurías de perros salvajes que amenazan a otros animales o personas en sectores rurales, se hizo presente que, en gran medida, su origen es el abandono de canes provenientes de áreas urbanas. En ese contexto, la indicación del Ejecutivo se hace cargo de este tema al sancionar dicho abandono, lo cual implicará que a futuro disminuya el problema de estas jaurías.

El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que el dilema de fondo es determinar quién asumirá la tarea de controlar los perros vagos. Indicó como posibles entidades responsables a las municipalidades, la autoridad sanitaria o el dueño o poseedor del animal que lo ha abandonado. Agregó que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública ha evitado asignar responsabilidades a la autoridad sanitaria o a las municipalidades, por lo que es necesario debatir el asunto en comento para definir una política que solucione este problema.

No obstante coincidir con la propuesta de esterilización masiva efectuada por el Ejecutivo, planteó que con ello no se resolverá a corto plazo el problema de las jaurías de perros vagos, por lo que exhortó a la autoridad a hacerse cargo de esta dificultad.

El abogado señor Galli recordó que los primeros artículos de la indicación sustitutiva tratan de la tenencia responsable de mascotas que tienen dueño. Por lo anterior, solicitó diferir la discusión de la definición de perros abandonados para cuando se trate la Estrategia Nacional de Protección de Población Canina.

El Honorable Senador señor Girardi expresó que el origen del perro vago es la negligencia de su dueño, por lo que en la medida que el animal sea esterilizado y se promueva la tenencia responsable, se producirá un efecto positivo en el largo plazo, que dará solución a ese problema. Al respecto, compartió la idea de esterilizar e higienizar a los perros vagos en centros de mantención temporal. Sin embargo, debe propugnarse también la disminución de la existencia actual de perros vagos a través de una política especial, que requiere de los recursos correspondientes.

En lo que atañe a la indicación N° 21d, teniendo presente que las normas ya aprobadas establecen las condiciones sanitarias y de seguridad para el cuidado de los animales, no parece razonable regular además el espacio y condiciones en que aquellos podrían ejercitarse.

Las demás indicaciones parlamentarias discurren sobre las mismas materias comprendidas en la indicación N° 1.6 del Ejecutivo y la única diferencia sustancial con ésta es que sancionan el abandono de animales como si constituyera el delito de maltrato o crueldad con los animales, tipificado en el artículo 291 bis del Código Penal, castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio
 y multa de dos a treinta unidades tributarias mensuales
, o sólo con esta última. 

El abogado señor Galli explicó que el Ejecutivo estima pertinente que esa conducta se sancione con multa y, sólo en el caso  de que las circunstancias particulares del hecho lo ameriten, por reunir la conducta del infractor los elementos del tipo descrito en el artículo 291 bis citado, el abandono podría acarrear alguna responsabilidad penal. Con ello se evita la sanción penal, por ejemplo, cuando ha ocurrido un simple extravío del animal.

Finalmente, expresó que las otras obligaciones accesorias que tendrá el dueño respecto de su animal serán tratadas en la norma reglamentaria que se dicte al efecto, tal como dispone el artículo 6° en discusión, que también establece sanciones por el incumplimiento de los deberes.


- La indicación N° 1.6 del Ejecutivo fue aprobada con modificaciones, por 3 votos a favor y 2 abstenciones. Manifestaron su aprobación los Honorables Senadores señores Horvath, Rossi y Uriarte y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Gómez y Ruiz-Esquide.


Como se dijo al considerar el artículo 4° del proyecto que propone la Comisión en esta etapa, la indicación N° 19c fue rechazada y las indicaciones Nos 20, 21 y 21b fueron aprobadas con modificaciones.


- La indicación N° 21c fue aprobada con modificaciones, subsumida en la formulación que finalmente se dio a la indicación N° 1.6 del Ejecutivo, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Gómez y Rossi.


- Las indicaciones Nos 21d, 22, 23 y 23b fueron rechazadas, las primeras tres por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte, y la última por 2 votos en contra, de los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte y la abstención del Honorable Senador señor Girardi.


En sesiones posteriores se solicitó y acordó unánimemente reabrir debate sobre la oración final del inciso tercero del este artículo, que reza como sigue: “Si el domicilio, residencia o lugar destinado al cuidado de la mascota o animal de compañía estuviere ubicado dentro del límite urbano definido por la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el responsable deberá esterilizarlo. El incumplimiento de esta obligación será sancionado de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24.”.


Con mejor acuerdo, la Comisión resolvió eliminarla, porque estimó que la obligación de esterilizar a los animales como medio de control de su población, que se impone en otros preceptos de la iniciativa a los municipios y a las organizaciones no gubernamentales registradas, es suficiente. 

- Votaron unánimemente por la supresión de esta oración los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Uriarte.

El precepto aprobado por la Comisión es del siguiente tenor:


“Artículo 6°.- Será responsable de las mascotas o animales de compañía su dueño o poseedor. Sin perjuicio de lo anterior, quien tenga un animal bajo su cuidado responderá como fiador de los daños producidos por éste, en los términos establecidos en el Título XXXVI del Libro Cuarto del Código Civil. 


El responsable de una mascota o animal de compañía estará obligado a la adecuada identificación del mismo y de su dueño y a su inscripción en el registro respectivo, cuando corresponda; como asimismo, a su alimentación, manejo sanitario, especialmente la recolección y eliminación de heces, y el cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


Será obligación del responsable de una mascota o  animal de compañía mantenerlo en su domicilio, residencia o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá cumplir en todo momento con las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud y sujetarse a las disposiciones pertinentes del Código Sanitario.”.

Artículo 7°


El artículo 8° aprobado en general trata del adiestramiento para la agresividad y las riñas entre animales, en los siguientes términos:


“Artículo 8º.- Se prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido a acrecentar y reforzar su agresividad. Lo dispuesto en este inciso no será aplicable en el caso de perros pertenecientes a las Fuerzas Armadas y a las de Orden y Seguridad Pública.


Asimismo, se prohíbe toda pelea de animales organizada o promovida como espectáculo, competencia o desafío. Quienes las organicen, promuevan o difundan serán castigados con las penas del artículo 291 bis del Código Penal.”.


La indicación N° 1.7 del Presidente de la República propone el siguiente artículo 7°:


“Artículo 7°.- Se prohíbe a los responsables de animales de compañía o mascotas, el adiestramiento dirigido a incentivar la agresividad del animal.


La organización, promoción o difusión de espectáculos, competencias o desafíos que involucren peleas de animales, serán castigadas de acuerdo al artículo 291 bis del Código Penal.”.


El Honorable Senador señor Bianchi formuló la indicación N° 23c, para sustituir en el primer inciso del artículo 8° el vocablo “acrecentar” por “estimular”.


La proposición de enmienda está hecha al texto aprobado en general por el Senado, que incluye en su redacción la forma verbal “acrecentar”, término que la del Ejecutivo no contiene.


- La indicación N° 1.7 del Ejecutivo fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Gómez, Horvath y Rossi.


- La indicación N° 23c fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

El precepto aprobado por la Comisión es del siguiente tenor:


“Artículo 7°.- Se prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido a incentivar la agresividad del animal.


La organización, promoción o difusión de espectáculos, competencias o desafíos que involucren peleas de animales serán castigadas de acuerdo al artículo 291 bis del Código Penal.”.
Artículo 8°


La indicación N° 1.8 del Presidente de la República propone el siguiente artículo 8°:


“Artículo 8°.- El abandono de animales en bienes públicos, parques, plazas y en sitios eriazos o baldíos será sancionado con la multa establecida en el artículo 22.”.

- La indicación fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.


En sesiones posteriores se solicitó y aprobó unánimemente reabrir debate sobre el artículo 10 del proyecto aprobado en general por el Senado, que no había sido recogido por la indicación del Ejecutivo. 


En la nueva oportunidad en que se revisó el texto la Comisión fue partidaria de mantener en los municipios el rol de control de animales abandonados que les asigna el citado artículo 10, lo que se tradujo en la adición al artículo 8° del proyecto que se propone en el presente informe de un inciso segundo, que satisface dicho cometido.


- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Uriarte.

El precepto aprobado por la Comisión, con una corrección de carácter formal, es el siguiente:


“Artículo 8°.- El abandono de animales en bienes públicos, parques, plazas y en sitios eriazos o baldíos será sancionado con la multa establecida en el artículo 23.


Las municipalidades retirarán de los bienes nacionales de uso público y demás lugares mencionados en el inciso anterior, todo animal abandonado y lo entregarán a alguna de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona que asuma su tenencia responsable.”.

Artículo 9°


El artículo 9° aprobado en general dispone lo que sigue, en cuanto al tipo y extensión de la responsabilidad del dueño, tenedor o cuidador:


“Artículo 9°.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley responderá siempre civilmente de los daños que se causen por acción del animal, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda. 


Se exceptúan de la regla anterior aquellos casos en que el ataque se produzca al interior de una propiedad debidamente cercada, cuando la persona dañada por el animal haya ingresado sin autorización del propietario o custodio.”.


La indicación N° 1.9 del Presidente de la República es idéntica al precepto aprobado por la comisión en este segundo informe y su texto es el que sigue: 


“Artículo 9°.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley deberá responder civilmente de los daños causados por éste, conforme lo establecen los artículos 2326 y 2327 del Código Civil, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.”.


También hubo cinco indicaciones parlamentarias, formuladas al texto del artículo 9° aprobado en general por el Senado.


El Honorable Senador señor Bianchi presentó la indicación N° 23d, para reemplazar el inciso primero de dicho artículo, por el que se indica a continuación:


“Todo responsable de un animal regulado en esta ley responderá civilmente de los daños que se causen por acción del animal en los términos establecidos en los artículos 2326 y 2327 del Código Civil, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda”.


El mismo señor Senador planteó la indicación 
N° 23e, que modifica el inciso segundo del artículo 9°, intercalando la expresión “y señalizada”, entre las palabras “cercada” y “cuando”.


Las indicaciones Nos 24, 25 y 25b, de los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath y Girardi, respectivamente, sustituyen el artículo 9° por el que sigue:


“Artículo 9°.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley responderá siempre civilmente de los daños que se causen por acción del animal, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.


Se exceptúan de la regla anterior aquellos casos en que el ataque se produzca al interior de una propiedad debidamente cercada, cuando la persona dañada por el animal haya ingresado sin autorización del propietario o custodio o cuando ésta estuviese perpetrando crimen o simple delito contra la persona o bienes del dueño o tenedor del perro.”.

El Honorable Senador señor Girardi consultó si la formulación del precepto del Ejecutivo consagra el principio de “responsabilidad objetiva” en caso de daños o lesiones causadas por un animal, a efectos de desincentivar los problemas generados por la tenencia de mascotas. Planteó que debiera bastar con la acreditación del daño para determinar la responsabilidad del dueño o tenedor del animal, ya que en la práctica judicial es muy difícil establecer la culpabilidad de una persona.


A juicio de Su Señoría, debe quedar claro que cualquier animal que haya atacado a una persona debe ser considerado como potencialmente peligroso.


El abogado señor Galli señaló que para que ello ocurra deben haberse denunciado las lesiones y el juez competente debe haber declarado la calidad de potencialmente peligroso del animal.

Enseguida, explicó que el inciso final del artículo 4° ya aprobado, en relación con el precepto en análisis, en cuanto éste hace referencia al artículo 2327 del Código Civil, consagran el principio a que alude el Honorable Senador señor Girardi. El ataque de un animal potencialmente peligroso, que debe ser tenido por animal fiero, no admite excusa de su responsable; si no está calificado como tal, tendrá aplicación la disposición del artículo 9° en comento, en cuanto remite al artículo 2326 del Código Civil.

Para un mejor entendimiento del asunto se transcriben a continuación ambos artículos:


“Art. 2326. El dueño de un animal es responsable de los daños causados por el mismo animal, aun después que se haya soltado o extraviado; salvo que la soltura, extravío o daño no pueda imputarse a culpa del dueño o del dependiente encargado de la guarda o servicio del animal.


Lo que se dice del dueño se aplica a toda persona que se sirva de un animal ajeno; salva su acción contra el dueño, si el daño ha sobrevenido por una calidad o vicio del animal, que el dueño con mediano cuidado o prudencia debió conocer o prever, y de que no le dio conocimiento.”.


“Art. 2327. El daño causado por un animal fiero, de que no se reporta utilidad para la guarda o servicio de un predio, será siempre imputable al que lo tenga, y si alegare que no le fue posible evitar el daño, no será oído.”.

Dejando de lado la distinción histórica entre responsabilidad civil subjetiva y objetiva y siguiendo los lineamientos de la moderna doctrina, la Comisión acordó dejar constancia de que la carga que impone esta iniciativa legal al responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso que cause lesiones o daños, es una responsabilidad estricta, esto es, aquella que tiene como fuente la ley y como antecedente el riesgo creado por la tenencia de dicho animal, independientemente de la culpa en que haya incurrido o no ese responsable. Tal es el efecto de lo dispuesto en el inciso final del artículo 4° y en este artículo 9° del proyecto, ambos en relación con el artículo 2327 del Código Civil.


La primera de las indicaciones del Honorable Senador señor Bianchi fue aprobada, junto con la N° 1.9 del Ejecutivo, pues su contenido es el mismo. La segunda, en cambio, fue desestimada, porque la situación del que entra sin autorización a una propiedad cercada y es atacado por un animal viene regulada en el artículo 25 propuesto en la indicación del Presidente de la República, que constata que el ingreso del afectado por el ataque constituye el delito de violación de morada y exime de responsabilidad al dueño o poseedor del animal.


Las otras indicaciones parlamentarias contienen íntegramente el artículo 9° aprobado en general, al cual adicionan una oración final que también consagra una exclusión de responsabilidad en el caso de que el ataque del animal se produzca cuando el atacado hubiere ingresado sin autorización o estuviere perpetrando un crimen o simple delito contra la persona o bienes del dueño o tenedor del perro. 


- La Comisión acogió sin cambios la indicación 
N° 1.9 del Presidente de la República, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.


- La indicación N° 23d, cuyo tenor es casi igual a la del Ejecutivo, fue aprobada con adecuaciones de redacción, refundida con la N° 1.9 y con igual votación.


- En vista de lo cual, las indicaciones Nos 23e, 24 y 25 fueron rechazadas con igual unanimidad.


- La indicación N° 25b fue retirada por su autor.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 9°.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley deberá responder civilmente de los daños causados por éste, conforme lo establecen los artículos 2326 y 2327 del Código Civil, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.”.

Artículo 10

El artículo 10 aprobado en general dispone lo que sigue, en cuanto a la responsabilidad que asumirán las municipalidades respecto de la situación de los perros abandonados:
           
 “Artículo 10.- Las municipalidades estarán facultadas para implementar un sistema de recolección de animales, con la finalidad de retirar todo animal abandonado que se encuentre en la vía pública, sitios eriazos o locales de cualquier naturaleza donde se reúna o transite público, incluidos los bienes comunes de los inmuebles sujetos a la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria.


Asimismo, las municipalidades serán responsables civilmente por los daños a la salud e integridad física de las personas que causen los animales abandonados que transiten libremente por el territorio de la comuna, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra del responsable del animal, si lo hubiera.”.

La indicación N° 25c, del Honorable Senador señor Bianchi, agrega luego del punto final del inciso primero, la siguiente frase: “Igualmente podrá retirarlos en caso de cuidado deficiente o contravención a lo dispuesto por esta ley y sus normas complementarias”.


Las indicaciones N° 26, del Honorable Senador señor Gómez, y N° 27, del Honorable Senador señor Horvath, reemplazan el artículo 10 por el siguiente:


“Sin perjuicio de las responsabilidades de la autoridad sanitaria, las municipalidades darán prioridad a la educación para la tenencia responsable de animales, a fin de controlar especialmente la población canina y felina, procurando además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad canina y felina, y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos.


Los programas de control sistemático de la fertilidad canina y felina serán permanentes y masivos, siendo además prioritario el abarcar los animales que generan crías indeseadas que luego son abandonadas.


Al mismo tiempo los municipios velarán porque las personas realicen una adecuada tenencia de los animales de compañía


En caso de animales sin dueño enfermos o heridos, la Municipalidad o las entidades con quienes haya suscrito convenio para tal efecto, prestarán la atención médico veterinaria necesaria.”.


La indicación N° 27b, de los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi, proponen sustituir el artículo 10 del proyecto aprobado en general, por el siguiente:


“Artículo 10.- Sin perjuicio de las responsabilidades de las autoridades, especialmente de la autoridad sanitaria, las municipalidades darán prioridad a la educación para la tenencia responsable de animales, a fin de controlar especialmente la población canina y felina, procurando además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad canina y felina,  y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos.


Los programas de control sistemático de la fertilidad canina y felina serán permanentes y masivos, siendo además prioritario el abarcar los animales que generan crías indeseadas que luego son abandonadas.


 Al mismo tiempo los municipios velarán porque las personas realicen una adecuada tenencia de los animales de compañía


En caso de animales sin dueño enfermos o heridos, la Municipalidad  o las entidades con quienes haya suscrito convenio para tal efecto, prestarán la atención médico veterinaria necesaria.”.


La multa que establece el artículo 22 a que alude la indicación del Ejecutivo puede oscilar entre 10 y 30 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia se eleva al doble y si se incurriere por tercera vez en la misma conducta, el monto de la sanción pecuniaria puede ir de 30 a 90 unidades tributarias mensuales
. Por otra parte, esta responsabilidad no excluye la criminal, en caso de concurrir los elementos del tipo descritos en el artículo 291 bis del Código Penal, sobre maltrato animal.

El abogado señor Galli explicó que la indicación sustitutiva del Ejecutivo contiene un cambio de enfoque en el proyecto de ley, ya que el texto aprobado en general plantea una serie de facultades y obligaciones para las municipalidades, entre las cuales se cuenta la de establecer centros de mantención para animales. Sin embargo, añadió, se estimó conveniente modificar esa concepción, por cuanto la experiencia internacional ha demostrado que no es la práctica más recomendada. En consecuencia, debe haber un tratamiento diferente, según las características particulares del lugar en que deba aplicarse la política aprobada por el Consejo Nacional de Protección Animal. En ese contexto, la entrega de recursos también deberá favorecer a aquellas localidades que más los requieran.

En adelante las municipalidades tendrán acceso al registro centralizado que llevará el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, para identificar al dueño de un animal abandonado o extraviado y devolverlo a su propietario. La principal responsabilidad de cuidado del animal estará radicada en su dueño o poseedor.

En ese orden de ideas, señaló que se ha descartado la existencia de centros de mantención definitivos para tratar la actual existencia de animales, situación que se resolverá mediante la creación de centros de adopción o de la devolución del animal al lugar en que fue encontrado, esterilizado y en condiciones de higiene adecuadas, para que no pueda reproducirse y así lograr finalmente la disminución de la población canina. Esta fórmula se ajusta al carácter territorial de los perros y evita la migración de ejemplares hacia zonas desocupadas. 

En conclusión, indicó que se debe mantener al animal en su territorio, pero en condiciones sanitarias adecuadas y luego de un procedimiento de esterilización, para no perpetuar el fenómeno del perro vago.

Por otra parte, explicó que no existe capacidad estatal ni municipal para llevar a cabo todos los procedimientos requeridos de esterilización y de adopción de perros abandonados, para lo cual se crearía un fondo concursable que financie a las organizaciones no gubernamentales relacionadas con la protección animal, que serviría para mantener centros de adopción, efectuar procesos de esterilización e implementar centros de mantención de carácter temporal, que deriven finalmente en la adopción del animal o en su devolución al territorio donde fue capturado. En ningún caso, agregó, se permitirá la existencia de centros de mantención definitivos, por cuanto la experiencia ha comprobado su ineficiencia y que no solucionan los problemas de maltrato o abandono animal.

El Honorable Senador señor Girardi consideró que, si bien la parte de la fauna urbana que posee dueño tendrá una reglamentación estricta, también se debe tener en cuenta la situación de los animales sin propietario.

El abogado señor Galli respondió que actualmente las municipalidades poseen las facultades para retirar perros de las calles por razones sanitarias, pero en adelante se preferirá la opción de establecer centros de adopción, centros de mantención temporal y campañas de esterilización. Además, consideró necesario realizar también un catastro nacional de perros abandonados.

Al respecto, el Honorable Senador señor Girardi recomendó establecer responsabilidades pertinentes para las municipalidades, para lo cual se les debería asignar los recursos necesarios para implementar la política pública.

En otro aspecto, Su Señoría estimó indispensable prohibir la tenencia de animales que no estén esterilizados, lo cual deberá ser responsabilidad del dueño. Incluso, añadió, se podrían contemplar subsidios para las personas que no posean recursos para solventar dicho procedimiento. Tampoco debiesen venderse perros no esterilizados, lo cual, a su juicio, subiría los costos de adquisición de un animal y, consecuencialmente, fomentaría la adopción de mascotas. Por último, manifestó que debe generarse una presión social y cultural para promover la esterilización de los animales. 

El Honorable Senador señor Uriarte consultó sobre la experiencia internacional respecto de este tema.

El abogado señor Galli señaló que las nuevas políticas implementadas en otros países se basan en la esterilización de animales e, incluso, muchas organizaciones no gubernamentales se dedican especialmente a esas tareas. Añadió que una opción sería imponer a los dueños de los animales la obligación de esterilizarlos, tal como se establecerá para aquellos que venden los criaderos. Lo anterior, en el entendido de que la posibilidad de reproducir animales no es un derecho adquirido y estará regulada.

El Honorable Senador señor Uriarte expresó sus dudas sobre la aplicación de esas obligaciones al mundo rural, especialmente en el caso de aquellas personas que poseen perros guardianes o que colaboran en sus labores.

El Honorable Senador señor Girardi apoyó la idea de hacer una diferenciación en la normativa de las situaciones que se presentan en los sectores urbano y rural.

El abogado señor Galli opinó que no debiese haber una distinción entre las obligaciones que se impongan a los dueños de los animales que dependa del lugar en que éstos se encuentren. 

El Honorable Senador señor Girardi replicó señalando que en sectores rurales no existen perros vagos, sino perros salvajes o asilvestrados. En el mundo rural, añadió, el perro es parte de una comunidad ecológica mucho más integrada y a veces también apoya funciones en el hogar.

El Honorable Senador señor Uriarte planteó que las municipalidades debiesen tener las facultades para analizar caso a caso la necesidad de esterilización de un animal en las áreas rurales y, eventualmente, podrían quedar facultadas para terciar en ese proceso. Sin embargo, en el área urbana la intervención debiese ser un deber del municipio.

El Honorable Senador señor Girardi solicitó analizar la situación de los sectores rurales, con la finalidad de no aprobar normas que sean de difícil o nula aplicación. Recomendó que primero se instale una cultura de cuidado de los animales y de responsabilidad de quienes los tienen bajo su cuidado, lo cual en el largo plazo hará innecesarias las campañas de esterilización. 

En conclusión, sostuvo que la esterilización es la auténtica alternativa a la eutanasia de animales, ya que reduce progresivamente la población de perros vagos, y en esa función deben estar claras las responsabilidades que correspondan a las municipalidades. Por lo anterior, recabó el compromiso del Ejecutivo para asignarles recursos suficientes, que hagan efectiva una política integral en esta materia. 

El abogado señor Galli señaló que una solución intermedia sería que los municipios también pudiesen concursar a los fondos de seguridad pública que se destinarán a este efecto. Agregó que este aspecto podría tratarse nuevamente al analizar las normas referidas a la Estrategia Nacional de Protección de la Población Canina.

El Honorable Senador señor Girardi consultó cuál será la estructura institucional que se hará cargo de implementar la política que enfrentará el problema de los perros sin dueño.

El Honorable Senador señor Uriarte recordó que el artículo 19, ya aprobado
, resuelve esta situación y fija los lineamientos básicos de la política pública correspondiente. 

El abogado señor Galli recomendó diferir la discusión, por cuanto a partir del artículo 18 de la indicación presidencial se trata la Estrategia Nacional de Protección de la Población Canina, que se referirá a estas materias. Sin perjuicio de lo anterior, explicó que la propuesta del Ejecutivo sobre la estrategia a implementar tomó en consideración las indicaciones parlamentarias presentadas y estableció que el Estado debe hacerse cargo en alguna forma del problema.

En ese entendido, manifestó, lo que debe resolverse es la institucionalidad específica que deberá hacerse responsable del tema en comento, no obstante que el Ejecutivo ha promovido que sean las organizaciones no gubernamentales quienes ejecuten la estrategia antes señalada, puesto que ni los municipios ni los ministerios respectivos tienen entre sus principales prioridades la regulación y control de la población canina. 

Señaló que este problema es la primera prioridad de las entidades que se han formado para proteger a los animales, por lo que debe definirse la forma en que se les proveerán recursos para cumplir sus funciones. Los fondos de seguridad pública que se asignarán a partir de esta normativa darán solución a ese obstáculo, mediante el financiamiento de los centros de mantención temporal y sanitización y de la realización de catastros que puedan determinar fehacientemente la población de animales abandonados.

En conclusión, esas organizaciones civiles deberían ser los órganos ejecutores de la estrategia, que será previamente definida y financiada por el Gobierno, a través del presupuesto que se fije para cada año. Debido a lo expuesto, no se propone un presupuesto rígido, ya que eso podría ser modificado eventualmente en la discusión de la ley anual respectiva.

Por último, agregó que en un proyecto de ley que reforma la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, que se encuentra en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, se otorgarán también recursos a las municipalidades para la contratación de funcionarios que se harán cargo del registro de animales potencialmente peligrosos y de la fiscalización de las obligaciones que impondrá la ley
.

El abogado señor Galli manifestó que el municipio podría ser la autoridad responsable, en el caso de que se le entreguen atribuciones de control de la política pública. No obstante, el inconveniente que se advierte en esa hipótesis es que el municipio, al no ser la entidad que entrega los recursos, tendría una capacidad de control muy escasa.

En vista de lo expuesto por los funcionarios del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Honorable Senador señor Girardi expresó sus aprensiones respecto del diseño de la política pública que resolverá el problema de control de la población canina. 

Acotó enseguida que, al no estar las responsabilidades claramente definidas, la ley puede transformarse en letra muerta, por lo que, en definitiva, preferiría que se establezcan menos obligaciones y objetivos en la ley, pero que se empodere a una autoridad que se responsabilice de su ejecución. En el diseño descrito en las indicaciones del Ejecutivo las municipalidades no tendrían un incentivo real para cumplir, por ejemplo, con sus labores de fiscalización. La destinación a beneficio municipal de los recursos que se capten por la aplicación de multas paliarán en parte lo anterior.

El abogado señor Galli expresó que actualmente la autoridad sanitaria y las municipalidades son las entidades facultadas para hacerse cargo de los aspectos sanitarios relacionados con la existencia de perros abandonados, pero igualmente no cumplen esa función, ya que no poseen los incentivos institucionales adecuados y no está dentro de sus prioridades. Por lo tanto, lo que se plantea en este proyecto es complementar las obligaciones existentes, con las tareas que cumplirán las organizaciones no gubernamentales.

Los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte consultaron si los nuevos funcionarios municipales podrían ser los responsables a nivel comunal de la ejecución de una política sobre el problema de los perros abandonados.

A este respecto, el abogado señor Galli señaló que no está contemplado que posean esa responsabilidad, ya que sería incompatible con el rol que cumplirían las organizaciones privadas, además de desdibujar las atribuciones de cada entidad.

El Honorable Senador señor Uriarte ejemplificó que hay ciertas instituciones públicas, como el Servicio Nacional de Menores, que ejercen parte de sus funciones a través de entidades privadas, pero el responsable final del cumplimiento de las tareas sigue siendo el ente público. Por lo anterior, preguntó quién cumpliría esa función en este caso.

El abogado señor Galli expresó que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, como administrador del fondo que se creará al efecto, será la autoridad responsable.

El Honorable Senador señor Girardi propuso que los municipios puedan concursar para la asignación de recursos, para luego distribuirlos entre las organizaciones privadas, pero siempre en relación con el cumplimiento de una meta institucional previamente definida, cuya infracción acarree responsabilidades administrativas.

El asesor legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, abogado señor Juan Eduardo Vega, informó que ha realizado una revisión de la jurisprudencia judicial y administrativa sobre la materia, así como de la normativa que rige a las municipalidades, y ha concluido que estas instituciones se encuentran actualmente facultadas para intervenir en la situación de los perros abandonados, dado el rol que les compete en el aseo y ornato de la comuna. Agregó que la Contraloría General de la República ha dictaminado que las municipalidades sí pueden intervenir en el ámbito sanitario, pero no pueden recurrir a la matanza como método de control de la población canina. En virtud de lo expuesto, opinó que es posible que los municipios sean los órganos que estén a cargo de la implementación de la normativa en discusión.

El Honorable Senador señor Chahuán requirió información sobre quiénes serán destinatarios de los recursos que se asignarán para los fines de esta ley.

El abogado señor Vega recordó que la lógica de la indicación sustitutiva es asignar fondos a organizaciones no gubernamentales, para el desarrollo de programas específicos. Sin perjuicio de lo expuesto, el informe financiero que se acompaña al proyecto contempla recursos para la contratación de personal municipal, que contribuirá a asegurar el cumplimiento de la ley.

En otro aspecto, destacó que la iniciativa legal antes mencionada, que actualmente se tramita en la Cámara de Diputados, fortalece a las municipalidades y establece la figura de un Director de Desarrollo Comunitario, que se vinculará al ámbito de la tenencia responsable de mascotas.

Por último, recalcó que en el proyecto no se ha excluido la posibilidad de que las municipalidades puedan participar en la asignación de fondos concursables de seguridad pública.

 El Honorable Senador señor Girardi estimó que la responsabilidad de los municipios debiese traducirse en una indicación para incorporarla en la iniciativa legal.

El abogado señor Galli manifestó que la obligación de cada municipio no será la misma, ya que dependerá de la magnitud del problema de perros abandonados en cada comuna. Si bien hoy tienen la obligación de hacerse cargo de las tareas de aseo y ornato, lo que agrega el proyecto es una priorización en el flujo de recursos, que dependerá de lo que determine para cada localidad la Estrategia Nacional de Protección de la Población Canina.

Añadió que debe existir coherencia entre las medidas que señale dicha Estrategia Nacional y el actuar del Consejo Nacional de Protección Animal y de las municipalidades, a fin de que la población perciba un mejoramiento de la situación y colabore, especialmente porque una solución definitiva sólo se alcanzará en el largo plazo.

En conclusión, la asignación de responsabilidades a los municipios pasará por entregarles conocimientos y herramientas mediante el desarrollo de una política nacional, de acuerdo a la realidad particular de cada comuna y, para ello, se les dotará de recursos, inspectores y una legislación que hará responsables a los dueños de los animales. Por lo tanto, enfatizó que no es posible consagrar una solución única en la ley, lo que podría generar expectativas infundadas en la población.

El Honorable Senador señor Uriarte resumió que debe entregarse a las comunas el poder para que resuelvan caso a caso el problema de los perros abandonados, de acuerdo a su experiencia y situación particular.

Respecto de las indicaciones parlamentarias en discusión, acotó que las materias tratadas en ellas se encuentran reguladas en los artículos 3° y 19 de la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo. Además, dichas mociones apuntan a dar responsabilidades a las municipalidades en materia de educación, de esterilización y de tenencia responsable de mascotas, lo cual, según se ha explicado anteriormente, dependerá de la situación específica de cada comuna.

El Honorable Senador señor Girardi se mostró dispuesto a rechazar las indicaciones parlamentarias, en razón del contenido de la sustitutiva presentada por el Ejecutivo, pero advirtió que debe consignarse con claridad que la política debe ser acatada y cumplida por cada uno de los distintos agentes intervinientes. A tal efecto, propuso agregar explícitamente la referida obligación en el texto del proyecto.

En razón de lo expuesto, la Comisión rechazó las indicaciones parlamentarias y acogió la idea del Honorable Senador señor Girardi, la que quedó incorporada en los numerales pertinentes del artículo 21 del proyecto de ley que propone la Comisión en este trámite reglamentario de segundo informe.


- Las indicaciones Nos 25c, 26 y 27 fueron rechazadas en forma unánime, por los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte. La N° 27b y el artículo 10 se desecharon por 2 votos en contra, de los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte y la abstención del Honorable Senador señor Girardi.


No obstante, una vez reabierto el debate sobre la disposición contenida en el artículo 8° del proyecto de ley, la Comisión acordó que el artículo 10 en comento pase ser inciso segundo del artículo 8°, redactado como se indicó en su oportunidad.

- - - - - - -

ARTÍCULOS 11 A 17 DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL


La indicación del Presidente de la República, en cuanto sustituye íntegramente el proyecto aprobado en general por el Senado, no consulta estos preceptos, por lo que la aprobación de aquélla conllevaría necesariamente el rechazo de estos artículos. Con todo, en vista de que la Comisión acordó unánimemente dividir la votación del texto propuesto por el Jefe del Estado, y habiendo indicaciones parlamentarias a aquellas normas, ellas fueron igualmente objeto de debate y votación.


A continuación se transcriben los textos respectivos, así como las indicaciones que se formularon a su respecto y su debate y votación.


“Artículo 11.- Para los efectos del artículo anterior, las municipalidades deberán implementar centros de mantención temporal, para albergar a aquellos animales abandonados que sean retirados de la vía pública y a los que sean entregados por las personas.


En dicho recinto los animales permanecerán por el tiempo que determine la municipalidad en la ordenanza respectiva.


Durante el lapso de permanencia podrán ser retirados por su responsable, previo pago de las multas que correspondan, así como de los gastos de alimentación y custodia en que se haya incurrido. 


Cuando los animales tengan identificación, el funcionario que determine la ordenanza respectiva notificará personalmente al responsable, el que tendrá un plazo de tres días hábiles, a contar de la notificación, para proceder a su rescate previo pago de un cuarto de unidad tributaria mensual por cada día de permanencia, además de los gastos indicados en el inciso precedente.


Los animales que no sean reclamados en el período establecido por la municipalidad se considerarán sin dueño y podrán ser entregados a quien asuma su tenencia responsable.”.


A este artículo se formularon las indicaciones 
Nos 28 y 29, de los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, respectivamente, para suprimirlo.


Los representantes del Ministerio del Interior y Seguridad Pública explicaron que lo sustancial del proyecto que ya se ha aprobado redefine los roles de las autoridades que intervienen en el control de la población canina y en el nuevo esquema quedan descartados los centros de mantención temporal a cargo de las municipalidades, por estimarse que corresponden a una mala política pública.


Por ello, en los artículos 18 y siguientes de su indicación sustitutiva, el Ejecutivo propone la creación de un órgano intersectorial denominado “Consejo Nacional de Protección Animal”, el cual estará encargado de elaborar una Estrategia Nacional de Protección de Población Canina. Dicha estrategia deberá definir la política pública en relación con el tema de los perros callejeros.


- La Comisión aprobó unánimemente ambas indicaciones supresivas, con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.


La indicación N° 27c, del Honorable Senador señor Bianchi, inserta en el primer inciso del artículo 11 la expresión “o extraviados”, a continuación del término “abandonados”. 


El Honorable Senador señor Girardi observó que el extravío de una mascota es consecuencia del descuido de su dueño o poseedor, lo que evidencia una tenencia no responsable.


El Honorable Senador señor Chahuán adujo que no siempre el extravío será imputable al encargado del animal, por lo que no puede igualarse su responsabilidad con la de quien ejerce negligentemente la tenencia de una mascota o animal de compañía. 


- Teniendo además presente que se aprobaron las indicaciones que suprimen el artículo en que ésta incide, la Comisión rechazó la N° 27c, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.


La indicación N° 27d, igualmente del Honorable Senador señor Bianchi, agrega al final del inciso tercero del artículo 11 la siguiente oración: “Podrá solicitarse la eximición o rebaja de la multa en caso de tratarse de animales extraviados, siempre que se deje constancia del extravío, al margen de la inscripción correspondiente, en el registro municipal mencionado en el artículo 5 de esta ley”.


- Fue rechazada por el mismo motivo y con igual votación que la anterior.


Los artículos 12, 13 y 14 conforman el Título IV, denominado “De los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía”.


“Artículo 12.- Todo centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía deberá llevar un registro con los datos de cada uno de los animales que ingresen y estará obligado a mantener condiciones higiénicas y sanitarias adecuadas al tipo y cantidad de animales que alberguen, para asegurar la salud pública, el bienestar de la comunidad y de los animales y la sanidad del ambiente.


Esos recintos deberán contar con espacios suficientes para cubrir las necesidades fisiológicas y etológicas de los animales y proveerles alimento y agua en cantidades necesarias. 


Asimismo, deberán contar con un número suficiente de caniles, jaulas y corrales, según sea el caso. Éstos deberán tener una superficie que permita el movimiento de los animales y evite su sufrimiento. Además, los animales deberán mantenerse separados por sexo.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud establecerá las normas mínimas para dar cumplimiento al presente artículo.”.


Las indicaciones Nos 30 y 31, de los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, respectivamente, sustituyen el artículo 12 por el que sigue:


“Artículo 12.- Todo centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía deberá llevar un registro con los datos de cada uno de los animales que ingresen y estará obligado a mantener condiciones higiénicas y sanitarias adecuadas al tipo y cantidad de animales que alberguen, para asegurar la salud pública, el bienestar de la comunidad y de los animales y la sanidad del ambiente.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud establecerá las normas mínimas para dar cumplimiento al inciso primero del presente artículo.


Respecto de las condiciones de bienestar de los animales y de seguridad de las personas, estos recintos deberán, entre otras obligaciones, contar con espacios suficientes para cubrir las necesidades fisiológicas y etológicas de los animales y proveerles alimento y agua en cantidades necesarias. 


Asimismo, deberán contar con un número suficiente de caniles, jaulas y corrales, según sea el caso. Éstos deberán tener una superficie que permita el movimiento de los animales y evite su sufrimiento. 


La infracción de lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto precedentes se sancionará de acuerdo a los artículos 5° y 13 de la ley N° 20.380. Además, se podrá imponer la clausura temporal del establecimiento hasta por tres meses o su clausura definitiva.”.


- Teniendo presente que se ha descartado la idea de centros de mantención temporal, las indicaciones Nos 30 y 31 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.


Mediante la indicación N° 31b los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi proponen dos enmiendas. La primera consiste en la sustitución del tantas veces mencionado artículo 12, por el que se indica enseguida:


“Artículo 12.- Todo centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía deberá llevar un registro con los datos de cada uno de los animales que ingresen y estará obligado a mantener condiciones higiénicas y sanitarias adecuadas al tipo y cantidad de animales que alberguen, para asegurar la salud pública, el bienestar de la comunidad y de los animales y la sanidad del ambiente.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud establecerá las normas mínimas para dar cumplimiento al inciso primero del presente artículo.


Respecto de las condiciones de bienestar de los animales y de seguridad de las personas, estos recintos deberán, entre otras obligaciones, contar con espacios suficientes para cubrir las necesidades fisiológicas y etológicas de los animales y proveerles alimento y agua en cantidades necesarias. 


Asimismo, deberán contar con un número suficiente de caniles, jaulas y corrales, según sea el caso. Éstos deberán tener una superficie que permita el movimiento de los animales y evite su sufrimiento. 


Las especificaciones referidas al inciso 3º y 4º del presente artículo se incorporarán a los reglamentos respectivos de la Ley 20.380. Las contravenciones a los inciso 3º y 4º del presente artículo se sancionarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 13º de la Ley 20.380, para lo cual se podrá imponer además la clausura temporal, hasta por tres meses y o la clausura definitiva del establecimiento.”.


- La primera parte de la indicación N° 31b fue desechada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte, por el mismo fundamento que justifica el rechazo de las dos anteriores.


La segunda parte de la indicación N° 31b dio origen al artículo 34, por lo que es tratada en ese acápite de este informe.


“Artículo 13.- Los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía estarán a cargo de un médico veterinario y, si procediera, deberán obtener permiso de funcionamiento en la municipalidad respectiva, previo pago del mismo, además de contar con el informe favorable de la autoridad sanitaria. 


No fue objeto de indicaciones ni modificaciones.


- Fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.


“Artículo 14.- En caso de cierre o abandono de algún centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía, sus responsables estarán obligados a entregar a quien asuma su tenencia responsable los animales que alberguen o, en su defecto, a trasladarlos a otro de dichos centros. En cualquier caso, deberán entregar junto con los animales todos los antecedentes sanitarios de éstos.”.


No fue objeto de indicaciones ni modificaciones.

 
- Fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.


Los artículos 15 a 17 forman parte del Título V del proyecto aprobado en general, “De la venta, crianza y exposición de mascotas o animales de compañía”.


El artículo 15 pasó a ser artículo 19 y el artículo 17 a ser artículo 11, con las modificaciones que señalarán oportunamente.


“Artículo 16.- Los establecimientos que expendan mascotas o animales de compañía, deberán contar con sistemas de extracción de aire o cualquier otro que impida que las personas que concurren a ellos y las que residen en predios colindantes sean afectadas por aerosoles o secreciones de cualquier tipo generadas por los animales.”.


No fue objeto de indicaciones ni modificaciones.


El abogado señor Galli expresó que dicha regulación corresponde al reglamento y comprometió que quedará contemplada en el que se dicte al efecto.


- En vista del compromiso consignado, el artículo 16 fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

- - - - - - - -

Artículo 10


El artículo 18 aprobado en general dispone lo que sigue:


“Artículo 18.- El organizador de espectáculos o exhibición de animales, y en subsidio el propietario del recinto donde se desarrollen tales actividades, deberá tomar las medidas necesarias para acopiar y eliminar sanitariamente las excretas y desechos de los animales. Deberá adoptar también las previsiones suficientes para evitar accidentes provocados por los animales, así como disponer de las instalaciones necesarias para un adecuado manejo de los mismos, evitando su sufrimiento.


Además, será responsable de los daños que causen dichos animales a las personas, a la propiedad o al medio ambiente, conforme a las reglas señaladas en el artículo 9º.”.


La indicación N° 1.10 del Presidente de la República propone un artículo 10 del siguiente tenor:


“Artículo 10.- En los eventos en que participen o se exhiban mascotas o animales de compañía, el organizador que convoca a éste será solidariamente responsable de las lesiones o daños que pudieren ocasionar los animales en las personas, la propiedad o el medio ambiente.”.


El artículo 18 recibió las indicaciones Nos 36 y 37, de los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, respectivamente, para reemplazar la norma aprobada en general por el artículo que sigue:


“Artículo 18.- El organizador de espectáculos o exhibición de animales, y en subsidio el propietario del recinto donde se desarrollen tales actividades, deberá tomar las medidas necesarias para acopiar y eliminar sanitariamente las excretas y desechos de los animales. Deberá adoptar también las previsiones suficientes para evitar accidentes provocados por los animales, así como disponer de las instalaciones necesarias para un adecuado manejo de los mismos, cumpliendo las condiciones de bienestar animal necesarias, evitando entre otras el deterioro de la salud del animal, condiciones de maltrato o sufrimiento. 


Además, será responsable de los daños que causen dichos animales a las personas, a la propiedad o al medio ambiente, conforme a las reglas señaladas en el artículo 9°.”.


Los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi presentaron la indicación N° 37b, que reemplaza también el artículo 18, por el que se indica a continuación:


“Artículo 18.- El organizador de espectáculos o exhibición de animales, y en subsidio el propietario del recinto donde se desarrollen tales actividades, deberá tomar las medidas necesarias para acopiar y eliminar sanitariamente las excretas y desechos de los animales. Deberá adoptar también las previsiones suficientes para evitar accidentes provocados por los animales, así como disponer de las instalaciones necesarias para un adecuado manejo de los mismos, cumpliendo las condiciones de bienestar animal necesarias, evitando entre otras las condiciones que puedan generar maltrato o sufrimiento para los animales, y /o el deterioro de la salud animal. 


Además, será responsable de los daños que causen dichos animales a las personas, a la propiedad o al medio ambiente, conforme a las reglas señaladas en el artículo 9º.


Las condiciones de bienestar de los animales y seguridad de las personas mencionadas en este título, estarán sancionadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 13º de la Ley 20.380. Además de ello se podrá imponer la clausura temporal, hasta por tres meses y o la clausura definitiva del establecimiento.”.


El abogado señor Galli hizo presente que la norma general es que responda por los hechos del animal su dueño o poseedor y, subsidiariamente, quien lo tenga bajo su cuidado. El artículo 10 que propone el Ejecutivo extiende esa responsabilidad, de manera solidaria, a quienes organizan eventos o espectáculos con mascotas o animales de compañía. 


Los aspectos sanitarios que tratan las indicaciones parlamentarias están ya regulados por las normas generales aprobadas con anterioridad.


La Comisión resolvió eliminar la frase “que convoca a éste” contenida en la indicación del Ejecutivo, por estimarla innecesaria. Sin embargo, también resolvió dejar constancia de que la responsabilidad de quien o quienes organizan este tipo de eventos no alcanza a los auspiciadores de los mismos.


- La indicación N° 1.10 del Presidente de la República fue aprobada con ese cambio, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.


- Con igual unanimidad fueron rechazadas las indicaciones Nos 36, 37 y 37b.


El precepto aprobado por la Comisión como artículo 10 quedó redactado en los siguientes términos:


“Artículo 10.- En los eventos en que participen o se exhiban mascotas o animales de compañía, el organizador será solidariamente responsable de las lesiones o daños que pudieren ocasionar los animales en las personas, la propiedad o el medio ambiente.”.

Artículo 11


El artículo 17 aprobado en general preceptúa lo siguiente:


“Artículo 17.- Se prohíbe todo acto o convención que tenga por objeto la transferencia o la entrega a cualquier título de un animal perteneciente a una especie protegida o en peligro de extinción. Asimismo, se prohíbe la venta ambulante de toda clase de animales.”.


Las indicaciones Nos 34, 35 y 35b, de los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath y Girardi, respectivamente, plantean incorporar a este artículo el siguiente inciso final:


“Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la Ley de Caza.”.


El abogado señor Galli manifestó que la normativa vigente ya resguarda suficientemente las especies protegidas o en peligro de extinción, lo que hace innecesario tanto el artículo 17 como las indicaciones que se le formularon.


El Honorable Senador señor Chahuán sugirió incorporar estas disposiciones en el proyecto.


- El artículo 17 se aprobó como artículo 11, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.


- Con igual votación se rechazaron las indicaciones Nos 34, 35 y 35b, por redundantes.


El precepto aprobado por la Comisión es el que sigue:

“Artículo 11.- Se prohíbe todo acto o convención que tenga por objeto la transferencia o la entrega a cualquier título de un animal perteneciente a una especie protegida o en peligro de extinción. Asimismo, se prohíbe la venta ambulante de toda clase de animales.”.

Artículo 12


En lo atinente a registros, el artículo 5° aprobado en general consulta uno, a cargo de los municipios. Su texto es el que sigue:


“Artículo 5º.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía a que se refiere el artículo 2°, que deberá ajustarse al reglamento que dicte el Ministerio de Salud. Estas ordenanzas deberán incluir, entre otras materias, la existencia de un registro obligatorio de mascotas o animales de compañía que permita la adecuada identificación de ellos y sus respectivos responsables, dentro del territorio de la comuna.”.


La indicación N° 1.11 del Presidente de la República propone el siguiente artículo 11, precedido del epígrafe correspondiente al Título:

“TITULO IV

De los registros


Artículo 11.- Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mantener y administrar:


1°. Un registro de animales potencialmente peligrosos de la especia canina;


2°. Un registro de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de animales; y 


3°. Un registro de criadores y vendedores de razas consideradas potencialmente peligrosas. 


Para estos efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá licitar la elaboración, administración y mantención de los registros recién señalados.”.


El Honorable Senador señor Girardi se mostró partidario de que, además de la creación de un registro de animales peligrosos, se disponga que todas las mascotas cuenten con un adecuado medio de identificación.


El abogado señor Galli precisó que para los animales no peligrosos la obligación de registro es de carácter voluntario. Sin perjuicio de lo anterior, recordó que la obligación de identificación ya está considerada en el artículo 6° de la indicación sustitutiva del Ejecutivo y sus especificaciones debiesen contemplarse en la reglamentación que se dicte al efecto.


El Honorable Senador señor Girardi propuso pormenorizar que la identificación contenga el nombre del animal y de su dueño y el domicilio de éste. 


El Honorable Senador señor Uriarte, si bien estuvo de acuerdo con la proposición del señor Girardi, advirtió que ello significa imponer una carga adicional al dueño de la mascota.


El Honorable Senador señor Girardi replicó que el costo de cumplir esta obligación es mínimo y agregó que no advertía inconveniente en aumentar ligeramente la carga de quien decide tener una mascota, con el propósito de que tenga claras las obligaciones que asume.


En vista de lo anterior, la Comisión acordó incluir en el artículo 6° del proyecto una disposición relativa a los medios de identificación de las mascotas o animales de compañía.


- Con esa prevención y con correcciones de forma muy menores, la indicación N° 1.11 del Presidente de la República fue aprobada, como artículo 12, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:

“TITULO IV

De los registros


Artículo 12.- Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública mantener y administrar:


1°. Un registro de animales potencialmente peligrosos de la especie canina;


2°. Un registro de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de animales, y 


3°. Un registro de criadores y vendedores de razas consideradas potencialmente peligrosas. 


Para estos efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá licitar la elaboración, administración y mantención de los registros recién señalados.”.

Artículo 13


La indicación N° 1.12 del Presidente de la República, propone el siguiente artículo, precedido de un epígrafe que da nombre al párrafo:

“1. Del Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos 

de la especie canina


Artículo 12.- Los dueños de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean calificados como potencialmente peligrosos de conformidad a lo dispuesto por esta ley, deberán inscribirlos en el Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la especie canina en la forma y plazos que fije el reglamento establecido en el artículo 4° de la presente ley.”.


- Se aprobó, con dos correcciones de redacción, como artículo 13, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.


El precepto y epígrafe aprobados son los siguientes:

“1. Del Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos 

de la especie canina


Artículo 13.- Los dueños de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean calificados como potencialmente peligrosos de conformidad a lo dispuesto por esta ley, deberán inscribirlos en el Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la especie canina, en la forma y plazos que fije el reglamento establecido en el artículo 4°.”.

Artículo 14


La indicación N° 1.13 del Presidente de la República es la siguiente:


“Artículo 13.- El Registro contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del animal;


2. El nombre del animal, género, especie, color y raza animal, si la tuviere, y


3. El número que se asigna al animal para su debida identificación.


El Registro contemplará un sistema de identificación único, estandarizado e incorporado al animal de manera inseparable. Dicho sistema podrá incluir el uso de dispositivos externos, la implantación o aplicación de un microchip o mecanismo interno y otras medidas que permitan la identificación del animal.”.


- Se aprobó como artículo 14, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 14.- El Registro contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del animal;


2. El nombre del animal, género, especie, color y raza animal, si la tuviere, y


3. El número que se asigna al animal para su debida identificación.


El Registro contemplará un sistema de identificación único, estandarizado e incorporado al animal de manera inseparable. Dicho sistema podrá incluir el uso de dispositivos externos, la implantación o aplicación de un microchip o mecanismo interno y otras medidas que permitan la identificación del animal.”.

Artículo 15


Tiene su origen en la indicación N° 1.14 del Presidente de la República, cuyo texto se transcribe a continuación:

“2. Del Registro de Organizaciones no Gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas 


Artículo 14.- Las organizaciones no gubernamentales cuyo objeto principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas podrán postular a recursos fiscales concursables que se dispongan para fines de seguridad u orden público.


Para estos efectos, las instituciones señaladas en el inciso precedentes deberán inscribirse en el Registro de Organizaciones no gubernamentales Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.


El registro señalado en el inciso precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:

1°. Nombre completo, rol único tributario y domicilio de la entidad.

2°. Nombre completo, cédula de identidad y domicilio de su representante legal.

3°. Indicación de la ubicación y capacidad de cada uno de los recintos o lugares destinados a la mantención de mascotas que se encuentren bajo la dependencia o cuidado de la respectiva entidad.

5°. Las demás que determine el reglamento respectivo.”.


El abogado señor Galli advirtió que varias organizaciones no gubernamentales expresaron sus reparos al ordinal 3°, porque no todas ellas cuentan con centros destinados a la mantención de animales. En consecuencia, es necesario mejorar la redacción para evitar que esas entidades queden excluidas de la aplicación de esta norma, sobre todo si se tiene en consideración que la incorporación a este registro permite acceder a financiamiento para ejecutar las tareas que dichas organizaciones asumirían, en el marco de la Estrategia Nacional de Protección de Población Canina que se verá más adelante.


La Comisión acordó incluir al final del numeral 3°, la expresión “si correspondiere”, precedida de una coma, pues no todas las organizaciones cuentan con recintos de mantenimiento. Con esa modificación y varias otras de orden formal y de numeración, se aprobó esta indicación.


- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente, precedido del epígrafe que da nombre al párrafo:

“2. Del Registro de Organizaciones no Gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía


Artículo 15.- Las organizaciones no gubernamentales cuyo objeto principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas, podrán postular a recursos fiscales concursables que se dispongan para fines de seguridad u orden público.


Para estos efectos, las instituciones señaladas en el inciso precedente deberán inscribirse en el Registro de Organizaciones no Gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.


El registro señalado en el inciso precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1°. Nombre completo, rol único tributario y domicilio de la entidad.


2°. Nombre completo, cédula de identidad y domicilio de su representante legal.


3°. Indicación de la ubicación y capacidad de cada uno de los recintos o lugares destinados a la mantención de mascotas que se encuentren bajo la dependencia o cuidado de la respectiva entidad, si correspondiere.


4°. Las demás que determine el reglamento respectivo.”.

Artículo 16


Tiene su origen en la indicación N° 1.15 del Presidente de la República, cuyo texto es el que se indica a continuación:


“Artículo 15.- En caso que se modificare cualquiera de las menciones señaladas en el artículo precedente, corresponderá al representante legal informar el nuevo antecedente a la entidad encargada del Registro de Organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas, en un plazo no superior a treinta días.”.


La Comisión insertó la expresión “de la organización”, a continuación de los términos “representante legal”, para hacer más claro el texto.


- La indicación se aprobó con esa enmienda y otras meramente formales, adecuando igualmente la numeración, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 16.- En el caso de que se modificare cualquiera de las menciones señaladas en el artículo precedente, corresponderá al representante legal de la organización informar el nuevo antecedente a la entidad encargada del Registro de Organizaciones no Gubernamentales Promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en un plazo no superior a treinta días.”.

Artículo 17


La indicación N° 1.16 del Presidente de la República propuso un precepto concebido en los siguientes términos, precedido de un epígrafe que da nombre al párrafo:

“3. Del Registro Nacional de Criaderos y Vendedores 

de Razas Potencialmente Peligrosas


Artículo 16.- Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que pertenezcan a ciertas razas calificadas como potencialmente peligrosas o los cruces o híbridos de ellas, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.”.


Los Honorables Senadores señores Girardi y Rossi consideraron necesario disponer expresamente que los animales que sean vendidos en criaderos deberán estar esterilizados, lo cual cooperará al control de la población canina, ya que en el futuro no debiesen reproducirse animales sin autorización.


Respecto del tratamiento de los animales que se encuentran en zonas rurales, el abogado señor Galli recalcó que, si bien el dueño del animal no tendrá obligación de esterilizarlo, también a mediano plazo lo habrá adquirido una vez realizado ese procedimiento. Es decir, los resultados se presentarán en el largo plazo.


La Comisión incorporó la obligación de los criaderos de esterilizar a los animales, salvo aquellos que sean transferidos a otro criadero inscrito en el Registro.


- La indicación se aprobó con esa enmienda y otras de índole meramente formal, además de adecuar la numeración, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.


El epígrafe y precepto aprobados por la Comisión son los siguientes:

“3. Del Registro Nacional de Criaderos y Vendedores 

de Razas Potencialmente Peligrosas


Artículo 17.- Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que pertenezcan a razas calificadas como potencialmente peligrosas, o de cruces o híbridos de ellas, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas, en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.


Además, corresponderá a los dueños de criaderos y a los vendedores de mascotas o animales de compañía calificados como potencialmente peligrosos esterilizarlos antes de su transferencia o entrega a cualquier título, a menos que el adquirente o receptor sea otro criadero que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional, el que podrá destinarlos a la reproducción.”.

Artículo 18


El Presidente de la República planteó en su indicación N° 1.17 el siguiente texto para el artículo 17:


“Artículo 17.- El Registro indicado en el artículo precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del criadero o representante legal de la sociedad dueña del establecimiento. En este último caso, además deberá indicar, el nombre completo, rol único tributario y domicilio de la sociedad dueña del mismo. 


2. La indicación de las razas de  canes potencialmente peligrosos o los  cruces o híbridos derivados de las mismas que el criadero se encuentra reproduciendo.


3. Las demás que determine el reglamento.”.


Para una mejor comprensión del precepto, la Comisión convino en aprobar la indicación, aclarando la redacción del numeral 1 y reemplazando la frase “se encuentra reproduciendo”, del numeral 2, por el vocablo “reproduzca”.


- Con esas enmiendas y con el correspondiente cambio de numeración, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 18.- El Registro indicado en el artículo precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del criadero o del representante legal de la persona jurídica dueña del establecimiento. En este último caso, además, se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria.


2. La indicación de las razas de canes potencialmente peligrosos, o los cruces o híbridos derivados de las mismas, que el criadero reproduzca.


3. Las demás que determine el reglamento.”.

- - - - - - - -

Artículo 19


El artículo 15 aprobado en general dispone lo que sigue:


“Artículo 15.- Los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía estarán a cargo de un médico veterinario.


Estos locales tendrán la obligación de llevar un registro en que consten los datos que determine un reglamento del Ministerio de Salud, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales. 


Corresponderá al médico veterinario a cargo de estos locales asegurar que los animales que salgan del establecimiento cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie de que se trate.


Se deberá entregar por escrito al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.”.


En vista de que la exigencia de que los locales deban estar a cargo de un médico veterinario importaría costos relevantes para el criadero, la Comisión acordó eliminar la mención de los mismos que se hace en los incisos primero y tercero de la norma y precisar que corresponderá al vendedor asegurar la esterilización y sanitización de los animales que se expendan, así como informar al comprador sobre la tenencia responsable.


A fin de guardar la debida correspondencia y armonía con el resto de la iniciativa, se decidió no indicar en la norma que el reglamento será dictado a través del Ministerio de Salud, pues la responsabilidad del Ejecutivo en la materia queda a cargo del de Interior y Seguridad Pública.


Con esas modificaciones y otras de simple redacción, se aprobó la norma, como artículo 19.


- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.


En sesiones posteriores y se solicito y acordó por unanimidad reabrir debate sobre esta norma.


La Comisión decidió incorporar aquí la obligación de los criadores y vendedores de entregar esterilizados los animales calificados como potencialmente peligrosos, salvo que el adquirente sea otro criador inscrito en el registro que crea este mismo proyecto de ley.

Sobre este punto, el Honorable Senador señor Chahuán planteó que cualquier persona que tenga un canil debería poder reproducir sus animales. Por lo anterior, señaló que no debiese imponerse a los criaderos la obligación de vender los perros esterilizados, ya que eso generaría un problema grave de constitucionalidad de la norma, al limitar el derecho de propiedad en lo relativo al goce de un bien mueble.

Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi se manifestó contrario a eliminar el gravamen, ya que una forma de controlar la población canina y de evitar su libre reproducción es que los criaderos vendan los animales esterilizados.


El abogado señor Galli acotó que la obligación de registro para los criaderos gravita sólo sobre aquellos que vendan animales potencialmente peligrosos. 

Por otra parte, manifestó que, a su juicio, se trata de una limitación al dominio establecida por ley y que no afecta su esencia, por lo que no merece reparos de constitucionalidad.


- La nueva formulación del artículo fue aprobada por 2 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Rossi y Uriarte, y una abstención, del Honorable Senador señor Chahuán.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:

“Artículo 19.- Los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía tendrán la obligación de llevar un registro en que consten los datos que determine el reglamento, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales. 

Corresponderá al vendedor entregar los animales esterilizados, a menos que el adquirente o receptor sea otro criador que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas, el que podrá destinarlos a la reproducción. Además, el vendedor deberá asegurar que los animales cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie de que se trate.

Se deberá entregar por escrito al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.”.

- - - - - - - -

Artículo 20


La indicación N° 1.18 del Presidente de la República, que le da origen, es la que se indica enseguida:

“TÍTULO V

Del Consejo Nacional de Protección Animal y la Estrategia Nacional de Protección de Población Canina


Artículo 18.- De acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, créase el Consejo Nacional de Protección Animal, en adelante el “Consejo”, como instancia multisectorial responsable, entre otras, de la elaboración de la Estrategia Nacional de Protección de Población Canina.


El Consejo estará integrado por:


a) El Subsecretario del Interior, quien lo presidirá;


b) Un Subsecretario representante del Ministerio de Salud;


c) El Subsecretario de Educación; 


d) El Subsecretario de Agricultura, y


e) El Subsecretario de Hacienda.


Las modalidades de operación y el funcionamiento del Consejo Nacional de Protección Animal, serán establecidos por un reglamento, suscrito por todos los Ministros de todas las Secretarías de Estado que componen el Consejo.”. 


El Honorable Senador señor Rossi opinó que la Estrategia Nacional no sólo debe estar dirigida a la población canina, sino que debe abarcar a otras especies.


El abogado señor Galli recordó que el centro de la normativa en estudio son los animales potencialmente peligrosos, no obstante lo cual se mostró partidario de ampliar el concepto.


En otro aspecto, el Honorable Senador señor Girardi recomendó incorporar al Consejo un representante de la sociedad civil, lo que le daría mayor legitimidad.


El abogado señor Galli explicó que una misión principal del Consejo en la implementación de la Estrategia Nacional de Protección de la Población Canina, es priorizar la asignación de recursos a las organizaciones no gubernamentales. Integrar a un representante de ellas podría generar conflictos de interés, pues dichas entidades postulan a la asignación de fondos; además, la selección de ese consejero supone diseñar e instalar un sistema de postulaciones y elección cuya complejidad no hace fácil su implementación. Por último, destacó que la elaboración de políticas públicas es función de las autoridades, que son las que responden administrativamente de las decisiones que adoptan.


En definitiva, la Comisión acordó enmendar el epígrafe del Título V y formularlo como “Estrategia Nacional de Protección Animal”, y el mismo cambio se practicó en otros preceptos de la iniciativa en que figura dicha oración. 


- Con esa modificación, y otras que perfeccionan la redacción y corrigen la numeración, la indicación 
N° 1.18 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte. En  razón del cambio anterior, le corresponde el número 20 en el proyecto contenido en este informe.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente, precedido del epígrafe que da nombre al Título:

“TÍTULO V

Del Consejo Nacional de Protección Animal y la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal


Artículo 20.- De acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, créase el Consejo Nacional de Protección Animal, en adelante el Consejo, como instancia multisectorial responsable, entre otras, de la elaboración de la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal.


El Consejo estará integrado por:


a) El Subsecretario del Interior, quien lo presidirá;


b) Un Subsecretario del Ministerio de Salud;


c) El Subsecretario de Educación; 


d) El Subsecretario de Agricultura, y


e) El Subsecretario de Hacienda.


Las modalidades de operación y el funcionamiento del Consejo Nacional de Protección Animal serán establecidos por un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por los Ministros de las otras Secretarías de Estado que componen el Consejo.”.

Artículo 21


El Presidente de la República formuló la siguiente indicación N° 1.19:


“Artículo 19.- La Estrategia Nacional de Protección de Población Canina establecerá los lineamientos de política pública en materia de control y protección de población canina, teniendo en consideración lo señalado en esta ley y en la ley N° 20.380, sobre protección de animales. 


Dentro de los 30 días siguientes a la aprobación de la Estrategia Nacional de Protección de Población Canina, los Subsecretarios del Interior y de Salud respectivo, deberán presentarla ante la comisión permanente de la Cámara de Diputados que se acuerde en sesión de Sala.


La Estrategia Nacional de Protección de Población Canina se revisará cada 3 años, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para modificarla o actualizarla en cualquier momento y de las proposiciones que en tal sentido formulen los Ministerios responsables. 


Las modificaciones o actualizaciones que se realicen a la Estrategia Nacional de Protección Población Canina, deberán ser informadas a la comisión permanente de la Cámara de Diputados ante la que se presentó la original dentro del plazo de 30 días contado desde su aprobación.”.


El Honorable Senador señor Girardi, a su vez, formuló la indicación N° 43c, que adiciona al proyecto un Título VII, nuevo, cuyo texto se consigna enseguida:

“TITULO VII

Del Consejo Nacional de Protección Animal y la Estrategia Nacional de Protección de Población Canina.


Artículo 22°.- De acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, créase el Consejo Nacional de Protección Animal, en adelante el “Consejo”, como instancia multisectorial responsable, entre otras, de la elaboración de la Estrategia Nacional de Protección de Población Canina.


El Consejo estará integrado por:


a) El Subsecretario del Interior;


b) Un Subsecretario representante del Ministerio de Salud;


c) El Subsecretario de Educación;


d) El Subsecretario de Agricultura; y,


e) El Subsecretario de Hacienda.


f) Un representante de la Asociación Chilena de Municipalidades.


g) Representantes de la Organizaciones de Protección Animal reconocidas públicamente, asociadas a organismos internacionales con expertiz en la materia o con amplia trayectoria en el ámbito nacional.


Las modalidades de operación y el funcionamiento del Consejo Nacional de Protección Animal, serán establecidas por un reglamento, suscrito por todos los Ministerios de todas las Secretarias de Estado que componen el Consejo.


La Estrategia Nacional de Protección de Población Canina establecerá los lineamientos de las normas que se originen a partir de esta ley, y de la política pública en materia de control y protección de población canina, teniendo en consideración lo señalado en la presente ley y en la ley N° 20.380, sobre protección de animales.


Dentro de los 30 días siguientes a la aprobación de la Estrategia Nacional de Protección de Población Canina, los Subsecretarios del Interior y de Salud, respectivo, deberán presentarla ante la comisión permanente de la Cámara de Diputados que se acuerde, en sesión de Sala.


La Estrategia Nacional de Protección de Población Canina se revisará cada 3 años, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para modificarla o actualizarla en cualquier momento y de las proposiciones que, en tal sentido, formulen los Ministerios responsables.


Las modificaciones o actualizaciones que se realicen a la Estrategia Nacional de Protección de Población Canina, deberán ser informadas a la comisión permanente de la Cámara de Diputados ante la que se presentó la original, dentro del plazo de 30 días, contado desde su aprobación.


Artículo 23°.- Las organizaciones no gubernamentales cuyo objetivo principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas, podrán postular a recursos fiscales concursables que se dispongan para fines relacionados a las materias de este proyecto, o para fines de seguridad u orden público.”.


El debate de la indicación del Ejecutivo se efectuó con ocasión del estudio del artículo 4° del proyecto y se deja aquí constancia de la votación. Sólo cabe agregar que a instancias del Honorable Senador señor Rossi se introdujo en el primer inciso de este artículo una precisión, en el sentido de que la política pública que se establezca en la Estrategia Nacional pondrá especial énfasis en el control y protección de la población canina.


- La indicación N° 1.19 del Presidente de la República fue aprobada con modificaciones, e incorporando parte de las indicaciones Nos 16 y 17, como artículo 21, por 3 votos a favor y una abstención. Se pronunciaron por aprobarla los Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Uriarte. Se abstuvo el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

La indicación del Honorable Senador señor Girardi fue rechazada por aplicación del artículo 178 del Reglamento del Senado. En efecto, la primera votación dio por resultado 2 votos en contra, de los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Girardi y Rossi. Efectuado el requerimiento a que se refiere el artículo del Reglamento citado y repetida la votación de inmediato, arrojó el mismo resultado, en razón de lo cual las abstenciones se sumaron a la votación de rechazo.


- En consecuencia, la indicación N° 43c se rechazó por 4 votos.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 21.- La Estrategia Nacional de Protección de Población Animal, en adelante la Estrategia Nacional o la Estrategia, establecerá los lineamientos de política pública en materia de control y protección de población animal, especialmente canina, teniendo en consideración lo señalado en esta ley y en la ley N° 20.380, sobre protección de animales. Dicha Estrategia Nacional deberá considerar, a lo menos, el desarrollo de lo siguiente:


1° Campañas de educación en tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, para toda la población.


2° Herramientas que permitan y faciliten a la población una adecuada tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


3° Programas para fomentar el cuidado de la salud animal y el control sanitario de mascotas o animales de compañía, y para prevenir su abandono e incentivar la adopción de los mismos.


4° Programas de esterilización masiva y obligatoria de mascotas o animales de compañía.


5° Sistemas de registro e identificación de mascotas o animales de compañía.


6° Mecanismos para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de mascotas o animales de compañía. 


7° Asociaciones estratégicas con organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, con el objeto de generar asociatividad y colaboración para el diseño e implementación de las distintas materias vinculadas con la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


Dentro de los treinta  días siguientes a la aprobación de la Estrategia Nacional, los Subsecretarios del Interior y el de Salud respectivo, deberán presentarla ante la Comisión permanente de la Cámara de Diputados que dicha Corporación acuerde en sesión de Sala.


La Estrategia Nacional se revisará cada cinco años, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para modificarla o actualizarla en cualquier momento y de las proposiciones que en tal sentido formulen los Ministerios responsables. 


Las modificaciones o actualizaciones que se realicen a la Estrategia Nacional deberán ser informadas a la Comisión permanente de la Cámara de Diputados ante la que se presentó la original, dentro del plazo de treinta días, contado desde su aprobación.”.

Artículo 22


El Presidente de la República, mediante la indicación N° 1.20, propone el siguiente artículo 20, precedido del epígrafe que encabeza el Título VI:
“TÍTULO VI

De las infracciones y sanciones


Artículo 20.- El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 12, será sancionado con una multa de hasta quince unidades tributarias mensuales.”.


El citado artículo 12 obliga a los dueños de mascotas o animales de compañía de la especie canina calificados como potencialmente peligrosos, a inscribirlos en el Registro Nacional que crea el párrafo 1 del Título IV del proyecto que se inserta al final. 


El proyecto aprobado en general no consulta una pena especial para esta infracción, por lo que le sería aplicable la norma general contenida en el artículo 19 de dicha iniciativa, que se tratará más adelante
.


- Puesta en votación, la indicación N° 1.20 fue aprobada como artículo 22, corrigiendo la referencia interna y un detalle de redacción, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Larraín Fernández.


En consecuencia, el rótulo del Título  VI y el artículo 22 aprobado por la Comisión son los que siguen:

“TÍTULO VI

De las infracciones y sanciones


Artículo 22.- El incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 13 será sancionado con una multa de hasta quince unidades tributarias mensuales.”.

Artículo 23


El artículo 27 aprobado en general trata de la responsabilidad infraccional de quien tiene un animal potencialmente peligroso, en los términos que se transcriben enseguida:


“Artículo 27.- El responsable de un animal calificado de peligroso que no cumpla las disposiciones a que alude el inciso segundo del artículo 6° será castigado con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.”.


La indicación N° 1.21, del Presidente de la República, se ocupa de la materia mediante la inserción de un artículo 21, precedido del epígrafe respectivo, cuyo texto se copia a continuación:
“TITULO VI

De las infracciones y sanciones


Artículo 21.- El dueño de un animal potencialmente peligroso que incumpla las obligaciones que se le han impuesto, conforme a lo señalado en el artículo 4°, será sancionado con una multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.


El Honorable Senador señor Bianchi, planteó en la indicación N° 51c sustituir en el artículo 27 aprobado en general el término “cuatro” por “diez”.


Por su parte, los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, mediante las indicaciones Nos 52 y 53, respectivamente, proponen sustituir dicho artículo 27 por el siguiente:


“Artículo 27.- El responsable de un animal calificado de peligroso que no cumpla las disposiciones a que alude el inciso segundo del artículo 6°, será castigado con multa de una a veinte unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se impondrá el doble de la multa.”.


La Comisión dio su aprobación a la indicación del Ejecutivo, precisando que el infractor puede ser tanto el dueño como el poseedor del animal, en concordancia con la regla sobre responsabilidad contenida en el artículo 6° del proyecto, y con otras adecuaciones formales.


Del mismo modo, acogió las indicaciones Nos 52 y 53, en todo aquello que es coincidente con la anterior, y rechazó la N° 51c, porque impone una sanción más blanda que la contenida en las indicaciones aprobadas.


- Concurrieron unánimemente a todos estos acuerdos los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 23.- El dueño o poseedor de un animal potencialmente peligroso que incumpliere las obligaciones que se le hayan impuesto conforme al artículo 4° será sancionado con una multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.

Artículo 24


La indicación N° 1.22, del Presidente de la República, plantea incluir el siguiente artículo 22:


“Artículo 22.- El criadero de mascotas o animales de compañía potencialmente peligrosos que incumpliere con las obligaciones establecidas en la presente ley y sus reglamentos, será sancionado con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia en la conducta, será sancionado con el doble de la multa. 


Si el criadero fiscalizado incurriere por tercera vez en la misma conducta, la autoridad fiscalizadora además de imponer una multa de treinta a noventa unidades tributarias procederá a clausurar el respectivo criadero.”.


Tampoco estas contravenciones tienen castigo especial en el proyecto aprobado en general, siéndoles aplicable, en consecuencia, la norma punitiva general contenida en el artículo 19 de ese proyecto, que se verá más adelante
.


Los funcionarios del Ejecutivo explicaron que en este caso específico la sanción propuesta es más severa, porque hay de por medio una actividad comercial de la que el infractor obtiene lucro.


- La indicación N° 1.22 fue aprobada con modificaciones de redacción, como artículo 24, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Larraín Fernández.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 24.- El criadero de mascotas o animales de compañía potencialmente peligrosos que incumpliere las obligaciones establecidas en la presente ley y sus reglamentos, será sancionado con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, será sancionado con el doble de la multa. 


Si el criadero incurriere por tercera vez en la misma conducta, se le impondrá una multa de treinta a noventa unidades tributarias y la autoridad fiscalizadora procederá a clausurarlo.”.

Artículo 25


El artículo 19 aprobado en general, que abre el Título VI, De las infracciones y sanciones,  sanciona pecuniariamente y, en caso de reincidencia, además con comiso del animal, toda contravención a esta ley. Su texto es el siguiente:

“TÍTULO VI

De las infracciones y sanciones


Artículo 19.- Toda contravención a esta ley se sancionará con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el Código Penal sobre maltrato animal.


En caso de reincidencia, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el Juez de Policía Local facultado para disponer el comiso del animal y su ingreso a un centro de mantención temporal o su entrega a la persona que designe para tal efecto y que acepte el encargo, por el plazo que determine. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médicos veterinarios, si los hubiera.”.


El Presidente de la República, mediante la indicación N° 1.23, propone una norma residual sobre responsabilidad infraccional, puesto que los preceptos anteriores se aplican a contravenciones específicas, como son la no inscripción en el Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos, el incumplimiento de las obligaciones que impone el artículo 4° al dueño de uno de tales animales y las que se cometan en los criaderos de los mismos. El texto de la indicación es el que sigue:


“Artículo 23.- Toda otra contravención a esta ley se sancionará con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 291 bis, 491 inciso segundo y 494 número 18 del Código Penal.


En caso de reincidencia de las infracciones establecidas en este Título, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y determinar su destino. Las entidades inscritas en el registro establecido en el artículo 14 podrán recibir a los animales decomisados hasta encontrar un nuevo tenedor. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médicos veterinarios del animal.”.


El artículo 19 aprobado en general fue objeto de cuatro indicaciones parlamentarias.


La indicación N° 37c, del Honorable Senador señor Bianchi, es para sustituir en el inciso primero de dicho artículo, el vocablo “cinco” por “quince”. En otras palabras, eleva el máximo de la multa.


Las indicaciones Nos 38 y 39, de los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, respectivamente, sustituyen el artículo 19 por el siguiente:


“Artículo 19.- Toda contravención a esta ley se sancionará con multa de una a 20 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el Código Penal sobre maltrato animal y otras normas relacionadas.


En caso de reincidencia, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y su ingreso a un refugio de animales  o a un centro de mantención temporal o su entrega a la persona que designe para tal efecto y que acepte el encargo, por el plazo que determine. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médicos veterinarios, si los hubiera.


 En los casos de los centros de mantención temporal que persigan fines de lucro podrá aplicarse multas de hasta  50 unidades tributarias mensuales, la clausura temporal, hasta por tres meses y o la clausura definitiva del establecimiento.”.


Por último, la indicación N° 39b, de los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi, es para reemplazar el artículo 19 por el siguiente:


“Artículo 19.- Toda otra contravención a esta ley se sancionará con multa de una a 30 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el Código Penal sobre maltrato animal y otras normas relacionadas.


En caso de reincidencia, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el Juez de Policía Local facultado para disponer el comiso del animal y su ingreso a un refugio de animales  o a un centro de mantención temporal o su entrega a la persona que designe para tal efecto y que acepte el encargo, por el plazo que determine. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios, si los hubiera.”.

El Honorable Senador señor Girardi consideró pertinente aumentar el límite superior de la sanción, con la finalidad de desincentivar la comisión de contravenciones. Además, hay que tener presente que, en general, los jueces no aplican la sanción mayor ante una primera infracción, a menos que haya un motivo que lo amerite.

°


En  definitiva, la Comisión acordó elevar el límite superior de la sanción a treinta unidades tributarias mensuales y eliminó en el primer inciso de la indicación del Ejecutivo la referencia al artículo 494, número 18, del Código Penal, para evitar las remisiones cíclicas, puesto que más adelante, en el literal b) del artículo 32, se adiciona dicho numeral con una oración que envía a la legislación especial, o sea, a la que establece este proyecto de ley.


Además, incluyó en el inciso segundo una frase que excluye de la norma sobre reincidencia a los infractores del precepto anterior, porque éste contempla una regla especial sobre la materia.


La indicación N° 37c no concitó apoyó, porque fija a la multa un límite superior que es más bajo que el aprobado por la Comisión.

En lo atinente a las demás indicaciones parlamentarias transcritas arriba, el abogado señor Galli señaló su conformidad con sus disposiciones, aunque acotó que se debiesen eliminar las referencias a los centros de mantención temporal de animales. Con dicha salvedad, las indicaciones fueron aprobadas, entendiéndose subsumidas en la norma correspondiente de la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo.


- La indicación N° 1.23 resultó aprobada con las modificaciones que quedan dichas, como artículo 25, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Larraín Fernández.

- La indicación N° 37c fue rechazada con igual unanimidad.


- Las indicaciones Nos 38, 39 y 39b se aprobaron con modificaciones que la adecuan a la del Ejecutivo, con los votos favorables de la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Larraín Fernández.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 25.- Toda otra contravención a esta ley se sancionará con multa de una a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 291 bis y 491, inciso segundo, del Código Penal.


En caso de reincidencia en las infracciones establecidas en este Título, salvo las tipificadas en el artículo anterior, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y determinar su destino. Las entidades inscritas en el registro establecido en el artículo 15 podrán recibir a los animales decomisados hasta encontrar un nuevo tenedor. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios del animal.”.

Artículo 26


El siguiente artículo 20 fue aprobado en general por el Senado:

“Artículo 20.- Las multas que se recauden por aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva y deberán ser destinadas exclusivamente a fines que permitan cumplir las disposiciones de esta ley, tales como la operación del sistema de registro de animales, de los planes de esterilización, de los centros de mantención temporal y de los programas de educación en tenencia responsable.”.

La indicación N° 1.24 del Presidente de la República propone el siguiente artículo 24:


“Artículo 24.- Las multas que se recauden por aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva.”.


Los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath formularon las indicaciones Nos 40 y 41, respectivamente, que reemplazan el artículo 20 aprobado en general por el que se indica enseguida:


“Artículo 20.- Las multas que se recauden por aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva y deberán ser destinadas exclusivamente a fines que permitan cumplir las disposiciones de esta ley, tales como la operación del sistema de registro de animales, de los planes de esterilización, y de los programas de educación en tenencia responsable.”.


A su vez, los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi presentaron la indicación N° 41b, para sustituir también el citado artículo 20, por el siguiente:


“Artículo 20.- Las multas que se recauden por la aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva, según corresponda y deberán ser destinadas exclusivamente a fines que permitan cumplir las disposiciones de esta ley, tales como la operación del sistema de registro de animales, de los planes de esterilización, y de los programas de educación en tenencia responsable.”.


El abogado señor Galli sostuvo que establecer que los recursos que se recauden por las multas que dispone el proyecto sean de beneficio municipal pone los incentivos correctos para que las autoridades comunales colaboren en la fiscalización del cumplimiento de la normativa. 


Sin embargo, expresó reparos sobre la constitucionalidad de la disposición que afecta dichos recursos a fines determinados. Precisó que la autonomía municipal en la administración de sus finanzas, consagrada en el artículo 122 de la Carta Fundamental, impediría al Ejecutivo patrocinar una iniciativa de esa índole.


El Honorable Senador señor Chahuán, si bien consideró útil poder destinar los recursos provenientes de las multas a fines que respalden la política sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía, concordó en que existiría una posible inconstitucionalidad en ello.


El Honorable Senador señor Girardi recalcó la importancia de la parte impugnada de estas indicaciones, puesto que el desarrollo de una política adecuada debiese contemplar el deber de los municipios de esterilizar y sanitizar a los perros vagos, para luego devolverlos a su medio ambiente y, en ese sentido, resulta muy relevante contemplar los recursos pertinentes para cumplir esos fines.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, se mostró partidario de establecer expresamente la obligación de los municipios de esterilizar a los animales vagos, aunque reconoció que la eliminación total del problema puede ser difícil de practicar, por la gran cantidad de recursos que se deben comprometer a ese fin. 


Por su parte, el abogado señor Galli explicó que si bien pesa sobre distintos entres públicos, incluidos los municipios, una obligación genérica de ocuparse de la situación de los perros vagos, el obligado a la esterilización es el dueño del animal. 


A mayor abundamiento, mencionó que el problema de los perros vagos debe ser analizado y enfrentado casuísticamente, en cada comuna, por lo que no posible generar reglas comunes para todos los municipios. Concluyó que, en la medida que existan fondos disponibles, la Estrategia Nacional podrá incluir la práctica de programas de esterilización masiva y obligatoria.


El Honorable Senador señor Girardi coincidió en que no existe uniformidad en todas las comunas respecto de los inconvenientes causados por perros vagos, pero destacó que en ciertas localidades constituyen un problema gravísimo, que debe ser necesariamente abordado por el municipio, a fin de disminuir drásticamente el número de animales en esa situación. 


- La indicación N° 1.24 fue aprobada sin enmiendas, como artículo 26, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Larraín Fernández.


- Las indicaciones Nos 40, 41 y 41b se aprobaron sólo en su parte inicial, en lo que coincide con la anterior, con igual unanimidad. El resto de ellas, en cuanto afectan el producto de las multas a fines determinados, fue rechazado por dos votos contra uno. Se pronunciaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín Fernández y a favor votó el Honorable Senador señor Girardi.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 26.- Las multas que se recauden por aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva.”.

Artículo 27


El artículo 21 aprobado en general dispone lo siguiente:


“Artículo 21.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley corresponderá a las municipalidades, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.”.


La indicación N° 1.26 del Presidente de la República consulta un artículo 26, del siguiente tenor:

“Artículo 26.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de sus reglamentos corresponderá a las municipalidades, y a la autoridad sanitaria en las materias de su competencia, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.”.


Los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath formularon las indicaciones Nos 42 y 43, respectivamente, mediante las cuales proponen reemplazar el artículo 21 arriba transcrito, por el que sigue:


“Artículo 21.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley corresponderá al Ministerio de Salud, a las municipalidades, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.”.


Los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi presentaron la indicación N° 43b, también para sustituir el artículo 21 aprobado en general, por el siguiente:


“Artículo 21.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley corresponderá, entre otras, al Ministerio de Salud y a las municipalidades, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.


Las infracciones a los reglamentos redactados por el Ministerio de Salud mencionados en la presente ley, serán sancionadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 174 del Código Sanitario.


Entiéndanse incluidos en el concepto de animales feroces del Nº 18 del artículo 494 del Código Penal, aquellos catalogados como animales peligrosos de acuerdo al artículo 2º y 6º de esta ley.


Todo responsable de un animal regulado en esta ley deberá responder civilmente de los daños causados por éste, conforme lo establecen los artículos 2326 y 2327 del Código Civil, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le  corresponda. 


Se exceptúan de las sanciones y responsabilidades señaladas en el presente artículo aquellos casos en que el ataque se produzca al interior de una propiedad debidamente cercada, cuando la persona dañada por el animal haya ingresado sin autorización del propietario o custodio, o cuando ésta estuviese perpetrando crimen o simple delito contra la persona o bienes del dueño o tenedor del perro.”.


El abogado señor Galli precisó que la autoridad fiscalizadora en el Ministerio de Salud son las Secretarías Regionales Ministeriales, que deben hacerse cargo de las materias sanitarias. En cuanto a las obligaciones fiscalizadoras de los municipios, indicó que están referidas al aseo y ornato, a la educación en tenencia responsable y a la dictación de una ordenanza local. 


El Honorable Senador señor Girardi expresó su preocupación por el hecho de que el proyecto de ley entregue el control de las infracciones, incluidas las que afectan a la salud, a los Juzgados de Policía Local, puesto que la sobrecarga de dichos tribunales, como ya se ha demostrado en otras materias, hace perder efectividad a los procedimientos y sanciones. Señaló Su Señoría ser partidario de que la imposición de sanciones sea consecuencia de la aplicación de un procedimiento breve y sumario, por parte de una autoridad fiscalizadora especializada.


Al respecto, el abogado señor Galli indicó que a las normas sanitarias que establece el proyecto se les aplicarán las disposiciones del Código Sanitario y, en especial, las procedimentales pertinentes, en caso de producirse alguna infracción a sus disposiciones. No obstante, en otras materias se ha preferido que sean los Jueces de Policía Local quienes se hagan cargo de los procesos contravencionales.


La Comisión prefirió consignar de manera explícita la aplicabilidad del Código Sanitario, lo que se materializó en la acogida que prestó al segundo inciso de la indicación N° 43b, que pasó a formar parte del artículo 27, también como inciso segundo.


Los incisos tercero, cuarto y quinto de la indicación N° 43b fueron descartados, porque sus disposiciones forman parte de los artículos 4°, inciso final, 9° y XX.


- La indicación N° 1.26 se aprobó sin enmiendas, como inciso primero del artículo 27, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Larraín Fernández.


- Las indicaciones Nos 42 y 43 se aprobaron con modificaciones que las hacen coincidentes con la anterior, con la misma votación.

- La indicación N° 43b se aprobó en parte, subsumiendo su inciso primero en el texto de la N° 1.26, e incorporando su inciso segundo, con una redacción adecuada, como inciso segundo del artículo 27 del proyecto que se propone en este informe. El acuerdo se adoptó con la misma unanimidad que los precedentes.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 27.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de sus reglamentos corresponderá a las municipalidades, y a la autoridad sanitaria en las materias de su competencia, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.


Las infracciones al Código Sanitario y sus normas complementarias serán sancionadas de acuerdo con lo establecido en el artículo 174 de dicho Código.”.

Artículo 28


La indicación N° 1.25 del Presidente de la República propone incluir en el proyecto el siguiente artículo 25:


“Artículo 25.- El juez competente deberá disponer el comiso y sacrificio de perros declarados potencialmente peligrosos que causen lesiones graves o la  muerte de una persona, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales del dueño o poseedor del animal. En este caso, deberán utilizarse métodos que provoquen una pérdida de conciencia inmediata y eviten el dolor o sufrimiento innecesario del animal, siempre bajo el control y la responsabilidad de un médico veterinario. Los costos derivados de la resolución judicial serán de cargo del dueño o poseedor del animal.


No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior, al ejemplar canino que diere muerte o causare lesiones graves al que se encontrare en la situación prevista y sancionada por el artículo 144 del Código Penal.”.


Este es el único artículo del proyecto que contempla el sacrificio del animal, como último recurso, cuando no hay otra medida posible para evitar nuevos eventos en que el animal produzca lesiones o la muerte ni alguien que asuma su tenencia responsable.


El artículo 144 del Código Penal tipifica y sanciona el delito de violación de morada, que comete el que entra en morada ajena contra la voluntad de su morador. 


Una disposición equivalente existía en el segundo inciso del artículo 9° aprobado en general, que eximía de responsabilidad civil y penal, en caso que el ataque de un animal regulado en esta ley se produjera al interior de una propiedad debidamente cercada y la persona dañada por el animal hubiera ingresado a ella sin autorización del propietario o custodio.




El abogado señor Galli recalcó que la medida sería aplicada por el juez y que se regula la forma en que debe realizarse el referido sacrificio. Observó que la norma es necesaria, porque da una señal potente a la población sobre las medidas que se podrán adoptar frente a este tipo de ataques sufridos por las personas. Informó que existen organizaciones internacionales que contemplan el sacrificio, en algunas circunstancias específicas.


El Honorable Senador señor Girardi, por su parte, manifestó su posición contraria al asesinato de animales, por cuanto ellos no tienen la capacidad de discernir, y si actúan de forma violenta es responsabilidad de su dueño, que no lo ha criado en las condiciones y con las atenciones adecuadas. Añadió que es inaceptable que se emplee la eutanasia para controlar la población canina o para castigar a un ser vivo inocente.


Advirtió también que la aprobación de una medida de este tipo provocará el rechazo de muchas organizaciones ambientalistas, especialmente por el compromiso que hizo en su momento el Ministro del Interior y de Seguridad Pública, en cuanto a excluir del proyecto toda posibilidad de eutanasia, proyecto que ha sido consensuado con organizaciones protectoras de animales.


Sin perjuicio de lo anterior, se mostró partidario de que el animal, en caso de una agresión de la gravedad descrita en la indicación, sea decomisado y entregado a un criadero para su rehabilitación y eventual adopción. 

El abogado señor Galli enfatizó que la posibilidad de rehabilitación de un animal y de reincorporación a su hábitat es muy difícil, además de involucrar un gasto bastante alto y que ello no asegura que el animal no vuelva a atacar. Reiteró que la situación en que se permite el sacrificio es excepcional y razonable, ya que es una decisión tomada por un juez, una vez acreditada la agresividad del animal y sus efectos.


El abogado señor Vega agregó que la norma en comento aplica una medida como “ultima ratio”, por cuanto para adoptarla el juez el animal agresor tuvo que haber sido previamente declarado como potencialmente peligroso, lo cual impone medidas adicionales de seguridad; entonces, el ataque a una persona demostraría que dichos resguardos no fueron adoptados por el responsable.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consideró que una fórmula para lograr consenso sería que la medida del sacrificio fuera facultativa para el juez, no obligatoria, y aplicable en caso de una agresión de la gravedad especificada en la indicación.


En vista de la discusión precedente, el Ejecutivo presentó una redacción alternativa de la indicación en comento, expresada en los siguientes términos:


“Artículo 25.- El juez competente en materia penal, deberá disponer el comiso de los perros declarados potencialmente peligrosos en el proceso judicial que causen lesiones graves o la muerte de una persona, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales del dueño o poseedor del animal. El perro comisado, será puesto a disposición de las organizaciones de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto por la presente ley, quienes se harán cargo de él para efectos de que sea rehabilitado si fuere posible, y reubicado en un lugar apto, previo examen de expertos de forma que no constituya un peligro para las personas.


En el evento de que ninguna organización o particular distinto al dueño, pudiera hacerse cargo del espécimen incautado, o que fuere imposible su rehabilitación en términos que no pueda ser reubicado, la organización proteccionista o el Tribunal en última instancia, estarán facultados para proceder al sacrificio del animal. En este último caso, deberán utilizarse métodos que provoquen una pérdida de conciencia inmediata y eviten el dolor o sufrimiento del animal, siempre bajo el control y la responsabilidad de un médico veterinario. Los costos derivados de la resolución judicial serán de cargo del dueño o poseedor del animal.


No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior, al ejemplar canino que diere muerte o causare lesiones graves, al que se encontrare en la situación prevista y sancionada por el artículo 144 del Código Penal, así como tampoco al que se introdujere sin autorización de los moradores al domicilio, residencia o morada, sin justificación alguna o con el propósito de cometer delito.”


Al respecto, el abogado señor Galli destacó que se ha dialogado con organizaciones protectoras de los animales, las cuales se mostraron conformes con la posibilidad de mantener el sacrificio, si previamente un experto ha certificado que el animal agresor no es susceptible de ser rehabilitado.


Agregó que la medida del sacrificio no se aplicará en caso de ataque a una persona, si ésta ha ingresado a una propiedad ajena sin autorización de los moradores o con el propósito de cometer delito.


El Honorable Senador señor Girardi enfatizó que la eutanasia sólo puede llevarse a cabo cuando el ser vivo que sufrirá ese procedimiento ha expresado su consentimiento en tal sentido, lo que no puede ocurrir en el caso de un animal. Por lo tanto, añadió, el sacrificio de un animal incluye un componente esencialmente valórico y no técnico.


Concordó con el argumento anterior el Honorable Senador señor Rossi, quien manifestó que, de acuerdo a sus principios, no aprueba la matanza de animales en ningún caso.


En otro aspecto, recalcó que debe asegurarse la entrega de recursos suficientes a las organizaciones promotoras de la tenencia responsable de mascotas, que incentive a dichas entidades a efectuar procesos de rehabilitación adecuados de los animales que han protagonizado episodios de agresión.


Conforme con lo expuesto, la Comisión acordó rechazar la indicación N° 1.25 y la propuesta alternativa presentada, por la mayoría de sus miembros presentes.


- Votaron en contra los Honorables Senadores señores Girardi y Rossi. Por la aprobación se manifestó el Honorable Senador señor Uriarte. El Honorable Senador señor Chahuán se abstuvo.


Repetida la votación en cumplimiento de lo que dispone el artículo 178 del Reglamento del Senado en caso de que las abstenciones determinen que el asunto quede sin resolver, se registró el mismo resultado, por lo que se aplicó lo dispuesto en el inciso segundo del  artículo citado y la abstención se adicionó a la opción mayoritaria, que fue la del rechazo.


- En consecuencia, la indicación resultó rechazada por 3 votos contra 1, en sus dos versiones. 


En sesiones posteriores se solicitó y aprobó unánimemente reabrir debate sobre esta indicación.


En definitiva, se mantuvo el criterio de proscribir el sacrificio animal pero, haciéndose cargo la Comisión de la gravedad del hecho de que un ser irracional cause lesiones graves o la muerte de una persona, concluyó que los efectos y sanciones deben recaer en el responsable del animal y no en éste. De tal modo que se acogió parcialmente la indicación, de manera que en la hipótesis descrita el juez podrá ordenar la incautación y el comiso del animal agresor, para su rehabilitación, sanitización, esterilización y reubicación, en su caso, de forma que no constituya un peligro para las personas.


Se conservaron asimismo la disposición que pone de cargo del responsable del animal los costos originados por todas estas acciones y la que excluye la aplicación de las reglas de este artículo en caso de que el ataque con los resultados ya dichos ocurra en perjuicio de quien viola una morada o ingresa a ella sin autorización o con el propósito de delinquir.


- Con esas enmiendas, la indicación N° 1.25 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Uriarte.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente

“Artículo 28.- El juez competente en materia penal deberá disponer la incautación de los perros declarados potencialmente peligrosos que hayan causado lesiones graves o la muerte de una persona, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales del dueño, poseedor o cuidador del animal. El perro incautado será puesto a disposición de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, las que se harán cargo de él para efectos de que sea rehabilitado, si fuere posible, y para sanitizarlo, esterilizarlo y, si finalmente se decreta su comiso, reubicarlo en un hogar apto, previo examen de expertos, de forma que no constituya un peligro para las personas. Los costos derivados de la resolución judicial serán de cargo del dueño o poseedor del animal.

No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior al ejemplar canino que diere muerte o causare lesiones graves al que se encontrare en la situación prevista y sancionada por el artículo 144 del Código Penal, así como al que se introdujere a un domicilio, residencia o morada sin autorización de los moradores ni justificación alguna o con el propósito de cometer delito.”.

Artículo 29


El artículo 23 aprobado en general, que da inicio al Título VIII, es del tenor siguiente:

“TITULO VIII

Disposiciones Generales


Artículo 23.- La autoridad sanitaria y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o con otros organismos públicos o privados, con o sin transferencia de fondos, para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.”.


La indicación N° 1.27 del Presidente de la República, que da inicio al Título VII, reza como sigue:

“TÍTULO VII

Disposiciones Generales


Artículo 27.- La autoridad competente y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o con otros organismos públicos o privados, para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.”.


Los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath y Girardi, respectivamente, formularon las indicaciones Nos 46, 47 y 47b, para sustituir el artículo 23 aprobado en general por el que se indica a continuación:


“Artículo 23.- La autoridad sanitaria y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.”.


El abogado señor Galli explicó que se prefirió utilizar la palabra “competente” en vez de “sanitaria”, en referencia a la autoridad que podrá celebrar convenios, ya que la ley no sólo tiene una finalidad sanitaria, sino también de seguridad pública.


Agregó que el fundamento de la norma es permitir la externalización a terceros de ciertos deberes contemplados en el proyecto de ley.


- La indicación N° 1.27 fue aprobada sin enmiendas pero ajustando la numeración del artículo, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Larraín Fernández.


- Conjuntamente y con la misma votación fueron aprobadas las indicaciones Nos 46, 47 y 47b, adecuando su redacción a la de la precedente.

El rótulo del Título VII y el precepto aprobado por la Comisión son los siguientes:

“TÍTULO VII

Disposiciones Generales


Artículo 29.- La autoridad competente y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o con otros organismos públicos o privados, para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.”.

Artículo 30


El artículo 24 aprobado en general es el siguiente:


“Artículo 24.- Los Jueces de Policía Local serán competentes para conocer las materias de que trata esta ley, de acuerdo con las normas de la ley N° 18.287, quedando facultados para disponer todas las medidas que estimen pertinentes a fin de asegurar el bienestar del animal.”.


Mediante la indicación N° 1.28 el Presidente de la República propone el siguiente precepto:


Artículo 28.- Los jueces de policía local serán competentes para conocer de las infracciones de que trata esta ley, de acuerdo con las normas de la ley N° 18.287, quedando facultados para disponer todas las medidas que estimen pertinentes a fin de asegurar el bienestar del animal y de las personas.”.


A su vez, los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath y Girardi presentaron las indicaciones Nos 48, 49 y 49b, respectivamente, para reemplazar el artículo 24 aprobado en general, por el siguiente:


“Artículo 24.- Los jueces de policía local serán competentes para conocer las materias sobre las que les compete en esta ley, de acuerdo con las normas de la ley N° 18.287, quedando facultados para disponer  las medidas que estimen pertinentes, de acuerdo a sus atribuciones, a fin de asegurar el bienestar del animal.”.


El abogado señor Galli expuso que el juez podrá tomar todas las medidas que permitan asegurar el bienestar, tanto del animal como de las personas, lo cual representa una innovación en esta materia.


La Comisión estimó pertinente adicionar la indicación del Ejecutivo con la frase “de acuerdo a sus atribuciones”, contenida en las de iniciativa parlamentaria, a continuación de la oración que faculta a estos jueces para disponer “todas las medidas que estimen pertinentes”.


- La indicación N° 1.28 fue aprobada con la enmienda indicada, como artículo 30, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Larraín Fernández.


- Las indicaciones Nos 48, 49 y 49b se aprobaron con igual votación unánime, en todo lo que es coincidente con la anterior, adecuando su redacción a tal efecto.

El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 30.- Los jueces de policía local serán competentes para conocer las materias sobre las que les compete en esta ley, de acuerdo con las normas de la ley N° 18.287, quedando facultados para disponer  las medidas que estimen pertinentes, de acuerdo a sus atribuciones, a fin de asegurar el bienestar de las personas y del animal.”.

- - - - - - - -

Artículo 31


Como se ha dicho, la indicación del Presidente de la República, en cuanto sustituye íntegramente el proyecto aprobado en general por el Senado no consulta el artículo 22 aprobado en general, por lo que la aprobación de aquélla conllevaría necesariamente el rechazo de este artículo, que instituye una acción especial y está concebido en los siguientes términos:

“TÍTULO VII

De la acción especial


Artículo 22.- Toda persona que sea amenazada o perturbada en su vida, su salud o su integridad, por acción de un animal de los que trata esta ley, podrá denunciar el hecho, sin mayor formalidad, ante el Juez de Policía Local competente, a fin de que éste, en el más breve plazo, adopte las medidas que estime necesarias para eliminar dicha amenaza o perturbación.


El juez podrá decretar la inspección personal del tribunal o requerir de la autoridad sanitaria, profesionales u organismos que estime pertinentes, los informes que sean necesarios para determinar las medidas a adoptar en relación con la mascota o animal de compañía.”.


Los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath hicieron las indicaciones Nos 44 y 45, respectivamente, para eliminar este artículo.

El abogado señor Galli informó que se ha solicitado al Ministerio de Justicia un informe sobre la eventual existencia de otras acciones cautelares en la legislación nacional que tengan la misma finalidad, lo cual haría innecesaria esta norma.




La Comisión consideró relevante mantenerla, puesto que las personas deben contar con un marco legal adecuado, de carácter preventivo, con la finalidad de protegerse ante un posible riesgo o amenaza causado por un animal potencialmente peligroso, por la irresponsabilidad de su dueño. Consecuencia de ello fue el rechazo de las indicaciones parlamentarias.


- Las indicaciones Nos 44 y 45 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Larraín Fernández.

El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 31.- Toda persona que sea amenazada o perturbada en su vida, su salud o su integridad, por acción de un animal de los que trata esta ley, podrá denunciar el hecho, sin mayor formalidad, ante el Juez de Policía Local competente, a fin de que éste, en el más breve plazo, adopte las medidas que estime necesarias para eliminar dicha amenaza o perturbación.

El juez podrá decretar la inspección personal del tribunal o requerir de la autoridad sanitaria, profesionales u organismos que estime pertinentes, los informes que sean necesarios para determinar las medidas a adoptar en relación con la mascota o animal de compañía.”.

- - - - - - - -

Artículo 32


El Senado aprobó en general el siguiente artículo 25:


“Artículo 25.- Las disposiciones contenidas en esta ley, se aplicarán supletoriamente a lo dispuesto en la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley Nº 18.755, del Servicio Agrícola y Ganadero; la ley Nº 4.601, sobre Caza; la ley Nº 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. Nº 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias, la ley N° 20.380, sobre protección de animales y otras leyes especiales.”.


El Presidente de la República, en la indicación N° 1.29, propuso el siguiente texto:


“Artículo 29.- Las disposiciones contenidas en esta ley se aplicarán supletoriamente, en especial respecto de lo dispuesto en la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley N° 18.755, del Servicio Agrícola y Ganadero; la ley N° 4.601, sobre Caza; la ley N° 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias, y otras leyes especiales.”.


El abogado señor Galli expresó que el artículo en comento tiene como propósito clarificar que las disposiciones del proyecto tienen aplicación sólo a mascotas o animales de compañía y no en general a las especies animales.


La Comisión estimó pertinente incorporar también una referencia a la ley N° 20.380, sobre protección de animales, además de actualizar la mención de la ley N° 4.601, que ha sido reemplazada por la ley N° 19.473.


- La indicación N° 1.29 se aprobó con esas modificaciones, como artículo 32, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 32.- Las disposiciones contenidas en esta ley se aplicarán supletoriamente, en especial respecto de lo dispuesto en la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley N° 18.755, sobre el Servicio Agrícola y Ganadero; la ley N° 19.473, sobre Caza; la ley N° 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias; la ley N° 20.380, y otras leyes especiales.”.

Artículo 33


El artículo 26 aprobado en general modifica el Código Penal en los siguientes términos:


“Artículo 26.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 291 bis del Código Penal:


“Se impondrá además la pena accesoria de prohibición absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, al que sea condenado por el delito sancionado en el inciso anterior, y al que infrinja lo dispuesto en el artículo 8° de la Ley sobre Tenencia Responsable de mascotas o animales de compañía. Esta pena accesoria no podrá ser sustituida ni rebajada y se aplicará en todo caso.”.”.


La indicación N° 1.30 del Presidente de la República, en cambio, introduce una enmienda al mismo Código, propuesta  como artículo 30 del proyecto. Su texto es el que se indica a continuación:


“Artículo 30.- Agrégase al número 18 del artículo 494 del Código Penal, la siguiente oración final: “En el caso de los animales de la especie canina considerados potencialmente peligrosos, se aplicará lo dispuesto por la legislación especial sobre la materia.”.


Las indicaciones Nos 50, 51 y 51b, de los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath y Girardi, respectivamente, proponen reemplazar el artículo 26 aprobado en general por el que sigue:


“Artículo 26.- Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 291 bis del Código Penal:


“Se impondrá, además, la pena accesoria de prohibición absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, al que sea condenado por el delito sancionado en el inciso anterior, y al que infrinja lo dispuesto en el artículo 8° de la Ley sobre Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía. Esta pena accesoria no podrá ser sustituida ni rebajada y se aplicará en todo caso.


Asimismo, podrán querellarse en los delitos de maltrato o crueldad las organizaciones con personalidad jurídica que tengan por finalidad la protección de los animales.”.”.




El abogado señor Galli advirtió que en la doctrina penal son muy discutidas las penas de inhabilitación. No obstante, estimó que en este caso el efecto es limitado y consideró de toda lógica dicha pena, sin perjuicio de que su campo de aplicación estará acotado a quienes posean un animal potencialmente peligroso, ya que sería imposible fiscalizar el cumplimiento de la inhabilidad en el caso de personas que tengan animales que no detenten esa calidad.


En cuanto al inciso segundo de las indicaciones parlamentarias, anotó que presenta un problema de asistematicidad con las reglas generales para querellarse en un procedimiento criminal, puesto que en la lógica de la reforma procesal penal la acción penal pública la ejerce el Ministerio Público, y si bien se reconoce a la víctima la posibilidad de querellarse, el requisito habilitante no se da en este caso, ya que la víctima, el animal, no es sujeto de derechos. 


Recalcó que, a su juicio, tiene una grave implicancia otorgar la facultad de querellarse a quienes no sean los ofendidos por el delito, ya que con ello se perfora la lógica con que se ha instaurado el nuevo proceso penal. 


El Honorable Senador señor Girardi replicó que en una situación de maltrato la víctima es precisamente el animal, por lo que es necesario cautelar mediante una acción pública el bien jurídico que impone respetar su integridad y dignidad como ser vivo y animado. Por lo tanto, como la víctima en este caso no puede defenderse, es pertinente que las organizaciones especializadas que dedican su acción a la protección de los animales puedan ejercer las acciones legales correspondientes y dar inicio a un debido proceso.


Por lo demás, aclaró, en otras leyes se ha establecido la posibilidad de accionar popularmente, y citó el caso de las normativas en materia ambiental. 


El abogado señor Galli sugirió que, en caso de aprobarse la norma en cuestión, la facultad de querellarse quede restringida a las organizaciones no gubernamentales inscritas en el registro respectivo establecido en este proyecto y sólo respecto de los delitos contemplados en el artículo 291 bis del Código Penal.


La Comisión acogió con modificaciones, tanto la indicación del Ejecutivo como las de iniciativa parlamentaria, refundiéndolas en un artículo 33 que, en dos literales, instaura la prohibición absoluta perpetua de tenencia, la legitimación activa de las organizaciones inscritas en el Registro del artículo 15 de este proyecto de ley en procesos por el delito del artículo 291 bis del Código Penal y reconoce el carácter especial de los preceptos del proyecto respecto de normas similares del citado Código que tipifican y sancionan como falta dejar suelto en lugar accesible al público animales feroces, que esta iniciativa legal asimila a los animales declarados potencialmente peligrosos.


- Las indicaciones Nos 1.30, 50, 51 y 51b fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte. Le corresponde el número 33.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 33.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 291 bis: 


“Se impondrá, además, la pena accesoria de prohibición absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, al que sea condenado por el delito sancionado en el inciso anterior y al que infrinja lo dispuesto en el artículo 7° de la ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos. Esta pena accesoria no podrá ser sustituida ni rebajada y se aplicará en todo caso.


Podrán querellarse en los procesos por los delitos de este artículo las organizaciones con personalidad jurídica que tengan por finalidad la protección de los animales y que se hallen inscritas en el Registro a que se refiere el artículo 15 de la ley indicada en el inciso precedente.”.


b) Agrégase al número 18 del artículo 494 del Código Penal la siguiente oración final: “En el caso de los animales de la especie canina considerados potencialmente peligrosos, se aplicará lo dispuesto por la legislación especial sobre la materia.”.”.

- - - - - - - -

Indicación N° 54


De la Honorable Senadora señora Rincón, para incorporar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo …- Derógase el artículo 2.327 del Código Civil.”.


La Comisión consideró que la proposición excede con mucho las ideas matrices del proyecto, pues deroga una norma sobre responsabilidad extracontractual de aplicación general en el ordenamiento jurídico nacional.


- Por acuerdo de la Comisión fue declarada inadmisible. Concurrieron a la decisión de los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

Indicación N° 55


De la Honorable Senadora señora Rincón, para incorporar el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ….- Concédese acción popular por falta de servicio contra el Estado por la acción dañosa de los animales vagos sujetos al control humano, y en particular de los perros.”.


- Visto el criterio adoptado en la resolución de las indicaciones Nos 50, 51 y 51b, ésta fue rechazada con igual unanimidad que la que adoptó el acuerdo anterior.
- - - - - - - - -

Indicación N° 1.31


La indicación N° 1.31 del Presidente de la República plantea incluir el siguiente artículo 31, nuevo:

“Artículo 31.- Esta ley entrará en vigencia un año después de su publicación en el Diario Oficial.”.


El abogado señor Galli explicó que el plazo es para efectos de la dictación de los reglamentos necesarios y para implementar los registros que crea la ley.


La Comisión advirtió que existen ciertas materias que deben regir de inmediato, una vez publicada la ley, por ejemplo, las normas que establecen sanciones. Para dictar reglamentos y crear y poner en funcionamiento los registros el lapso de un año resulta excesivo. 


En vista de lo cual, se reemplazó el texto del artículo permanente propuesto por uno transitorio, basado en la redacción sugerida por los abogados del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que difiere la entrada en vigencia de los registros del artículo 12, así como de la obligación de inscribirse en ellos, cuestiones que quedan supeditadas a la dictación de los reglamentos de la ley, que también tienen plazo. De esta manera, la ley será aplicable en su mayor parte desde el momento mismo de su publicación, salvas las excepciones establecidas en los tres artículos transitorios.


La norma aprobada es el artículo segundo transitorio, que se consignará más adelante, para mantener el esquema de desarrollo del presente informe.


- Votaron unánimemente el acuerdo los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

- - - - - - - -

Artículo 34


Tiene su origen en la segunda parte de la indicación N° 31b y en las indicaciones Nos 32 y 33.


La segunda parte de la indicación N° 31b, de los Honorables Senadores señores  Horvath y Girardi, agrega el siguiente inciso nuevo al artículo 13 de la ley N° 20.380:


“Sin perjuicio de lo anterior en las infracciones a los artículos 5º y 11º de esta ley, podrá imponerse la clausura temporal, hasta por tres meses y o la clausura definitiva del establecimiento, aplicándose el procedimiento señalado en el inciso anterior.”.


Por su parte, los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath, respectivamente, mediante las indicaciones Nos 32 y 33, proponen intercalar un artículo nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo ….- Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 13 de la ley N° 20.380:


“Sin perjuicio de lo anterior, en las infracciones a los artículos 5° y 11 podrá imponerse la clausura temporal hasta por tres meses o la clausura definitiva del establecimiento.”.”.


El contenido de estas tres últimas indicaciones es similar.


El artículo 13 de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, sanciona las infracciones a las normas relacionadas con las instalaciones adecuadas a las respectivas especies y categorías de animales que deben cumplir los circos, parques zoológicos y otros lugares destinados al espectáculo o exhibición de los animales; con los laboratorios de diagnóstico veterinario; con los establecimientos destinados a la producción industrial de animales y sus productos, y con los locales comerciales establecidos para la compraventa de animales, para evitar el maltrato y el deterioro de la salud de los mismos; así como las infracciones vinculadas al beneficio y sacrificio de animales y al transporte de ganado.


Estas infracciones son sancionadas con multa. Las indicaciones proponen agregar la pena de clausura temporal o definitiva, en el caso de contravenciones en materia de beneficio y sacrificio de animales y de transporte de ganado.

 
El abogado del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, hizo presente sus dudas, en el sentido de que la indicación no tendría relación con las ideas matrices del proyecto, ya que la iniciativa de ley en informe trata de los animales de compañía o recreación y no se ocupa de ellos como objetos de comercio o industria.


- La Comisión, teniendo presente que otras disposiciones del proyecto se refieren a la ley N° 20.380, aprobó con cambios de redacción las indicaciones Nos 32 y 33, así como la segunda parte de la indicación N° 31b, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte. Se ubicó como artículo 34 del proyecto propuesto al final.


El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo 34.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 13 de la ley N° 20.380, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Además de las sanciones señaladas en el inciso precedente, podrá imponerse la clausura temporal del establecimiento hasta por tres meses. En caso de reincidencia en alguna de esas conductas, procederá la clausura definitiva.”.”.

Artículo 35


La indicación N° 1.32 del Presidente de la República plantea incluir el siguiente artículo 35, nuevo:


“Artículo 35.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público, y, en los años siguientes, con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.”.


- Fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.
- - - - - - - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero


El Presidente de la República planteó la indicación N° 1.33, para agregar el siguiente artículo primero transitorio, nuevo, antecedido de un epígrafe alusivo:

“Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Los reglamentos contemplados en la presente ley deberán ser dictados dentro del plazo de 180 días contados desde su publicación.”.


La indicación N° 56, de los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi, propone incorporar al proyecto dos artículos transitorios, precedidos del epígrafe Título IX. El texto del primero de ellos es el siguiente:


“Artículo Primero.- Los reglamentos contemplados en la presente ley deberán ser dictados dentro del plazo de 120 días contados desde su publicación.”.


- Ambas indicaciones fueron aprobadas, la 
N° 56 asimilándola a la otra en materia de la extensión del plazo, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo primero.- Los reglamentos contemplados en la presente ley deberán ser dictados dentro del plazo de ciento ochenta días contados desde su publicación.”.

- - - - - - - - -

Artículo segundo


Como se ha dicho, a raíz del reemplazo del precepto incluido en la indicación N° 1.31 del Ejecutivo, se abordó el tema de la vigencia diferida en un artículo segundo transitorio nuevo, redactado en los siguientes términos:


“Artículo segundo.- Los registros señalados en el artículo 12 deberán estar disponibles para su utilización por los usuarios en el plazo de noventa días, contados desde la fecha de entrada en vigencia de los reglamentos respectivos.


Las personas naturales y jurídicas que deban inscribirse en ellos deberán hacerlo en el plazo de ciento ochenta días, contados desde la fecha en que los registros se encuentren disponibles para su utilización.”.


- Se reitera aquí que esta norma se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.
- - - - - - - - -

Artículo tercero


El Presidente de la República mediante la indicación N° 1.34, propone agregar el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:


“Artículo segundo.- Las municipalidades, dentro del plazo de 60 días contados desde la publicación del reglamento establecido en el artículo 4°, deberán dictar la ordenanza municipal establecida en el artículo 5°. 


Aquellas municipalidades que a la fecha de publicación de esta ley ya hubieren dictado ordenanzas referidas a esta materia, deberán adaptarlas al reglamento dentro del mismo plazo contemplado en el inciso precedente.”.


Se transcribe a continuación el segundo de los preceptos transitorios propuestos en la indicación N° 56, de los Honorables Senadores señores Horvath y Girardi:


“Artículo Segundo.- Las municipalidades, dentro del plazo máximo 7 meses contados desde la publicación de la presente ley, deberán dictar las ordenanzas municipales  señaladas en el artículo 5°. 


Aquellas municipalidades que a la fecha de publicación de esta ley ya hubieren dictado ordenanzas referidas a esta materia, deberán adaptarlas a la presente  dentro del mismo plazo contemplado en el inciso precedente.”.


- Ambas fueron aprobadas con correcciones de redacción y como artículo tercero transitorio, ajustando el plazo de la N° 56 al lapso menor fijado por la del Presidente de la República, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.

El precepto aprobado por la Comisión es el siguiente:


“Artículo tercero.- Las municipalidades, dentro del plazo de sesenta días contados desde la publicación del reglamento establecido en el artículo 4°, deberán dictar la ordenanza municipal establecida en el artículo 5°. 


Aquellas municipalidades que a la fecha de publicación de esta ley ya hubieren dictado ordenanzas referidas a esta materia, deberán adaptarlas al reglamento, dentro del mismo plazo contemplado en el inciso precedente.”.

- - - - - - -

MODIFICACIONES




En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Salud propone introducir las siguientes modificaciones al proyecto de ley propuesto en el Informe Complementario del Nuevo Primer Informe, aprobado en general por el Senado:

Artículo 1°


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer normas destinadas a:


1) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía.


2) Proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía, a fin de evitar un impacto negativo en la salud de las personas.


3) Proteger la salud animal y promover su bienestar mediante la tenencia responsable.


4) Determinar las obligaciones y derechos de los responsables de mascotas o animales de compañía.”.

(Indicaciones Nos 1.1, 2, 3, 3b, 4 y 5, unanimidad 3x0).

Artículo 2°


- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos o domesticados, cualquiera sea su especie, que sean mantenidos por las personas para fines de recreación, compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. 


2) Animal abandonado: toda mascota o animal de compañía que se encuentre sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto, sin dispositivos externos o internos que permitan su identificación.


3) Animal potencialmente peligroso: todo animal que ha sido calificado como tal por la autoridad competente, de acuerdo a los criterios y los parámetros establecidos en el artículo 4°, de conformidad con el procedimiento que fije el reglamento correspondiente.


4) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide mantener una mascota o animal de compañía y que consisten, entre otras, en registrarlo ante la autoridad competente cuando corresponda, proporcionarle alimento, albergue y buen trato, brindarle los cuidados veterinarios indispensables para su bienestar y no someterlo a sufrimientos a lo largo de su vida.


La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como a las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas, y la obligación de adoptar todas las medidas necesarias para evitar que la mascota o animal de compañía pueda causar daños a la persona o propiedad de otro.”.

(Indicaciones Nos 1.2, 12 y 13, unanimidad 3x0)
Título II


- Agregar al final del epígrafe lo siguiente “o animales de compañía”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3x0).
Artículo 3°


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 3°.- Los órganos de la Administración del Estado, y en especial la autoridad municipal, en ejercicio de sus respectivas atribuciones, promoverán la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en concordancia con lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, a fin de asegurar el bienestar del animal y de su dueño, y así evitar eventuales daños causados por los animales. “.

(Indicación No 1.3, unanimidad 3x0)
Artículos 4° y 6°


- Reemplazarlos por el siguiente:


“Artículo 4°.- Mediante un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública se establecerá la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable respecto de aquellos animales de la especie canina calificados como potencialmente peligrosos en conformidad a esta ley.


El reglamento señalado en el inciso precedente calificará como potencialmente peligrosos a ejemplares de la especie canina, que: 


a) pertenezcan a ciertas razas, y sus cruces o híbridos, o


b) por sus características físicas, tales como su tamaño o potencia de mandíbula, o por episodios anteriores de agresión o por su carácter agresivo, puedan causar lesiones leves a personas o daños de consideración a otros animales de su misma especie. Todo ello basado en la información científica disponible y en la evaluación de expertos en conducta animal.


Asimismo, el juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso a aquel ejemplar de la especie canina que haya causado lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie.


El responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso conforme a lo dispuesto en este artículo, deberá adoptar las medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento respecto del ejemplar, tales como la circulación de éste con bozal o arnés, la esterilización del mismo, la restricción a la circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes públicos y la prohibición de dejarlo al cuidado de menores de 18 años de edad.


El reglamento fijará condiciones de tenencia especiales, tales como prohibición de adiestramiento para la agresión; obligación de mantener a los animales en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas; contar con un seguro de responsabilidad civil, y esterilización obligatoria, en su caso. De ser necesario, se podrá exigir evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, por parte de un médico siquiatra, para establecer si sufren alguna patología siquiátrica grave, a fin de determinar si en la especie la tenencia representa un riesgo para la seguridad de las personas o para el bienestar de los animales.


El animal que sea calificado como potencialmente peligroso será considerado animal fiero, para todos los efectos legales.”.

(Indicaciones Nos 1.4, 16 y 17, mayoría 3x1 abstención)

(Indicaciones Nos 20, 21 y 21b, unanimidad 4x0)

Artículo 5°


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 5°.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía en el territorio comunal, la que deberá ajustarse a la normativa legal que regula la materia y al reglamento que se dicte a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


Sin perjuicio de lo anterior, las ordenanzas municipales no podrán permitir la utilización de métodos que permitan el sacrificio de animales como método de control de la población animal.”.

(Indicaciones Nos 1.5, 18, 19 y 19b, mayoría 3x1 abstención)

Artículo 7°


- Reemplazarlo por el siguiente, como artículo 6°:


“Artículo 6°.- Será responsable de las mascotas o animales de compañía su dueño o poseedor. Sin perjuicio de lo anterior, quien tenga un animal bajo su cuidado responderá como fiador de los daños producidos por éste, en los términos establecidos en el Título XXXVI del Libro Cuarto del Código Civil. 


El responsable de una mascota o animal de compañía estará obligado a la adecuada identificación del mismo y de su dueño y a su inscripción en el registro respectivo, cuando corresponda; como asimismo, a su alimentación, manejo sanitario, especialmente la recolección y eliminación de heces, y al cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


Será obligación del responsable de una mascota o animal de compañía mantenerlo en su domicilio, residencia o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá cumplir en todo momento con las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud, el que deberá sujetarse a las disposiciones pertinentes del Código Sanitario.”.

(Indicaciones Nos 1.6, unanimidad 3x2 abstenciones, y 21c, unanimidad 3x0)

Artículo 8°


- Reemplazarlo por el siguiente, como artículo 7°:


“Artículo 7°.- Se prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido a incentivar la agresividad del animal.


La organización, promoción o difusión de espectáculos, competencias o desafíos que involucren peleas de animales serán castigadas de acuerdo al artículo 291 bis del Código Penal.”.

(Indicación No 1.7, unanimidad 3x0)

- - - - - - - -


- Intercalar a continuación el siguiente artículo 8°, nuevo:


“Artículo 8°.- El abandono de animales en bienes públicos, parques, plazas y en sitios eriazos o baldíos será sancionado con la multa establecida en el artículo 23.


Las municipalidades retirarán de los bienes nacionales de uso público y demás lugares mencionados en el inciso anterior, todo animal abandonado y lo entregarán a alguna de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona que asuma su tenencia responsable.”.

(Indicación No 1.8, unanimidad 3x0)

- - - - - - - - -

Artículo 9°


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 9°.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley deberá responder civilmente de los daños causados por éste, conforme lo establecen los artículos 2326 y 2327 del Código Civil, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.”.

(Indicaciones Nos 1.9 y 23d, unanimidad 3x0)

Artículo 10


- Pasa ser inciso segundo del artículo 8°, redactado como se indicó en su oportunidad.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3x0).

Artículo 11


- Suprimirlo.

(Indicaciones Nos 28 y 29, unanimidad 3x0).

TÍTULO IV 

Artículos 12, 13 y 14


- Rechazarlos.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3x0).

Artículo 16


- Suprimirlo.

(Artículo 121, del Reglamento del Senado, unanimidad 3x0).

Artículo 17


- Pasa a ser artículo 11, sin enmiendas.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3x0)
Artículo 18


- Pasa a ser artículo 10, sustituido por el siguiente:


“Artículo 10.- En los eventos en que participen o se exhiban mascotas o animales de compañía, el organizador será solidariamente responsable de las lesiones o daños que pudieren ocasionar los animales en las personas, la propiedad o el medio ambiente.”.

(Indicación 1.10, unanimidad 3x0)

- - - - - - - -


- Insertar a continuación el siguiente Título IV y los artículos 12 a 18, nuevos:

“TÍTULO IV

De los Registros


Artículo 12.- Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública mantener y administrar:


1°. Un registro de animales potencialmente peligrosos de la especie canina;


2°. Un registro de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de animales, y 


3°. Un registro de criadores y vendedores de razas consideradas potencialmente peligrosas. 


Para estos efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá licitar la elaboración, administración y mantención de los registros recién señalados. 

(Indicación No 1.11, unanimidad 4x0)

1. Del Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la especie canina


Artículo 13.- Los dueños de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean calificados como potencialmente peligrosos de conformidad a lo dispuesto por esta ley, deberán inscribirlos en el Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la especie canina, en la forma y plazos que fije el reglamento establecido en el artículo 4°. 

(Indicación No 1.12, unanimidad 4x0)


Artículo 14.- El Registro contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del animal;


2. El nombre del animal, género, especie, color y raza animal, si la tuviere, y


3. El número que se asigna al animal para su debida identificación.


El Registro contemplará un sistema de identificación único, estandarizado e incorporado al animal de manera inseparable. Dicho sistema podrá incluir el uso de dispositivos externos, la implantación o aplicación de un microchip o mecanismo interno y otras medidas que permitan la identificación del animal.

(Indicación No 1.13, unanimidad 4x0)

2. Del Registro de Organizaciones no Gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía


Artículo 15.- Las organizaciones no gubernamentales con personalidad jurídica cuyo objeto principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas, podrán postular a recursos fiscales concursables que se dispongan para fines de seguridad u orden público.


Para estos efectos, las instituciones señaladas en el inciso precedente deberán inscribirse en el Registro de Organizaciones no Gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.


El Registro señalado en el inciso precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1°. Nombre completo, rol único tributario y domicilio de la entidad.


2°. Nombre completo, cédula de identidad y domicilio de su representante legal.


3°. Indicación de la ubicación y capacidad de cada uno de los recintos o lugares destinados a la mantención de mascotas que se encuentren bajo la dependencia o cuidado de la respectiva entidad, si correspondiere.


4°. Las demás que determine el reglamento respectivo.

(Indicación No 1.14, unanimidad 4x0)


Artículo 16.- En el caso de que se modificare cualquiera de las menciones señaladas en el artículo precedente, corresponderá al representante legal de la organización informar el nuevo antecedente a la entidad encargada del Registro de Organizaciones no Gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en un plazo no superior a treinta días.

(Indicación No 1.15, unanimidad 4x0)

3. Del Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas


Artículo 17.- Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que pertenezcan a razas calificadas como potencialmente peligrosas, o de cruces o híbridos de ellas, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas, en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.


Además, corresponderá a los dueños de criaderos y a los vendedores de mascotas o animales de compañía calificados como potencialmente peligrosos esterilizarlos antes de su transferencia o entrega a cualquier título, a menos que el adquirente o receptor sea otro criadero que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional, el que podrá destinarlos a la reproducción.

(Indicación No 1.16, unanimidad 4x0)


Artículo 18.- El Registro indicado en el artículo precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del criadero o del representante legal de la persona jurídica propietaria del establecimiento. En este último caso, además, se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria.


2. La indicación de las razas de canes potencialmente peligrosos, o los cruces o híbridos derivados de las mismas, que el criadero reproduzca.


3. Las demás que determine el reglamento.”.

(Indicación N° 1.17, unanimidad, 4x0).
TÍTULO V


- Eliminar el epígrafe.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3x0).

Artículo 15


- Pasa a ser artículo 19, reemplazado por el siguiente:

“Artículo 19.- Los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía tendrán la obligación de llevar un registro en que consten los datos que determine el reglamento, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales. 

Corresponderá al vendedor entregar los animales esterilizados, a menos que el adquirente o receptor sea otro criador que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas, el que podrá destinarlos a la reproducción. Además, el vendedor deberá asegurar que los animales cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie de que se trate.

Se deberá entregar por escrito al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3x0)
- - - - - - -

- Insertar a continuación el siguiente Título V y los artículos 20 y 21, nuevos:

“TÍTULO V

Del Consejo Nacional de Protección Animal y la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal


Artículo 20.- De acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, créase el Consejo Nacional de Protección Animal, en adelante el Consejo, como instancia multisectorial responsable, entre otras, de la elaboración de la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal.


El Consejo estará integrado por:


a) El Subsecretario del Interior, quien lo presidirá;


b) Un Subsecretario del Ministerio de Salud;


c) El Subsecretario de Educación; 


d) El Subsecretario de Agricultura, y


e) El Subsecretario de Hacienda.


Las modalidades de operación y el funcionamiento del Consejo Nacional de Protección Animal serán establecidos por un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito también por los Ministros de las otras Secretarías de Estado que componen el Consejo.

(Indicación No 1.18, unanimidad 4x0)


Artículo 21.- La Estrategia Nacional de Protección de Población Animal, en adelante la Estrategia Nacional o la Estrategia, establecerá los lineamientos de política pública en materia de control y protección de la población animal, especialmente canina, teniendo en consideración lo señalado en esta ley y en la ley N° 20.380, sobre protección de animales. Dicha Estrategia Nacional deberá considerar, a lo menos, el desarrollo de lo siguiente:


1° Campañas de educación en tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, para toda la población.


2° Herramientas que permitan y faciliten a la población una adecuada tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


3° Programas para fomentar el cuidado de la salud animal y el control sanitario de mascotas o animales de compañía, y para prevenir su abandono e incentivar la adopción de los mismos.


4° Programas de esterilización masiva y obligatoria de mascotas o animales de compañía.


5° Sistemas de registro e identificación de mascotas o animales de compañía.


6° Mecanismos para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de mascotas o animales de compañía. 


7° Asociaciones estratégicas con organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, con el objeto de generar asociatividad y colaboración para el diseño e implementación de las distintas materias vinculadas con la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


Dentro de los treinta días siguientes a la aprobación de la Estrategia Nacional, los Subsecretarios del Interior y el de Salud respectivo, deberán presentarla ante la Comisión permanente de la Cámara de Diputados que dicha Corporación acuerde en sesión de Sala.


La Estrategia Nacional se revisará cada cinco años, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para modificarla o actualizarla en cualquier momento y de las proposiciones que en tal sentido formulen los Ministerios responsables. 


Las modificaciones o actualizaciones que se realicen a la Estrategia Nacional deberán ser informadas a la Comisión permanente de la Cámara de Diputados ante la que se presentó la original, dentro del plazo de treinta días, contado desde su aprobación.”.

(Indicaciones No 1.19, 16 y 17, mayoría 3x1 abstención)

- - - - - - - -


- Intercalar en el Título VI los siguientes artículos 22 y 24, nuevos:


“Artículo 22.- El incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 13 será sancionado con una multa de hasta quince unidades tributarias mensuales.”.

(Indicación No 1.20, unanimidad 3x0)


“Artículo 24.- El criadero de mascotas o animales de compañía potencialmente peligrosos que incumpliere las obligaciones establecidas en la presente ley y sus reglamentos, será sancionado con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, será sancionado con el doble de la multa. 


Si el criadero incurriere por tercera vez en la misma conducta, se le impondrá una multa de treinta a noventa unidades tributarias y la autoridad fiscalizadora procederá a clausurarlo.”.

 (Indicación No 1.22, unanimidad 3x0)

Artículo 19


- Pasa a ser artículo 25, sustituido por el siguiente:


“Artículo 25.- Toda otra contravención a esta ley se sancionará con multa de una a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 291 bis y 491, inciso segundo, del Código Penal.


En caso de reincidencia en las infracciones establecidas en este Título, salvo las tipificadas en el artículo anterior, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y determinar su destino. Las entidades inscritas en el registro establecido en el artículo 15 podrán recibir a los animales decomisados hasta encontrar un nuevo tenedor. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios del animal.”.

(Indicaciones Nos 1.23, 38, 39 y 39b, unanimidad 3x0)

Artículo 20


- Pasa a ser artículo 26, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 26.- Las multas que se recauden por aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva.”.

(Indicaciones Nos 1.24, 40, 41 y 41b, unanimidad 3x0)

Artículo 21


- Pasa a ser artículo 27, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 27.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de sus reglamentos corresponderá a las municipalidades, y a la autoridad sanitaria en las materias de su competencia, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.


Las infracciones al Código Sanitario y sus normas complementarias serán sancionadas de acuerdo con lo establecido en el artículo 174 de dicho Código.”.

(Indicaciones Nos 1.26, 42, 43 y 43b, unanimidad 3x0)
- - - - - - - -


- Insertar luego el siguiente artículo 28, nuevo:

“Artículo 28.- El juez competente en materia penal deberá disponer la incautación de los perros declarados potencialmente peligrosos que hayan causado lesiones graves o la muerte de una persona, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales del dueño, poseedor o cuidador del animal. El perro incautado será puesto a disposición de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, las que se harán cargo de él para efectos de que sea rehabilitado, si fuere posible, y para sanitizarlo, esterilizarlo y, si finalmente se decreta su comiso, reubicarlo en un hogar apto, previo examen de expertos, de forma que no constituya un peligro para las personas. Los costos derivados de la resolución judicial serán de cargo del dueño o poseedor del animal.

No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior al ejemplar canino que diere muerte o causare lesiones graves al que se encontrare en la situación prevista y sancionada por el artículo 144 del Código Penal, así como al que se introdujere a un domicilio, residencia o morada sin autorización de los moradores ni justificación alguna o con el propósito de cometer delito.”.

(Indicación No 1.25, unanimidad 3x0)

- - - - - - -

TÍTULO VII


- Eliminar el epígrafe.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3x0).
Artículo 22


- Pasa a ser artículo 31, sin enmiendas.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3x0).
TÍTULO VIII


- El epígrafe pasa a ser TÍTULO VII, sin otra enmienda.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3x0).
Artículo 23


- Pasa a ser artículo 29, sustituido por el siguiente:


“Artículo 29.- La autoridad competente y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o con otros organismos públicos o privados, para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.”.

(Indicaciones Nos 1.27, 46, 47 y 47b, unanimidad 3x0)
Artículo 24


- Pasa a ser artículo 30, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 30.- Los jueces de policía local serán competentes para conocer de las infracciones de que trata esta ley, de acuerdo con las normas de la ley N° 18.287, quedando facultados para disponer todas las medidas que estimen pertinentes, de acuerdo a sus atribuciones, a fin de asegurar el bienestar de las personas y del animal.”. (Indicaciones Nos 1.28, 48, 49 y 49b, unanimidad 3x0)

Artículo 25


- Pasa a ser artículo 32, sustituido por el siguiente:


“Artículo 32.- Las disposiciones contenidas en esta ley se aplicarán supletoriamente, en especial respecto de lo dispuesto en la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley N° 18.755, sobre el Servicio Agrícola y Ganadero; la ley N° 19.473, sobre Caza; la ley N° 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias; la ley N° 20.380, y otras leyes especiales.”.

(Indicación No 1.29, unanimidad 3x0)

Artículo 26


- Pasa a ser artículo 33, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 33.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 291 bis: 


“Se impondrá, además, la pena accesoria de prohibición absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, al que sea condenado por el delito sancionado en el inciso anterior y al que infrinja lo dispuesto en el artículo 7° de la ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos. Esta pena accesoria no podrá ser sustituida ni rebajada y se aplicará en todo caso.


Podrán querellarse en los procesos por los delitos de este artículo las organizaciones con personalidad jurídica que tengan por finalidad la protección de los animales y que se hallen inscritas en el Registro a que se refiere el artículo 15 de la ley indicada en el inciso precedente.


b) Agrégase al número 18 del artículo 494 del Código Penal la siguiente oración final: “En el caso de los animales de la especie canina considerados potencialmente peligrosos, se aplicará lo dispuesto por la legislación especial sobre la materia.”.”.

(Indicaciones Nos 1.30, 50, 51 y 51b, unanimidad 3x0)

Artículo 27


- Pasa a ser artículo 23, sustituido por el siguiente:


“Artículo 23.- El dueño o poseedor de un animal potencialmente peligroso que incumpliere las obligaciones que se le hayan impuesto conforme al artículo 4° será sancionado con una multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.

(Indicaciones No 1.21, 52 y 53, unanimidad 3x0)

- - - - - - - -


- Insertar enseguida los siguientes artículos 34 y 35 y artículos primero, segundo y tercero transitorios, precedidos estos últimos del correspondiente epígrafe:


“Artículo 34.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 13 de la ley N° 20.380, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Además de las sanciones señaladas en el inciso precedente, podrá imponerse la clausura temporal del establecimiento hasta por tres meses. En caso de reincidencia en alguna de esas conductas, procederá la clausura definitiva.”.

(Indicaciones Nos 31b, 2ª parte, 32 y 33, unanimidad 3x0)


Artículo 35.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público y, en los años siguientes, con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.

(Indicación N° 1.32, unanimidad 3x0)

Disposiciones Transitorias


Artículo primero.- Los reglamentos contemplados en la presente ley deberán ser dictados dentro del plazo de ciento ochenta días contados desde su publicación.

(Indicaciones Nos 1.33 y 56, unanimidad 3x0)


Artículo segundo.- Los registros señalados en el artículo 12 deberán estar disponibles para su utilización por los usuarios en el plazo de noventa días, contados desde la fecha de entrada en vigencia de los reglamentos respectivos.


Las personas naturales y jurídicas que deban inscribirse en ellos deberán hacerlo en el plazo de ciento ochenta días, contados desde la fecha en que los registros se encuentren disponibles para su utilización.

(Indicación N° 1.31, unanimidad 3x0)


Artículo tercero.- Las municipalidades, dentro del plazo de sesenta días contados desde la publicación del reglamento establecido en el artículo 4°, deberán dictar la ordenanza municipal establecida en el artículo 5°. 


Aquellas municipalidades que a la fecha de publicación de esta ley ya hubieren dictado ordenanzas referidas a esta materia, deberán adaptarlas al reglamento, dentro del mismo plazo contemplado en el inciso precedente.”.”.

(Indicaciones Nos 1.34 y 56, unanimidad 3x0)

- - - - - - - 


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue

"PROYECTO DE LEY:
“TÍTULO I

Objeto y Definiciones


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer normas destinadas a:


1) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía.


2) Proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía, a fin de evitar un impacto negativo en la salud de las personas.


3) Proteger la salud animal y promover su bienestar mediante la tenencia responsable.


4) Determinar las obligaciones y derechos de los responsables de mascotas o animales de compañía.


Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos o domesticados, cualquiera sea su especie, que sean mantenidos por las personas para fines de recreación, compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. 


2) Animal abandonado: toda mascota o animal de compañía que se encuentre sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto, sin dispositivos externos o internos que permitan su identificación.


3) Animal potencialmente peligroso: todo animal que ha sido calificado como tal por la autoridad competente, de acuerdo a los criterios y los parámetros establecidos en el artículo 4°, de conformidad con el procedimiento que fije el reglamento correspondiente.


4) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide mantener una mascota o animal de compañía y que consisten, entre otras, en registrarlo ante la autoridad competente cuando corresponda, proporcionarle alimento, albergue y buen trato, brindarle los cuidados veterinarios indispensables para su bienestar y no someterlo a sufrimientos a lo largo de su vida.


La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como a las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas, y la obligación de adoptar todas las medidas necesarias para evitar que la mascota o animal de compañía pueda causar daños a la persona o propiedad de otro.

TÍTULO II

De las atribuciones de los órganos de la Administración del Estado para el fomento de la tenencia responsable de las mascotas o animales de compañía


Artículo 3°.- Los órganos de la Administración del Estado, y en especial la autoridad municipal, en ejercicio de sus respectivas atribuciones, promoverán la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en concordancia con lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, a fin de asegurar el bienestar del animal y de su dueño, y así evitar eventuales daños causados por los animales. 


Artículo 4°.- Mediante un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública se establecerá la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable respecto de aquellos animales de la especie canina calificados como potencialmente peligrosos en conformidad a esta ley.


El reglamento señalado en el inciso precedente calificará como potencialmente peligrosos a ejemplares de la especie canina, que: 


a) pertenezcan a ciertas razas, y sus cruces o híbridos, o


b) por sus características físicas, tales como su tamaño o potencia de mandíbula, o por episodios anteriores de agresión o por su carácter agresivo, puedan causar lesiones leves a personas o daños de consideración a otros animales de su misma especie. Todo ello basado en la información científica disponible y en la evaluación de expertos en conducta animal.


Asimismo, el juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso a aquel ejemplar de la especie canina que haya causado lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie.


El responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso conforme a lo dispuesto en este artículo, deberá adoptar las medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento respecto del ejemplar, tales como la circulación de éste con bozal o arnés, la esterilización del mismo, la restricción a la circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes públicos y la prohibición de dejarlo al cuidado de menores de 18 años de edad.


El reglamento fijará condiciones de tenencia especiales, tales como prohibición de adiestramiento para la agresión; obligación de mantener a los animales en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas; contar con un seguro de responsabilidad civil, y esterilización obligatoria, en su caso. De ser necesario, se podrá exigir evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, por parte de un médico siquiatra, para establecer si sufren alguna patología siquiátrica grave, a fin de determinar si en la especie la tenencia representa un riesgo para la seguridad de las personas o para el bienestar de los animales.


El animal que sea calificado como potencialmente peligroso será considerado animal fiero, para todos los efectos legales.


Artículo 5°.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía en el territorio comunal, la que deberá ajustarse a la normativa legal que regula la materia y al reglamento que se dicte a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


Sin perjuicio de lo anterior, las ordenanzas municipales no podrán permitir la utilización de métodos que permitan el sacrificio de animales como método de control de la población animal.

TÍTULO III

De la responsabilidad en la tenencia de mascotas o animales de compañía


Artículo 6°.- Será responsable de las mascotas o animales de compañía su dueño o poseedor. Sin perjuicio de lo anterior, quien tenga un animal bajo su cuidado responderá como fiador de los daños producidos por éste, en los términos establecidos en el Título XXXVI del Libro Cuarto del Código Civil. 


El responsable de una mascota o animal de compañía estará obligado a la adecuada identificación del mismo y de su dueño y a su inscripción en el registro respectivo, cuando corresponda; como asimismo, a su alimentación, manejo sanitario, especialmente la recolección y eliminación de heces, y al cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


Será obligación del responsable de una mascota o animal de compañía mantenerlo en su domicilio, residencia o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá cumplir en todo momento con las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud, el que deberá sujetarse a las disposiciones pertinentes del Código Sanitario.


Artículo 7°.- Se prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido a incentivar la agresividad del animal.


La organización, promoción o difusión de espectáculos, competencias o desafíos que involucren peleas de animales serán castigadas de acuerdo al artículo 291 bis del Código Penal.


Artículo 8°.- El abandono de animales en bienes públicos, parques, plazas y en sitios eriazos o baldíos será sancionado con la multa establecida en el artículo 23.


Las municipalidades retirarán de los bienes nacionales de uso público y demás lugares mencionados en el inciso anterior, todo animal abandonado y lo entregarán a alguna de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona que asuma su tenencia responsable.


Artículo 9°.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley deberá responder civilmente de los daños causados por éste, conforme lo establecen los artículos 2326 y 2327 del Código Civil, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda. 


Artículo 10.- En los eventos en que participen o se exhiban mascotas o animales de compañía, el organizador será solidariamente responsable de las lesiones o daños que pudieren ocasionar los animales en las personas, la propiedad o el medio ambiente.

Artículo 11.- Se prohíbe todo acto o convención que tenga por objeto la transferencia o la entrega a cualquier título de un animal perteneciente a una especie protegida o en peligro de extinción. Asimismo, se prohíbe la venta ambulante de toda clase de animales.

TÍTULO IV

De los Registros


Artículo 12.- Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública mantener y administrar:


1°. Un registro de animales potencialmente peligrosos de la especie canina;


2°. Un registro de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de animales, y 


3°. Un registro de criadores y vendedores de razas consideradas potencialmente peligrosas. 


Para estos efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá licitar la elaboración, administración y mantención de los registros recién señalados. 

1. Del Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la especie canina


Artículo 13.- Los dueños de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean calificados como potencialmente peligrosos de conformidad a lo dispuesto por esta ley, deberán inscribirlos en el Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la especie canina, en la forma y plazos que fije el reglamento establecido en el artículo 4°. 


Artículo 14.- El Registro contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del animal;


2. El nombre del animal, género, especie, color y raza animal, si la tuviere, y


3. El número que se asigna al animal para su debida identificación.


El Registro contemplará un sistema de identificación único, estandarizado e incorporado al animal de manera inseparable. Dicho sistema podrá incluir el uso de dispositivos externos, la implantación o aplicación de un microchip o mecanismo interno y otras medidas que permitan la identificación del animal.

2. Del Registro de Organizaciones no Gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía


Artículo 15.- Las organizaciones no gubernamentales con personalidad jurídica cuyo objeto principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas, podrán postular a recursos fiscales concursables que se dispongan para fines de seguridad u orden público.


Para estos efectos, las instituciones señaladas en el inciso precedente deberán inscribirse en el Registro de Organizaciones no Gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.


El Registro señalado en el inciso precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1°. Nombre completo, rol único tributario y domicilio de la entidad.


2°. Nombre completo, cédula de identidad y domicilio de su representante legal.


3°. Indicación de la ubicación y capacidad de cada uno de los recintos o lugares destinados a la mantención de mascotas que se encuentren bajo la dependencia o cuidado de la respectiva entidad, si correspondiere.


4°. Las demás que determine el reglamento respectivo.


Artículo 16.- En el caso de que se modificare cualquiera de las menciones señaladas en el artículo precedente, corresponderá al representante legal de la organización informar el nuevo antecedente a la entidad encargada del Registro de Organizaciones no Gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en un plazo no superior a treinta días.

3. Del Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas


Artículo 17.- Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que pertenezcan a razas calificadas como potencialmente peligrosas, o de cruces o híbridos de ellas, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas, en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.


Además, corresponderá a los dueños de criaderos y a los vendedores de mascotas o animales de compañía calificados como potencialmente peligrosos esterilizarlos antes de su transferencia o entrega a cualquier título, a menos que el adquirente o receptor sea otro criadero que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional, el que podrá destinarlos a la reproducción.


Artículo 18.- El Registro indicado en el artículo precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del criadero o del representante legal de la persona jurídica propietaria del establecimiento. En este último caso, además, se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria.


2. La indicación de las razas de canes potencialmente peligrosos, o los cruces o híbridos derivados de las mismas, que el criadero reproduzca.


3. Las demás que determine el reglamento.

Artículo 19.- Los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía tendrán la obligación de llevar un registro en que consten los datos que determine el reglamento, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales. 

Corresponderá al vendedor entregar los animales esterilizados, a menos que el adquirente o receptor sea otro criador que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas, el que podrá destinarlos a la reproducción. Además, el vendedor deberá asegurar que los animales cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie de que se trate.

Se deberá entregar por escrito al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.
TÍTULO V

Del Consejo Nacional de Protección Animal y la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal


Artículo 20.- De acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, créase el Consejo Nacional de Protección Animal, en adelante el Consejo, como instancia multisectorial responsable, entre otras, de la elaboración de la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal.


El Consejo estará integrado por:

a) El Subsecretario del Interior, quien lo presidirá;

b) Un Subsecretario del Ministerio de Salud;

c) El Subsecretario de Educación; 


d) El Subsecretario de Agricultura, y


e) El Subsecretario de Hacienda.


Las modalidades de operación y el funcionamiento del Consejo Nacional de Protección Animal serán establecidos por un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito también por los Ministros de las otras Secretarías de Estado que componen el Consejo.


Artículo 21.- La Estrategia Nacional de Protección de Población Animal, en adelante la Estrategia Nacional o la Estrategia, establecerá los lineamientos de política pública en materia de control y protección de la población animal, especialmente canina, teniendo en consideración lo señalado en esta ley y en la ley N° 20.380, sobre protección de animales. Dicha Estrategia Nacional deberá considerar, a lo menos, el desarrollo de lo siguiente:


1° Campañas de educación en tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, para toda la población.


2° Herramientas que permitan y faciliten a la población una adecuada tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


3° Programas para fomentar el cuidado de la salud animal y el control sanitario de mascotas o animales de compañía, y para prevenir su abandono e incentivar la adopción de los mismos.


4° Programas de esterilización masiva y obligatoria de mascotas o animales de compañía.


5° Sistemas de registro e identificación de mascotas o animales de compañía.


6° Mecanismos para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de mascotas o animales de compañía. 


7° Asociaciones estratégicas con organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, con el objeto de generar asociatividad y colaboración para el diseño e implementación de las distintas materias vinculadas con la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


Dentro de los treinta días siguientes a la aprobación de la Estrategia Nacional, los Subsecretarios del Interior y el de Salud respectivo, deberán presentarla ante la Comisión permanente de la Cámara de Diputados que dicha Corporación acuerde en sesión de Sala.


La Estrategia Nacional se revisará cada cinco años, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para modificarla o actualizarla en cualquier momento y de las proposiciones que en tal sentido formulen los Ministerios responsables. 


Las modificaciones o actualizaciones que se realicen a la Estrategia Nacional deberán ser informadas a la Comisión permanente de la Cámara de Diputados ante la que se presentó la original, dentro del plazo de treinta días, contado desde su aprobación. 

TÍTULO VI

De las infracciones y sanciones


Artículo 22.- El incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 13 será sancionado con una multa de hasta quince unidades tributarias mensuales.


Artículo 23.- El dueño o poseedor de un animal potencialmente peligroso que incumpliere las obligaciones que se le hayan impuesto conforme al artículo 4° será sancionado con una multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.


Artículo 24.- El criadero de mascotas o animales de compañía potencialmente peligrosos que incumpliere las obligaciones establecidas en la presente ley y sus reglamentos, será sancionado con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, será sancionado con el doble de la multa. 


Si el criadero incurriere por tercera vez en la misma conducta, se le impondrá una multa de treinta a noventa unidades tributarias y la autoridad fiscalizadora procederá a clausurarlo.


Artículo 25.- Toda otra contravención a esta ley se sancionará con multa de una a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 291 bis y 491, inciso segundo, del Código Penal.


En caso de reincidencia en las infracciones establecidas en este Título, salvo las tipificadas en el artículo anterior, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y determinar su destino. Las entidades inscritas en el registro establecido en el artículo 15 podrán recibir a los animales decomisados hasta encontrar un nuevo tenedor. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios del animal.


Artículo 26.- Las multas que se recauden por aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva.


Artículo 27.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de sus reglamentos corresponderá a las municipalidades, y a la autoridad sanitaria en las materias de su competencia, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.


Las infracciones al Código Sanitario y sus normas complementarias serán sancionadas de acuerdo con lo establecido en el artículo 174 de dicho Código.

Artículo 28.- El juez competente en materia penal deberá disponer la incautación de los perros declarados potencialmente peligrosos que hayan causado lesiones graves o la  muerte de una persona, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales del dueño, poseedor o cuidador del animal. El perro incautado será puesto a disposición de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, las que se harán cargo de él para efectos de que sea rehabilitado, si fuere posible, y para sanitizarlo, esterilizarlo y, si finalmente se decreta su comiso, reubicarlo en un hogar apto, previo examen de expertos, de forma que no constituya un peligro para las personas. Los costos derivados de la resolución judicial serán de cargo del dueño o poseedor del animal.

No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior al ejemplar canino que diere muerte o causare lesiones graves al que se encontrare en la situación prevista y sancionada por el artículo 144 del Código Penal, así como al que se introdujere a un domicilio, residencia o morada sin autorización de los moradores ni justificación alguna o con el propósito de cometer delito.

TÍTULO VII

Disposiciones Generales


Artículo 29.- La autoridad competente y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o con otros organismos públicos o privados, para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.


Artículo 30.- Los jueces de policía local serán competentes para conocer de las infracciones de que trata esta ley, de acuerdo con las normas de la ley N° 18.287, quedando facultados para disponer todas las medidas que estimen pertinentes, de acuerdo a sus atribuciones, a fin de asegurar el bienestar de las personas y del animal.


Artículo 31.- Toda persona que sea amenazada o perturbada en su vida, su salud o su integridad, por acción de un animal de los que trata esta ley, podrá denunciar el hecho, sin mayor formalidad, ante el Juez de Policía Local competente, a fin de que éste, en el más breve plazo, adopte las medidas que estime necesarias para eliminar dicha amenaza o perturbación.

El juez podrá decretar la inspección personal del tribunal o requerir de la autoridad sanitaria, profesionales u organismos que estime pertinentes, los informes que sean necesarios para determinar las medidas a adoptar en relación con la mascota o animal de compañía.


Artículo 32.- Las disposiciones contenidas en esta ley se aplicarán supletoriamente, en especial respecto de lo dispuesto en la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley N° 18.755, sobre el Servicio Agrícola y Ganadero; la ley N° 19.473, sobre Caza; la ley N° 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias; la ley N° 20.380, y otras leyes especiales.


Artículo 33.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 291 bis: 


“Se impondrá, además, la pena accesoria de prohibición absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, al que sea condenado por el delito sancionado en el inciso anterior y al que infrinja lo dispuesto en el artículo 7° de la ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos. Esta pena accesoria no podrá ser sustituida ni rebajada y se aplicará en todo caso.


Podrán querellarse en los procesos por los delitos de este artículo las organizaciones con personalidad jurídica que tengan por finalidad la protección de los animales y que se hallen inscritas en el Registro a que se refiere el artículo 15 de la ley indicada en el inciso precedente.”.


b) Agrégase al número 18 del artículo 494 del Código Penal la siguiente oración final: “En el caso de los animales de la especie canina considerados potencialmente peligrosos, se aplicará lo dispuesto por la legislación especial sobre la materia.”.


Artículo 34.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 13 de la ley N° 20.380, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Además de las sanciones señaladas en el inciso precedente, podrá imponerse la clausura temporal del establecimiento hasta por tres meses. En caso de reincidencia en alguna de esas conductas, procederá la clausura definitiva.”.


Artículo 35.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público y, en los años siguientes, con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.

Disposiciones Transitorias


Artículo primero.- Los reglamentos contemplados en la presente ley deberán ser dictados dentro del plazo de ciento ochenta días contados desde su publicación.


Artículo segundo.- Los registros señalados en el artículo 12 deberán estar disponibles para su utilización por los usuarios en el plazo de noventa días, contados desde la fecha de entrada en vigencia de los reglamentos respectivos.


Las personas naturales y jurídicas que deban inscribirse en ellos deberán hacerlo en el plazo de ciento ochenta días, contados desde la fecha en que los registros se encuentren disponibles para su utilización.


Artículo tercero.- Las municipalidades, dentro del plazo de sesenta días contados desde la publicación del reglamento establecido en el artículo 4°, deberán dictar la ordenanza municipal establecida en el artículo 5°. 


Aquellas municipalidades que a la fecha de publicación de esta ley ya hubieren dictado ordenanzas referidas a esta materia, deberán adaptarlas al reglamento, dentro del mismo plazo contemplado en el inciso precedente.”.

- - - - - - - -


Acordado en sesiones de fechas 13, 19 y 20 de diciembre de 2011, 3 de enero y 6 de marzo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín (José Antonio Gómez Urrutia), Mariano Ruiz-Esquide Jara y Gonzalo Uriarte Herrera; y de fechas 20 de marzo, 17 de abril, 15 y 22 de mayo, 5 y 20 de junio, todas de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente) (Hernán Larraín Fernández), Francisco Chahuán Chahuán (Presidente accidental), Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara.




Valparaíso, 3 de julio de 2012.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE RESPONSABILIDAD POR DAÑOS OCASIONADOS POR ANIMALES POTENCIALMENTE PELIGROSOS

(6499-11)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Carlos Ignacio Kuschel Silva, y del ex Senador señor Carlos Ominami Pascual, iniciativa a la que adhirió también el ex Senador señor Jorge Arancibia Reyes. El proyecto de ley ha sido calificado con “suma” urgencia.


A una o más de las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron los siguientes invitados:

Del Ministerio del Interior, los asesores legislativos, señores Juan Francisco Galli y Juan Eduardo Vega.

Del Ministerio de Hacienda, los asesores, señorita Carmina Hernández y señor Francisco Moreno.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señorita Carol Parada y señor Pedro Pablo Rossi.

De Kennel Club de Chile, las señoritas Carmen Luz Barrios y Paula Videla, y el señor Erwin Flores.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el asesor, señor Daniel Montalva.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos, y el abogado, señor Sebastián Pavlovic..

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista del Área Económica, señor Andrés Muñoz.

De la Asociación Chilena de Municipalidades, el asesor jurídico, señor Malik Mograby.

Los asesores de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha y señor Josué Vega.

El asesor del Honorable Senador señor Frei, señor Eugenio Fredes.

- - -


Cabe señalar que el proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Salud, en segundo informe. 


Se hace presente, asimismo, que mediante Oficio N° 731-S, de 4 de julio de 2012, la precitada Comisión requirió de la Excma. Corte Suprema el informe a que se refieren los artículos 77 de la Constitución Política de la República, y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


El Máximo Tribunal, a su turno, mediante Oficio N° 70-2012, de 13 de julio del corriente, comunicó al señor Presidente de la Comisión de Salud, haber acordado informar favorablemente el proyecto de ley que se está analizando.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al afecto, a lo expresado por la Comisión de Salud en su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia.

- - -

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda sólo realizó enmiendas sobre las siguientes disposiciones del proyecto aprobado por la Comisión de Salud en su segundo informe: artículos 8°, 20, 21, 24, 25, 26 y 28. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento de la Corporación.

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Salud, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO 


El proyecto de ley tiene por finalidad el fomento de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía; el reconocimiento de la existencia de ciertos tipos de mascotas que por distintas razones desarrollan conductas agresivas, a los que se les dará un tratamiento especial en razón de su potencial peligrosidad, de lo que derivan exigencias mayores que se imponen a sus dueños; la protección de la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía, consistentes principalmente en la promoción de campañas de esterilización masiva; la creación de registros de animales potencialmente peligrosos, de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable y de criaderos de razas potencialmente peligrosas; la implementación de políticas públicas sobre protección de la población animal, con el apoyo de entidades especializadas promotoras de la tenencia responsable de mascotas, a las que se asignarán recursos estatales para operar adecuadamente; la protección de la salud animal, promoviendo su bienestar mediante la tenencia responsable y la aplicación de cuidados veterinarios, y la regulación de la responsabilidad por los daños que sean consecuencia de la acción de dichas mascotas o animales de compañía, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda.

- - -


Previo a la discusión de las normas de su competencia, la Comisión tuvo a bien recibir a los representantes de la Corporación Kennel Club de Chile. La señorita Carmen Luz Barrios manifestó la preocupación de la institución, respaldada por varios expertos, por la viabilidad de implementación de las disposiciones de la iniciativa en estudio, tanto desde una perspectiva de salud pública como desde su impacto en materia de costo para el Estado. En relación con este último aspecto, expresó que existe una fundada inquietud sobre que los recursos que el Fisco prevé inyectar, lo sean de manera adecuada y logren cumplir las finalidades buscadas. 


El Honorable Senador señor Frei hizo presente que la competencia de la Comisión de Hacienda solamente se extiende a aquellos asuntos con incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado. Por ello, si la Comisión técnica, en la especie la de Salud, ya se pronunció sobre el mérito del proyecto y evacuó un texto legal al efecto, no es procedente que la de Hacienda se exceda en sus facultades.


La señorita Barrios afirmó que existe una serie de estudios, elaborados por el Ministerio de Salud, en los que constan antecedentes que permiten respaldar las aprensiones que respecto de la iniciativa concurren. A ellos se suma el Estudio Nacional de Mordeduras que, en su calidad de médico veterinario, le correspondió dirigir, y en el que es posible encontrar cifras y evaluaciones de costos sobre el particular. Además, es posible aun profundizar en una evaluación del costo que irrogaría implementar, en determinadas municipalidades, los departamentos que en virtud del proyecto de ley se deben establecer.   


El señor Erwin Flores hizo ver que es un hecho indesmentible que las mordeduras de perros provocan efectos que implican que el Estado pierda dinero. Si, como la organización a que representa se encuentra en condiciones de demostrar, las disposiciones del proyecto de ley en estudio no contribuirán a disminuir ni siquiera marginalmente el índice de mordeduras, se hace entonces patente que se está ante un problema que incide de manera directa en los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda. Se estará en presencia, ahondó, de dinero fiscal que se va a perder a causa, precisamente, de una ley que propone un modelo inapropiado para Chile y que ya ha caído en desuso en varios países, incluidos aquellos en los que fue concebido. 


Añadió que, en algunas etapas de su tramitación, la iniciativa en estudio se avino con lo que los estudios de expertos y debates científicos arrojaban. Posteriormente, empero, ese tratamiento sufrió un cambio radical, que ha redundado en el texto que hoy se somete a la Comisión de Hacienda y que, como se señalara, se aleja de lo que realmente conviene a nuestro país.       


El Honorable Senador señor Lagos sostuvo que sin perjuicio del estudio de las disposiciones concretas del proyecto con impacto sobre el erario nacional, y sin llegar a entrometerse en asuntos propios de la Comisión de Salud, resulta del todo razonable, y en consecuencia abordable por la Comisión de Hacienda, preguntarse si la inversión de los recursos contemplados ha de ser o no adecuada, y si el gasto fiscal que se va a realizar tendrá o no los resultados perseguidos.


La Comisión acordó solicitar a los representantes de Kennel Club, el envío de todos los antecedentes que obren en su poder que contribuyan a dimensionar de qué manera el proyecto de ley, en los términos propuestos por la Comisión de Salud, incide sobre la administración financiera y presupuestaria del Estado, en general, y sobre el gasto fiscal, en particular.


En relación con el financiamiento de la iniciativa, el Honorable Senador señor Frei advirtió que si se están estableciendo nuevas obligaciones para las municipalidades, lo esperable es que los aludidos recursos financieros sean efectivamente transferidos a ellas. Esto, con el fin de que no se repita lo acontecido a propósito de diversas iniciativas legales en las que las nuevas atribuciones no cuentan, sin embargo, con respaldo financiero para ser llevadas a cabo, provocando el consiguiente incumplimiento, o desbalance, en las arcas municipales.


El Honorable Senador señor Novoa observó que el informe financiero que se acompañó a la indicación sustitutiva en su momento formulada por el Ejecutivo -del que se da cuenta más adelante en el presente informe- si bien diferencia el gasto municipal de aquel del Ministerio del Interior, finalmente engloba ambos como parte del gasto fiscal. Sería aconsejable, señaló, conocer si se ha previsto una efectiva transferencia en los términos consignados por el Honorable Senador señor Frei.


El Honorable Senador señor Lagos consultó por la diferencia de recursos previstos en el informe financiero inicial del proyecto de ley  -del que también se dará oportuna cuenta-, en relación con el de la indicación sustitutiva. En el primero se estimaban $6.256 millones para el año 1, y $4.991 a contar del año 2; en el segundo, aproximadamente $3.870 millones para el año 1, $3.380 para el año 2, $3.380 para el año 3 y $3.245 en régimen. 


Para mayor ilustración de los integrantes de la Comisión, el asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, efectuó una breve reseña de la historia del proyecto de ley, originado en moción parlamentaria iniciada en el Senado hacia mediados del año 2009, y a la que el Ejecutivo acompañó, en el mes de octubre del mismo año, un informe financiero, inicial, con los montos precedentemente expuestos. Posteriormente, la iniciativa fue archivada, y sólo vino a tener un efectivo reimpulso el año 2011, cuando, fruto de un estudio llevado a cabo por el Ejecutivo, se formuló la indicación sustitutiva a que se hiciera referencia, que a su vez consideraba los montos aludidos en el pertinente informe financiero.


En términos generales, prosiguió, el proyecto aprobado por la Comisión de Salud aborda dos grandes temas: de un lado, el problema de las mordeduras de animales; del otro, la situación de los animales abandonados.


Respecto del primer problema, destacó que se ha podido determinar que la mayoría de las mordeduras proviene de animales con dueño, y, en segundo lugar, de aquellos que por sus características se pueden identificar como potencialmente peligrosos. 


El foco principal, entonces, no se sitúa en la lógica inicial del proyecto de ley, que visualizaba a los perros vagos como causa principal de los efectos nocivos en materia sanitaria y de seguridad pública, y que llevaba a propugnar el retiro de los animales para ser encerrados en un canil hasta que los retirara su dueño, en su caso, o indefinidamente, en los demás. Tal clase de medidas, resaltó, habría desde luego supuesto una mayor erogación fiscal, que es la que recoge el primer informe financiero, básicamente por la necesidad de mantener el funcionamiento de los caniles en cada municipio. 


A partir del precitado diagnóstico, profundizó, que incluyó la opinión técnica del Servicio Agrícola y Ganadero y conversaciones con diversas organizaciones no gubernamentales, es posible comprender que el proyecto se haya estructurado, fundamentalmente, en torno al concepto de tenencia responsable de mascotas, distinguiendo entre los animales que pueden ser considerados potencialmente peligrosos, y los que no. Es en relación con los primeros que se propone que sus dueños se encuentren registrados, con el objeto de que se hagan responsables de sus cuidados y los eventuales daños que ocasionen, y adopten medidas de seguridad especiales. Ese registro será llevado electrónicamente por el Ministerio del Interior, pero se desplegará territorialmente a través de las municipalidades, a cada una de las cuales se incorporará un funcionario con ese específico fin, asimilado al grado 11 de la Escala Única de Sueldos, por un costo total aproximado de $2.476 millones cada año. 


Luego, agregó, ya que no será necesaria la mantención de caniles a lo largo del país, resulta entendible la disminución del total de recursos fiscales previstos en los informes financieros elaborados por la Dirección de Presupuestos.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Lagos, precisó que la obligación de registro pesa sólo sobre los dueños de animales potencialmente peligrosos. Lo ideal, sin embargo, sería que con el transcurso de los años lleguen también a estar registrados los de aquellos que no cuenten con esa calificación. 


En lo que concierne a la problemática constituida por los animales abandonados, manifestó que en el derecho comparado no ha sido posible, hasta ahora, arribar a una solución que le ponga coto de manera efectiva y significativa. Distintos países, entre ellos Chile, se ven en la necesidad de seguir el método ensayo-error, ante la inexistencia de medidas definitivas. Por ello es que el presente proyecto de ley no escoge un camino definido, sino que opta por la creación de un Consejo Nacional de Protección Animal que pueda, en conjunto con las municipalidades, definir políticas a seguir que se ajusten a las realidades que a cada comuna afectan. 


Resta, entonces, dilucidar qué hacer con los perros actualmente abandonados a lo largo de distintas ciudades del país. Y la respuesta, argumentó, no pasa por proponer una solución general, sino por atender casuísticamente los conflictos que se presentan, teniendo a la vista las experiencias internacionales sobre el particular. En Peruggia, Italia, por ejemplo, se experimentó derechamente con el exterminio de los perros, pero  el carácter territorial de estos determinó que fueran otros los que llegaran a cubrir el espacio de los que habían sido eliminados. La medida, en consecuencia, demostró ser onerosa e inefectiva.


El camino, argumentó, pareciera estar más bien en seguir políticas de esterilización y sanitización canina, lo que incidirá en que el nivel de agresividad disminuirá y, desde una perspectiva estrictamente sanitaria, en que ya no serán foco de infecciones. Esto permitirá que, tal como ya acontece en ciertos lugares de Europa, un perro abandonado pueda ser retirado por la autoridad, que sólo una vez que lo haya esterilizado y sanitizado, lo devolverá a su territorio. 


De acuerdo con todo lo expuesto, sintetizó, si bien en el mediano plazo persistirá la presencia de perros vagos en las calles, a largo plazo debiera apreciarse una disminución, porque, en virtud del registro pertinente, los que tengan dueño no podrán ser abandonados, y los sin dueño serán menos agresivos e infecciosos y no estarán en condiciones de reproducirse.


En relación con las aprensiones enunciadas por los representantes del Kennel Club, por otra parte, llamó la atención sobre la existencia de doctrina científica que sostiene que la agresividad de los animales no puede ser determinada en función de su raza. Lo que el proyecto de ley hace en su artículo 4°, sin embargo, es solamente calificar con el carácter de potencialmente peligroso a aquellos ejemplares de la especie canina que pertenezcan a ciertas específicas razas, sus cruces o híbridos (letra a); o que por sus características físicas, como tamaño o potencia de mandíbula, o por episodios anteriores o por su carácter agresivo puedan causar lesiones leves a personas o daños de consideración a otros animales de su misma especie. Pero en el caso de la letra b), sólo el animal de que se trate, con prescindencia de su raza, podrá ser calificado como potencialmente peligroso.    


Por la razón que recayere esa calificación, complementó, el dueño de un animal potencialmente peligroso deberá adoptar medidas especiales de cuidado para su mascota, como uso de bozal o correa que eviten que pueda escaparse y causar daño a terceros. Al efecto, resaltó, se ha previsto que si ese animal así calificado provoca daño, exista una presunción de derecho respecto de la responsabilidad de su dueño.


Del mismo modo, hizo ver que el Kennel Club cuenta, a un determinado costo, con un sistema registral propio de dueños de animales, por lo que, si se está en presencia demás de un animal potencialmente peligroso, puede haber lugar a una duplicidad de registros: el de dicha organización y el que ahora llevará el Ministerio del Interior.


Sin perjuicio de reiterar su parecer en orden a que la Comisión de Hacienda no debe ampliar su competencia a asuntos que no le corresponden, el Honorable Senador señor Frei expuso que desde el año 2009 la comuna de Osorno se decidió a abordar el problema de los perros abandonados, a través de la creación de un canil y de políticas de esterilización y sanitización. El resultado, gracias al financiamiento municipal y a la participación de organizaciones como el Kennel Club, ha sido a todas luces positivo, pues ha disminuido de manera evidente su presencia en las calles.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que más allá de las disquisiciones que se puedan hacer sobre la procedencia o los criterios a utilizar para determinar si un animal es potencialmente peligroso o no, lo cierto es que, en la práctica, periódicamente se reportan ataques de determinadas razas de canes que causan daño a las personas. Constatado eso, no cabe sino hacerse cargo y ofrecer una solución como la que el proyecto contiene para el caso de las mordeduras.


De otro lado, destacó el hecho que aun sin brindar una solución definitiva al problema de los perros vagos, la iniciativa en estudio recoge la preocupación, pero sin imponer a cada municipio la mantención de un canil, atendido a que la magnitud del problema es variada a lo largo del país.  


Dicho todo lo anterior, culminó, la Comisión de Hacienda debiera resolver si los alcances financieros tenidos a la vista son adecuados o no al proyecto de ley que se está conociendo. Y si existen cuestionamientos al fondo del mismo, deberán ser puestos en conocimiento de la Comisión de Salud o llevados a la Sala del Senado para que sean zanjados.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, estimó necesario puntualizar que si bien una mirada lógica y tradicional concibe el de los perros abandonados como un problema de sanidad, lo cierto es que, a lo largo de los años, el Ministerio de Salud no lo ha tenido entre sus preocupaciones prioritarias, entre otros motivos, porque la enfermedad de la rabia se encuentra controlada desde hace bastante tiempo en nuestro país. De ahí que el Ministerio del Interior, ante el problema de seguridad pública que siguen constituyendo las mordeduras de canes y su presencia en las calles, que involucra a los municipios, haya decidido abordarlo desde una mirada intersectorial.


En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el señor Galli dio cuenta de haberse reunido con los representantes del Kennel Club, cuyo reparo central al proyecto de ley, señaló, pasa por la inclusión del concepto de “raza” entre los criterios para la calificación de un animal como potencialmente peligroso. Habiendo resultado la adopción de dicho criterio de la discusión de un asunto de fondo de la iniciativa, por tanto propio de la competencia de la Comisión de Salud, fue posible concordar con los representantes de la precitada institución que será la comisión técnica que la Cámara de Diputados determine, en segundo trámite constitucional, el espacio idóneo para realizar el correspondiente debate.


En relación con las consultas realizadas acerca del financiamiento previsto, por otra parte, afirmó que, de acuerdo con lo expresado por la Dirección de Presupuestos, se trata de recursos financieros fiscales nuevos que, en lo que concierne al presente año, ya se encuentran provisionados en la Partida Tesoro Público, y que serán incorporados en las subsiguientes leyes de presupuestos. En todo caso, resaltó, operará una transferencia directa de ellos a los municipios, desde el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Capítulo 05 (Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo), Programa 03 (Programas de Desarrollo Local). 

- - -

DISCUSIÓN

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 7°; 8°; 12; 15, inciso primero; 20; 21; 22; 23; 24; 25; 26; 27; 29 y 35 de la iniciativa, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Salud en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 
A continuación se describen, en el orden del articulado del proyecto, las normas de competencia de la Comisión de Hacienda y los acuerdos a su respecto adoptados.

Artículo 7°


En su artículo 7° prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía, el adiestramiento dirigido a incentivar la agresividad del animal.


Agrega, en su inciso segundo, que la organización, promoción o difusión de espectáculos, competencias o desafíos que involucren peleas de animales serán castigadas de acuerdo al artículo 291 bis del Código Penal. Esta disposición, en tanto, prevé que el que cometiere actos de maltrato o crueldad con animales, sea castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de dos a treinta unidades tributarias mensuales, o sólo con esta última.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, indicó que al hacer aplicable lo dispuesto en el artículo 291 bis del Código Penal, el presente artículo permitirá asimilar al maltrato animal las peleas de animales que tengan lugar con motivo de espectáculos. 


El artículo 7° fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, García y Novoa.

Artículo 8°


Dispone, en su primer inciso, que el abandono de animales en bienes públicos, parques, plazas y en sitios eriazos o baldíos, será sancionado con la multa establecida en el artículo 23 del proyecto en estudio, del que se da oportuna cuenta en el presente informe.


En el inciso segundo prescribe que las municipalidades deberán retirar de los bienes nacionales de uso público y demás lugares mencionados en el inciso anterior, todo animal abandonado. Deberán, asimismo, entregarlo a alguna de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona que asuma su tenencia responsable.


El señor Galli recordó que, en su momento, las organizaciones defensoras de animales abogaron por que todo abandono fuera constitutivo del delito de maltrato animal. En opinión del Ejecutivo, sin embargo, debe distinguirse el abandono en que efectivamente existe maltrato, de aquel, que puede ser caracterizado como puro y simple, en que no cabe aplicar la legislación penal, sino una sanción administrativa a la que siga el retiro del animal por parte de la municipalidad, para ser entregado a organizaciones gubernamentales que puedan sanitizarlo. Estas organizaciones, aclaró, no son financiadas en el presente proyecto; tan solo se ha previsto que puedan postular a fondos concursables, en la medida que presenten planes orientados al rescate de los animales. De este modo, destacó, se evita establecer una carga adicional para las municipalidades.


El Honorable Senador señor Novoa dejó expresa constancia que el deber de entrega de los animales retirados que establece el inciso segundo del artículo 8° para las municipalidades, sólo podrá ser cumplido en la medida que exista alguna organización gubernamental de protección animal debidamente registrada. No importa, en consecuencia, que cada municipalidad se encuentre obligada a contar con la infraestructura para atender esa clase de situación.


La Comisión tuvo presente lo prescrito por el artículo 589 del Código Civil, que en su inciso segundo señala que los bienes nacionales cuyo uso pertenece a todos los habitantes de la nación, se llaman bienes nacionales de uso público o bienes públicos. De esta forma, se torna innecesaria la referencia que a los bienes nacionales de uso público se hace en el inciso segundo del artículo 8°. 


En uso de la atribución conferida por el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, la Comisión acordó suprimir la frase “bienes nacionales de uso público y demás”. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, García y Novoa.

Artículo 12


Establece, en su inciso primero, tres registros que al Ministerio del Interior y Seguridad Pública corresponderá mantener y administrar:


1°. Un registro de animales potencialmente peligrosos de la especie canina;


2°. Un registro de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de animales, y 


3°. Un registro de criadores y vendedores de razas consideradas potencialmente peligrosas. 


Para estos efectos, de acuerdo con el inciso segundo, el precitado Ministerio podrá licitar la elaboración, administración y mantención de los señalados registros. 


El señor Galli manifestó que, tal como se consigna en el informe financiero acompañado a la indicación sustitutiva del Ejecutiva, el Fisco deberá incurrir en gastos para el desarrollo informático e implementación de los registros que el artículo 12 crea.


Ante una consulta del Honorable Senador señor García, agregó que aun sin que sea necesario concurrir a una oficina pública, de todos modos se precisará alguna actuación por parte del dueño del animal, por ejemplo llevándolo donde un médico veterinario que introduzca a éste un dispositivo o mecanismo de identificación, como un chip o un tatuaje. 

El artículo 12 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 15

Inciso primero


Prescribe que las organizaciones no gubernamentales con personalidad jurídica, cuyo objeto principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas, podrán postular a recursos fiscales concursables que se dispongan para fines de seguridad u orden público.

El inciso primero del artículo 15 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 20 


En su inciso primero crea el Consejo Nacional de Protección Animal, instancia multisectorial responsable, entre otras, de la elaboración de la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal. Lo hace, indica, de acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, que, por su parte, señala textualmente lo siguiente: “La autoridad dará prioridad a la educación para la tenencia responsable de animales, a fin de controlar especialmente la población canina y felina, procurando, además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad canina y felina y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos.”.


El inciso segundo del artículo 20, a su turno, da cuenta de la composición del Consejo, que será integrado por:

d) El Subsecretario del Interior, quien lo presidirá;

e) Un Subsecretario del Ministerio de Salud;

f) El Subsecretario de Educación; 


d) El Subsecretario de Agricultura, y


e) El Subsecretario de Hacienda.


Las modalidades de operación y el funcionamiento del Consejo Nacional de Protección Animal, añade el inciso tercero, serán establecidos por un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito también por los Ministros de las otras Secretarías de Estado que componen el Consejo.


La Comisión tuvo presente que, en estricto rigor, el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.380 no establece que deba crearse un Consejo Nacional como el artículo 20 del proyecto de ley en estudio propone. Dicho inciso, más bien, declara el carácter prioritario que debe darse a la educación para la tenencia responsable de animales, e insta por la aplicación de medidas integrales de prevención para el control de los mismos.


Del mismo modo, tuvo en consideración que no queda del todo claro qué se quiere expresar al establecer al Consejo como instancia multisectorial responsable, “entre otras”, de la elaboración de la estrategia Nacional de Protección de Población Animal.


En tal sentido, el Honorable Senador señor García consultó si con las voces “entre otras”, se quiere connotar a otras entidades que puedan intervenir en la determinación de la aludida Estrategia o, por el contrario, a otras tareas o actividades que el Consejo pueda desarrollar.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, señaló que la finalidad de la referencia al inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.380, que efectivamente contiene una enunciación de propósitos, es simplemente consignar que el Consejo Nacional de Protección Animal se crea en consonancia con lo que allí se declara.


Asimismo, sostuvo que con las expresiones “entre otras”, se ha querido aludir a otras tareas que el Consejo pueda desempeñar, siempre en relación con la redacción del precitado inciso segundo del artículo 2°, además de la elaboración de la Estrategia que se define en el artículo 21 del proyecto.


En relación con la composición del Consejo, además, manifestó que la lógica responde al hecho que, dado que el proyecto de ley no opta por una solución definitiva a seguir para el problema de los animales abandonados, las autoridades de los respectivos ministerios deben involucrarse en la adopción de una política nacional que pueda ser adaptada a las realidades de las distintas comunas.


La Comisión acordó efectuar enmiendas de redacción en el inciso primero del artículo 20, trasladando de lugar la referencia a la ley N° 20.380, como se dará cuenta en su oportunidad. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos y Novoa.

Artículo 21


Dispone, en su inciso primero, que la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal, en adelante la Estrategia Nacional o la Estrategia, establecerá los lineamientos de política pública en materia de control y protección de la población animal, especialmente canina, teniendo en consideración lo señalado en la ley que el presente proyecto propone y en la ley N° 20.380, sobre protección de animales. Deberá considerar la Estrategia Nacional, a lo menos, el desarrollo de:


1° Campañas de educación en tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, para toda la población.


2° Herramientas que permitan y faciliten a la población una adecuada tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


3° Programas para fomentar el cuidado de la salud animal y el control sanitario de mascotas o animales de compañía, y para prevenir su abandono e incentivar la adopción de los mismos.


4° Programas de esterilización masiva y obligatoria de mascotas o animales de compañía.


5° Sistemas de registro e identificación de mascotas o animales de compañía.


6° Mecanismos para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de mascotas o animales de compañía. 


7° Asociaciones estratégicas con organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, con el objeto de generar asociatividad y colaboración para el diseño e implementación de las distintas materias vinculadas con la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


En su inciso segundo, agrega que dentro de los treinta días siguientes a la aprobación de la Estrategia Nacional, los Subsecretarios del Interior y el de Salud respectivo, deberán presentarla ante la Comisión permanente de la Cámara de Diputados que dicha Corporación acuerde en sesión de Sala.


La Estrategia Nacional, de acuerdo con el inciso tercero, será revisada cada cinco años, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para modificarla o actualizarla en cualquier momento, y de las proposiciones que en tal sentido formulen los Ministerios responsables. 


Las modificaciones o actualizaciones que se realicen a la Estrategia Nacional, culmina el inciso cuarto, deberán ser informadas a la Comisión permanente de la Cámara de Diputados ante la que se presentó la original, dentro del plazo de treinta días contado desde su aprobación. 


El Honorable Senador señor García consultó por el fundamento de la obligación de informar sobre la Estrategia, contemplada en los incisos segundo y cuarto, a la Comisión permanente que la Cámara de Diputados determine.


El señor Galli sostuvo que la razón no es otra que posibilitar que la Cámara facultada para ejercer funciones de fiscalización, pueda llevar a cabo un control político de los objetivos a perseguir y las medidas a adoptar en la Estrategia Nacional y sus modificaciones, las que deberán ser oportunamente explicitadas por el Ejecutivo. 


El Honorable Senador señor Lagos llamó la atención sobre que, tratándose meramente de información, no se contemple similar deber en relación con el Senado, y sobre que se consigne de modo expreso la facultad presidencial de modificar la Estrategia, en circunstancias que, como es sabido, dicha facultad es inherente al cargo de Jefe de Estado.


El Honorable Senador señor Novoa recordó que en distintos cuerpos legales se ha establecido el deber de enviar determinada información al Congreso Nacional. Así, por ejemplo, la ley N° 20.128, sobre responsabilidad fiscal, cuyo artículo 1°, luego de obligar al  Presidente de la República a establecer vía decreto, dentro de los 90 días siguientes a la fecha en que asuma sus funciones, las bases de la política fiscal que se aplicará durante su administración, dispone también que copia de ese decreto, y sus modificaciones, sean enviadas a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Enseguida, la Comisión acordó realizar una enmienda en el inciso segundo del artículo 21, de la que se dará cuenta en su oportunidad, con el objeto de precisar el alcance de la obligación de los Subsecretarios del interior y el de Salud respectivo.  Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos y Novoa.

Artículo 22

Prescribe que el incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 13 del proyecto (la que asiste a los dueños de mascotas o animales de compañía de la especie canina calificados como potencialmente peligrosos, de inscribirlos en el registro pertinente), será sancionado con una multa de hasta quince unidades tributarias mensuales.

Artículo 23


Establece que el dueño o poseedor de un animal potencialmente peligroso que incumpliere las obligaciones que se le hayan impuesto conforme al artículo 4° de la presente iniciativa (que incluye las medidas especiales de seguridad y protección y las condiciones de tenencia especiales que contenga un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública), será sancionado con una multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.

Los artículos 22 y 23 fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Novoa.

Artículo 24


En su inciso primero, prescribe que el criadero de mascotas o animales de compañía potencialmente peligrosos que incumpliere las obligaciones establecidas en la ley que el presente proyecto propone y sus reglamentos, será sancionado con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se aplicará el doble de la multa. 


Si incurriere por tercera vez en la misma conducta, advierte el inciso segundo, se impondrá al criadero una multa de treinta a noventa unidades tributarias, y la autoridad fiscalizadora procederá a clausurarlo.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, destacó que es en la etapa de crianza de los animales cuando se generan los mayores problemas en materia de abandono y tenencia irresponsable. De ahí que, en opinión del Ejecutivo, sea razonable fijar una responsabilidad mayor para aquella persona que se inscriba como criadero de animales, estableciendo multas más altas e, incluso, la posibilidad de clausura.


El Honorable Senador señor Lagos preguntó cómo se hará cargo el ordenamiento jurídico de la situación de aquellos criaderos que no se inscriban en el registro pertinente.


El señor Galli explicó que, en virtud de la iniciativa, la obligación de registro no es aplicable a todo criadero, sino solamente a los de animales calificados como potencialmente peligrosos y a los vendedores de esta clase de animales. No rige, en consecuencia, para quienes mantengan o comercialicen animales no potencialmente peligrosos. Con todo, admitió, lo ideal habría sido extender la obligación de registro a todo tipo de animales; sin embargo, el riesgo de una sobrerregulación y los costos que se habrían generado, han hecho más aconsejable acotar el deber de la manera que se ha presentado.


De cualquier modo, culminó, si una persona quisiera inscribir en el Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la especie canina a su mascota que no ha sido así calificada, para efectos de precaver su recuperación en caso de extravío, por ejemplo, podrá perfectamente hacerlo.  


La Comisión acordó realizar una enmienda en el inciso primero del artículo 24, consistente en agregar a la referencia al criador, otra al vendedor de mascotas o animales de compañía potencialmente peligrosos, con el objeto de que este último pueda ser también sancionado en caso de no cumplir con las obligaciones que establece la ley que el presente proyecto propone. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos y Novoa.

Artículo 25


Este artículo consigna, en su inciso primero, que toda otra contravención a la ley que la presente iniciativa propone, se sancionará con multa de una a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de lo dispuesto en los siguientes artículos del Código Penal: 291 bis (al que ya se hiciera referencia a propósito de la descripción del artículo 7° del proyecto de ley) y 491, inciso segundo (que hace aplicable al dueño de animales feroces que, por descuido culpable de su parte, causaren daño a las personas, las penas del artículo 490. Éste, a su turno, sanciona al que por imprudencia temeraria ejecutare un hecho que, si mediara malicia, constituiría crimen o simple delito contra las personas, con: 1° reclusión o relegación menores o relegación menores en sus grados mínimos a medios, cuando el hecho importare crimen; o, 2° reclusión o relegación menores en sus grados mínimos o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, mensuales, cuando importare simple delito).


El inciso segundo añade una cláusula general para el caso de reincidencia en las infracciones establecidas en el Título VI del proyecto, contenidas en los artículos 22, 23, 24 y 25: podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y determinar su destino. Dicha cláusula general, empero, no operará en relación con las infracciones tipificadas en el artículo 24 del proyecto. Por otra parte, las entidades inscritas en el registro establecido en el artículo 15 (el de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía), podrán recibir a los animales decomisados hasta encontrar un nuevo tenedor. En tanto, serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios del animal.


El Honorable Senador señor Novoa hizo ver que el presente artículo alcanza a aquellas contravenciones que no configuren el tipo penal de los artículos 291 bis y 491, a las que se aplicará la multa que se propone.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, agregó que siendo el alcance el explicitado por Su Señoría, la aplicación de las sanciones del artículo 25 es sólo residual, en el sentido que debe tratarse de contravenciones distintas de las señaladas en los artículos precedentes, que establecen multas específicas.


La Comisión acordó sustituir, en el inciso segundo del artículo 25, la voz “tipificadas” por “contenidas”. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos y Novoa.

Artículo 26


Dispone que las multas que resulten recaudadas por aplicación de la ley que el presente proyecto propone, ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva.


El señor Galli destacó que este artículo tiene el mérito de introducir los incentivos en el lugar adecuado, pues serán las propias municipalidades las encargadas de velar por su correcta aplicación. 


El artículo 26 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Novoa.

Artículo 27


En su inciso primero, prescribe que la fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de la ley que se está proponiendo, así como de sus reglamentos, corresponderá a las municipalidades, y a la autoridad sanitaria en las materias de su competencia, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.


Las infracciones al Código Sanitario y sus normas complementarias, de acuerdo con el inciso segundo, serán sancionadas de acuerdo con lo establecido en el artículo 174 de dicho Código (multa de un décimo de unidad tributaria mensual hasta mil unidades tributarias mensuales, pudiendo llegar al doble de la multa original en caso de reincidencias. A ellas se podrán sumar, como sanción, la clausura de establecimientos, edificios, casas, locales, lugares de trabajo donde se cometiere la infracción; la cancelación de la autorización de funcionamiento o de los permisos concedidos; la paralización de obras; y el comiso, destrucción y desnaturalización de productos, cuando proceda).


El artículo 27 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Novoa.

- - -


A continuación, la Comisión tomó en consideración lo expresado por la Excma. Corte Suprema en su oficio N° 70-2012, en relación con el artículo 28 del texto del proyecto de ley despachado por la Comisión de Salud.


Dicho artículo, que consta de dos incisos, establece en el primero de ellos que el juez competente en lo penal deberá “disponer” la incautación de los perros declarados potencialmente peligrosos que hayan causado lesiones graves o la muerte de una persona, sin perjuicio de las responsabilidades que corresponda a sumir al dueño, poseedor o cuidador del animal.


Conforme a las normas del Código Procesal Penal, expresa la Excma. Corte Suprema en su informe, la investigación recae exclusivamente en los fiscales del Ministerio Público, siendo ellos, a través de las policías, quienes deben proceder a la incautación. Al juez de garantía, en consecuencia, corresponde únicamente autorizar o denegar la incautación.


Conteste con la observación realizada por el Máximo Tribunal, el asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, sugirió sustituir el verbo “disponer” por “autorizar”.


La Comisión coincidió con el planteamiento del representante del Ejecutivo, y acordó realizar la enmienda sugerida en el inciso primero del artículo 28. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos y Novoa.

- - -

Artículo 29


Establece que la autoridad competente y las municipalidades estarán facultadas para celebrar convenios entre sí, o con otros organismos públicos o privados, para el cumplimiento de las disposiciones que el presente proyecto de ley propone.

Artículo 35

Prescribe que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley que el proyecto propone, durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al ítem 50-01(Fisco) – 03 (Operaciones Complementarias) – 24 (Transferencias Corrientes) – 03 (A Otras Entidades Públicas) -104 (Provisión para Financiamientos Comprometidos) de la Partida Presupuestaria Tesoro Público y, en los años siguientes, con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.


Los artículos 29 y 35 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Novoa.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 19 de octubre de 2009,  señala, de manera textual, lo siguiente:

“Esta iniciativa tiene por objeto establecer normas destinadas a:

1) Regular la responsabilidad por los daños a la propiedad o a las personas, que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía.

2) Proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población animal a fin de evitar el impacto negativo en la salud de las personas.

3) Proteger la salud animal promoviendo su bienestar a través de la tenencia responsable.

El mayor gasto que se produzca en los municipios por la implementación de las medidas contempladas en el presente proyecto de ley será de cargo fiscal. Durante el primer año de vigencia de la presente ley, el fisco aportará hasta un total de $ 6.256 millones, lo que incluye recursos para la inversión inicial, y, a contar del segundo año, un máximo de $ 4.991 millones, de acuerdo al gasto efectivo que efectúen los municipios.”.

Posteriormente, con fecha 14 de junio de 2011, la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero que acompañó a la indicación sustitutiva formulada al proyecto. Su tenor literal es el que sigue:

“I. Antecedentes

1. El proyecto de ley tiene por objetivo establecer una normativa destinada a:

a) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad como consecuencia de la acción de mascotas y animales de compañía, especialmente de la especie canina.

b) Proteger la salud animal promoviendo su bienestar mediante la tenencia responsable.

2. Para el logro de lo anterior se establecen tareas y atribuciones a determinados órganos de la Administración del Estado. En particular, recae en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública la responsabilidad de mantener y administrar un registro nacional, que comprende a los dueños, criadores y vendedores de mascotas calificadas como potencialmente peligrosas y ONGs promotoras de la tenencia responsable de mascotas. La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley y sus reglamentos corresponderá a las Municipalidades y a la autoridad sanitaria en las materias de su competencia, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.

3. Asimismo, se especifican las normas a cumplir por los dueños de mascotas o animales de compañía, dueños de criaderos, locales de venta y hoteles de los mismos, y las sanciones para los infractores a ellas y las multas correspondientes, las cuales ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva.

4. Se crea el Consejo Nacional de Protección Animal, instancia multisectorial responsable, entre otras, de la elaboración de la Estrategia Nacional de Control de la Población Canina.

II. Efecto del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley tiene gastos que se deberán materializar por una vez y gastos recurrentes en régimen conforme al siguiente detalle:

1. El gasto de las Municipalidades para el primer año totaliza M$ 3.619.315 y en régimen la suma de M$ 3.234.449, conforme a los siguientes supuestos de cálculo:

	Gasto Municipalidades (cifras en miles de $)
	Año 1
	En régimen

	ST 21 Gastos en Personal
	2.475.683
	2.475.683

	345 Funcionarios Grado 11 E.U.S (345 Municipios)
	2.475.683
	2.475.683

	ST 22 Bienes y Servicios de Consumo
	903.900
	758.766

	Combustible de vehículos
	207.000
	207.000

	Materiales de oficina
	41.400
	41.400

	Mantención y reparaciones equipos Informáticos
	
	27.366

	Difusión
	345.000
	172.500

	Arriendo de edificios
	310.500
	310.500

	ST 29 Activos No Financieros
	239.932
	

	Mobiliarios y otros (55 estaciones de trabajo)
	103.500
	

	Equipos (55) computacionales y periféricos (impresoras)

 (impresoras)
	136.432
	

	Total Gastos
	3.619.515
	3.234.449


2. El gasto del Ministerio del Interior y Seguridad Publica para instalar el sistema totalizaría M$542.802 y se ejecutaría en tres años. El gasto en régimen ascendería a M$10.664, conforme a los siguientes supuestos de cálculo:

                                                    Miles de $

	Gasto Ministerio del Interior y Seguridad Pública
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	En régimen

	ST 22 Bienes y Servicios de Consumo

Costo de registro y mantención (plataforma registro)

Difusión

ST 29 Activos No Financieros

Lectores de Microship (362 unidades)
	210.642

170.642

40.000

36.200

36.200
	147.980

127.980

20.000


	147.980

127.980

20.000
	10.664

10.664

	Total Gastos
	246.842
	147.980
	147.980
	10.664


III. Efecto Neto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal.

El proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal según la siguiente estructura temporal:

                                                    Miles de $

	
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Régimen

	Gasto Municipalidades

Gasto Ministerio de Interior y Seguridad Pública
	3.619.515

246.842
	3.234.449

147.980
	3.234.449

147.980
	3.234.449

10.664

	Gasto Total
	3.866.357
	3.382.429
	3.382.429
	3.245.113


.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - - 

MODIFICACIONES

En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Salud en su segundo informe:

Artículo 8°

Inciso segundo


Suprimir la frase “bienes nacionales de uso público y demás”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 20

Inciso primero


- Sustituir la oración “De acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, créase”, por la voz “Créase”.


- Suprimir las expresiones “, entre otras,”.


- Intercalar, entre “Población Animal” y el punto aparte (“.”), la siguiente oración: “, teniendo en consideración lo dispuesto en la ley N° 20.380, sobre protección de animales”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 21

Inciso segundo


Sustituir las palabras “aprobación de” por la frase “dictación del acto administrativo que establezca”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 24

Inciso primero


Intercalar, entre “criadero” y “de mascotas”, las palabras “o el vendedor”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 25

Inciso segundo


Sustituir la voz “tipificadas” por “contenidas”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 28

Inciso primero


Sustituir el verbo “disponer” por “autorizar”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

Objeto y Definiciones


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer normas destinadas a:


1) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía.


2) Proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía, a fin de evitar un impacto negativo en la salud de las personas.


3) Proteger la salud animal y promover su bienestar mediante la tenencia responsable.


4) Determinar las obligaciones y derechos de los responsables de mascotas o animales de compañía.


Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos o domesticados, cualquiera sea su especie, que sean mantenidos por las personas para fines de recreación, compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. 


2) Animal abandonado: toda mascota o animal de compañía que se encuentre sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto, sin dispositivos externos o internos que permitan su identificación.


3) Animal potencialmente peligroso: todo animal que ha sido calificado como tal por la autoridad competente, de acuerdo a los criterios y los parámetros establecidos en el artículo 4°, de conformidad con el procedimiento que fije el reglamento correspondiente.


4) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide mantener una mascota o animal de compañía y que consisten, entre otras, en registrarlo ante la autoridad competente cuando corresponda, proporcionarle alimento, albergue y buen trato, brindarle los cuidados veterinarios indispensables para su bienestar y no someterlo a sufrimientos a lo largo de su vida.


La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como a las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas, y la obligación de adoptar todas las medidas necesarias para evitar que la mascota o animal de compañía pueda causar daños a la persona o propiedad de otro.

TÍTULO II

De las atribuciones de los órganos de la Administración del Estado para el fomento de la tenencia responsable de las mascotas o animales de compañía


Artículo 3°.- Los órganos de la Administración del Estado, y en especial la autoridad municipal, en ejercicio de sus respectivas atribuciones, promoverán la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en concordancia con lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, a fin de asegurar el bienestar del animal y de su dueño, y así evitar eventuales daños causados por los animales. 


Artículo 4°.- Mediante un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública se establecerá la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable respecto de aquellos animales de la especie canina calificados como potencialmente peligrosos en conformidad a esta ley.


El reglamento señalado en el inciso precedente calificará como potencialmente peligrosos a ejemplares de la especie canina, que: 


a) pertenezcan a ciertas razas, y sus cruces o híbridos, o


b) por sus características físicas, tales como su tamaño o potencia de mandíbula, o por episodios anteriores de agresión o por su carácter agresivo, puedan causar lesiones leves a personas o daños de consideración a otros animales de su misma especie. Todo ello basado en la información científica disponible y en la evaluación de expertos en conducta animal.


Asimismo, el juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso a aquel ejemplar de la especie canina que haya causado lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie.


El responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso conforme a lo dispuesto en este artículo, deberá adoptar las medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento respecto del ejemplar, tales como la circulación de éste con bozal o arnés, la esterilización del mismo, la restricción a la circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes públicos y la prohibición de dejarlo al cuidado de menores de 18 años de edad.


El reglamento fijará condiciones de tenencia especiales, tales como prohibición de adiestramiento para la agresión; obligación de mantener a los animales en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas; contar con un seguro de responsabilidad civil, y esterilización obligatoria, en su caso. De ser necesario, se podrá exigir evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, por parte de un médico siquiatra, para establecer si sufren alguna patología siquiátrica grave, a fin de determinar si en la especie la tenencia representa un riesgo para la seguridad de las personas o para el bienestar de los animales.


El animal que sea calificado como potencialmente peligroso será considerado animal fiero, para todos los efectos legales.


Artículo 5°.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía en el territorio comunal, la que deberá ajustarse a la normativa legal que regula la materia y al reglamento que se dicte a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


Sin perjuicio de lo anterior, las ordenanzas municipales no podrán permitir la utilización de métodos que permitan el sacrificio de animales como método de control de la población animal.

TÍTULO III

De la responsabilidad en la tenencia de mascotas o animales de compañía


Artículo 6°.- Será responsable de las mascotas o animales de compañía su dueño o poseedor. Sin perjuicio de lo anterior, quien tenga un animal bajo su cuidado responderá como fiador de los daños producidos por éste, en los términos establecidos en el Título XXXVI del Libro Cuarto del Código Civil. 


El responsable de una mascota o animal de compañía estará obligado a la adecuada identificación del mismo y de su dueño y a su inscripción en el registro respectivo, cuando corresponda; como asimismo, a su alimentación, manejo sanitario, especialmente la recolección y eliminación de heces, y al cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


Será obligación del responsable de una mascota o animal de compañía mantenerlo en su domicilio, residencia o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá cumplir en todo momento con las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud, el que deberá sujetarse a las disposiciones pertinentes del Código Sanitario.


Artículo 7°.- Se prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido a incentivar la agresividad del animal.


La organización, promoción o difusión de espectáculos, competencias o desafíos que involucren peleas de animales serán castigadas de acuerdo al artículo 291 bis del Código Penal.


Artículo 8°.- El abandono de animales en bienes públicos, parques, plazas y en sitios eriazos o baldíos será sancionado con la multa establecida en el artículo 23.


Las municipalidades retirarán de los lugares mencionados en el inciso anterior, todo animal abandonado y lo entregarán a alguna de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona que asuma su tenencia responsable.


Artículo 9°.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley deberá responder civilmente de los daños causados por éste, conforme lo establecen los artículos 2326 y 2327 del Código Civil, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda. 


Artículo 10.- En los eventos en que participen o se exhiban mascotas o animales de compañía, el organizador será solidariamente responsable de las lesiones o daños que pudieren ocasionar los animales en las personas, la propiedad o el medio ambiente.

Artículo 11.- Se prohíbe todo acto o convención que tenga por objeto la transferencia o la entrega a cualquier título de un animal perteneciente a una especie protegida o en peligro de extinción. Asimismo, se prohíbe la venta ambulante de toda clase de animales.

TÍTULO IV

De los Registros


Artículo 12.- Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública mantener y administrar:


1°. Un registro de animales potencialmente peligrosos de la especie canina;


2°. Un registro de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de animales, y 


3°. Un registro de criadores y vendedores de razas consideradas potencialmente peligrosas. 


Para estos efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá licitar la elaboración, administración y mantención de los registros recién señalados. 

1. Del Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la especie canina


Artículo 13.- Los dueños de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean calificados como potencialmente peligrosos de conformidad a lo dispuesto por esta ley, deberán inscribirlos en el Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la especie canina, en la forma y plazos que fije el reglamento establecido en el artículo 4°. 


Artículo 14.- El Registro contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del animal;


2. El nombre del animal, género, especie, color y raza animal, si la tuviere, y


3. El número que se asigna al animal para su debida identificación.


El Registro contemplará un sistema de identificación único, estandarizado e incorporado al animal de manera inseparable. Dicho sistema podrá incluir el uso de dispositivos externos, la implantación o aplicación de un microchip o mecanismo interno y otras medidas que permitan la identificación del animal.

2. Del Registro de Organizaciones no Gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía


Artículo 15.- Las organizaciones no gubernamentales con personalidad jurídica cuyo objeto principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas, podrán postular a recursos fiscales concursables que se dispongan para fines de seguridad u orden público.


Para estos efectos, las instituciones señaladas en el inciso precedente deberán inscribirse en el Registro de Organizaciones no Gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.


El Registro señalado en el inciso precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1°. Nombre completo, rol único tributario y domicilio de la entidad.


2°. Nombre completo, cédula de identidad y domicilio de su representante legal.


3°. Indicación de la ubicación y capacidad de cada uno de los recintos o lugares destinados a la mantención de mascotas que se encuentren bajo la dependencia o cuidado de la respectiva entidad, si correspondiere.


4°. Las demás que determine el reglamento respectivo.


Artículo 16.- En el caso de que se modificare cualquiera de las menciones señaladas en el artículo precedente, corresponderá al representante legal de la organización informar el nuevo antecedente a la entidad encargada del Registro de Organizaciones no Gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en un plazo no superior a treinta días.

3. Del Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas


Artículo 17.- Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que pertenezcan a razas calificadas como potencialmente peligrosas, o de cruces o híbridos de ellas, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas, en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.


Además, corresponderá a los dueños de criaderos y a los vendedores de mascotas o animales de compañía calificados como potencialmente peligrosos esterilizarlos antes de su transferencia o entrega a cualquier título, a menos que el adquirente o receptor sea otro criadero que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional, el que podrá destinarlos a la reproducción.


Artículo 18.- El Registro indicado en el artículo precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del criadero o del representante legal de la persona jurídica propietaria del establecimiento. En este último caso, además, se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria.


2. La indicación de las razas de canes potencialmente peligrosos, o los cruces o híbridos derivados de las mismas, que el criadero reproduzca.


3. Las demás que determine el reglamento.

Artículo 19.- Los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía tendrán la obligación de llevar un registro en que consten los datos que determine el reglamento, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales. 

Corresponderá al vendedor entregar los animales esterilizados, a menos que el adquirente o receptor sea otro criador que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas, el que podrá destinarlos a la reproducción. Además, el vendedor deberá asegurar que los animales cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie de que se trate.

Se deberá entregar por escrito al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.
TÍTULO V

Del Consejo Nacional de Protección Animal y la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal


Artículo 20.- Créase el Consejo Nacional de Protección Animal, en adelante el Consejo, como instancia multisectorial responsable de la elaboración de la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal, teniendo en consideración lo dispuesto en la ley N° 20.380, sobre protección de animales.


El Consejo estará integrado por:

a) El Subsecretario del Interior, quien lo presidirá;

b) Un Subsecretario del Ministerio de Salud;

c) El Subsecretario de Educación; 


d) El Subsecretario de Agricultura, y


e) El Subsecretario de Hacienda.


Las modalidades de operación y el funcionamiento del Consejo Nacional de Protección Animal serán establecidos por un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito también por los Ministros de las otras Secretarías de Estado que componen el Consejo.


Artículo 21.- La Estrategia Nacional de Protección de Población Animal, en adelante la Estrategia Nacional o la Estrategia, establecerá los lineamientos de política pública en materia de control y protección de la población animal, especialmente canina, teniendo en consideración lo señalado en esta ley y en la ley N° 20.380, sobre protección de animales. Dicha Estrategia Nacional deberá considerar, a lo menos, el desarrollo de lo siguiente:


1° Campañas de educación en tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, para toda la población.


2° Herramientas que permitan y faciliten a la población una adecuada tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


3° Programas para fomentar el cuidado de la salud animal y el control sanitario de mascotas o animales de compañía, y para prevenir su abandono e incentivar la adopción de los mismos.


4° Programas de esterilización masiva y obligatoria de mascotas o animales de compañía.


5° Sistemas de registro e identificación de mascotas o animales de compañía.


6° Mecanismos para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de mascotas o animales de compañía. 


7° Asociaciones estratégicas con organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, con el objeto de generar asociatividad y colaboración para el diseño e implementación de las distintas materias vinculadas con la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


Dentro de los treinta días siguientes a la dictación del acto administrativo que establezca la Estrategia Nacional, los Subsecretarios del Interior y el de Salud respectivo, deberán presentarla ante la Comisión permanente de la Cámara de Diputados que dicha Corporación acuerde en sesión de Sala.


La Estrategia Nacional se revisará cada cinco años, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para modificarla o actualizarla en cualquier momento y de las proposiciones que en tal sentido formulen los Ministerios responsables. 


Las modificaciones o actualizaciones que se realicen a la Estrategia Nacional deberán ser informadas a la Comisión permanente de la Cámara de Diputados ante la que se presentó la original, dentro del plazo de treinta días, contado desde su aprobación. 

TÍTULO VI

De las infracciones y sanciones


Artículo 22.- El incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 13 será sancionado con una multa de hasta quince unidades tributarias mensuales.


Artículo 23.- El dueño o poseedor de un animal potencialmente peligroso que incumpliere las obligaciones que se le hayan impuesto conforme al artículo 4° será sancionado con una multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.


Artículo 24.- El criadero o el vendedor de mascotas o animales de compañía potencialmente peligrosos que incumpliere las obligaciones establecidas en la presente ley y sus reglamentos, será sancionado con una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, será sancionado con el doble de la multa. 


Si el criadero incurriere por tercera vez en la misma conducta, se le impondrá una multa de treinta a noventa unidades tributarias y la autoridad fiscalizadora procederá a clausurarlo.


Artículo 25.- Toda otra contravención a esta ley se sancionará con multa de una a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 291 bis y 491, inciso segundo, del Código Penal.


En caso de reincidencia en las infracciones establecidas en este Título, salvo las contenidas en el artículo anterior, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y determinar su destino. Las entidades inscritas en el registro establecido en el artículo 15 podrán recibir a los animales decomisados hasta encontrar un nuevo tenedor. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios del animal.


Artículo 26.- Las multas que se recauden por aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva.


Artículo 27.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de sus reglamentos corresponderá a las municipalidades, y a la autoridad sanitaria en las materias de su competencia, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.


Las infracciones al Código Sanitario y sus normas complementarias serán sancionadas de acuerdo con lo establecido en el artículo 174 de dicho Código.

Artículo 28.- El juez competente en materia penal deberá autorizar la incautación de los perros declarados potencialmente peligrosos que hayan causado lesiones graves o la  muerte de una persona, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales del dueño, poseedor o cuidador del animal. El perro incautado será puesto a disposición de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, las que se harán cargo de él para efectos de que sea rehabilitado, si fuere posible, y para sanitizarlo, esterilizarlo y, si finalmente se decreta su comiso, reubicarlo en un hogar apto, previo examen de expertos, de forma que no constituya un peligro para las personas. Los costos derivados de la resolución judicial serán de cargo del dueño o poseedor del animal.

No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior al ejemplar canino que diere muerte o causare lesiones graves al que se encontrare en la situación prevista y sancionada por el artículo 144 del Código Penal, así como al que se introdujere a un domicilio, residencia o morada sin autorización de los moradores ni justificación alguna o con el propósito de cometer delito.

TÍTULO VII

Disposiciones Generales


Artículo 29.- La autoridad competente y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o con otros organismos públicos o privados, para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.


Artículo 30.- Los jueces de policía local serán competentes para conocer de las infracciones de que trata esta ley, de acuerdo con las normas de la ley N° 18.287, quedando facultados para disponer todas las medidas que estimen pertinentes, de acuerdo a sus atribuciones, a fin de asegurar el bienestar de las personas y del animal.


Artículo 31.- Toda persona que sea amenazada o perturbada en su vida, su salud o su integridad, por acción de un animal de los que trata esta ley, podrá denunciar el hecho, sin mayor formalidad, ante el Juez de Policía Local competente, a fin de que éste, en el más breve plazo, adopte las medidas que estime necesarias para eliminar dicha amenaza o perturbación.

El juez podrá decretar la inspección personal del tribunal o requerir de la autoridad sanitaria, profesionales u organismos que estime pertinentes, los informes que sean necesarios para determinar las medidas a adoptar en relación con la mascota o animal de compañía.


Artículo 32.- Las disposiciones contenidas en esta ley se aplicarán supletoriamente, en especial respecto de lo dispuesto en la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley N° 18.755, sobre el Servicio Agrícola y Ganadero; la ley N° 19.473, sobre Caza; la ley N° 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias; la ley N° 20.380, y otras leyes especiales.


Artículo 33.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 291 bis: 


“Se impondrá, además, la pena accesoria de prohibición absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, al que sea condenado por el delito sancionado en el inciso anterior y al que infrinja lo dispuesto en el artículo 7° de la ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos. Esta pena accesoria no podrá ser sustituida ni rebajada y se aplicará en todo caso.


Podrán querellarse en los procesos por los delitos de este artículo las organizaciones con personalidad jurídica que tengan por finalidad la protección de los animales y que se hallen inscritas en el Registro a que se refiere el artículo 15 de la ley indicada en el inciso precedente.”.


b) Agrégase al número 18 del artículo 494 del Código Penal la siguiente oración final: “En el caso de los animales de la especie canina considerados potencialmente peligrosos, se aplicará lo dispuesto por la legislación especial sobre la materia.”.


Artículo 34.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 13 de la ley N° 20.380, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Además de las sanciones señaladas en el inciso precedente, podrá imponerse la clausura temporal del establecimiento hasta por tres meses. En caso de reincidencia en alguna de esas conductas, procederá la clausura definitiva.”.


Artículo 35.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público y, en los años siguientes, con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.

Disposiciones Transitorias


Artículo primero.- Los reglamentos contemplados en la presente ley deberán ser dictados dentro del plazo de ciento ochenta días contados desde su publicación.


Artículo segundo.- Los registros señalados en el artículo 12 deberán estar disponibles para su utilización por los usuarios en el plazo de noventa días, contados desde la fecha de entrada en vigencia de los reglamentos respectivos.


Las personas naturales y jurídicas que deban inscribirse en ellos deberán hacerlo en el plazo de ciento ochenta días, contados desde la fecha en que los registros se encuentren disponibles para su utilización.


Artículo tercero.- Las municipalidades, dentro del plazo de sesenta días contados desde la publicación del reglamento establecido en el artículo 4°, deberán dictar la ordenanza municipal establecida en el artículo 5°. 


Aquellas municipalidades que a la fecha de publicación de esta ley ya hubieren dictado ordenanzas referidas a esta materia, deberán adaptarlas al reglamento, dentro del mismo plazo contemplado en el inciso precedente.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 31 de julio y 7 de agosto de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.




Valparaíso, 13 de agosto de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA LA PUBLICACIÓN EN MEDIOS ELECTRÓNICOS DE ACTOS QUE DEBAN SER PUBLICADOS EN PERIÓDICOS DE CIRCULACIÓN NACIONAL, REGIONAL O LOCAL (8314-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.





A las sesiones en que se analizó esta iniciativa asistieron el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira; el Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores, y los asesores legislativos, señores Alejandro Arriagada, Juan José Bouchon y Gabriel Jiménez. Igualmente, estuvieron presentes los asesores señora Natalia Cabrera y señores Julio Alonso y Carlos Feres.


Concurrieron, además, el Profesor de Derecho Administrativo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Eduardo Cordero; el Profesor de Derecho Procesal de la Universidad de Valparaíso, señor Claudio Meneses, y el Profesor de Derecho Informático de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Renato Jijena.



Por la Superintendencia de Valores y Seguros, participaron el Fiscal de Valores, señor Armando Massarente, y la Jefa del Área Informática, señora Sonia Muñoz. En representación de la Dirección General de Aguas, asistieron el Director General, señor Matías Desmadryl, y el Jefe de la División Legal, señor Francisco Echeverría. Por el Servicio Nacional del Consumidor concurrió el Subdirector Nacional, señor Lucas del Villar.





Asistieron, por el Diario La Nación, el asesor señor Carlos Orellana, y por el Diario El Mostrador, su Director, señor Federico Joannon, y el Coordinador de Editorial, señor Santiago Escobar.


Participaron, asimismo, los abogados analistas de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Patricia Reyes y Paola Truffello y señor Juan Pablo Cavada.





Asistió el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Juan Ignacio Gómez. Igualmente, estuvieron presentes los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago, y la asesora del Honorable Senador Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa tiene por finalidad permitir que cada vez que el ordenamiento jurídico requiere que un acto o su extracto se publique en diarios o periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local, el interesado pueda optar por efectuar dicha publicación a través de un medio electrónico. Se dispone que ésta permanecerá disponible para el público por el plazo de un año, vencido el cual, el medio electrónico enviará el respectivo soporte a la Biblioteca Nacional para su archivo y custodia.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El proyecto no tiene normas que requieran un quórum especial para su aprobación.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

1.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Entre las normas jurídicas que se relacionan con la iniciativa legal en tramitación, cabe destacar las siguientes:


1) Ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.


2) Ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.


3) Ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


4) Código de Procedimiento Civil, particularmente, en el Libro I, Disposiciones comunes a todo procedimiento, su Título VI, que regula las notificaciones.

2. ANTECEDENTES DE HECHO

2.1. El Mensaje del Ejecutivo


El Mensaje que Su Excelencia el señor Presidente de la República dirigiera al Senado al iniciarse la tramitación de este asunto, proporciona los antecedentes que a continuación se consignan.


En primer término, menciona la necesidad de mejorar el uso de medios electrónicos de comunicación.

Señala que, actualmente, el desarrollo de internet y otros medios electrónicos de comunicación ha permitido mejorar el acceso de los ciudadanos a la información, permitiendo ahorro de tiempo y de costos, entre otros beneficios. Manifiesta que en el país existe un gran número de medios digitales, que en ocasiones son más accesibles para la población que los medios impresos, logrando, además de las ventajas indicadas anteriormente, una mayor cobertura. Agrega que es por lo anterior que el Gobierno ha estimado conveniente promover el uso de estos medios, para los efectos de facilitar las publicaciones exigidas por la ley, como es el caso de ciertas notificaciones por medio de avisos y la publicación de información financiera de las sociedades anónimas.

Explica que, de esta manera, la idea central es que cada vez que la ley exija la publicación en diarios o periódicos de circulación nacional, regional o local, se entienda que el mandato legal se puede cumplir, asimismo, mediante la inclusión de dicha publicación en medios electrónicos. Agrega que esta iniciativa, junto con eliminar una distinción que hoy carece de utilidad para estos efectos entre medio impreso y medio digital, puede mejorar la competencia, al incorporar nuevos oferentes de servicios de publicación, logrando los mismos o incluso mejores estándares de acceso e información y redundando en eficiencia tanto para los obligados a efectuar las publicaciones como para los ciudadanos que requieren acceder a ellas.





Enseguida, el Mensaje se refiere a la necesidad de que los ciudadanos puedan disponer de información en forma permanente.





Indica que otro beneficio que conlleva la publicación en medios electrónicos consiste en que permite a los interesados, y a los ciudadanos en general, contar con vías más expeditas y permanentes de información, dado que el conocimiento de las publicaciones no queda supeditado sólo al día de venta de la edición impresa y al respectivo número de ejemplares disponibles.





En tercer lugar, pone de manifiesto la conveniencia de reducir de manera significativa los costos, tanto para quienes publican como para los que consultan las publicaciones.

En esta materia, señala que los interesados que deben efectuar publicaciones exigidas por el ordenamiento jurídico podrán cumplir tal obligación a un menor costo que el actual, debido a que aquellas que se realizan en medios electrónicos pueden competir a un precio menor en relación a los medios que se valen del soporte en papel, dando más posibilidades al responsable de efectuar la publicación de elegir el medio de su preferencia.

Añade que dicha disminución de costos favorecerá, a su vez, el emprendimiento de actividades económicas, particularmente de empresas de menor tamaño.





En último término, alude a la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, la cual establece la conservación del patrimonio ambiental como un elemento fundamental del derecho constitucional a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. En dicho contexto, explica que el desarrollo sustentable se erige como un modelo de crecimiento al que el Estado debe tender, el cual consiste en el proceso de mejoramiento sostenido y equitativo de la calidad de vida de las personas fundado en medidas apropiadas de conservación y protección del medio ambiente, de manera de no comprometer las expectativas de las generaciones futuras.

En este sentido, puntualiza que el fomento del uso de medios electrónicos implica propender a la racionalización del papel como medio de transmisión de información y representa, por ende, una medida que colaborará con el desarrollo económico sustentable de Chile.





Enseguida, refiriéndose al contenido del proyecto, el Mensaje señala que éste permite que el interesado en realizar una publicación, pueda optar por efectuarla en un medio electrónico en aquellos casos en que el ordenamiento jurídico requiere que un acto o su extracto sea publicado en diarios o periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local, o utilice cualquiera otra denominación que aluda a aquellos.

Además, la propuesta señala que las publicaciones electrónicas se mantendrán disponibles al público en el sitio electrónico durante el plazo de un año calendario contado desde la fecha de la publicación. Vencido éste, los medios electrónicos enviarán las publicaciones en microfilms o soporte electrónico a la Biblioteca Nacional para archivo y custodia, en los términos dispuestos por la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo. Finalmente, se faculta a dicha institución para otorgar copias autorizadas gratuitas de las publicaciones electrónicas que obren en su poder.

2.2. Proyecto de ley que establece el nuevo Código Procesal Civil





La Comisión tuvo también en consideración el proyecto de ley, en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, originado en un Mensaje del Ejecutivo, que establece el nuevo Código Procesal Civil, contenido en el Boletín N° 8.197-07.





Dicho cuerpo normativo permite la utilización de formas de notificación diferentes de las que tradicionalmente se han utilizado en este ámbito. En efecto, en el Libro Primero del texto que se propone, sobre Disposiciones generales, Título IX, Disposiciones generales de los actos procesales, Capítulo 5°, referido a las comunicaciones procesales, el artículo 104 contempla otras formas de notificación, disponiendo que “Cualquiera de las partes podrá proponer para sí otras formas de notificación, que el tribunal podrá aceptar si, en su opinión, resultaren suficientemente eficaces y no causaren indefensión.”.

2.3. Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, y de otros cuerpos legales





La Comisión estimó pertinente tener a la vista las ideas y objetivos en que se basa una iniciativa del Ejecutivo que se ha presentado recientemente a tramitación legislativa, con miras a perfeccionar la ley en referencia, transcurrida una década desde su entrada en vigor.





Dicho proyecto está contenido en el Boletín N° 8.466-07, el cual quedó radicado en la Comisión de Economía de esta Corporación.





Sus propósitos principales se orientan a lograr la masificación del uso de la firma electrónica avanzada; el reforzamiento del marco legal del documento electrónico y la firma electrónica avanzada, y el fortalecimiento del sistema de confianza de la firma electrónica avanzada y del principio de neutralidad tecnológica.

2.4. Opinión de la Excelentísima Corte Suprema en relación a la iniciativa en análisis





Aun cuando no se requería de manera obligatoria la opinión del Máximo Tribunal acerca el proyecto en estudio por no versar éste sobre la competencia o la organización de los tribunales, la Comisión resolvió recabar su parecer.





La respuesta de la Excma. Corte Suprema consta en el oficio N° 79-2012, de ese Alto Tribunal, de fecha 31 de julio de 2012, cuyo tenor es el que sigue:


“Por Oficio N° CL/240-2012, recibido el día 25 de julio de 2012, el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del H. Senado solicitó informe a esta Corte sobre el proyecto -iniciado en Mensaje- que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín N° 8.314-07), (AD 1092-2012).


Lo anterior no se requiere al tenor de lo dispuesto en los artículos 77 de Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, mas se estimó de interés conocer la opinión de esta Corte Suprema.


El proyecto ingresó al Congreso el día 23 de mayo de 2012 y actualmente se encuentra en primer trámite constitucional ante la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del H. Senado.

Fundamentos del proyecto


Las razones que se indican en el Mensaje para presentar este proyecto de ley dicen relación con los siguientes aspectos:


1.- Mejorar el uso de los medios electrónicos de comunicación.


En efecto, en nuestro país existe un gran número de medios digitales que, en ocasiones, pueden resultar más accesibles para la población que los medios impresos. Por tal motivo, el Gobierno ha estimado necesario promover su uso para "facilitar las publicaciones exigidas por la ley, como es el caso de ciertas notificaciones por medio de avisos y la publicación de información financiera de las sociedades anónimas. De esta manera, la idea central es que cada vez que la ley exige la publicación en diarios o periódicos de circulación nacional, regional o local, se entienda que el mandato legal se puede cumplir, asimismo, mediante la inclusión de dicha publicación en medios electrónicos".


A su vez, se espera mejorar la competencia al incorporar nuevos oferentes de servicios de publicación, de manera de lograr iguales o mejores estándares de acceso e información.


2.- Otorgar información disponible en forma permanente a los ciudadanos.


Este beneficio se produciría, por cuanto los medios electrónicos son vías más expeditas y permanentes de información, toda vez que el conocimiento de las publicaciones no queda supeditado solamente al día de venta de la edición impresa y al número de ejemplares disponibles del diario de que se trate.


3.- Reducir significativamente los costos, tanto para quienes publican como para quienes consultan las publicaciones.


En este sentido, quienes deban publicar podrán hacerlo a un menor costo debido a que las publicaciones en medios electrónicos pueden competir a un precio más bajo en relación con los medios impresos, lo que implicará, a su vez, colaborar al emprendimiento de actividades económicas especialmente de empresas de menor tamaño.


4.- Colaboración con el desarrollo económico sustentable.


Este desarrollo es entendido como el deber del Estado de mejorar de forma sostenida y equitativa la calidad de vida de las personas, "fundado en medidas apropiadas de conservación y protección del medio ambiente, de manera de no comprometer las expectativas de las generaciones futuras". Así, al fomentarse el uso de medios electrónicos, se propende a la racionalización del papel como medio de transmisión de información y, por ende, se colabora con el desarrollo económico sustentable del país.

Contenido del proyecto de ley


El proyecto permite que el interesado, en los casos que el ordenamiento jurídico requiera que un acto o su extracto sea publicado en diarios o periódicos de circulación nacional, regional, provincial, local o cualquier otra denominación que aluda a aquellos, opte por la publicación en medios electrónicos.


El proyecto consta de cuatro artículos que a continuación se reproducen:


"Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por objeto permitir la publicación de toda clase de actos y notificaciones en medios electrónicos que, de acuerdo al ordenamiento jurídico, requieren ser publicados en diarios o periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local, o cualquier otra denominación que se utilice para aludir a aquellos.


Artículo 2°.- Definiciones. Para efectos de esta ley, medio electrónico es aquel medio de comunicación social en formato digital o electrónico a que alude el inciso segundo del artículo 2°
 de la Ley N° 19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo y constituido de acuerdo al Título III de la referida ley.


Se entenderá por publicación electrónica, la inclusión de un documento o extracto que da cuenta de un determinado acto en un sitio electrónico.


A su vez, sitio electrónico es un portal de información asociado a un dominio o subdominio de Internet.


Artículo 3°.- Publicación electrónica. Toda vez que el ordenamiento jurídico ordene que un acto de cualquier naturaleza, o su extracto, sea publicado en diarios o periódicos de circulación nacional, regional o local, o cualquier otra denominación que aluda a los mismos, deberá entenderse que aquella publicación podrá realizarse, a elección del interesado, en medios electrónicos.


Artículo 4°.- Período de publicación. Los medios electrónicos deberán mantener disponibles en su sitio electrónico las publicaciones efectuadas durante al menos un año calendado contado desde la fecha de publicación. Terminado dicho plazo, deberán enviar las publicaciones en microfilms o soporte electrónico a la Biblioteca Nacional, a fin de que ésta los archive y custodie electrónicamente, de acuerdo a la ley 19.733.


La Biblioteca Nacional emitirá copias autorizadas de las publicaciones electrónicas que obren en su poder, a solicitud del interesado, las cuales serán gratuitas.".

Algunas normas legales que aluden a publicaciones en diarios o periódicos de circulación nacional en un contexto judicial


En nuestro ordenamiento jurídico existen diversas normas que contemplan la posibilidad de realizar la notificación de resoluciones y otra clase de actos a través de la publicación de avisos en los distintos diarios del territorio. A fin de ejemplificar tal realidad, se procederá a revisar diversas disposiciones que permiten dicha publicación.

Código de Procedimiento Civil


En el título VI del Libro I, referido a las notificaciones, se contempla el artículo 54 que permite la notificación por avisos en aquellos casos que deba notificarse "personalmente o por cédula a personas cuya individualidad o residencia sea difícil determinar, o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia". Al respecto, la norma indica que la notificación podrá hacerse "por medio de avisos publicados en los diarios del lugar donde se sigue la causa, o de la cabecera de la provincia o de la capital de la región, si allí no los hay". Asimismo, cuando la notificación corresponda a la primera de una gestión judicial, "será necesario, además, para su validez, que se inserte el aviso en los números del "Diario Oficial" correspondientes a los días primero o quince de cualquier mes, o al día siguiente, si no se ha publicado en las fechas indicadas."


En las normas del juicio ejecutivo también se establece una notificación por avisos, específicamente relacionada con el remate. El artículo 489 señala que aquel "se anunciará por medio de avisos publicados, a lo menos por cuatro veces, en un diario de la comuna en que tenga su asiento el tribunal, o de la capital de la provincia o de la capital de la región, si en aquélla no lo hubiere".


En los juicios sobre partición de bienes, el artículo 658 dispone que: "Para proceder a la licitación pública de los bienes comunes bastará su anuncio por medio de avisos en un diario de la comuna o de la capital de la provincia o de la capital de la región, si en aquélla no lo hubiere."


El artículo 735, relativo a los juicios de mínima cuantía y también en relación con el remate de los bienes embargados, establece que: "Si se trata de bienes raíces o de derechos reales constituidos en ellos, deberán, además, publicarse tres avisos en un diario de la comuna en que se encuentre situado el inmueble o, si allí no lo hubiere, en uno de la capital de la provincia o de la capital de la respectiva región."


Por su parte, el artículo 860, ubicado dentro de las normas del inventario solemne, consigna que debe citarse a todos los interesados conocidos y que por ley tengan derecho a asistir a la confección del inventario. Para tales efectos, su citación se hará personalmente si residen en el mismo territorio jurisdiccional y a los demás interesados "se les citará por medio de avisos publicados durante tres días en un diario de la comuna, o de la capital de la provincia o de la capital de la región, cuando allí no lo haya."


Tratándose de la dación de la posesión efectiva de la herencia, el artículo 882 dispone que la resolución que la concede "se publicará en extracto por tres veces en un diario de la comuna, o de la capital de la provincia o de la capital de la región cuando allí no lo haya."


A su vez, el artículo 903 sobre la declaración del derecho al goce de censos, indica que reclamado el derecho a entrar en el goce de un censo de transmisión forzosa, el tribunal "llamará por medio de tres avisos que se publicarán de ocho en ocho días a lo menos en un diario de la comuna, si lo hay, o de la capital de la región, en el caso contrario, a los que se crean llamados al goce del censo, a fin de que hagan uso de su derecho."


Por último, el artículo 919 referido a la expropiación por causa de utilidad pública, señala que una vez que el tribunal declare el valor de los bienes a expropiar "mandará publicar esta declaración por medio de cinco avisos que se insertarán de tres en tres días, a lo menos, en un periódico del departamento, si lo hay, o de la cabecera de la provincia, en caso contrario, a fin de que los terceros a que se refieren los artículos 923 y 924 puedan solicitar las medidas precautorias que en dichos artículos se mencionan."

Código del Trabajo


El artículo 439, ubicado dentro de las normas del Libro V sobre jurisdicción laboral, dispone las reglas a seguir en materia de notificación de la demanda. Al respecto, se consigna una norma similar a la contenida en el artículo 54 del Código de Procedimiento Civil, pues el Código del Trabajo indica que si la demanda debe notificarse a una persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar o que por su número dificulten de forma considerable la diligencia "el juez podrá disponer que la notificación se efectúe mediante la publicación de un aviso o por cualquier medio idóneo que garantice el derecho a la defensa y los principios de igualdad y de bilateralidad de la audiencia. Si se dispone que la notificación se practique por aviso, éste se publicará por una sola vez en el Diario Oficial u otro diario de circulación nacional o regional, conforme a un extracto emanado del tribunal, el que contendrá un resumen de la demanda y copia íntegra de la resolución recaída en ella. Si el aviso se publicara en el Diario Oficial, ello será gratuito para los trabajadores."

Código Civil


En este Código, encontrarnos una clara referencia a la notificación por aviso en relación a la muerte presunta. Así, el artículo 81 establece que antes de declararse dicha presunción, constituye una prueba de rigor la citación del desaparecido, "que deberá haberse repetido hasta por tres veces en el periódico oficial, corriendo más de dos meses entre cada dos citaciones." Asimismo, tratándose de la desaparición de personas por la ocurrencia de un sismo u otra catástrofe que provoque o haya podido provocar la muerte de numerosas personas, quien tenga interés podrá pedir la declaración de muerte presunta. En este caso, la citación del desaparecido se debe hacer "mediante un aviso publicado por una vez en el Diario Oficial correspondiente a los días primero o quince, o al día siguiente hábil, si no se ha publicado en las fechas indicadas, y por dos veces en un diario de la comuna o de la capital de la provincia o de la capital de la región, si en aquélla no lo hubiere, corriendo no menos de quince días entre estas dos publicaciones."


A su vez, el artículo 447, referido a la curaduría del menor, establece que el decreto de interdicción se debe inscribir en el Registro del Conservador y notificarse al público "por medio de tres avisos publicados en un diario de la comuna, o de la capital de la provincia o de la capital de la región, si en aquélla no lo hubiere."


Del mismo modo, el artículo 1.262 sobre el beneficio de inventario en la herencia, consigna que una vez que se hubieren consumido los bienes de la sucesión, el juez citará a los acreedores hereditarios y testamentarios que no hayan alcanzado a ser cubiertos para que reciban cuenta exacta del heredero beneficiario de todas las inversiones que haya realizado. Dicha citación se hará "por medio de tres avisos en un diario de la comuna o de la capital de provincia o de la capital de la región, si en aquélla no lo hubiere”:

Código de Comercio


En el Libro IV, relativo a las quiebras, se dispone -en su artículo 6°- que "Siempre que esta ley o el tribunal ordene que una resolución se notifique por avisos, se entenderá que debe publicarse un aviso en el Diario Oficial. El aviso, aprobado en su texto por el tribunal, contendrá un extracto de la petición y copia íntegra de la resolución, a menos que esta ley o el tribunal disponga lo contrario."

Observaciones


De las normas revisadas, aparece que en la actualidad la exigencia legal de publicar resoluciones judiciales siempre está referida ya sea al Diario Oficial o bien a un diario de la comuna, capital de provincia, o capital de región, o un diario del domicilio de una de las partes o interesado.


Es decir, es requisito que se trate de un diario, publicación definida en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.733 en los siguientes términos: "Se entenderá por diario todo periódico que se publique a lo menos cuatro días en cada semana y cumpla con los demás requisitos establecidos en la ley.".


Revisada la historia de la ley del establecimiento de dicho artículo, consta que en el Primer Informe de la Comisión de Constitución de la Honorable Cámara de Diputados, en la página 63 se consigna lo siguiente:


"(...) La inclusión de la definición de diario, para referirse con ella a toda publicación periódica que habitualmente se edite a lo menos cuatro días en cada semana y cumpla con los demás requisitos legales, tiene por finalidad permitir que en ellos puedan efectuarse ciertas publicaciones oficiales que deben insertarse en "diarios", esto es, en medios de comunicación escritos que aparecen cada día y no sólo en algunos."


Ahora bien, el artículo 3° del proyecto señala que cada vez que el ordenamiento exija publicación en diarios o periódicos de circulación nacional, regional o local, o cualquier otra denominación que aluda a los mismos, podrá ésta efectuarse, a elección del interesado, en medios electrónicos. De lo anterior, habría que concluir que las publicaciones que deben efectuarse en el Diario Oficial, no quedan incluidas en la norma y, por tanto, sigue la obligación de publicación en aquél, cada vez que el ordenamiento lo exija.

Conclusiones


1.- EI proyecto en análisis permite, a elección del interesado, la publicación de actos y notificaciones exigidos por el ordenamiento jurídico, en cualquier medio electrónico, siempre y cuando dicho medio se haya establecido conforme al inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.733, otorgándole a dicha publicación los mismos efectos legales que las que hasta hoy tienen las que se efectúan en soporte papel.


2.- El artículo antes señalado define como diario a "todo periódico que se publique a lo menos cuatro días en cada semana y cumpla con los demás requisitos establecidos en la ley.”. Vale decir, para que las actuaciones y notificaciones judiciales que prescribe nuestro ordenamiento puedan publicarse en un medio electrónico, éste deberá necesariamente tener la condición de "diario", es decir, publicarse al menos cuatro veces a la semana y cumplir con los requisitos legales (ley N° 19.733, en cuanto a nacionalidad y otros).


3.- Por su parte, el Diccionario de la Real Academia define el verbo “publicar” como: Hacer notorio o patente, por televisión, radio, periódicos o por otros medios, algo que se quiere hacer llegar a noticia de todos.


4.- De lo expuesto, queda en evidencia que la publicación de actos y notificaciones judiciales y otras, son efectuadas en diarios o periódicos, atendido precisamente la relevancia que implica su contenido y la posibilidad de que un gran número de interesados, terceros, etc., pueda tomar conocimiento.


5.- La circunstancia de autorizar notificaciones y publicaciones en medios electrónicos que reúnan la calidad de diario no resultaría contraria a nuestro ordenamiento, siempre y cuando se regulase expresamente las condiciones y requisitos que deberá tener un medio electrónico para ser considerado diario o periódico, no bastando la remisión que el artículo 2° del proyecto efectúa al artículo 2°, inciso segundo, de la ley N° 19.733. Debiera entonces el legislador, definir expresamente qué se entenderá por diario electrónico, de manera de brindar certeza en las relaciones comerciales, administrativas y por cierto las derivadas de la calidad de parte o tercero en un procedimiento judicial y seguridad en la publicidad en la información sensible y personal.


En ese mismo contexto, quizás sería recomendable que el proyecto precisare si las publicaciones que el actual ordenamiento ordena efectuar en el Diario Oficial permanecen en dicho diario, o se entienden comprendidas en la definición amplia de medio electrónico que aquel propone.


El proyecto entrega al interesado la facultad de determinar si optará o no por los medios electrónicos para realizar publicaciones judiciales (artículo 3°, parte final). En el caso que opte por éstos últimos, pudiera estimarse afectada la garantía constitucional del debido proceso o igualdad ante la ley, considerando que el acceso a medios electrónicos, requiere de mayores habilidades y capacidades técnicas, de las que se requiere para adquirir un diario y tomar conocimiento de una publicación, en este caso, judicial.


El problema, entonces, radica en la incerteza que produciría el aceptar que la norma fuese vinculante para las actuaciones y notificaciones judiciales, desde el punto de vista que no se puede pretender que todo interesado, demandado, parte o tercero en una actuación o proceso judicial, disponga de los recursos para estar permanentemente accediendo a sitios electrónicos para revisar eventuales notificaciones. Distinta sería la circunstancia que, como política pública de Estado, se estableciera uno o varios sitios electrónicos destinados exclusivamente a recibir las publicaciones de actos y notificaciones emanadas de la autoridad ya sea Ejecutivo, Legislativo y Judicial.


Como ya se dijo, el inciso final del artículo 3° del proyecto faculta al interesado para determinar si utilizará diarios impresos o medios electrónicos en caso que corresponda. Dicha alternativa, en caso de procesos judiciales, debiera explicitarse al momento de trabar la litis, de manera de brindar certeza jurídica.


Finalmente, se estima que la garantía respecto a la vida privada también se vería afectada, toda vez que -y como lo consigna uno de los fundamentos del proyecto-, al estar dichas publicaciones y notificaciones en medios electrónicos, a los cuales desde un punto de vista económico (no de capacidad técnica) es más fácil acceder, y permaneciendo a disposición de los usuarios del medio por un año, la exposición de datos privados se encuentra más expuesta a la publicidad.”.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, dio por iniciada la discusión en general de esta iniciativa, ofreciendo la palabra al Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores.


El mencionado señor Subsecretario expresó que el proyecto en estudio surgió de la denominada Agenda de Impulso a la Competitividad, en la cual se identificó, como un aspecto para mejorar esta última, la necesidad de vigorizar el crecimiento económico del país eliminando barreras, acelerando trámites, mejorando las condiciones para emprender e innovar y promoviendo un ambiente de libre competencia y de igualdad de oportunidades. Agregó que la medida signada con el número 35 de dicha Agenda indica justamente que digitalización es más información por vía electrónica.


Recordó que en el año 2010, en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo se coordinaron reuniones de trabajo para analizar de qué manera se podía reducir, simplificar y abaratar los costos relativos a determinados trámites.


Agregó que en el contexto de la señalada Agenda, apareció la necesidad que permanentemente tiene el sector privado de publicar en medios escritos una serie de hechos, tales como estados financieros o citaciones a juntas en el caso de las publicaciones concernientes a la ley sobre mercado de valores, llamados a concurso, notificaciones judiciales por avisos y otros tipos de publicaciones judiciales, extravío de documentos mercantiles, avisos en procedimientos de concesiones eléctricas y de geotermia, etc.


Expresó que muchas de estas publicaciones se realizan en medios escritos, pues esa era la manera en que se informaba a la ciudadanía en el siglo XX.


Indicó que este proyecto de ley busca que los particulares puedan realizar estas publicaciones por medios electrónicos para dar cumplimiento a un conjunto de obligaciones legales.


Agregó que, por otra parte, cada vez es más frecuente que la ciudadanía se informe a través de los ya citados medios y no a través de los diarios tradicionales que utilizan el papel. Hizo presente, por ejemplo, que la publicación de estados financieros se está llevando a cabo en forma electrónica.


Hizo notar que el proyecto de ley en análisis no involucra las publicaciones que en este momento deben efectuarse en el Diario Oficial, sino que sólo se refiere a aquéllas que se realizan en diarios de circulación nacional, regional, provincial o local.


Agregó que la iniciativa señala las características que debe tener el medio electrónico en que habrán de hacerse las referidas publicaciones. Explicó que, además, se busca permitir que las personas puedan optar por publicar en medios electrónicos o en papel en todos aquellos casos en que la ley exija que los particulares realicen publicaciones en diarios o periódicos.


Añadió que las publicaciones electrónicas deberán estar disponibles para el público en el respectivo sitio electrónico durante el plazo de un año, vencido el cual deberán enviarse a la Biblioteca Nacional para su archivo y custodia electrónica.


Expresó que, para todos los efectos legales, son medios de comunicación social aquellos aptos para transmitir, divulgar, difundir o propagar, en forma estable y periódica, textos, sonidos o imágenes destinados al público, cualquiera sea el soporte o instrumento utilizado. Lo anterior, en virtud de lo establecido por el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.


Recordó que el inciso segundo del señalado precepto establece que por “diario” se entenderá todo periódico que se publique a lo menos cuatro días en cada semana y cumpla con los demás requisitos establecidos en la misma ley.


Complementando su exposición, hizo presente que los beneficios esperados con esta iniciativa son los siguientes:


1. Reducir significativamente los costos, tanto para quienes publican como para quienes consultan las publicaciones;


2. Permitir que haya información disponible para los ciudadanos en forma permanente;


3. Lograr una mayor competencia entre los medios de comunicación social, y


4. Colaborar con el desarrollo económico sustentable de nuestro país.


Atendiendo a una consulta formulada por la Comisión en cuanto a los costos que la iniciativa podría irrogar, el señor Subsecretario informó que ésta no implica gastos para el Gobierno ni tampoco en relación al almacenaje electrónico de las publicaciones y que, en cuanto al sector privado, significará una reducción de gastos que no ha sido cuantificada. En cuanto al costo que podría significar para la Biblioteca Nacional el deber de entregar gratuitamente copias de las publicaciones que se encuentren bajo su archivo y custodia, indicó que ello no ha sido evaluado.


Enseguida, intervino el abogado señor Claudio Meneses, Profesor Derecho Procesal de la Facultad de Derecho de la Universidad de Valparaíso.


Señaló, en primer lugar, que las motivaciones que guían la iniciativa en estudio son correctas y que no pueden más que ser compartidas. Sin embargo, hizo presente que el articulado de la misma presenta algunas dificultades que podrían complicar el logro de los objetivos que se buscan.


A continuación, pasó a explicar tales dificultades.


Hizo notar que el texto del inciso primero del artículo 1° de la iniciativa autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deben ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local. En este enunciado, advirtió la existencia de un primer problema de orden terminológico y conceptual, en cuanto a la necesidad de dilucidar si debe utilizarse la expresión “medios electrónicos” o bien “diarios o periódicos”.


En esta materia, expresó que la iniciativa no contempla referencia alguna a la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha forma, la cual fija pautas en cuanto al uso de la documentación electrónica y a la firma electrónica y constituye, en este momento, el principal referente con que se cuenta en materia de uso de este tipo de medios.


Recordó que el inciso segundo del artículo 1° de dicho cuerpo legal consagra el principio de equivalencia entre el soporte electrónico y el soporte en papel, agregando que, de acuerdo con el referido precepto, no es que existan “medios electrónicos” y “diarios o periódicos” y que lo que debería considerarse es la opción de efectuar las publicaciones en “diarios o periódicos electrónicos”. Como ejemplos, citó el Diario Oficial electrónico y El Mercurio de Valparaíso electrónico.


Por otra parte, sostuvo que si se aplica el inciso segundo del artículo 2º de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, cabría uniformar la terminología que se utilice y simplemente hablar de “diarios electrónicos”.


Enseguida, puso de manifiesto que el mismo inciso primero del artículo 1º del proyecto permite “la publicación de toda clase de actos y notificaciones en medios electrónicos”. A este respecto, puntualizó que en materia procesal lo que se prevé es la publicación de avisos, ya sea como forma de notificación, como en el caso del artículo 54 del Código de Procedimiento Civil, o como requisito de publicidad, como ocurre con los remates de bienes raíces, en los términos del artículo 489 del ya mencionado Código.


En consecuencia, afirmó que, en rigor, debería hablarse de “publicaciones de avisos en diarios electrónicos”.


Luego, refiriéndose al artículo 2º del proyecto, destacó que este dispone que por “medio electrónico” debe entenderse aquel “medio de comunicación social en formato digital o electrónico”.


Sobre el particular, señaló que la ya citada ley N° 19.799 se refiere a documentos “electrónicos”, mas no utiliza el término “digital”.


Agregó, luego, que dada la remisión que se hace al inciso segundo del artículo 2º de la mencionada ley N° 19.733, habría sido mejor referirse a los “diarios”. Más simplemente, sugirió aludir a “diario en formato electrónico” o simplemente a “diario electrónico”.


A continuación, puso de relieve que la iniciativa no contiene ninguna referencia a aquellas publicaciones que deben hacerse en el Diario Oficial, añadiendo que no queda claro que ellas estén comprendidas dentro de la ley N°19.733.


Manifestó que una dificultad adicional se presenta en el artículo 4º del proyecto, relativo al período de mantención de la publicación en el medio electrónico y al destino que ésta tiene luego de transcurrido un año. Sostuvo que en esta norma falta una referencia a mecanismos que sean idóneos para garantizar la fidelidad de la información almacenada en estos sitios y que, igualmente, no se determinan sanciones por el incumplimiento de las obligaciones que el precepto recién señalado prevé.


Sostuvo que el tema de fondo en este debate debería ser la seguridad acerca de la fidelidad de la información que se publica, para lo cual es necesario utilizar los criterios consagrados por la ley N°19.799, en particular, la firma electrónica avanzada.


Manifestó que aun siendo cierto que un mecanismo electrónico como el que se prevé en el proyecto favorece el acceso a la información -lo que consideró positivo-, éste abre algunos espacios de incertidumbre en torno a la fidelidad de la respectiva información, lo que es muy riesgoso.


En último término, desde el punto de vista procesal, estimó necesario considerar una forma de dejar constancia de estas publicaciones electrónicas al interior de las causas que se sustancian y a las cuales conciernen, pues el proyecto nada dice a este respecto.


Expresó que una de las falencias que ha presentado la ley N°19.799 en su aplicación práctica, es la falta de regulación relativa a las copias de los documentos electrónicos, dificultad que, a la luz del texto del proyecto en estudio, volvería a producirse en este caso.


A continuación, la Comisión escuchó a la abogada analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Truffello.

Explicó que, a solicitud de la Comisión, se está dando inicio a un trabajo de búsqueda destinado a identificar las situaciones en que nuestro ordenamiento jurídico prevé la publicación de avisos en diarios o periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local. Ello, dijo, con el objetivo de que pueda evaluarse adecuadamente el ámbito de aplicación y el alcance del proyecto de ley en estudio.


Informó que en una revisión preliminar, que comprendió las más diversas categorías de normas jurídicas, habría alrededor de 3.000 preceptos o situaciones en que se requiere una publicación en un diario, que versan sobre variadas materias tales como el otorgamiento de concesiones, distintos tipos de notificaciones y materias vinculadas a las rentas municipales, entre muchas otras.


Anunció que una vez terminado este trabajo, lo presentará a la Comisión.


El Subsecretario señor Flores señaló que los antecedentes de que dispone esa Secretaría de Estado en cuanto al ámbito de aplicación del proyecto coinciden con la apreciación proporcionada preliminarmente por la Biblioteca del Congreso Nacional.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, compartió las motivaciones que inspiran el proyecto en estudio, aun cuando señaló que no debían perderse de vista las ventajas que presenta el sistema que actualmente se aplica en nuestro medio en materia de notificaciones y publicaciones. Hizo presente que éste siempre supone la existencia de un documento o una constancia tangible, cuyo contenido no puede ser alterado, lo que inspira una sensación de confianza en la ciudadanía que no debería perderse. En esa línea, agregó, si bien la ley sobre firma electrónica significó un avance en el plano tecnológico, reafirmó estos mismos criterios.


Opinó que el tema en análisis no resulta tan simple de resolver, atendidos los riesgos que deben precaverse desde el punto de vista de la seguridad jurídica y del resguardo del contenido de los avisos que han de publicarse.


Por otra parte, puso de relieve la necesidad de dimensionar la población que en nuestro país todavía no accede a internet. Sobre el particular, señaló que para situarse adecuadamente frente a esta iniciativa, era conveniente disponer de información acerca de la cobertura que los medios electrónicos han alcanzado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que, efectivamente, la propuesta en estudio da lugar a una inquietud de fondo, por cuanto, de utilizarse las publicaciones electrónicas, ya no se dispondría del respaldo físico tradicional que ofrecen las publicaciones en los diarios que por tantas décadas se han hecho en nuestro medio. Señaló que aun cuando se ha avanzado en materia de firma electrónica, en términos generales los medios electrónicos todavía motivan un nivel mayor de incertidumbre.


Por otra parte, hizo referencia al proyecto de ley que establece el nuevo Código Procesal Civil, que actualmente está conociéndose en la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional. Destacó que su artículo 104 permite el empleo de formas de notificación distintas de las ya conocidas, condicionándose su aplicación, sin embargo, a que ellas no causen indefensión. Teniendo en cuenta ese criterio, planteó la conveniencia de evitar también la indefensión en el caso de la propuesta en estudio. De no ser así, opinó que el proyecto podría producir un cuestionamiento público muy severo.


Manifestó que pese a que los medios escritos que tradicionalmente se utilizan pueden no ofrecer garantías absolutas, existen físicamente y son recuperables. Frente a ellos, agregó, a los medios electrónicos se les asocia con la sensación de algo invisible, lo que favorece la idea de que no se resguardan adecuadamente los derechos de las personas, sus opciones o su igualdad de oportunidades.


El asesor legislativo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Alejandro Arriagada, manifestó que está próxima a ingresar a trámite legislativo una iniciativa que modificará la ya referida ley N° 19.799, con la intención de llevarla a los más altos estándares internacionales en esta materia y corregir aquellos defectos que se han detectado en su aplicación práctica que han impedido su masividad.


Hizo presente que el tema de la brecha digital es de gran interés y que hoy en día se está produciendo un cambio importante en términos de provisión de información de parte de los medios a los ciudadanos. Igualmente, señaló que estamos en presencia de un nuevo tipo de usuario, que enfrentará de aquí a unos diez años el sistema de acceso y tratamiento de la información del Estado en Gobierno Digital.


Expresó que un punto interesante de analizar en este debate se refiere a la materialidad de la información, pues allí estriba la necesidad de llegar a un profundo cambio de paradigma. En efecto, dijo, la mayor parte de la población de nuestro país nació en un mundo de materialidades, el cual se está transformando en una nueva realidad en que la información se basa en soportes lógicos.


Agregó que cuando los medios de comunicación guardan la materialidad de una publicación específica, lo hacen simplemente con la finalidad de archivarla, ya que las respectivas unidades son enviadas a la Biblioteca Nacional para efectos de ser resguardadas en microfichas y repositorios, manteniéndose, de este modo, el historial de los distintos medios de comunicación social de Chile.


Indicó que en el proyecto en estudio se ha replicado la lógica de que la publicación sea enviada a la Biblioteca Nacional para que ella la registre y, de este modo, se conserve la información histórica.


Por otra parte, puntualizó que ningún sistema de registro, por material y tangible que sea, es absolutamente seguro desde el punto de vista de la mantención o la fidelidad de la información.


Agregó que, naturalmente, la iniciativa es perfectible y que el Ejecutivo está llano a considerar las modificaciones que la Comisión estime pertinente introducirle.


El Profesor señor Meneses señaló que el meollo del asunto en estudio es el tema de la seguridad jurídica. Opinó que la principal preocupación que debería guiar la tramitación de este proyecto consiste en adoptar todas las medidas legales necesarias para brindar el máximo de seguridades posibles a la ciudadanía. Desde este punto de vista, extrañó, por ejemplo, que el proyecto no contemple sanciones cuando no se cumpla con el plazo de un año de conservación de la información y tampoco en caso de que no se remita la información a la Biblioteca Nacional. Lo anterior, dijo, conduce justamente a la falta de seguridad jurídica.


Manifestó que el legislador otorga seguridad jurídica cuando establece medidas que potencian las certezas y las garantías respecto a una información.


Añadió que la firma electrónica avanzada es un sistema que brinda tales certezas jurídicas y, por eso, extrañó que el proyecto no haga una referencia a la ya citada ley N° 19.799.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que en este debate también era conveniente tener en consideración las dificultades que ha presentado la firma electrónica avanzada.


El Honorable Senador señor Espina expresó que las dimensiones de los efectos que una iniciativa tan genérica como ésta puede provocar no quedan claras. Citó, a vía de ejemplo, el caso de las notificaciones de remate por no pago de contribuciones.


Manifestó que dichos efectos se tornan preocupantes si se considera la eventual indefensión en que puede quedar una persona ante una notificación realizada por un medio electrónico.


Indicó que la certeza jurídica es invaluable y que nuestro país ha alcanzado un buen nivel en esa materia, que no se puede perder.


Entre otras consultas que el proyecto le motiva, preguntó si se ha visualizado la existencia de una sola central para efectuar estas publicaciones electrónicas o si cada vez será necesario revisar el considerable número de portales que existen.


El asesor legal señor Arriagada manifestó que en el proyecto se sigue la misma lógica que existe en la actualidad en cuanto a las publicaciones, es decir, éstas se harían en el medio electrónico que corresponda y transcurrido un año, se enviarán a la Biblioteca Nacional para efectos de almacenamiento.


En cuanto al tema particular de la cobranza de contribuciones, informó que en esos casos se produce una primera notificación especial que la Tesorería hace directamente al domicilio del deudor y sólo en la última etapa, que es la del remate, se efectúa una publicación en el diario. Es decir, destacó, hay una serie de etapas previas a ésta que permiten que el interesado se informe sobre la tramitación que se está desarrollando y que puede afectarle.


El Profesor señor Meneses puso de relieve dos facetas de interés en esta discusión: la primera, el acceso a la información y la segunda, la fidelidad de ésta. En cuanto al acceso a la información, señaló que internet es mejor que el papel y que los buscadores electrónicos son muy útiles. En cuanto al tema de la fidelidad de la información, sostuvo que constituye un punto neurálgico del proyecto de ley en estudio, que debe analizarse con el mayor cuidado.


Agregó que la firma electrónica avanzada ha tenido dificultades en su aplicación práctica por razones de índole cultural, pues en nuestro medio todavía resulta difícil aceptar que un portal electrónico ofrece tanta seguridad como un documento escrito o una Notaría, que es una figura de gran potencia en nuestra historia. Por ello, señaló que mientras más se potencien las medidas tendientes a entregar seguridades, más utilizado será el sistema electrónico que se establezca. En ese sentido, instó a adoptar todas las medidas –de tipo tecnológico u otro- que tiendan a prevenir riesgos y a otorgar seguridad jurídica.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que las observaciones del Profesor señor Meneses parecen muy acertadas e identifican las inquietudes de la Comisión en cuanto a la necesidad de preservar la seguridad jurídica y también la certeza de la ciudadanía en cuanto a contar con un principio de defensión mínima.


En este sentido, se preguntó cómo garantizar de una manera adecuada el sistema de publicaciones electrónicas y cómo resguardar el acceso del público a los medios electrónicos que realicen dichas publicaciones. Observó que, en la actualidad, no es difícil constituir un periódico electrónico y que, en la práctica, hay cientos de ellos operando sin que exista una verdadera regulación. Puso de relieve la necesidad de establecer algunas restricciones o resguardos para este funcionamiento, de manera que los medios electrónicos que realicen las publicaciones sean idóneos y ofrezcan la seguridad de cumplir algunos requisitos que representen una cierta garantía.


Opinó que naturalmente la iniciativa es atrayente y que también lo es la idea de lograr un cambio cultural en materia de uso de los medios electrónicos. Sin embargo, insistió en la necesidad de contar con algunas seguridades mínimas para resguardar los derechos de las personas.


El abogado señor Arriagada hizo presente que los medios electrónicos a que alude el proyecto deberán cumplir las exigencias que plantea la ya citada ley N° 19.733. Aun así, indicó que se revisarán las dudas reseñadas por la Comisión, de manera de poder absolverlas en forma cabal.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, enfatizó que para presentar el proyecto en estudio a la Sala es necesario contar con un marco de seguridades más sólido, pues la sola lectura de su texto hace que fluyan las inquietudes antes manifestadas. Por ejemplo, dijo, podrían exigirse requisitos o condiciones básicas a los respectivos medios electrónicos tales como un determinado respaldo físico, una cantidad mínima de visitas u otros. Es importante además, dijo, asegurar que la información que se publique tenga un nivel mínimo de difusión y que el respectivo medio electrónico cuente con una cierta visibilidad nacional, regional, provincial o local. Instó al Ejecutivo a avanzar en estos aspectos.


Igualmente, reiteró la conveniencia de conocer la dimensión del impacto que el proyecto causará en nuestro sistema de publicaciones.


Señaló que ciertamente la iniciativa representa una gran innovación y otorga mayor competitividad a nuestros regímenes procedimentales. No obstante, insistió en la necesidad que ésta vaya acompañada de los resguardos que un cambio de esta naturaleza requiere.


Respondiendo a una consulta del Honorable Senador señor Espina en cuanto a quien fijaría el medio electrónico en que corresponderá hacer la publicación, el abogado señor Arriagada informó que tratándose de los Ministerios, esta definición pasará por el respectivo proceso de compra pública y que, en el caso de las notificaciones judiciales, será el respectivo tribunal el que tome la determinación. Agregó que, sin embargo, en muchos casos será el interesado quien haga la elección.


A propósito de las preguntas formuladas y de los distintos aspectos abordados, el Profesor señor Meneses indicó que, en vez de establecerse un nuevo cuerpo legal, bien podría pensarse simplemente en introducir algunas modificaciones a la ley N° 19.733.


Señaló, además, que no ve razones para excluir de la iniciativa en estudio aquellas publicaciones que en este momento deben hacerse en el Diario Oficial. Sostuvo que si la idea es avanzar en el uso de los mecanismos electrónicos y en asegurar a la población que ellos son confiables, el hecho de excluirlas sería una mala señal. Además, comentó que en muchos casos se exige al mismo tiempo la publicación en el Diario Oficial y en otro de circulación nacional o local.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, opinó que de incluirse en este proyecto las publicaciones que deben hacerse en el Diario Oficial, su impacto será enorme. Sin embargo, manifestó que posiblemente ha llegado el momento de hacerlo.


El abogado señor Arriagada hizo presente que hay jurisprudencia entendiendo por “medio” aquel que señala la ley N° 19.733, de manera que cabe entender que este concepto ya está reconocido.


En cuanto a la inclusión en el proyecto de las publicaciones que deben hacerse en el Diario Oficial, informó que originalmente no se pensó en ellas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, solicitó a la señora Truffello incluir en el estudio que está realizando la Biblioteca del Congreso Nacional las ya aludidas publicaciones que se realizan en el Diario Oficial. Igualmente, hizo presente la necesidad de contar con un levantamiento sobre la cobertura que en la actualidad tiene internet en nuestro territorio y con más antecedentes sobre la iniciativa que modificará la ley sobre firma electrónica.


En la sesión siguiente, la Comisión prosiguió el estudio del proyecto escuchando al Profesor de Derecho Administrativo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Eduardo Cordero.


El mencionado académico basó su intervención en un documento del siguiente tenor:

“1. Antecedentes generales.


Se ha solicitado a quien suscribe su opinión y consideraciones sobre el proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local.


Se trata de un proyecto iniciado por Mensaje del Presidente de la República y que actualmente se tramita como Boletín N° 8.314-07, estando en su primer trámite constitucional en la Comisión de Constitución del Honorable Senado.


El proyecto tiene como idea fundamental que los interesados puedan optar por la publicación en medios electrónicos, en aquellos casos en que el ordenamiento jurídico requiere que un acto, o su extracto, sea publicado en diarios o periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local, o utilice cualquiera otra denominación que aluda a aquellos.


Para dar fundamento a la proposición, se entregan diversos argumentos en tal sentido, como es el mejoramiento en el uso de medios electrónicos de comunicación; otorgar información disponible en forma permanente a los ciudadanos; reducir significativamente los costos tanto para quienes publican como para quienes consultan las publicaciones, y colaborar en el desarrollo económico sustentable, en la medida que el fomento del uso de medios electrónicos implica propender a la racionalización del uso del papel como medio de transmisión de información y, por ende, una medida que colabora con el desarrollo económico sustentable de Chile.

2. Análisis de la iniciativa.


En términos generales, se debe valorar toda iniciativa destinada a utilizar los medios electrónicos en los procedimientos que deben seguir los órganos del Estado, así como los mecanismos de publicación y comunicación de sus actos.


En materia administrativa, esto se comienza a vislumbrar a partir de 1999 con el decreto supremo N° 81, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que regula el uso de la firma digital y los documentos electrónicos en la Administración del Estado, y que alcanza uno de sus hitos más importantes con la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, a lo cual se debe agregar la legislación en materia de procedimientos administrativos (ley N° 19.880) y contratación pública (ley N° 19.886), que hacen referencia expresa a los medios electrónicos y favorecen su utilización.


Sin embargo, resulta necesario determinar si el contenido del proyecto permite cumplir efectivamente con los objetivos que se propone o es mejor reformular su contenido.


2.1. Los Órganos Públicos han asimilado los diarios electrónicos a los diarios de circulación nacional.


En relación con la publicación de actuaciones que deben realizar los Órganos de la Administración del Estado y los interesados que se vinculan con ellos, la jurisprudencia administrativa emanada de la Contraloría General de la República ha sostenido que es admisible la publicación ordenada por ley a través de medios electrónicos, siempre que el diario electrónico responda a las exigencias que establece ley N° 19.733 para ser considerado como tal (Dictámenes N°s. 60.513, de 2004; 77, de 2005; 57.623, de 2007; 46.715, de 2008).


Así, el Ente Contralor ha sostenido lo siguiente:


"... si la ley exige efectuar una publicación en un diario, ésta debe realizarse en las condiciones que prescriba la normativa que regula la materia y, en tales casos, y salvo que los términos de la exigencia legal obsten a esa posibilidad, no se aprecian inconvenientes para que la publicación pertinente se realice en un diario electrónico que cumpla con los requisitos establecidos por la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo" (Dictamen N° 60.513, de 2004).


Este criterio, por lo demás, es seguido por diversos órganos de la Administración del Estado y del Poder Judicial. Así ocurre con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones
; la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS)
; la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF)
; el Servicio de Impuestos Internos
; la Superintendencia de AFP, actualmente de Pensiones
; la Superintendencia de Isapres, actualmente de Salud
; la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC)
; la Superintendencia de Servicios Sanitarios
; la Superintendencia de Seguridad Social, actualmente de Pensiones
; y la Dirección General de Aguas
. Por su parte, la Corte Suprema ratificó este criterio en una conocida sentencia de 3 de septiembre de 2003 (Causa Rol N° 3.146-03).


Por lo tanto, tanto los órganos que forman parte de la Administración del Estado, incluyendo a la Contraloría General de la República como a la Corte Suprema de Justicia, han sostenido la plena equivalencia entre los diarios de circulación nacional y los diarios electrónicos que cumplen con los requisitos establecidos por la ley N° 19.733, para los efectos de realizar las publicaciones ordenadas por la ley.


En razón de lo anterior, el proyecto propuesto no contiene una innovación en esta materia, pues la interpretación que se ha hecho de las normas vigentes permite comprender a los diarios electrónicos dentro de los diarios de circulación nacional.


2.2. Los diarios de circulación regional, provincial o comunal.


Cuestión distinta es lo que ocurre con las publicaciones que el legislador ordena realizar en diarios de circulación regional, provincial o comunal. En efecto, tanto la jurisprudencia de Contraloría
 como la de la Corte Suprema
, han sostenido que aquella no es homologable o equivalente a la publicación en medios electrónicos.


Es en este punto en donde se debe tener particular cuidado, pues muchas veces el legislador establece la publicación en más de un diario o periódico considerando diversos niveles territoriales. Así, el Código de Aguas dispone que la solicitud de derechos de aprovechamiento de aguas se debe publicar en el Diario Oficial, de forma destacada en un diario de Santiago y, en las presentaciones que no correspondan a la Región Metropolitana, la publicación debe hacerse en un diario o periódico de la provincia o región correspondiente.


La razón de establecer esta modalidad de publicación obedece a la búsqueda de mecanismos más efectivos para que terceros interesados tomen conocimiento de estos actos. A su vez, estos terceros interesados lo pueden ser en razón de que las decisiones que se van a adoptar pueden afectar los intereses de su entorno más cercano, como ocurre con la publicación de los proyectos de planes reguladores o con el sistema de evaluación ambiental, con la finalidad de que hagan valer sus observaciones (derecho de participación). En otros casos, lo que se busca es resguardar los derechos de terceros que se puedan ver afectados, como ocurre con las solicitudes de derechos de aguas en un determinado sector (terceros afectados).


En uno y otro caso, es necesario analizar si es posible entender que las publicaciones en diarios electrónicos permiten cumplir dicha función. En opinión de quien suscribe, esto no es así, pues los diarios electrónicos responden bien a la equivalencia con los diarios de circulación nacional, en donde se establece un medio de publicidad meramente informativo (vgr. publicación de estados financieros). Sin embargo, en el caso de los diarios de circulación regional, provincial o comunal, la cuestión es distinta y resulta muy difícil que la publicación a través de medios electrónicos pueda cumplir dicha función.

2.3. Algunos ejemplos de publicación en diarios de circulación provincial o comunal.

Código de Aguas


“Artículo 131.  Toda presentación que afecte o pueda afectar a terceros deberá publicarse, a costa del interesado, dentro de treinta días contados desde la fecha de su recepción por una sola vez en el Diario Oficial los días primero o quince de cada mes o el primer día hábil inmediato si aquéllos fueren feriados, y en forma destacada en un diario de Santiago.


Las presentaciones que no correspondan a la Región Metropolitana se publicarán, además, en un diario o periódico de la provincia respectiva y si no hubiere, en uno de la capital de la región correspondiente.


La presentación se publicará íntegramente o en un extracto que contendrá, a lo menos, los datos necesarios para su acertada inteligencia.


La solicitud o extracto se comunicará, a costa del interesado, además, por medio de tres mensajes radiales.  Estos mensajes deberán emitirse dentro del plazo que establece el inciso primero de este artículo.  El Director General de Aguas determinará, mediante resolución, las radioemisoras donde deben difundirse los mensajes aludidos que deberán cubrir el sector que involucre el punto de la respectiva solicitud tales como la ubicación de la bocatoma, el punto donde se desea captar el agua y el lugar donde se encuentra la aprobación de la obra hidráulica, entre otros, además, de los días y horarios en que deben emitirse, como asimismo sus contenidos y la forma de acreditar el cumplimiento de dicha exigencia.


Excepcionalmente el jefe de la oficina del lugar o el Gobernador, según el caso, dispondrá la notificación personal cuando aparezca de manifiesto la individualidad de la o las personas afectadas con la presentación y siempre que el número de éstas no haga dificultosa la medida.”.


“Artículo 129 bis 7.- El pago de la patente se efectuará dentro del mes de marzo de cada año, en cualquier banco o institución autorizados para recaudar tributos.  La Dirección General de Aguas publicará la resolución que contenga el listado de los derechos sujetos a esta obligación, en las proporciones que correspondan.  El listado deberá contener: la individualización del propietario, la naturaleza del derecho, el volumen por unidad de tiempo involucrado en el derecho y la capacidad de las obras de captación, la fecha y número de la resolución de la Dirección General de Aguas o de la sentencia judicial que otorgó el derecho y la individualización de su inscripción en el Registro de Aguas del Conservador de Bienes Raíces respectivo en el caso en que estos datos se encuentren en poder de la autoridad.  La publicación será complementada mediante mensaje radial de un extracto de ésta, en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.  Esta publicación se efectuará el 15 de enero de cada año o el primer día hábil inmediato si aquél fuere feriado, en el Diario Oficial y en forma destacada en un diario o periódico de la provincia respectiva y, si no lo hubiere, en uno de la capital de la Región correspondiente.


Esta publicación se considerará como notificación suficiente para los efectos de lo dispuesto en el artículo 129 bis 10.


Sin perjuicio de lo señalado en el presente artículo, el pago de la patente se suspenderá durante el tiempo que se encuentre vigente cualquier medida de un tribunal que ordene la paralización total o parcial de la construcción de las obras que se señalan en el artículo 129 bis 9.”.

Ley General de Urbanismo y Construcciones


“Artículo 43.  El procedimiento para la elaboración y aprobación de los planes reguladores comunales se regirá por lo dispuesto en los incisos siguientes.


El proyecto de plan regulador comunal será preparado por la municipalidad respectiva.


Elaborado el proyecto, el concejo comunal, antes de iniciar su discusión, deberá:


1. lnformar a los vecinos, especialmente a los afectados, acerca de las principales características del instrumento de planificación propuesto y de sus efectos, lo que se hará de acuerdo con lo que señale la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


2. Realizar una o más audiencias públicas en los barrios o sectores más afectados para exponer el proyecto a la comunidad, en la forma indicada en la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.


3. Consultar la opinión del consejo económico y social comunal, en sesión citada expresamente para este efecto.


4. Exponer el proyecto a la comunidad, con posterioridad a la o las audiencias públicas, por un plazo de treinta días.


5. Vencido dicho plazo se consultará a la comunidad, por medio de una nueva audiencia pública, y al consejo económico y social comunal, en sesión convocada especialmente para este efecto.  En dicha sesión deberá presentarse un informe que sintetice las observaciones recibidas.


6. Los interesados podrán formular, por escrito, las observaciones fundadas que estimen convenientes acerca del proyecto hasta quince días después de la audiencia pública a que se refiere el número anterior.


El lugar y plazo de exposición del proyecto y el lugar, fecha y hora de las audiencias públicas deberán comunicarse previamente por medio de dos avisos publicados, en semanas distintas, en algún diario de los de mayor circulación en la comuna o mediante avisos radiales o en la forma de comunicación masiva más adecuada o habitual en la comuna.”.


2.4. El proyecto no comprende el Diario Oficial ni otros medios de comunicación previstos por la ley.


El proyecto de ley no comprende dentro de sus normas las publicaciones que se deben realizar en el Diario Oficial o en otros medios, como ocurre con el Boletín Oficial de Minería.


Este podría ser un aspecto a considerar, pues en ambos casos la publicación tiene una finalidad meramente formal -como se puede ver en materia de Derecho de Agua- o se pueden cumplir sin inconvenientes si se realiza mediante versiones del Boletín Oficial de Minería en formato electrónico.


Al parecer, este punto puede cumplir de mejor forma los objetivos que se plantean en el proyecto.

3. Conclusiones.


1) Siempre se deben valorar las iniciativas que tienden a una modernización en los procesos de gestión del Estado y, especialmente, aquellas que tienen por finalidad facilitar la acción de los particulares ante los órganos públicos, sobre todo si se utilizan medios electrónicos que garantizan una mayor eficiencia en los costos y una alta eficacia en la transferencia de información a la comunidad.


2) No obstante lo anterior, pensamos que la iniciativa debiese ser reformulada, pues la forma como se encuentra redactada actualmente no constituye una innovación efectiva o puede afectar el ejercicio efectivo de derechos de participación o de terceros interesados.


3) En efecto, en primer término, el proyecto hace equivalentes las publicaciones realizadas en un diario de circulación nacional con las que se puedan hacer en un medio electrónico. Sin embargo, esto actualmente se aplica por los diversos Órganos de la Administración del Estado (Ministerios, Superintendencias, Contraloría General de la República) y ha sido validado por la Corte Suprema, en la medida en que se trata de medios electrónicos de comunicación social conforme a lo establecido en la ley N° 19.733. En este sentido, el proyecto no hace una innovación.


4) Por su parte, respecto de las publicaciones en medios de circulación regional, provincial o comunal, resulta del todo conveniente revisar el proyecto y analizar con detenimiento cada caso en particular, pues esta exigencia impuesta por el legislador tiene como propósito establecer un mecanismo de comunicación efectiva que permita la participación de la comunidad o el resguardo de derechos de terceros, aspectos que un medio electrónico no puede asegurar o garantizar de forma equivalente.


5) Por último, habría que revisar la posibilidad incluir en esta iniciativa al Diario Oficial u otras publicaciones, como ocurre con el Boletín Oficial de Minería, validando su publicación en versión electrónica.”.


Terminada la exposición del Profesor señor Cordero, se ofreció la palabra al Profesor de Derecho Informático de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Renato Jijena.

El mencionado académico señaló que no puede sino sumarse al objetivo esencial y a los fundamentos o antecedentes invocados por el proyecto de ley en estudio.


Agregó que algunos aspectos relevantes del mismo consisten en permitir al interesado sustituir las costosas publicaciones en soporte papel que actualmente deben realizarse y facilitar el acceso del público a la nueva forma de publicar que se propone.


Expresó que la publicación en medios electrónicos ya posee valor legal general en Chile en los términos del artículo 3° de la ley 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha forma, y ha sido blindada expresamente en sede administrativa para algunas publicaciones legales y reglamentarias.


No obstante lo anterior, indicó que la iniciativa propuesta puede ser complementada atendiendo a la mayor necesidad de contar con certeza técnica y jurídica.


Manifestó que, igualmente, debe precisarse dónde podrán realizarse electrónicamente las publicaciones legales y evitarse las confusiones que ya se han producido a raíz del concepto de "medios de comunicación social", debido a la masividad de los sitios web de la red internet.


Asimismo, hizo presente que deben establecerse exigencias adicionales que permitan que haya disponibilidad impresa de lo publicado.


Añadió que de aprobarse el proyecto, éste constituirá un respaldo para aquellos medios de comunicación social que sólo funcionan en forma electrónica tales como elmostrador.cl, lanacion.cl, terra.cl y otros, siempre que no se les cuestione dicha calidad de medios de comunicación social.


Enseguida, abordó los contenidos esenciales de la iniciativa y planteó algunas dudas a su respecto.


Desde el punto de vista de la técnica legislativa, hizo notar que se está proponiendo legislar en forma separada o paralela a la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo. Opinó que sería más adecuado agregar nuevos preceptos a dicha ley, tanto a las definiciones del Título I como a las formalidades de funcionamiento de los medios de comunicación social consagradas en el Título III.


Por otra parte, se refirió al artículo 3° del proyecto, el cual propone lo siguiente: "Art. 3°.- Publicación electrónica. Toda vez que el ordenamiento jurídico ordene que un acto de cualquier naturaleza, o su extracto, sea publicado en diarios o periódicos de circulación nacional, regional o local, o cualquier otra denominación que aluda a los mismos, deberá entenderse que aquella publicación podrá realizarse, a elección del interesado, en medios electrónicos."


Sugirió agregar a esta norma la exigencia de que la mencionada publicación permanecerá como mínimo durante un año calendario contado desde su publicación. Asimismo, manifestó que esta es una regla de carácter imperativo, que debiera ser más bien el artículo 1° del proyecto pues consagra el principio general. También, dijo, podría constituir un nuevo artículo de la ley N° 19.733, agregado al final de su Título III, sobre formalidades de funcionamiento de los medios de comunicación social.


Señaló que la opción de publicar a través de un medio electrónico debería extenderse a los servicios públicos ya que no ve razón para otorgar el beneficio solamente a los particulares. Como ejemplo, citó los avisos de remates de bienes raíces por no pago de contribuciones que realiza la Tesorería General de la República.


Igualmente, sugirió ubicar al final del artículo 1° que se propone, la frase, precedida de una coma, “en medios electrónicos”.


Luego, indicó que en el artículo 2° del proyecto se hace un reenvío al artículo 2° de la ley N° 19.733 que resulta complejo, ya que siguiendo el criterio adoptado hace algún tiempo por un Tribunal de Garantía, podría entenderse que cualquier sitio web que no pertenezca a un medio de comunicación social calificable de “diario o periódico de circulación nacional, regional, provincial o local”, sería apto para realizar las publicaciones en estudio.


Se preguntó si se comprenden claramente en este artículo aquellos diarios únicamente electrónicos que no existen paralelamente en formato papel (por ejemplo, terra.cl, elmostrador.cl o lanacion.cl). ¿Son ellos también de circulación nacional? inquirió. Señaló que si así se quiere permitir, que ello se diga expresamente para así zanjar y evitar cualquier duda interpretativa.


Hizo presente que si se entiende que un sitio electrónico puede no ser a la vez un medio de comunicación social, este proyecto de ley valida la opción de hacer la publicación en cualquier página de la red internet.


Recordó la aludida definición del artículo 2° de la ley N° 19.733, según la cual para todos los efectos legales son medios de comunicación social aquellos aptos para transmitir, divulgar, difundir o propagar, en forma estable y periódica, textos, sonidos e imágenes destinados al público, cualquiera sea el soporte o instrumento utilizado.





Explicó que no debería haber confusión en esta materia, como ya ocurrió con un caso reciente ante un Tribunal de Garantía, pues si bien los sitios o páginas web de la red internet son técnica y conceptualmente "medios de comunicación masiva", sólo en la medida en que sean administrados por diarios, radios o canales de televisión, serán una proyección en la red internet de los "medios de comunicación social", en el sentido de los artículos 2° y 9° y siguientes de la ley N° 19.733.





Indicó que en el caso ya citado, se trataba de hacer aplicable a ciertos hechos injuriantes el tipo penal del artículo 29 de aquella ley, que sanciona los delitos de calumnia e injuria cometidos a través de cualquier medio de comunicación social. Informó que, en definitiva, ello se hizo, aun cuando la página web en que figuraron las expresiones que dieron lugar a la acción no era propiamente perteneciente a un medio de comunicación social de aquellos que -en lo que ahora interesa- admiten publicaciones legales, sino que se trataba sólo de un blog o sitio web que por su característica de "masividad", se entendió comprendido en la definición del artículo 2° de la ley N° 19.733, olvidándose el resto de las exigencias legales necesarias para conferirle la calidad de medio de comunicación social y hacer aplicable a aquella situación el mencionado tipo penal.


Luego, el Profesor señor Jijena abordó la validación legal general del artículo 3° de la ley N° 19.799.


Al respecto, hizo presente que dicho precepto prescribe que los actos y contratos otorgados o celebrados por personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, suscritos por medio de firma electrónica, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos que los celebrados por escrito y en soporte de papel. Agrega que dichos actos y contratos se reputarán como escritos en los casos en que la ley exija que los mismos consten por escrito y en todos aquellos casos en que la ley prevea consecuencias jurídicas cuando constan igualmente por escrito.


Señaló que lo anterior, junto con contener una validación de tipo general, añade una exigencia legal y de técnica adicional no contemplada en el proyecto de ley en estudio para el caso de actos que consistan en la publicación de notificaciones electrónicas, a saber, que los documentos electrónicos que contengan los actos publicados deberán ser firmados electrónicamente por los responsables del medio de comunicación social y con software o certificados electrónicos.


Enseguida, se refirió a ciertas normas administrativas habilitantes, que son anteriores y tienen carácter especial.


En esta materia, informó que diversas Superintendencias han manifestado su conformidad para que publicaciones legales y reglamentarias de tipo financiero, previsional, bancario y de servicios sean realizadas en el diario terra.cl, que en la actualidad sólo tiene formato electrónico, por entender que éste debe ser considerado como medio de comunicación social, según el artículo 2° de la ley N° 19.733.


Complementando su exposición, formuló las siguientes sugerencias:


1.- Para evitar los problemas derivados de la interpretación del concepto de "medio de comunicación social", propuso explicitar en el proyecto que las publicaciones electrónicas sólo serán realizadas en los portales o sitios web de aquellos diarios soportados en papel o por aquellos que únicamente posean existencia electrónica, siempre y cuando se cumplan cabalmente todos los requisitos legales que para otorgar la calidad de "medio de comunicación social" establece la ya citada ley N° 19.733.


2.- Sugirió disponer que el medio de comunicación social escrito o soportado en papel señalará una referencia mínima que constituya un enlace al sitio web donde se contenga la publicación electrónica completa, como lo hace, por ejemplo, el Servicio de Impuestos Internos con la referencia de sus publicaciones, las cuales pueden verse en el Diario Oficial.


3.- En último término, propuso exigir que se ofrezca la posibilidad de "bajar" un documento en forma electrónica (pdf) con el contenido de la publicación, que admita su posterior impresión en papel. Señaló que esta idea no es nueva, pues ya la contempla la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, respecto al tenor y contenido de los contratos que se celebran en forma electrónica. Agregó que con ello se evitaría tener que solicitar copias autorizadas de las publicaciones a la Biblioteca Nacional.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, agradeció las exposiciones realizadas, las cuales, indicó, ayudarán a modelar las indicaciones que, en su momento, habrán de presentarse.


A continuación, expuso la abogada señora Patricia Reyes, analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, quien, según lo solicitara la Comisión, informó sobre los resultados obtenidos hasta este momento con la búsqueda de la normativa que resultaría impactada por la iniciativa en estudio.


La señora Reyes basó su exposición en el siguiente documento, referido a los actos y notificaciones que de acuerdo a nuestro ordenamiento requieren ser publicados en diarios y periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local o cualquier otra denominación que se utilice para aludir a aquellos.

“Método de Análisis

1. Búsqueda en Ley Chile*:

- En todas las normas (cualquier jerarquía)

- Por criterios de búsqueda definidos

	CRITERIO DE BÚSQUEDA
	CANTIDAD DE NORMAS 

	Periódico de circulación regional
	357

	Periódico de circulación nacional
	505

	Diario de circulación regional
	422

	Diario de circulación nacional
	528

	Diario o periódico
	492

	Total
	2.304


* Base de Datos “Ley Chile”
- Contenido: 256.000 normas a texto completo

- Desde 1985 todo lo publicado en Diario Oficial, hacia atrás selectivamente

- Mantiene textos actualizados, versiones intermedias con alerta de

  derogaciones expresas y textos refundidos

2. Selección de normativa.  Se excluyen:

- Normas derogadas expresamente

- Normas refundidas (ya incluidas en texto refundidor)

- Normas modificatorias (ya incluidas en texto actualizado)

- Versiones intermedias

- Criterio buscado es requisito para la propia norma

- Criterio buscado está en considerandos

- Normas agotadas o caducas (se cumplió su plazo u objeto)

3.  Determinar tipo de acto que se ordena publicar
- Normativo 
Decreto. Ej.: Art. 58 bis Ley de Rentas Municipales.  http://bcn.cl/qpes
Resolución. Ej.: Art. 14 Ley 20219. http://bcn.cl/r1vv
- Aviso judicial
Ej.: Art. 13 ley N° 20.393 sobre responsabilidad penal de las personas jurídicas. http://bcn.cl/r36c
- Aviso administrativo
Subsidios (nóminas, requisitos, fechas).  Ej.: Art. 42 Reglamento del Fondo Solidario de Vivienda. http://bcn.cl/raat
Llamado o convocatoria a concurso, licitación o propuesta pública. Ej.: Art. 25 Reglamento del DFL N° 235, de 1999. http://bcn.cl/qpwa
Subastas, enajenaciones y remates. Ej.: Art. 13 Reglamento Ley N° 18.690. http://bcn.cl/rjyu
Balance o estado de situación financiera.  Ej.: Art. 16 Ley de Bancos. http://bcn.cl/rjyq
Planes de manejo. Ej.: Art. 35 Reglamento DFL N° 235, de 1999. http://bcn.cl/r1st
Pérdida de documento Ej.: Art. 25 Reglamento Ley N° 18.690. http://bcn.cl/rjyu 

Cédula de votación. Ej.: Art. 9 Reglamento Ley N° 19.253. http://bcn.cl/ro70
Nombramientos y designaciones

Cesación de cargo o contratos

Cancelación de registro

Tasación de vehículos

Extractos de documentos (impacto ambiental)

4. Determinar tipo de norma que ordena publicar
- Rango legal

       Ley

       DFL

       DL

- Rango administrativo

       Decreto

       Resolución

      Auto Acordado

      Ordenanzas

      Otros (acuerdos, instrucciones, etc.)

Resultados preliminares

	
	Diario de circulación regional


	Periódico de circulación regional
	Diario de circulación nacional


	Periódico de circulación nacional
	Diario o periódico


	TOTAL



	Normas revisadas
	422
	357
	528
	505
	492
	2.304

	Normas excluidas
	377
	344
	428
	463
	462
	2.074

	Normas que aplican
	45
	13
	100
	42
	30
	230

	Normas a nivel de artículo
	53
	34
	143
	66
	85
	381


	Tipo de acto a publicar
	Total

	Decreto
	24

	Resolución
	60

	Aviso judicial
	3

	Aviso administrativo
	294


	Tipo de norma
	Total

	Rango legal
	49

	Rango administrativo
	181


Ejemplos.  Tipo de acto: decreto


Artículo 58 bis del Decreto N° 2.385, Interior, que fija el texto refundido de la Ley de Rentas Municipales. http://bcn.cl/qpes

Las municipalidades estarán facultadas para declarar como "propiedad abandonada" a los inmuebles que se encuentren en tal situación, mediante decreto alcaldicio fundado.  Dicho decreto deberá ser notificado al propietario del inmueble afectado, a fin de que ejerza, si procediere, el recurso de reclamación que prevé la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, y, además, publicado en la página web de la respectiva municipalidad y, en caso de no contar con ella, en el portal de internet de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. Un extracto del decreto, con la individualización del propietario y la ubicación del inmueble, deberá publicarse en un diario regional de circulación en la respectiva comuna o, en su defecto, en uno de circulación nacional. Si el propietario no fuere habido, la publicación en el diario hará las veces de notificación.


Artículo 49 Ley N° 19.300, que aprueba la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente. http://bcn.cl/relm

“Los decretos supremos que establezcan las normas primarias y secundarias de calidad ambiental y las normas de emisión,  los que declaren zonas del territorio como latentes o saturadas, los que establezcan planes de prevención o de descontaminación, se publicarán en el Diario Oficial.”.
Ejemplos: Tipo de acto: resolución


Artículo 14 Ley N° 20.219, que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.  http://bcn.cl/r1vv

"Anualmente, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos establecidos en esta ley. Dichos aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios de la Comisión.


En el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente, mediante resolución de la Comisión, la que se publicará en un diario de circulación nacional.”.


Artículo 13 ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones. http://bcn.cl/r1bs

“Las concesiones de servicios de Telecomunicaciones de libre recepción o de radiodifusión, se otorgarán por concurso público.


El Ministerio, durante el primer mes de cada cuatrimestre calendario, deberá llamar a concurso por todas las concesiones que se le hubiesen solicitado y por aquellas cuya caducidad se hubiese declarado, durante el período que medie entre uno y otro concurso. Se excluirán de concurso las frecuencias que la Subsecretaría, por resolución técnicamente fundada, declare no estar disponibles.  Esta resolución deberá publicarse, por una sola vez, en el Diario Oficial correspondiente al día 1° ó 15 del mes inmediatamente siguiente y si alguno de éstos fuere inhábil al día siguiente hábil.”.
Ejemplos.  Tipo aviso judicial


Artículo 13 de la Ley N° 20.393, sobre responsabilidad penal de las personas jurídicas. http://bcn.cl/r36c

"Penas accesorias. Se aplicarán, accesoriamente a las penas señaladas en los artículos anteriores, las siguientes:


1) Publicación de un extracto de la sentencia. El tribunal ordenará la publicación de un extracto de la parte resolutiva de la sentencia condenatoria en el Diario Oficial u otro diario de circulación nacional.


La persona jurídica sancionada asumirá los costos de esa publicación...”


Artículo 5 Ley N° 20.377, sobre desaparición forzada de personas. http://bcn.cl/ridr

"En la resolución que acoja a tramitación la solicitud de declaración de ausencia por desaparición forzada, se ordenará la publicación, por una sola vez, en un diario de circulación nacional, de un extracto de la solicitud, el cual deberá contener, en todo caso, la individualización de la persona víctima de desaparición, así como la de el o los solicitantes.”.

Ejemplos.  Tipo aviso administrativo:

subsidio


Artículo 42 Reglamento del Fondo Solidario de Vivienda. http://bcn.cl/raat 


“Mediante un aviso que se publicará en un periódico de circulación nacional o regional, según el carácter del concurso, el SERVIU pondrá en conocimiento de los postulantes el lugar y fecha en que serán publicadas las nóminas de los proyectos seleccionados. En dicha publicación deberá aparecer claramente indicado el proyecto seleccionado y el puntaje obtenido por éste, la Cédula Nacional de Identidad de los postulantes adscritos al proyecto y el subsidio obtenido.


En todo caso, el subsidio habitacional obtenido conforme al presente reglamento, sólo podrá invertirse en el financiamiento del proyecto seleccionado.”.

Ejemplos.  Tipo aviso administrativo:

llamado a concurso


Artículo 25 Reglamento del DFL N° 235, de 1999, que Establece el Sistema de Incentivos para la Recuperación de Suelos Degradados. http://bcn.cl/qpwa

“El Director Regional del SAG correspondiente llamará, con a lo menos 20 días hábiles de anticipación, a los concursos públicos programados, con un aviso publicado en un periódico de circulación regional o nacional.  El Director Regional podrá reducir prudencialmente el plazo señalado en casos calificados.  Lo anterior es sin perjuicio de la difusión que pueda hacerse de los concursos a través de otros medios de comunicación o por intermedio de las asociaciones o agrupaciones de agricultores.”.

Ejemplos.  Tipo aviso administrativo:

subasta pública


Artículo 13 Reglamento del DFL N° 235, de 1999, que Establece el Sistema de Incentivos para la Recuperación de Suelos Degradados . http://bcn.cl/qpwa

“Si el deudor no pagare el crédito prendario a su vencimiento, el titular del vale de prenda pondrá el hecho en conocimiento del almacenista, quien anotará esta circunstancia en los registros y, transcurridos ocho días desde la anotación sin que se haya efectuado el pago, pedirá al almacenista que haga subastar por martillero público la especie dada en prenda, a fin de que se le pague con el producto del remate.


Los martilleros no podrán cobrar una comisión mayor de medio por ciento.


Se anunciará la subasta por medio de dos avisos publicados en un periódico de circulación nacional o regional, correspondiente a la ubicación del almacén, debiendo el segundo de ellos publicarse con 3 días de anticipación a lo menos.  En tales avisos se especificarán la fecha y el lugar de la subasta; la fecha de la emisión del vale de prenda; el nombre del depositante de la especie, y la naturaleza, calidad y cantidad de la misma.”.

Ejemplos.  Tipo aviso administrativo:

estados de situación


Artículo  16 Ley de Bancos. http://bcn.cl/rjyq 


“El Superintendente podrá pedir a las instituciones sometidas a su vigilancia cualquier información, documento o libro que, a su juicio, sea necesario para fines de fiscalización o estadística.


Los bancos e instituciones financieras deberán publicar sus estados de situación referidos al 31 de marzo, 30 de junio y 30 de septiembre de cada año, o en cualquier otra fecha que lo exija, en casos especiales, la Superintendencia, en uso de sus facultades generales, en un periódico de circulación nacional. La publicación se efectuará a más tardar el último día del mes siguiente a la fecha a que se refiere el estado.”.

Ejemplos.  Tipo aviso administrativo:

planes de manejo


Artículo 35 Reglamento DFL N° 235, de 1999. http://bcn.cl/r1st 


“Artículo 35.- Una vez efectuada la preselección de los planes de manejo, este hecho será comunicado por medio de un aviso publicado en un diario de circulación nacional o regional.”.

Ejemplos.  Tipo aviso administrativo:

pérdida de documento


Artículo 13 Reglamento Ley N° 18.690, sobre Almacenes Generales de Depósito. http://bcn.cl/rjyu

“Artículo 25.- En caso de extravío, robo, hurto o inutilización de un Certificado de Depósito o de un Vale de Prenda, el interesado solicitará por escrito al almacenista la emisión de un duplicado y que deje sin efecto el documento cuya sustitución se solicita.


Recibida la solicitud, el almacenista no podrá efectuar entrega alguna de mercadería contra la presentación del documento cuya sustitución se pidió, ni registrar el endoso del mismo.


Dentro del plazo de 6 días, contados desde la fecha de la presentación de la solicitud, el interesado deberá efectuar tres publicaciones en días distintos en un periódico de circulación nacional o regional correspondiente a la ubicación del almacén; esta publicación deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:


a) Naturaleza del documento cuya sustitución se solicita, esto es, si se trata de un Certificado de Depósito, de un Vale de Prenda, o de ambos, y almacenista que lo expidió.


b) Motivo por el que se solicita la emisión de duplicado.


c) Tipo de mercaderías depositadas y almacén en que se encuentran, y


d) Que los documentos originales quedarán sin efecto.”.

Ejemplos.  Tipo aviso administrativo:

cédula de votación


Artículo 9° Reglamento Ley N° 19.253. http://bcn.cl/ro70

“La emisión de sufragios se efectuará mediante cédulas únicas de votación, que contendrán impresa la nómina completa de los candidatos, diferenciado cada uno de ellos mediante el número correlativo que corresponda al mismo orden en que fue inscrita su candidatura. Al lado izquierdo de cada número habrá una raya horizontal, con el objeto que el elector marque sus preferencias, completando una cruz donde corresponda, mediante lápiz de grafito negro que le proporcionará la mesa.


Un facsímil de la cédula única de votación será debidamente difundido para el conocimiento previo de los electores, mediante letreros o afiches ubicados en lugares de afluencia pública de la provincia de Isla de Pascua, de Valparaíso y de Santiago y, además será publicado, por una sola vez, en un periódico de circulación nacional.”.

Publicaciones Diario Oficial


Requiere hacer filtros a la base de datos para eliminar metadato fuente de publicación y fórmula utilizada para la vigencia “Esta ley regirá desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial”.

Tipos de publicaciones exigidas:


-Normas jurídicas generales y particulares


-Tipos de cambio (Banco Central)


-Constitución de cooperativas agrícolas


-Avisos de licitación pública


-Notificaciones:


        Convenios


        Quiebras


        Muerte presunta


        Cambio de nombre


-Constitución y modificación de sociedades


-Juntas de accionistas


-Derechos de agua

Casos especiales


Artículo 294 bis del Código del Trabajo. http://bcn.cl/ro8a

“La Dirección del Trabajo deberá llevar un registro de las sentencias condenatorias por prácticas antisindicales o desleales, debiendo publicar semestralmente la nómina de empresas y organizaciones sindicales infractoras. Para este efecto, el tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los fallos respectivos.”.


Artículo 8º del Reglamento del artículo 67 del DFL MOP Nº 382/88. http://bcn.cl/ro8h

“El llamado a licitación deberá publicarse a través de un aviso destacado en un periódico de circulación nacional, sin perjuicio de poder utilizar adicionalmente otros medios de comunicación, tales como los de carácter electrónico, garantizando el libre acceso de los oferentes al llamado respectivo.”.”.


Enseguida, la abogada analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Truffello, proporcionó a la Comisión los antecedentes pedidos acerca del número de usuarios de internet que hay en nuestro país.


Informó que, de acuerdo al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en Chile actualmente existen once millones de usuarios de internet, información coherente con las mediciones de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al mes de marzo de 2012, sobre conexiones fijas y móviles.


Señaló que la empresa ComScore presentó en marzo de 2011 un estudio donde calcula en cerca de siete millones trescientos mil los usuarios de Internet en Chile.


Agregó que según el Foro Económico Mundial, Chile tiene un nivel destacado de gobierno electrónico (entre las cuarenta naciones más avanzadas), pero una baja preparación de los ciudadanos, ítem en que nuestro país se encuentra ranqueado en la posición 100, notablemente más abajo del avance a nivel de e-gobierno.


Enseguida, entregó datos sobre usuarios y la penetración de internet en Chile.


Indicó que en el discurso inaugural de la celebración del Día Mundial de las Telecomunicaciones 2012, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, señaló que “A fines del 2009 sólo 7,4 millones de chilenos usaban internet. Hoy, más de 11 millones de chilenos lo hacen y esperamos llegar a 15 millones de usuarios para el 2014”
.


Sostuvo que este dato concuerda con la información que recopila la Subsecretaría de Telecomunicaciones, SUBTEL, en sus series estadísticas sobre el sector telecomunicaciones dedicadas a las conexiones de internet.


Explicó que existen dos grupos de tecnologías para conectarse a internet: el primero son las tecnologías fijas, donde la conexión ocurre en un domicilio (particular o comercial), y el segundo son las tecnologías móviles, donde la conexión ocurre en el dispositivo móvil de cada persona (teléfonos con conexión a internet, tablets y computadores portátiles).


Informó que según las estadísticas mencionadas, el primer grupo, de conexiones fijas a internet, ha mantenido un crecimiento constante desde 2004, superando los dos millones de conexiones este año, tal como se muestra en la figura 1. De estas conexiones, 1.789.562 son residenciales, 261.800 son comerciales y 110 no están definidas
. La figura 1 muestra el crecimiento de las tecnologías fijas de conexión a internet.

Figura 1. Total de conexiones fijas a internet por año
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Fuente: elaboración propia con datos de Subtel 
.


Indicó que si se calcula en cuatro el número promedio de personas por hogar (según el INE, en Chile los hogares están formados por entre tres y cuatro personas
), se puede estimar que cerca de ocho millones de personas tienen acceso a internet a través de conexiones fijas.


Prosiguió señalando que el segundo grupo, de conexiones de tecnología móvil a internet, también ha tenido un crecimiento constante desde su introducción masiva en 2009, alcanzando (a marzo de 2012) más de tres millones de conexiones
, según se ve en la figura 2. A diferencia del anterior, las conexiones móviles son individuales e incluso una persona puede tener más de una conexión según los equipos que utilice.

Figura 2. Total de conexiones móviles a internet por año
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Fuente: elaboración propia con datos de Subtel
.


Informó que según un estudio de la empresa ComScore
, los usuarios de internet mayores de 15 años en Chile alcanzaron la cifra de 7,3 millones en 2011, creciendo un 8% en relación al año anterior
. Estos visitaron, en promedio, 45 páginas web cada mes
.


Continuando con su presentación, la señora Truffello entregó otros antecedentes adicionales sobre el avance de las telecomunicaciones en nuestro país.


Explicó que según mediciones elaboradas por el Foro Económico Mundial, WEF
, Chile está por sobre la media de las naciones sudamericanas pero al final de los países de la OCDE en el avance de las TICs
.


Más específicamente, el WEF, en su Reporte Global de Tecnologías de la Información 2010-2011 destaca que Chile se encuentra en el lugar número 39 del mundo en avance global de TICs, señalando que “la difusión y uso (de estas tecnologías) han sido constantemente priorizados por el Gobierno durante las últimas dos décadas y más, con la adopción de una de las primeras agendas digitales en la región y el establecimiento de un ambiente regulatorio ampliamente propicio (lugar 32 en el global mundial)”.


Dijo que, sin embargo, mientras la calidad del Gobierno electrónico del país es ampliamente destacada, también se pone una nota de alerta en la baja preparación de los ciudadanos, ítem en que Chile se encuentra ubicado en la posición 100, notablemente más abajo del avance a nivel de e-gobierno.


Indicó que el Foro señala que esta baja preparación de la ciudadanía se produce “principalmente debido al pobre sistema educacional, el cual es evaluado como especialmente inadecuado en matemáticas y educación científica (122), y con tarifas muy altas para la telefonía fija (127) y de banda ancha (100)
”.


Informó, finalmente, que actualmente el Gobierno está desarrollando acciones para mejorar el desarrollo digital del país. Entre otras, reformuló el “Comité de Ministros para el desarrollo digital” e inició el Observatorio de Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones, que centralizó las políticas públicas recogidas en el “Plan Estratégico de Gobierno Electrónico 2011-2014”
.


Avanzando un criterio general en relación a la materia en análisis, el Honorable Senador señor Prokurica apoyó la utilización de los medios electrónicos como mecanismo para dar publicidad a actos jurídicos de distinta naturaleza. Sin embargo, señaló que en el estudio de esta iniciativa es menester considerar no sólo las ventajas de dicho sistema, sino también los riesgos que éste puede ofrecer.


Hizo presente que en nuestro medio se encuentran muy arraigadas las publicaciones en diarios basados en el papel, de manera que cualquier cambio que se introduzca a esta larga tradición, debe acompañarse de una serie de resguardos.


Más aún, agregó, si se trata de actos de particular trascendencia como es el caso de aquellos que se publican en el Boletín Oficial de Minería. Explicó que un error en uno de esos avisos o la interferencia de un hacker en el respectivo medio electrónico, pueden causar perjuicios económicos de gran magnitud. Por ello, estimó pertinente tener en especial consideración los riesgos que el nuevo sistema de publicación de avisos puede acarrear.


La Honorable Senadora señora Alvear coincidió con las apreciaciones del Honorable Senador señor Prokurica., sin perjuicio, de destacar el interés que ofrece la iniciativa en estudio, particularmente por la disminución de costos que implica.


Sin embargo, manifestó su preocupación en torno a los riesgos que este nuevo mecanismo podría presentar. Ejemplificando lo anterior, hizo presente que, en la actualidad, los hackers han logrado penetrar los medios electrónicos de todo tipo de instituciones, aún de aquellas dedicadas a la seguridad y la defensa de importantes naciones.


Instó a buscar resguardos que proporcionen la tranquilidad de que se evitará cualquier efecto negativo que el nuevo sistema de publicaciones pueda tener. Igualmente, se interesó por la posibilidad de explorar la fórmula sugerida por el Profesor señor Meneses, en cuanto a preferir una modificación a la ley N° 19.733 antes que acudir necesariamente a una ley nueva.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, se preguntó si la creación de un portal único para efectuar estas publicaciones electrónicas sería una solución para los riesgos que se han hecho notar, especialmente frente a la incertidumbre sicológica que motiva esta nueva realidad virtual.


Por otra parte, conjeturó acerca de la posibilidad de exceptuar del nuevo sistema a algunos actos o informaciones que tengan un carácter extremadamente sensible, respecto a los cuales podría seguir exigiéndose la publicación física tradicional en un determinado diario en papel.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, planteó dudas en torno a la conveniencia de avanzar tan rápido en estos cambios que involucran el uso de las nuevas tecnologías, sin hacer ningún tipo de distingo en cuanto a la naturaleza del acto publicado. Aludió al caso expuesto por el Honorable Senador señor Prokurica, haciendo notar que, en nuestro medio, la propiedad minera involucra considerables montos de recursos.


Se preguntó si no sería adecuado decantar con mayor rigor el tema en estudio y recabar información más específica antes de pronunciarse acerca de la idea de legislar. Indicó, como un ejemplo adicional de aspectos que deberían analizarse durante este debate, el caso de los delitos contra el honor que involucran el uso de medios de comunicación.


Igualmente, instó a no desvalorizar la utilización de los métodos tradicionales para realizar distintos actos en nuestro medio, los cuales proporcionan un alto nivel de tranquilidad a la ciudadanía. Recordó, a este efecto, el sistema de conteo material de los sufragios que sigue utilizándose en los procesos eleccionarios, el cual continúa ofreciendo resultados de indiscutida seguridad y expedición.


Exhortó, en consecuencia, a avanzar con cautela en este estudio.


El Profesor señor Cordero destacó el alto nivel de certeza que en este momento ofrecen los medios electrónicos. Del mismo modo, puntualizó que el proyecto no afectará las publicaciones que se realizan en el Boletín Oficial de Minería pues solamente concierne a aquellas que, de acuerdo al ordenamiento vigente, deben hacerse en diarios o periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local, entre los cuales no se encuentra el referido Boletín, que tiene un carácter especial.


En todo caso, reiteró su preocupación por las publicaciones que son de interés a nivel de una comuna, como sería el caso, de las relativas a una concesión de aguas. Allí, reiteró, el sentido de la publicación es que el lector local tome conocimiento efectivo del respectivo acto, lo que podría no lograrse si ella se hace en un medio electrónico.


En atención a las preguntas e inquietudes antes formuladas, el Profesor señor Jijena señaló, en primer lugar, que considera una buena idea la de establecer un portal único para realizar estas publicaciones, especialmente desde el punto de vista técnico. Sin embargo, señaló que este camino ofrece problemas en cuanto a su administración y gestión, pues ello haría necesario crear una institucionalidad nueva.


En cuanto a la seguridad y la certeza jurídica que son deseables y necesarias, opinó que éstas se logran definiendo quienes serán los responsables de las publicaciones que se hagan, añadiendo que hoy en día hay mecanismos tecnológicos para disminuir la falta de seguridad y la vulnerabilidad de los medios electrónicos. Aun así, admitió que los riesgos provenientes de los hackers se mantienen.


Por otra parte, indicó que el cuerpo normativo a modificar es la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información, porque el proyecto de ley en estudio hace remisión constante a ella. Recomendó orientar el tema hacia esa ley puesto que la idea central del proyecto en estudio es mantener la publicación de avisos en los medios de comunicación social, solamente que ahora eso se haría en la versión electrónica de aquellos. Aconsejó reconducir la nueva regulación hacia la referida ley.


Asimismo, manifestó que la ley N° 19.799, sobre firma electrónica, ya validó los medios electrónicos y las publicaciones que se efectúen a través de ellos. Agregó que con motivo del estudio y dictación de aquel cuerpo legal, ese debate ya se realizó y el punto se zanjó.


Tocante a la brecha generacional que se advierte frente a las nuevas tecnologías y a los reparos que provienen de aquélla, sostuvo que en este proceso de modernización se requiere de una visión distinta de la que contempla la ley sobre firma electrónica, pues hay situaciones en que no cabe aplicar dicho mecanismo. En efecto, continuó, no se puede contraer matrimonio ni reconocer un hijo valiéndose de la firma electrónica. 


En consecuencia, recomendó avanzar por la vía de la fijación de excepciones, separando los casos en que hay un mayor riesgo, los cuales deben ser dejados al margen, es decir, como excepciones a esta normativa general. Resumió que lo que está haciendo el proyecto es reconocer una práctica que ya está operando en campos como es el financiero, los seguros, la banca y otros semejantes.


El Subsecretario de Economía, señor Flores, hizo presente una vez más que el proyecto en análisis se originó en la Agenda de Impulso a la Competitividad y que tuvo en mira la conveniencia de rebajar los costos de las publicaciones que tan a menudo deben hacerse y favorecer el conocimiento de las mismas por parte de la ciudadanía.


Destacó, igualmente, los antecedentes proporcionados por la Biblioteca del Congreso Nacional en cuanto a que en este momento 11 millones de chilenos utilizan internet, cifra que subirá a 15 millones en 2014. Puso de relieve, también, el creciente uso que va teniendo internet en las zonas rurales de nuestro territorio.


Adicionalmente, presentó a la Comisión las ideas matrices de la iniciativa que el Ejecutivo presentará a tramitación legislativa para modificar la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, y otros cuerpos legales.


Expresó que durante la discusión en particular del proyecto en estudio podrán considerarse y, eventualmente, acogerse las modificaciones que se han propuesto en este debate, destacando que naturalmente el criterio central debe consistir en permitir los avances tecnológicos, siempre que ellos no pongan en riesgo la seguridad jurídica.


Resaltó la conveniencia de establecer un repositorio para todas las publicaciones que se realicen en forma electrónica, agregando que para esos fines el texto en análisis contempla el envío de las mismas a la Biblioteca Nacional.


Finalmente, en cuanto a los riesgos que ofrecen los medios electrónicos, señaló que existen aquellos que son naturales, añadiendo que tampoco los medios en papel representan niveles de seguridad absoluta. No obstante, advirtió que era posible encontrar fórmulas para incrementar la seguridad, indicando que, para esos efectos, podrán considerarse las propuestas que se han formulado durante esta discusión.


El Honorable Senador señor Prokurica advirtió sobre la pertinencia de mantener a lo menos por un período el registro de las publicaciones tradicionales en medios basados en el papel cuando se trate de determinadas situaciones.


En esta materia, el abogado señor Arriagada hizo presente que justamente, como resguardo, el proyecto encomienda el registro y archivo de las publicaciones a la Biblioteca Nacional.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que teniendo en consideración que el Gobierno ha ofrecido asumir durante la fase de discusión en particular del proyecto las inquietudes que se han dado a conocer, podría ser pertinente pronunciarse acerca de la idea de legislar.


La Honorable Senadora señora Alvear informó que mantenía dudas y preocupaciones acerca del proyecto, razón por la cual aún no se encontraba en condiciones de acoger la idea de legislar. Hizo presente que se requería mayor información y análisis acerca del contenido del relevante cambio que se propone, pues en las actuales condiciones todavía era prematuro emitir un pronunciamiento a su respecto.


Para enfrentar y salvar los riesgos a que se ha aludido, el Profesor señor Jijena sugirió dos caminos: el primero, consagrar ciertas excepciones al sistema de publicaciones electrónicas y, el segundo, aplicar esta ley en forma paulatina, por etapas, según un calendario que podría partir por las publicaciones concernientes a los trámites más simples.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, formuló nuevamente prevenciones frente al apresuramiento para legislar. Instó a no cegarse frente al avance innovador que representa la iniciativa en estudio y a considerar la idea de aplicar en forma gradual el nuevo sistema de publicaciones que se propone.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, compartió las inquietudes que un cambio de esta naturaleza motiva, pero al mismo tiempo señaló que la utilización de medios electrónicos ya es parte de la realidad legal actual, de la cual corresponde hacerse eco. Expresó que la disminución de costos que el proyecto implica es un factor de importancia, al igual que la universalidad que la información alcanzaría al transmitirse por medios electrónicos.


Señaló que, en todo caso, bien podría pensarse en fijar excepciones para aplicar el nuevo sistema y también perfeccionarse el soporte que pueda prestar la Biblioteca Nacional o, incluso, otros centros de documentación locales como podrían ser, por ejemplo, las bibliotecas municipales. Asimismo, coincidió con la posibilidad de establecer un calendario de aplicación gradual para esta iniciativa, sin olvidar que el uso del nuevo mecanismo es voluntario y que será el interesado el que resuelva si lo utiliza o no.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, estimó de gran interés el proyecto en análisis, sin perjuicio de que manifestó tener diversas dudas. Por ello, sugirió dar más tiempo para ponderar adecuadamente la información recibida antes de emitir un pronunciamiento.


En atención a la conveniencia de complementar los antecedentes, la Comisión resolvió escuchar a representantes de medios electrónicos y también de algunas instituciones públicas que ya autorizan las publicaciones en los señalados medios, lo que tuvo lugar en la sesión siguiente.


En dicha oportunidad, la Comisión escuchó la exposición del Fiscal de Valores de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Armando Massarente.


Manifestó que la idea de proponer las modificaciones contempladas en este proyecto de ley es de la más alta relevancia y trascendencia, pues viene a dar solución a cuestiones en las que, necesariamente, un país donde la tecnología es cada vez más importante para el desarrollo de las diversas actividades económicas y comerciales, deberían resolverse de manera eficiente y a bajos costos. Opinó que este proyecto, de aprobarse, va implicar un avance significativo en cuanto a la disminución de costos en las publicaciones legales que deban efectuar las distintas entidades obligadas a realizarlas, así como en lo que se refiere a la facilitación del acceso que tenga el público en general a dichas publicaciones.


Expresó que la Superintendencia de Valores y Seguros ha autorizado medios electrónicos para efectuar publicaciones legales desde el año 2002, siendo El Mostrador el primero en obtener tal autorización. Agregó que desde ese momento y hasta la fecha, se ha autorizado a los siguientes medios: Aviso Legal, Terra, Extranoticias y La Nación.


Indicó que ante cada solicitud, esta entidad ha requerido que el medio en cuestión cumpla con una serie de requisitos. En forma resumida, esos requerimientos son los siguientes:


i) Copia del certificado, debidamente foliado, firmado y timbrado, que entrega la Biblioteca Nacional, donde queda constancia y se individualiza el material bibliográfico que ha sido depositado en ella, conforme dispone el artículo 14 de la ley Nº 19.733. Tal certificado deberá señalar la periodicidad de remisión de la información y especificar que la relativa a los avisos es recibida de manera diaria.


ii)
Copia de los cinco últimos comprobantes de depósito.


iii)
Un informe emitido por una consultora especializada en seguridad informática, en el cual se considere a lo menos:

•
Evaluación de seguridad de red internet.

•
Evaluación de seguridad de red intranet.

•
Evaluación de seguridad de plataforma.

•
Evaluación de seguridad de acceso remoto.

•
Ataques y penetración.

•
Evaluación de seguridad de base de datos.

•
Evaluación de arquitectura de seguridad de aplicaciones.

•
Evaluación de seguridad electrónica de aplicaciones.


iv)
Atendidas las características de un diario electrónico, se solicita, además, que el directorio de la sociedad adopte un acuerdo para mantener en el futuro las condiciones de depósito diario en la Biblioteca Nacional y de seguridad del sitio web.


Respecto al proyecto de ley en estudio, estimó procedente formular las siguientes consideraciones:


a)
Acotar el tipo de medio a utilizar. Indicó que la importancia de ello reside en que el usuario debe tener claridad respecto al medio en que se efectuará la publicación electrónica a fin de disminuir las posibilidades de búsqueda, ya que no todo medio electrónico es eficiente o idóneo para estos fines y, por otra parte, si todos los medios electrónicos fueran aptos, sería muy difícil para un usuario encontrar un aviso específico. En consecuencia, debería tratarse de un diario o periódico en los términos definidos en el artículo 2º de la ley Nº 19.733.


b)
Momento de envío de las publicaciones a la Biblioteca Nacional. Conforme lo dispone el artículo 14, inciso primero, de la ley Nº 19.733, el envío de las publicaciones en microfilms o soporte electrónico a la Biblioteca Nacional debe efectuarse “al tiempo de su publicación”; por consiguiente, el artículo 4º del proyecto de ley debería adecuarse a dicha disposición legal. Dijo que lo anterior parece además razonable, dado que facilitaría la obtención de las copias autorizadas por parte de cualquier interesado (referidas en el inciso segundo del artículo 4º) sin necesidad de esperar un año, sino tan pronto ellas se publiquen.


c)
Formato de presentación de entrega de la publicación. Se considera aconsejable que las publicaciones que se envíen a la Biblioteca Nacional vayan suscritas con la firma electrónica avanzada del representante legal del periódico y contengan sello de fecha y hora, con el fin de evitar el repudio por parte del periódico y la posibilidad de que éstas puedan ser adulteradas con posterioridad a su recepción por parte de la Biblioteca Nacional.


Agregó que sería recomendable, para efectos de facilitar las búsquedas de información por parte de la ciudadanía, que el formato en que se entregue la publicación esté de acuerdo a algún estándar del mercado, tal como PDF y que el texto no esté en modo imagen.


d)
Certificación. Explicó que atendida la experiencia de ese Servicio sobre el particular, se considera necesario incluir en el proyecto la exigencia de una certificación por parte de una empresa especializada en seguridad informática de diversos aspectos técnicos relativos a la seguridad del sitio, tal como se solicita habitualmente mediante oficio por esa Superintendencia, en los términos indicados precedentemente.


Lo anterior, con el objeto de obtener que el sitio donde se ha de efectuar la publicación dé seguridad o certeza de la información allí contenida, esto es, que ella no pueda ser modificada o alterada, dando cumplimiento así a los principios de integridad y disponibilidad requeridos.


e)
Autorización. Sin perjuicio de que hasta la fecha lo ha efectuado la Superintendencia de Valores y Seguros, consideró necesario establecer expresamente que algún organismo sea el encargado de autorizar los periódicos en los cuales se pueda hacer este tipo de publicaciones, el cual, además, debería evaluar en forma periódica (al menos una vez al año), si la entidad sigue cumpliendo con los requisitos exigidos al momento de autorizarlos.


Agregó que lo anteriormente señalado ahorraría esfuerzos al Estado, en el sentido de que hoy en día cada institución a la cual los periódicos electrónicos piden autorización, debe revisar si cumple con las condiciones para ello.


f)
Como último aspecto, se refirió al libre acceso a la información. Consideró necesario permitir al público general el libre acceso a los avisos publicados mediante un link destacado de la página de inicio, prescindiendo de requisitos de identidad y pagos.


El Honorable Senador señor Kuschel preguntó por la experiencia práctica y las dificultades que ha tenido la Superintendencia de Valores y Seguros en el contexto de la seguridad y la fidelidad de la información publicada.


El Fiscal de Valores señor Massarente manifestó que desde el punto de vista jurídico, la Superintendencia no ha tenido ningún reclamo respecto a la validez de las publicaciones realizadas por medios electrónicos.


Reiteró que este mecanismo no se ha utilizado masivamente, agregando que, sin embargo, no se puede asegurar que los sistemas no sean vulnerables a los hackers a través del tiempo.


La Jefa del Área Informática de la referida institución, señora Sonia Muñoz, agregó que la Superintendencia exige a los medios que deseen publicar el informe completo que entrega la entidad certificadora de seguridad. Advirtió que si se verifica que se cumplen los estándares internacionales, se otorga autorización para publicar.  


La Honorable Senadora señora Alvear indicó que el señor Fiscal ha puesto de manifiesto la importancia de que exista una entidad que efectúe un control y otorgue la autorización para publicar en medios digitales. Preguntó cuál es la salvaguarda que la Superintendencia ha tomado, dado que en la actualidad no existe un ente diferente que pueda dar dicha autorización y efectuar un adecuado control.


La señora Muñoz sostuvo que en el caso de la Superintendencia, existe un área compuesta por ingenieros informáticos especializados en temas de seguridad.


El Subsecretario de Economía, señor Flores, expresó que el Ministerio de Economía tiene la auditoría de la firma electrónica y cuenta con una unidad que realiza dicha labor.



Enseguida, intervino el Subdirector Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Lucas del Villar.


Señaló que su opinión se centraría en la accesibilidad y la facilidad de la información desde el punto de vista de los consumidores.


A este respecto, indicó que el proyecto contempla la obligación legal de tener durante un año la publicación a disposición de los interesados. Advirtió que, sin embargo, la búsqueda de la información puede resultar muy compleja para el consumidor. 


Precisó que actualmente toda la información se encuentra en internet, pero que la forma de búsqueda se realiza a través de proveedores o empresas que otorgan estos servicios.


Indicó que lo recomendable es crear un repositorio nacional de publicaciones legales en la Biblioteca Nacional.


A continuación, hizo uso de la palabra el Director General de Aguas, señor Matías Desmadryl.


Manifestó que la normativa que rige las aguas en Chile contempla una serie de trámites o actuaciones que deben ser publicadas en distintos medios. Es así como, por ejemplo, el artículo 131 del Código de Aguas dispone, entre otras cosas, que toda presentación que afecte o pueda afectar a terceros deberá publicarse dentro de treinta días contados desde su recepción, en el Diario Oficial, los días primero o quince de cada mes o el primer día hábil inmediato si aquellos fueren feriados, y en forma destacada en un diario de Santiago. Las presentaciones que no correspondan a la Región Metropolitana se publicarán, además, en un diario o periódico de la provincia respectiva y, si no lo hubiere, en uno de la capital de la región correspondiente.


Agregó que el inciso segundo del artículo 142 del Código de Aguas, en relación a los remates de derechos de aprovechamiento de aguas cuando no existe disponibilidad para satisfacer todas las solicitudes, dispone que la citación a remate se hará mediante un aviso publicado en extracto en un matutino de Santiago y en un diario o periódico de la comuna, provincia o capital de la región en que se encuentra ubicada la sección de la corriente o fuente natural respectiva.


Expresó que otra hipótesis de publicación, entre muchas que podrían citarse, es la contemplada en los artículos 63 y 65 de la señalada codificación, que establece que la resolución que declare la prohibición o restricción para nuevas explotaciones de aguas subterráneas se publicará en el Diario Oficial.


En relación al proyecto de ley en estudio, señaló que una página web, en cuanto documento electrónico, es un archivo computacional de hipertexto y multimedia apto para contener en formato digital información de diversa naturaleza, tanto escrita como audiovisual, accesible a través de internet.


Agregó que, de esta manera en las páginas web o en los archivos computacionales accesibles a través de internet, es posible publicar un diario, una revista o un escrito periódico, o efectuar transmisiones de radio o televisión.


Indicó que de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 2° de ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, "para todos los efectos legales, son medios de comunicación social aquellos aptos para transmitir, divulgar, difundir o propagar, en forma estable y periódica, textos, sonidos o imágenes destinados al público, cualquiera sea el soporte o instrumento utilizado.".


Destacó que es posible apreciar que las diferencias entre los diarios electrónicos y los diarios impresos provienen del distinto soporte en el cual éstos contienen su información -siendo digital en el caso de los primeros y de papel, en el de los segundos-, pero no difieren en cuanto a su aptitud para proporcionar información escrita, lo que constituye su principal objetivo.


Aseveró que en aquellos casos en que el ordenamiento jurídico ha dispuesto una forma específica de publicación, ésta debe realizarse del modo que establezca la ley respectiva sin que resulte procedente que la autoridad altere lo que a tal efecto se ha prescrito. Como consecuencia de lo anterior, si la ley exige efectuar una publicación en un diario, ésta debe realizarse en las condiciones que prescriba la normativa que regula la materia y, en tales casos, y salvo que los términos de la exigencia legal obsten a esta posibilidad, no existen inconvenientes para que la publicación pertinente se realice en un diario electrónico que cumpla con los requisitos establecidos por la ley N° 19.733.


Señaló que lo anterior concuerda con el principio de la equivalencia entre el soporte electrónico y el soporte de papel, consagrado, entre otras disposiciones de nuestro ordenamiento jurídico, en el artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 19.799 -sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma-, y en los artículos 5° y 19 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


Destacó que al analizarse, por ejemplo, el artículo 131 del Código de Aguas, puede concluirse que la ley nada ha dispuesto respecto del medio o soporte en que deben realizarse la o las publicaciones, salvo que una de ellas debe efectuarse en el Diario Oficial. Por tanto, la Dirección General de Aguas ha aceptado –lo que ha sido confirmado por la Contraloría General de la República- que las publicaciones que no han de efectuarse obligatoriamente en el Diario Oficial, puedan hacerse en medios electrónicos.


Agregó que si se trata de la publicación de una resolución que declare un área de prohibición o restricción, conforme a los artículos 63 o 65 del Código de Aguas, ésta necesariamente debe realizarse en el Diario Oficial, no pudiendo la autoridad administrativa modificar lo que ha ordenado la ley.


En relación al proyecto de ley en estudio en esta Comisión y en orden a aclarar o despejar cualquier duda relativa a la procedencia de las publicaciones en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local, era conveniente incorporar las siguientes mejoras:


i) Establecer lo que se denomina “sellado del tiempo”, de manera de dar seguridad en cuanto a la fecha de publicación y a su integridad. Lo anterior, debido a que conforme al artículo 131 del Código de Aguas es fundamental acreditar la fecha de publicación y los datos necesarios para la acertada inteligencia de la publicación, de manera que terceros puedan tener la oportunidad de hacer valer sus derechos si se sienten perjudicados.


ii) Se debería regular cómo se efectuará el certificado del contenido, fecha y medio de publicación, de manera que la autoridad que reciba dicha copia tenga la certeza de que se trata de una copia fiel de lo que se publicó en determinado diario o periódico electrónico.


iii) Cabría considerar la creación de un repositorio permanente de estas publicaciones, de manera de poder tener acceso a ellas en cualquier momento, independientemente del tiempo que haya transcurrido.


Indicó que es necesario tener presente que conforme al artículo 48 de la ley N° 19.880, deberán publicarse en el Diario Oficial los siguientes actos administrativos: a) Los que contengan normas de general aplicación o que miren al interés general; b) Los que interesen a un número indeterminado de personas; c) Los que afectaren a personas cuyo paradero fuere ignorado, de conformidad a lo establecido en el artículo 45; d) Los que ordenare publicar el Presidente de la República; y e) Los actos respecto de los cuales la ley ordenare especialmente este trámite.


Agregó que el artículo 49 de la misma ley N° 19.880 añade que "los actos publicados en el Diario Oficial se tendrán como auténticos y oficialmente notificados, obligando desde esa fecha a su íntegro y cabal cumplimiento, salvo que se establecieren reglas diferentes sobre la fecha en que hayan de entrar en vigencia". Ahora bien, señaló que de la normativa anteriormente citada así como de la jurisprudencia emitida sobre el particular por la Contraloría General de la República, resulta que en aquellos casos en que el ordenamiento jurídico ha previsto una forma específica de publicación, ésta debe materializarse del modo que prescriba la ley respectiva, sin que resulte procedente que la autoridad altere lo que a tal efecto se ha dispuesto.


Concluyó diciendo que como consecuencia de lo anterior, si la ley exige efectuar una publicación en un diario, ésta debe realizarse en las condiciones que prescriba la normativa que regula la materia y, en tales casos, y salvo que los términos de la exigencia legal obsten a esta posibilidad, no se aprecian inconvenientes para que la publicación pertinente se realice en un diario electrónico que cumpla con los requisitos establecidos por la ley N° 19.733. 


Agregó que, sin embargo, si se trata de la publicación de un acto administrativo, en ausencia de disposiciones especiales sobre la forma en que deberá llevarse a cabo la publicación respectiva, rige la ley N° 19.880, de lo que se sigue que si la decisión que adopte la Administración se expresa en un acto administrativo de los referidos en el artículo 48 de ese texto legal, la publicación de este acto necesariamente deberá llevarse a cabo en el Diario Oficial.


A continuación, intervino el Director del Diario El Mostrador, señor Federico Joannon.


En relación a la iniciativa en análisis, estimó que no haría falta elaborar una nueva ley porque la actual legislación ya permite lo que el proyecto propone y los avisos legales en diarios electrónicos son una realidad jurídico-fáctica en el mercado, donde miles de avisadores prefieren publicar en diarios electrónicos, también llamados diarios digitales.


Expresó que la ley Nº 19.799, sobre firma electrónica y documentos digitales, homologa los documentos electrónicos con los documentos en papel. Agregó que, a su vez, la ley Nº 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, define lo que son los diarios sin distinguir si se trata de soporte electrónico o papel, y establece requisitos, sobre todo a los diarios de carácter comercial, también sin importar el soporte.


Indicó que a lo anterior debe agregarse la regulación específica y el control práctico que han realizado y están realizando los distintos órganos de la Administración del Estado, como la Contraloría General de la República, las superintendencias de cada sector o rubro, el Servicio de Impuestos Internos, la Dirección General de Aguas y otros, todos los cuales han permitido el avisaje legal en diarios comerciales electrónicos en la medida en que cumplan con los requisitos legales.


Sostuvo que para masificar aún más este mercado, bastaría con la voluntad práctica de los distintos actores que deben publicar avisos legales, entre ellos, el propio Gobierno, y con una adecuada difusión. Ello, dijo, por supuesto no excluye que se pueda mejorar la actual legislación a través de modificaciones puntuales a la normativa existente, las que se mencionarán más adelante.


Agregó que una nueva ley especial sobre esta materia, vinculada a innumerables normas que ordenan avisos legales en diarios comerciales, y más aún si se tramita aceleradamente y no se analizan con calma sus complejidades, podría crear situaciones de ambigüedad y quiebre respecto de los objetivos esenciales de estas publicaciones, cuales son la fe pública; la publicidad de ciertos actos, íntegra y masiva, y la mantención de la memoria fidedigna de lo actuado.


Sostuvo que la situación descrita anteriormente ocurrió a fines del año pasado, con la aprobación, tramitada con suma urgencia, de la ley Nº 20.552, que reformó el marcado de capitales, donde a último momento se le incorporó un artículo 7º que modificó el artículo 72 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, suprimiendo la obligación de publicar en diarios comerciales los balances y estados financieros de las sociedades anónimas abiertas, que es una esencial medida de publicidad adicional o complementaria para la transparencia del mercado. Explicó que esta obligación fue reemplazada insuficientemente por la publicación de dicha documentación en las páginas web institucionales de cada empresa.


Hizo presente que la información mencionada debería estar en todos estos lados, es decir, en los diarios comerciales, en la web de cada empresa y en la Superintendencia de Valores y Seguros, porque en estas materias relevantes para la fe pública y el orden público económico literalmente “lo que abunda no daña”, siendo la redundancia un valor.


Destacó que la Superintendencia de Valores y Seguros no quedó obligada a mantener y custodiar la información ni a mantenerla en forma permanente, expedita, rápida y gratuita a disposición de las personas que la requieran, por ejemplo, para tomar decisiones de inversión debidamente fundadas. Así, inadvertidamente, se perjudicó la fe pública y la transparencia de la información financiera.


Aseveró que, debido a lo anterior, debería restablecerse la obligación de publicar en diarios comerciales los balances y estados financieros de las sociedades anónimas abiertas, modificando en lo pertinente el artículo 72 de la Ley de Sociedades Anónimas y manteniéndose –como algo adicional y que también aporta a la transparencia- la obligación de publicar esta documentación en la página web de cada empresa y, por supuesto, conservándose la obligación de entregarla a la SVS.


Sostuvo que la publicación en diarios comerciales es importante, por cuanto así los balances y estados financieros de las sociedades anónimas abiertas, de conformidad a la obligación contenida en la Ley de Prensa, quedarán archivados en la Biblioteca Nacional, disponibles “para siempre” a favor de los ciudadanos, en forma gratuita, rápida y expedita. Y en el caso de los diarios electrónicos comerciales, adicionalmente, al estar la información alojada en sus bases de datos, los balances y estados financieros podrán también ser fácilmente ubicables en sus buscadores internos y en los buscadores universales.


Advirtió que el contenido de estos diarios comerciales electrónicos, dada su producción periodística propia, debidamente etiquetada, con vínculos e hipervínculos, tiene una gran difusión y es identificado de manera fácil y expedita en la red por Google u otros buscadores.


Agregó que, de esta manera, se satisfacen los requerimientos de fe pública, publicidad, transparencia, seguridad e integridad, lo que –por supuesto-- nunca es absoluto, ni en diarios comerciales en soporte papel ni en diarios comerciales en soporte digital.


En cuanto al texto del proyecto de ley, hizo presente que adolece de algunos problemas semánticos y que es necesario uniformar su lenguaje con otras normas vigentes. Por ejemplo, se confunde, como si fueran lo mismo, “medios de comunicación” con “diarios”, siendo los primeros el género y los segundos la especie; además, no se distingue entre medios de carácter comercial y los que no lo son, distinción relevante en la Ley de Prensa, pues los medios comerciales tienen una regulación adicional, incluida la obligación de depósito en la Biblioteca Nacional.


Agregó que se introducen, sin necesidad y con mucho riesgo de generar confusión, los conceptos artificiales de “medio electrónico” y de “sitio electrónico”.


En cuanto a la obligación de depósito legal en la Biblioteca Nacional, opinó que sería un aporte el obligarla a entregar copias autorizadas de los avisos legales a quien se lo solicite, sin costo para el peticionario.


Por último, y aunque no está en el texto actual del proyecto, hizo presente que sería un gran avance el establecer, adicionalmente a la obligación de depósito en la Biblioteca Nacional que ya tienen los diarios comerciales, un repositorio nacional o gran depósito universal de todos los avisos legales publicados en el país, con ingreso liberado on line.  Para esto, dijo, debería obligarse a la Biblioteca Nacional a remitirlos a dicho repositorio dentro de cierto plazo, que tendría que ser brevísimo. Expresó que quizás debería ser la propia Biblioteca Nacional la que lleve y administre este repositorio, para lo que deberían entregársele los recursos necesarios.


Concluyó diciendo que a este repositorio universal de avisos legales deberían enviar también sus avisos legales los órganos públicos que publiquen en sus respectivas páginas web, sin que estén obligados a avisar también en diarios comerciales. Indicó que para incluir esta obligación quizás podría modificarse puntualmente la Ley de Transparencia. Consideró que ello sería un gran avance para el resguardo de la fe pública y la transparencia.


La Jefa de Área Informática de la Superintendencia de Valores y Seguros, señora Muñoz, expresó que es importante tener presente que las entidades supervisadas por esa institución tienen la obligación de enviarle los estados financieros, los cuales son publicados y validados inmediatamente. Precisó que dicha información se conserva eternamente y puede ser consultada en la página web de la Superintendencia, no existiendo riesgo de pérdida de la misma.


Enseguida, usó de la palabra el Asesor del Diario La Nación, señor Carlos Orellana.

Indicó que el proyecto de ley en estudio plantea establecer una opción orgánicamente regulada por ley para quienes están obligados a publicar avisos legales en medios de comunicación impresos.


Manifestó que el alcance del proyecto consiste en realizar publicaciones en aquellos medios de comunicación social regidos por la ley Nº 19.733, particularmente por su artículo 2º, y constituidos de acuerdo al Título III del mismo cuerpo legal.


Hizo presente que el referido artículo 2º dispone que “Para todos los efectos legales, son medios de comunicación social aquellos aptos para transmitir, divulgar, difundir o propagar, en forma estable y periódica, textos, sonidos o imágenes destinados al público, cualesquiera sea el soporte o instrumento utilizado.


Se entenderá por diario todo periódico que se publique a lo menos cuatro días en cada semana y cumpla con los demás requisitos establecidos en la ley.”.


Agregó que algunos ejemplos de aquello que podrá ser publicado en los referidos medios electrónicos de comunicación social son los siguientes: balances y estados financieros, extravío de documentos, citaciones, derechos de agua, notificaciones, órdenes de no pago, posesiones efectivas, remates y saneamiento de títulos.


Indicó que el Diario La Nación, en diciembre de 2010, pasó de ser un diario mixto, esto es, en papel y en forma electrónica, a un diario completamente electrónico.


Hizo presente que en la situación actual, LaNacion.cl debe solicitar a las autoridades respectivas acreditación de su calidad de medio válido de circulación nacional para aquellas publicaciones que legalmente lo requieran.


Precisó que en cuanto al formato, los medios electrónicos frecuentemente almacenan los avisos en bases de datos y los convierten a formato Html para visualizarlos. Informó que otra modalidad usada es generar dinámicamente (on the fly) PDFs por página.


Sostuvo que, en la actualidad, la forma de acreditar que una publicación fue realizada es imprimiendo la página web (html) o el PDF y timbrándolo.


Advirtió que en los medios electrónicos  la duración del aviso, es decir, el tiempo en que éste se mantiene disponible en el sitio, es discrecional y que en caso de LaNacion.cl, es indefinido.


Indicó que los precios por palabra publicada en avisaje legal se redujeron respecto del valor en el diario impreso, debido a que cayeron fuertemente los costos de impresión y distribución y levemente los de recepción y de edición.


Hizo notar que en los medios electrónicos el acceso a las publicaciones y, por tanto, la difusión de la información, aumentan considerablemente.


Destacó que la tendencia actual es que los medios de comunicación migren a plataformas mixtas o electrónicas y adapten sus modelos de negocio.


Hizo notar que desde el punto de vista de la arquitectura editorial, es recomendable que la publicación se regule por lo establecido en la ley Nº 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, y su reglamento.


Recomendó, igualmente, mantener la visualización de las publicaciones en formato PDF y dentro de un repositorio de documentos.


Aseveró que para asegurar la integridad, los documentos o avisos deberán estar firmados electrónicamente por el director del respectivo medio de comunicación.


Sostuvo que cada aviso deberá contener un número único que lo identifique, con el objetivo de validar la autenticidad de copias impresas de los originales electrónicos.


Para aumentar el acceso al aviso, señaló que la generación de un documento en formato PDF bajo una estructura además fija (indexable) por los motores de búsqueda (canal principal de acceso a cualquier información en internet), permitirá una difusión mayor del documento. 


En cuanto a la duración de los avisos, sostuvo que dado que las leyes que establecen la publicación de éstos suponen ediciones diarias y debido a que las publicaciones impresas se mantendrán como una opción, sería  recomendable mantener las dichas ediciones, pero agregando lo establecido en el proyecto de ley.


Expresó que en caso de existir errores en la publicación del aviso, cualquiera sea su origen, se deberá realizar una rectificación como una nueva publicación, en otra edición.


Manifestó que en cuanto a la acreditación del medio de publicación, bastaría con lo que señala el proyecto de ley en estudio.


Indicó que si el documento a publicar es emitido por una fuente distinta del solicitante, ésta debe generar un documento electrónico.


Hizo presente que desde el punto de vista de la seguridad informática, tanto los sitios web como los sistemas asociados deben tener: 


- Sistemas de alta disponibilidad (alto uptime);


- Datacenter seguro perimetralmente;


- Sistema de control de acceso, y


- Certificados de seguridad.


Concluyó diciendo que respecto a la visibilidad de los avisos, éstos podrán ser revisados desde tablets, smartphones y PCs, con distintos sistemas operativos (Windows, Android, IOS) y distintos navegadores.


El Subsecretario de Economía, señor Flores, manifestó que las exposiciones escuchadas responden las consultas que han surgido en las sesiones previas de la Comisión.


Hizo presente que en las referidas presentaciones se han planteado estándares de seguridad para que las personas que realicen las publicaciones en medios electrónicos tengan confianza que el documento no será adulterado hoy ni en el futuro.


Añadió que desde hace diez años se realizan distintos tipos de publicaciones en medios digitales, las que han operado relativamente bien, otorgando confianza a los usuarios del sistema.


Hizo presente que durante este debate, esa Secretaría de Estado ha recogido una serie de recomendaciones, que oportunamente se presentarán como indicaciones al proyecto en análisis.


El Profesor señor Jijena consideró muy clarificador lo planteado por la Superintendencia de Valores y Seguros respecto al tema de la seguridad.


Mencionó que hay una norma del año 2001 de la Superintendencia antes indicada, que establece condiciones mínimas de seguridad para operaciones de comercio electrónico de valores de oferta pública. Opinó que esas condiciones deberían figurar en el proyecto de ley en estudio y no en su reglamento.


Opinó que debe utilizarse la firma digital avanzada a través de un software que genera un stream de seguridad que se puede autenticar y así respaldar la integridad de los documentos que deban publicarse.


En cuanto a la posibilidad de que las publicaciones se realicen en un solo sitio, manifestó que ello podría ser un gran aporte, tomando en consideración que contribuiría a la facilidad del acceso de los ciudadanos al respectivo portal y, por ende, a la información publicada.


El Profesor señor Meneses advirtió sobre la existencia de un problema de técnica legislativa en este debate, en cuanto a la necesidad de dirimir la conveniencia o inconveniencia de abordar la publicación en medios digitales en una ley nueva y diferente.


Indicó que lo más adcuado sería abordar este tema en la propia ley Nº 19.799.


Constató, asimismo, que el vocabulario de la ley no es el mismo del proyecto, haciendo notar que, en un juicio, las palabras utilizadas por el respectivo texto legal tienen gran importancia.


Hizo presente que la referida ley Nº 19.799 ha sido utilizada por los distintos operadores jurídicos en diferentes contextos, aun cuando fue concebida para el ámbito de los negocios y los contratos. Opinó que esta puede ser una oportunidad propicia para perfeccionarla y hacerla aplicable a todas las actuaciones que antes se hacían en soporte de papel y que ahora se realizarán por la vía electrónica.


El asesor legislativo señor Arriagada expresó que todos los principios antes mencionados van a informar transversalmente nuestra legislación. Señaló que la lógica de crear una ley sobre publicación en medios digitales apunta principalmente al hecho de que la publicación no es un acto en sí mismo de naturaleza transaccional, sino que se trata de poner actos de información o de comunicación a disposición de la mayor cantidad de personas posible. Agregó que, en todo caso, esa Secretaría de Estado está disponible para perfeccionar el proyecto de ley en discusión.


En relación a las apreciaciones formuladas por la Excma. Corte Suprema en la opinión que fuera recabada por la Comisión en torno al proyecto en estudio, manifestó que a ese Máximo Tribunal le preocupa la publicación electrónica porque considera que los medios digitales tendrían un estándar más bajo que el de una publicación física en cuanto al acceso a los mismos. Recordó que actualmente hay 11.000.000 de usuarios de internet en nuestro país, cifra que es inmensamente superior a la cantidad de personas que accede a los diarios de naturaleza física.


Expresó que lo que señala la mencionada Corte respecto a la vida privada no puede ser compartido, pues el solo hecho de publicar algo implica que ello deja de ser privado.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que, en su informe, la Excelentísima Corte Suprema también hace referencia a la garantía constitucional de igualdad ante la ley, debido a que el uso de medios electrónicos requiere habilidades que no todas las personas poseen. Manifestó que debiera abordarse dicho aspecto, que ha sido mencionado en el documento remitido por el Máximo Tribunal.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que sería pertinente considerar simultáneamente la modificación de la ley de firma electrónica avanzada y el proyecto de ley en discusión. En cuanto a este último, estimó que es una buena iniciativa, aun cuando debe ser perfeccionada.


El Profesor señor Meneses manifestó que no compartía los temores expresados por la Excelentísima Corte Suprema. Señaló que el debido proceso no se afecta si la publicación en medios digitales otorga seguridad. Opinó que si el tema de la seguridad jurídica es adecuadamente atendido, la garantía del debido proceso no se vulnera. Agregó que la afectación del debido proceso podría venir más bien por la imposibilidad de obtener un conocimiento fidedigno de la información.


Respecto a la igualdad ante la ley, sostuvo que hoy en día es más fácil acceder a la información por internet que a través de un diario físico, en papel. Por otra parte, discrepó del argumento de que podría afectarse la vida privada, toda vez que en uno y otro caso se trata de información que debe ser publicada.


El Profesor señor Jijena hizo presente que si se quisiera hacer una lectura de este proyecto tomando como base la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, claramente los hechos o avisos que deben ser publicados son ejemplos típicos de fuentes públicas de información nominativa que identifica a las personas, es decir, estaría totalmente al margen de una posible vulneración de la vida privada.

El asesor señor Arriagada señaló que la mayoría de los futuros proyectos de ley relacionados con la digitalización, necesariamente van a ir tocando la ley Nº 19.799. Hizo notar que la lógica de la publicación apunta a una acción específica que es poner en conocimiento de la ciudadanía determinadas situaciones o actos que requieren de su conocimiento y que lo anterior debe ir de la mano con lo prescrito por la ley de firma electrónica.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que lo que persigue este proyecto de ley consiste, sucintamente, en establecer con certeza jurídica que se podrán hacer en diarios electrónicos aquellas publicaciones que hoy se realizan en diarios tradicionales en papel, lo que, en la actualidad, no cuenta con un sustento legal sólido que así lo permita.

Expresó que las críticas que se hacen a las falencias de los diarios electrónicos no tendrían mayor sentido, dada la vulnerabilidad que también ofrecen los diarios en papel. Asimismo, hizo notar las dificultades que tienen las personas de localidades aisladas o lejanas a las grandes urbes para acceder a los señalados diarios en papel.


Indicó no estar de acuerdo con que se haya eliminado la exigencia de publicación de antecedentes financieros en medios digitales.


Sostuvo que, en todo caso, habría que definir qué se entiende por diario y también crearse un buscador para estos efectos, de manera que los derechos de las personas queden realmente protegidos.


El Fiscal de Valores, señor Massarente, aclaró que si bien es efectivo que para tener acceso a una publicación en medios digitales es imprescindible disponer de un computador, no debe olvidarse que para leer un diario en papel es necesario saber leer.


En cuanto a la publicación de los estados financieros en medios digitales, hizo notar que la Superintendencia apoyó la modificación de la ley que eliminó la exigencia de la publicación de los mismos porque ellos se incorporan a la página de esa institución eternamente.


El Asesor del Diario La Nación, señor Orellana, aportó una estadística en relación a uno de los aspectos abordados por el ya mencionado informe de la Corte Suprema. Señaló que si se compara el año 2010, cuando La Nación existía en papel y en formato electrónico, las personas que leían el diario en formato físico ascendían a 200.000, contra 1.000.000 de visitas que se recibían por internet.


Sostuvo que la ley Nº 20.494, que agiliza trámites para el inicio de actividades de nuevas empresas, en su artículo 4º, relativo a la constitución de sociedades, hace una referencia a la ley Nº 19.799, permitiendo el uso de firma electrónica.


Por otra parte, consideró que la notificación por diario en papel es una ficción.


Concluyó diciendo que debiera analizarse el concepto de domicilio electrónico, debido una creciente penetración de la ciudadanía a internet.


El Director del Diario El Mostrador, señor Joannon, sostuvo que cuando ese medio preguntó a la Corporación Administrativa del Poder Judicial por la factibilidad de la publicación en medios digitales, se dejó la decisión al criterio del juez respectivo.


Hizo presente que hoy en día existe un sistema legal sólido y definido para que opere el sistema, sin que sea necesaria otra ley, pero agregó que si un nuevo cuerpo legal lo profundiza y perfecciona, será bienvenido.


En todo caso, manifestó estar más bien de acuerdo en perfeccionar la ley de firma electrónica que en la aprobación del proyecto de ley en estudio.


Con respecto a lo expresado por el señor Fiscal respecto a la publicación de los estados financieros, expresó que no se señala en la ley la obligatoriedad de la Superintendencia de mantener esa información y tampoco se le entregan recursos adicionales para que la información sea guardada ad eternum.


La Jefa de Área Informática de la referida Superintendencia, señora Muñoz, agregó que se puede crear un repositorio donde sea factible una búsqueda personal, exigiendo que estos diarios se guarden en formato PDF.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que para completar la discusión en general del proyecto solamente restaba conocer los resultados del estudio encomendado a la Biblioteca del Congreso Nacional.


Igualmente, señaló que del debate realizado y de las intervenciones escuchadas por la Comisión ha surgido un conjunto de observaciones y sugerencias orientadas a perfeccionar el proyecto, que las autoridades del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo han anunciado que podrán incorporar a la iniciativa durante la discusión en particular, a través de las respectivas indicaciones.


Por lo anterior, solicitó al Subsecretario señor Flores puntualizar en la próxima sesión los aspectos que el Ejecutivo está dispuesto a acoger, de manera de avanzar esos criterios en el informe de la Comisión y así facilitar la aprobación del proyecto en la Sala.


En la sesión siguiente, la abogada analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Patricia Reyes, expuso ante la Comisión el estudio solicitado, basándose en el siguiente texto:

“Proyecto que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local: análisis de normativa impactada


El informe analiza la normativa impactada por el proyecto de ley Boletín N° 8314-07. Específicamente, y de acuerdo a lo dispuesto en el texto del Mensaje ingresado, se analizan los “Actos y notificaciones que de acuerdo al ordenamiento requieren ser publicados en diarios y periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local o cualquier otra denominación que se utilice para aludir a aquellos”.


A solicitud expresa del señor Presidente de la Comisión, se incorpora al análisis los “Actos y notificaciones que de acuerdo al ordenamiento requieren ser publicados en el Diario Oficial”.


El informe se compone de los siguientes apartados:


I. Método de análisis.


II. Resultados del análisis.


1. Actos y notificaciones que de acuerdo al ordenamiento requieren ser publicados en diarios y periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local o cualquier otra denominación que se utilice para aludir a aquellos.


2. Actos y notificaciones que de acuerdo al ordenamiento requieren ser publicados en el Diario Oficial.


III. Algunas consideraciones de interés.


IV. Anexos con listado de normas impactadas.


1. Listados de actos y notificaciones que de acuerdo al ordenamiento requieren ser publicados en diarios y periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local o cualquier otra denominación que se utilice para aludir a aquellos.


2. Listados de actos y notificaciones que de acuerdo al ordenamiento requieren ser publicados en el Diario Oficial.


I. MÉTODO DE ANÁLISIS


Para realizar el levantamiento y análisis de la normativa impactada por el proyecto de ley se utilizó la siguiente metodología:


1. Búsqueda de normativa en Base de Datos “Ley Chile”


Las búsquedas se realizaron sobre toda la base datos, utilizando los criterios y filtros siguientes:


a) Para búsqueda de “Actos y notificaciones que de acuerdo al ordenamiento requieren ser publicados en diarios y periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local o cualquier otra denominación que se utilice para aludir a aquellos”:

	CRITERIO DE BÚSQUEDA


	CANTIDAD DE NORMAS 



	Periódico de circulación regional


	357

	Periódico de circulación nacional


	505

	Diario de circulación regional


	422

	Diario de circulación nacional


	528

	Diario o periódico


	492

	Diario local


	243

	Periódico de la cabecera


	118

	Circulación comunal


	119

	Circulación local


	67

	Diario regional


	74

	Otros


	148

	Total
	3073





b) Para búsqueda de “Actos y notificaciones que de acuerdo al ordenamiento requieren ser publicados en el Diario Oficial”.

	Filtros aplicados



	desde su publicación en el diario oficial

de su publicación en el diario oficial

el día en que se publique en el diario oficial

el día que se publique en el diario oficial

publicación del presente decreto en el diario oficial

publicación del presente decreto supremo en el diario oficial

publicación de este decreto en el diario oficial

publicación de este decreto supremo en el diario oficial

presente decreto de modificación debe publicarse en el Diario Oficial

publicación del presente decreto de modificación en el Diario Oficial

presente decreto se publicará en el Diario Oficial

cúmplanse y publíquese en el Diario Oficial

publíquese el presente Decreto en el Diario Oficial

publicación de la presente ley en el diario oficial

publicación de esta ley en el diario oficial

presente ley se publicará en el Diario Oficial

publíquese la presente Ley en el Diario Oficial

publicado en Diario Oficial de 

publicado en "Diario Oficial" de 

publicada en Diario Oficial de 

publicada en "Diario Oficial" de 

publicado en el Diario Oficial de 

publicado en el Diario Oficial del 

publicado en el "Diario Oficial" de 

publicado en el "Diario Oficial" del 

publicado en el "Diario Oficial" el 

publicado en el Diario Oficial el 

publicada en el "Diario Oficial" el 

publicada en el Diario Oficial el 

publicada en el Diario Oficial de 

publicada en el Diario Oficial del 

publicada en el "Diario Oficial" de 

 publicada en el "Diario Oficial" del



	Total normas a revisar:   978



2.  Selección de normativa impactada.


Para ambos análisis se seleccionaron las normas, excluyendo las siguientes:


a) Normas derogadas expresamente.


b) Normas refundidas, incluidas en el texto refundido.


c) Normas modificatorias, incluidas en texto actualizado.


d) Versiones intermedias, pues no se encuentran vigentes. 


e) Normas en que el criterio buscado es requisito para la propia norma.  Por ejemplo, la que ordena publicar ese acto en el Diario Oficial.


f) Normas en que el criterio buscado está en los considerandos.


g) Normas agotadas o caducas.  Por ejemplo, la que ordenó la publicación de un llamado a subsidio o concurso específico.


3. Determinación del tipo de acto que se ordena publicar.


Para este efecto se definieron, a partir de la selección anterior, los siguientes tipos de actos:


a. Normativo.


El acto que se ordena publicar corresponde a un decreto, resolución, acuerdo, certificado, auto acordado que es expresión de una norma jurídica. Ejemplos:


- Artículo 58 bis Ley de Rentas Municipales (http://bcn.cl/qpes)


- Artículo 14 Ley N° 20.129 (http://bcn.cl/r1vv)


- Reglamento para el Funcionamiento del Banco Central de Chile (http://bcn.cl/tkus).


b. Judicial.


El acto que se ordena publicar es una decisión jurisdiccional. Ejemplos: 


- Artículo 13 Ley N° 20.393 (http://bcn.cl/r36c)


- Artículo 100 bis Ley N° 17.336 (http://bcn.cl/rnl)


c. Aviso.


El acto o notificación es un aviso. Ejemplos:


- Subsidios (nóminas, requisitos, fechas): artículo 42 Reglamento del Fondo Solidario de Vivienda (http://bcn.cl/raat)

- Llamado o convocatoria a concurso, licitación o propuesta pública. Ej.: artículo 25 del Reglamento del DFL N° 235, de 1999 (http://bcn.cl/qpwa)


- Subastas, enajenaciones y remates. Ej.: artículo 13 del Reglamento de la Ley N° 18.690 (http://bcn.cl/rjyu)

- Balance o estado de situación financiera.  Ej.: artículo 16 Ley de Bancos (http://bcn.cl/rjyq)


- Planes de manejo. Ej.: artículo 35 del Reglamento del DFL N° 235, de 1999 (http://bcn.cl/r1st)

- Pérdida de documento Ej.: artículo 19 del Reglamento de la Ley N° 18.690 (http://bcn.cl/rspt).


- Cédula de votación. Ej.: artículo 9° del Reglamento de la Ley N° 19.253 (http://bcn.cl/ro70)


- Nombramientos y designaciones.


- Cesación de cargo o contratos.


- Cancelación de registro.


- Tasación de vehículos.


4.  Determinar finalidad de la publicación.

En lo referido a la finalidad última de la publicación del acto o notificación, se definieron las siguientes:


a. Emplazamiento judicial.


El objetivo de la publicación es la notificación a las partes de una resolución judicial.  Ejemplos: artículo 439 del Código del Trabajo http://bcn.cl/rd43

“Cuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia, el juez podrá disponer que la notificación se efectúe mediante la publicación de un aviso o por cualquier medio idóneo que garantice el derecho a la defensa y los principios de igualdad y de bilateralidad de la audiencia.


Si se dispone que la notificación se practique por aviso, éste se publicará por una sola vez en el Diario Oficial u otro diario de circulación nacional o regional, conforme a un extracto emanado del tribunal, el que contendrá un resumen de la demanda y copia íntegra de la resolución recaída en ella. Si el aviso se publicara en el Diario Oficial, ello será gratuito para los trabajadores.”.

b. Notificación para el ejercicio de derechos.

El objetivo es poner en conocimiento un acto para el ejercicio de un derecho. Ejemplos: artículo 63 del Reglamento del Registro de Naves y Artefactos Navales http://bcn.cl/sqj7

“El Director General podrá disponer la cancelación de la inscripción en el Registro de Matrícula, por innavegabilidad absoluta, de conformidad con lo dispuesto por el número 2 del artículo 21 del Decreto Ley N° 2.222, de 1978, de aquellas naves que durante un período de tres años seguidos no hubieren obtenido los certificados de seguridad exigidos por la legislación nacional, previo apercibimiento al poseedor inscrito, mediante su publicación en un diario de circulación nacional.”.

c. Notificación para participación.

Busca la concurrencia y/o participación de los destinatarios en las actividades dispuestas o reguladas por la autoridad. Ejemplo: artículo 12 de la Ley de Presupuestos para el Sector Público 2012 http://bcn.cl/qph5

“Para los efectos de proveer durante el año 2012 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N°19.882, se convocará a los procesos de selección a través de las páginas web institucionales u otras que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos.


Adicionalmente, se publicará en diarios de circulación nacional, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a las correspondientes páginas web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.”.


d. Publicidad.

Busca poner en conocimiento de la comunidad un acto o hecho.  Ejemplo: artículo 9º del Reglamento de la ley N° 19.532, que crea el régimen de jornada escolar completa diurna y dicta normas para su aplicación http://bcn.cl/r1w4

“Para el efecto de lo señalado en los artículos anteriores, la comunicación de los resultados obtenidos en las pruebas nacionales de medición de la calidad de la educación, se efectuará mediante la publicación de dichos resultados en un diario de circulación nacional y mediante la remisión de un informe a cada establecimiento educacional.”.

II.   RESULTADOS DEL ANÁLISIS.


El análisis de las normas impactadas por el proyecto arrojó los siguientes resultados:


1. Respecto de “Actos y notificaciones que de acuerdo al ordenamiento requieren ser publicados en diarios y periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local o cualquier otra denominación que se utilice para aludir a aquellos”:


a. Normas impactadas.

	Normas revisadas
	3073

	Normas excluidas
	2625

	Normas que aplican
	448



b. Tipo de acto

	Tipo


	Cantidad
	Ejemplo

	Acto judicial


	25
	http://bcn.cl/ridr

	Acto normativo


	133
	http://bcn.cl/r26s

	Aviso 


	290
	http://bcn.cl/r1u1

	TOTAL
	448


	



c. Finalidad de la publicación.

	Finalidad


	Cantidad
	Ejemplo

	Emplazamiento


	11
	http://bcn.cl/rd43

	Notificación para ejercicio de derechos
	30
	 http://bcn.cl/r1e2

	Notificación para participación


	226
	http://bcn.cl/r1qo

	Publicidad


	181
	http://bcn.cl/tl4q

	TOTAL
	448


	



2. Respecto de “Actos y notificaciones que de acuerdo al ordenamiento requieren ser publicados en el Diario Oficial”.


1. Normas impactadas.

	Normas revisadas
	978

	Normas excluidas
	793

	Normas que aplican
	185



2. Tipo de acto.

	Tipo


	Cantidad
	Ejemplo

	Acto judicial


	17
	http://bcn.cl/tiy1

	Acto normativo


	98
	http://bcn.cl/rdl3


	Aviso


	70
	http://bcn.cl/r1aa


	TOTAL
	185


	



3. Finalidad de la publicación.

	Finalidad


	Cantidad
	Ejemplo

	Emplazamiento


	6
	http://bcn.cl/qqv4

	Notificación para ejercicio de derechos


	28
	http://bcn.cl/r258

	Notificación para participación


	26
	http://bcn.cl/tj1a


	Publicidad


	125
	http://bcn.cl/r1zg


	TOTAL
	185


	



III. ALGUNAS CONSIDERACIONES DE INTERÉS.


1. Cincuenta y dos normas disponen la publicación en el Diario Oficial y además en alguna de las publicaciones analizadas bajo los otros criterios revisados.


2. Treinta y siete normas establecen también publicación en medios electrónicos y Web del servicio o ministerio.


3. El artículo 238 del Código de Minería (http://bcn.cl/sxm2) dispone realizar en el denominado “Boletín Oficial de Minería” todas las publicaciones que ordene ese Código.


4. El artículo 4° de la ley N° 20.494 (http://bcn.cl/tinj) establece que las publicaciones que según las leyes se deban realizar en el Diario Oficial para la constitución, disolución y modificación de personas jurídicas de derecho privado, se realizarán en la página Web que deberá habilitar dicho medio para estos efectos.


5. El inciso tercero del artículo 2° de la ley N° 18.776 (http://bcn.cl/seuo) dispuso la sustitución de la expresión “periódico” por “diario” en las disposiciones, para los efectos de avisos o notificaciones.


6. El artículo 7° del Código Civil (http://bcn.cl/tbzr) dispone que la publicación de la ley se hará mediante su inserción en el Diario Oficial.

ANEXOS:


1. Actos y notificaciones que de acuerdo al ordenamiento requieren ser publicados en diarios y periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local o cualquier otra denominación que se utilice para aludir a aquellos.




a. Listado de normas con finalidad emplazamiento.




b. Listado de normas con finalidad ejercicio de derechos.




c. Listado de normas otras finalidades.


2. Actos y notificaciones que de acuerdo al ordenamiento requieren ser publicados en el Diario Oficial.




a. Listado de normas con finalidad emplazamiento.




b. Listado de normas con finalidad ejercicio de derechos.




c. Listado de normas otras finalidades.”.


Finalizando su exposición, la señora Reyes puso a disposición de la Comisión los ya referidos textos anexos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, agradeció el informe expuesto por la abogada señora Reyes, destacando el nivel de precisión que se advierte en el mismo, que permite a la Comisión evaluar con exactitud el alcance que tendrá la iniciativa en estudio e ilustrar adecuadamente sobre el particular a la Sala.


Señaló, enseguida, que sería conveniente esclarecer si el proyecto pretende abarcar la totalidad de las normas mencionadas por el referido informe y, además, si se mantendrá la idea de crear un nuevo cuerpo normativo o se preferirá proceder a modificar las leyes N°s 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, y N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.


El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, informó que, según lo solicitado por la Comisión en la sesión anterior, esa Secretaría de Estado ha preparado una nómina de los aspectos sobre los cuales cabría hacer perfeccionamientos a la iniciativa en estudio y que, en consecuencia, darán lugar a la presentación de las respectivas indicaciones. Señaló que el señor Subsecretario de Economía daría cuenta de dichos aspectos.


En relación a la conveniencia de incorporar o no dentro del proyecto aquellas materias que deben ser publicadas en el Diario Oficial, reservó esta decisión a la Comisión.


Hizo notar la importancia de la iniciativa en estudio, recordando que ella tuvo origen en la Agenda Pro Competitividad y que, una vez que entre en vigor, será de gran utilidad en materia de modernización de los procedimientos para un considerable número de publicaciones y de abaratamiento de los respectivos costos. Destacó la voluntad del Ejecutivo por avanzar en esta tramitación y por recoger aquellas inquietudes que concitan mayor interés y acuerdo en la Comisión, las que podrían incluir materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


El Subsecretario del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Flores, dio cuenta a la Comisión de los temas aludidos por el señor Ministro, basándose en un documento del siguiente tenor:

“Honorable Sr. Presidente:


En relación con el proyecto de ley de la referencia, y luego de haber asistido a la discusión del mismo en el estudio de sus aspectos generales por la Comisión que usted preside, venimos en señalar lo siguiente:


Estimamos que el proyecto presentado puede ser objeto de los siguientes perfeccionamientos, los cuales, en términos generales, tienen como objetivo asegurar la certeza jurídica de las publicaciones y el acceso a las mismas por parte de la ciudadanía:


1. Biblioteca Nacional.


El proyecto establece, en su artículo 4°, que expirado el plazo de un año calendario, se deberá enviar las publicaciones en microfilms o soporte electrónico a la Biblioteca Nacional.


En atención a que los expositores que se presentaron ante la Comisión, dentro de los cuales se encontraban medios electrónicos, han señalado que no tiene un mayor costo y, asimismo, con el fin de fortalecer la seguridad jurídica, se propone modificar dicho artículo para que el envío sea diario, al día hábil siguiente de la publicación respectiva, en microfilms o soporte electrónico, debiendo el aviso constar en un formato “universal” de lectura que permita su accesibilidad en el tiempo, según este término se determine en un reglamento que se dicte al efecto.


2. Integridad y no repudio de la publicación electrónica.


El proyecto no establece ninguna norma que asegure la integridad y no repudio de la publicación electrónica. Por integridad se entiende que la información no es y no será alterada durante o después de su publicación. Por su parte, no repudio significa que el medio electrónico no puede negar su autoría y el contenido de la publicación electrónica. Según se ha discutido ante la Comisión por diversos expositores, estos atributos son indispensables para asegurar la certeza jurídica sobre el contenido de las publicaciones electrónicas. La integridad y el no repudio de la publicación electrónica pueden salvaguardarse a través de la obligatoriedad del uso de la firma electrónica avanzada y la marca de tiempo, ambas reconocidas y debidamente normadas en la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.


En razón de lo anterior, y con el fin de asegurar la integridad y no repudio de la publicación electrónica, se propone establecer que la publicación debe estar firmada con firma electrónica avanzada y marca de tiempo, de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.


3. Seguridad del sitio electrónico.


El proyecto no establece normas que aseguren que el sitio electrónico cumple con estándares de seguridad mínimos, de modo que éste no pueda ser adulterado por terceros. Lo anterior podría afectar la seguridad jurídica de las publicaciones electrónicas. A este respecto, existen precedentes en nuestra regulación sobre la necesidad de normar un determinado sitio electrónico para que incorpore determinadas medidas de seguridad. Es el caso, por ejemplo, de la Norma de Carácter General N°144, del año 2001, de la Superintendencia de Valores y Seguros, que regula el comercio electrónico de valores de oferta pública.


Para subsanar dicha deficiencia, se propone que el sitio electrónico en que se publique electrónicamente deberá tener un certificado de sitio electrónico seguro, otorgado por una entidad certificadora de calidad o de reconocido prestigio, de conformidad con lo que establezca el reglamento que se dicte al efecto. El certificado de sitio electrónico seguro deberá ser actualizado cada 12 meses.


Asimismo, se propone que la documentación que acredite que el sitio web tiene el certificado respectivo, como su renovación respectiva, sea enviada a la Gobernación Provincial o Intendencia Regional, con copia al Director de la Biblioteca Nacional, junto con los demás antecedentes que deben ser enviados a éstos de conformidad con el artículo 11 de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.


4. Período de publicación.


El proyecto establece, en su artículo 4°, que los medios electrónicos deberán mantener disponibles en su sitio electrónico las publicaciones efectuadas durante al menos un año calendario contado desde la fecha de publicación.


Según señalaron los expositores que se presentaron ante la Comisión, dentro de los cuales se encontraban medios electrónicos, el costo de mantener las publicaciones electrónicas en el sitio electrónico respectivo es relativamente menor y se espera que siga disminuyendo en el tiempo. Por otro lado, la permanencia de la publicación electrónica en el tiempo asegura el acceso de la ciudadanía a la misma. En razón de lo expuesto, se propone extender dicho plazo a cinco años.


5. Documento indexable.


El proyecto no establece normas sobre el formato que debe tener la publicación electrónica. Así, se ha hecho notar a la Comisión que si el aviso consta en un documento que no tiene la característica de “indexable”, atentaría contra el espíritu de la ley de otorgar información disponible en forma permanente a los ciudadanos, ya que no sería susceptible de ser encontrado a través de motores de búsqueda.


En consecuencia, se propone establecer que la publicación electrónica debe constar en un “documento indexable”, de modo que pueda ser encontrada a través de motores de búsqueda. El reglamento que se dicte al efecto determinará qué se entenderá por “documento indexable”, por ser una materia de índole técnica y eventualmente mutable en el tiempo.


Por su parte, no se propone la creación de un repositorio electrónico centralizado de publicaciones electrónicas, ya que al asegurar su búsqueda, éstos se hacen innecesarios. Además, su implementación tendría un costo fiscal que podría ser relevante. Lo anterior, sin perjuicio de la obligación del medio electrónico de enviar las publicaciones electrónicas a la Biblioteca Nacional, según se comentó en el numeral 1 anterior.


6. Consulta gratuita de publicaciones.


El proyecto no establece expresamente que la consulta de la publicación debe ser gratuita para la ciudadanía, para efectos de cumplir con la ley. La gratuidad es un elemento necesario para cumplir con el espíritu de la ley, de otorgar información disponible en forma permanente a los ciudadanos.


Por lo anterior, se propone establecer que la publicación electrónica sólo será válida para efectos del artículo 4° de la ley, si su consulta es gratuita.


Respecto de la referencia de ciertos expositores en cuanto a que el proyecto establece que cualquier medio de comunicación social puede realizar una publicación electrónica y que, por lo tanto, podría verse afectada la seguridad jurídica, nos permitimos aclarar lo que se indica más abajo.


El proyecto dispone, en su artículo 2°, que las publicaciones electrónicas deberán ser efectuadas en un medio de comunicación social en formato digital o electrónico, a que alude el inciso segundo del artículo 2º de la ley N° 19.733. Éstos corresponden a todo periódico que se publique a lo menos cuatro días en cada semana y cumpla con los requisitos establecidos en la referida ley. A continuación, el citado artículo 2° agrega, además, que el medio debe haberse constituido de acuerdo al Título III de la referida ley.


Por lo tanto, el proyecto establece que sólo aquellos medios de comunicación social que correspondan a periódicos, y no otros, debidamente constituidos conforme a los requisitos que establece la ley N° 19.733, podrán realizar las referidas publicaciones electrónicas.


Por último, sobre la posibilidad de incluir el contenido de este proyecto de ley como una indicación al proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, Boletín N° 8.466-07, manifestada por algunos de los Honorables miembros de la Comisión, podemos señalar lo siguiente:


Como lo señala su artículo 1°, la ley N° 19.799 regula los documentos electrónicos y sus efectos legales, la utilización en ellos de firma electrónica, la prestación de servicios de certificación de estas firmas y el procedimiento de acreditación al que podrán sujetarse los prestadores de dicho servicio de certificación, con el objeto de garantizar la seguridad en su uso. También, regula el uso de documentos electrónicos y firmas electrónicas por los Órganos del Estado.


En ese contexto, la ley N° 19.799 no regula ningún documento electrónico en particular, sino que establece las normas generales aplicables a éstos, como lo son aquellas relativas a su valor probatorio.


Las normas relativas a un documento electrónico en particular, son reguladas en los cuerpos legales que correspondan, pudiendo citarse como ejemplos:


(i) la ley N° 20.494, que señaló que para efecto de las publicaciones que según las leyes se deban realizar en el Diario Oficial para la constitución, disolución y modificación de personas jurídicas de derecho privado, los notarios públicos deberán enviar, por vía electrónica, al Diario Oficial, copias digitales de los extractos societarios a publicar; y


(ii) el proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales, Boletín N° 7.328-03, que contiene normas sobre la constitución, modificación, fusión, división, transformación, terminación y disolución de sociedades comerciales a través de un formulario electrónico administrado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y que debe suscribirse mediante firma electrónica avanzada.


Por lo anterior, de regular la ley N° 19.799 documentos electrónicos particulares, se estaría atentando contra su condición de norma marco y se afectaría la coherencia regulatoria que debe tener nuestro ordenamiento jurídico.


Sin otro particular, saluda atentamente a usted,

Tomás Osvaldo Flores Jaña

Subsecretario de Economía”.


Enseguida, el Ministro señor Longueira hizo presente que recientemente inició su tramitación legislativa el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre firma electrónica, el cual quedó radicado en la Comisión de Economía de esta Corporación.


Sobre el particular, la Comisión acordó proponer a la Sala que dicha iniciativa, contenida en el Boletín N° 8.466-07, pase a esta Comisión y a la de Economía, unidas, para el trámite de discusión en particular.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, inquirió si la firma electrónica ha funcionado en la práctica, tomando en consideración que una de las propuestas del Ejecutivo tendientes a complementar el proyecto en estudio es exigir la firma electrónica avanzada para cautelar la integridad de los datos que se publiquen. Igualmente, consultó por la entidad u organismo que otorgaría el certificado de sitio web seguro.


El asesor legislativo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Juan José Bouchon, expresó que aun cuando es pequeño, existe un mercado respecto a la firma electrónica avanzada en que hay cinco entidades acreditadas y dos en proceso de certificarse. Señaló que se estima, asimismo, que hay unas 15.000 firmas electrónicas autorizadas.


Respecto a la firma electrónica avanzada, informó que existen algunas dificultades que justamente se pretende corregir a través de la iniciativa ya presentada. En cuanto al certificado de sitio web seguro, indicó que se considera necesario consagrarlo en un reglamento.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que es partidario de incorporar al proyecto en estudio aquellas publicaciones que deben hacerse en el Diario Oficial.


Consultó el parecer de los miembros presentes de la Comisión sobre este particular, produciéndose coincidencia en torno al criterio del señor Presidente.


El Honorable Senador señor Espina, don Alberto, manifestó que aun cuando el proyecto debe perfeccionarse, constituye una iniciativa de gran interés e importancia. Destacó que, en la actualidad, un diario electrónico tiene más posibilidades de ser visto que un diario impreso en papel. Puso de relieve la conveniencia de definir cuáles serán los medios autorizados para recibir estas publicaciones, los que deberán asegurar que reúnen los requisitos necesarios desde el punto de vista de su seriedad en la gestión y su permanencia en el tiempo.


El asesor señor Bouchon indicó que la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, regula los distintos medios de comunicación social, contemplando, en primer lugar, una categoría general que son los medios de comunicación social. Señaló que cualquier medio puede tener esta calidad. Precisó que otra categoría distinta es aquella constituida por los periódicos, que deben reunir requisitos y formalidades mayores para ser considerados como tales.


Atendiendo a una consulta del Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, en relación a si lo que se exige en el proyecto de ley en estudio corresponde a los requisitos consagrados en la ley N° 19.733 para los referidos periódicos, el asesor señor Bouchon indicó que se trata de las mismas exigencias.


Finalizado el debate, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, anunció que el proyecto se encontraba en condiciones de votarse en general, en el entendido de que, en su oportunidad, el Ejecutivo presentará indicaciones que recojan las modificaciones que se han señalado, entre las cuales se contará la idea de incluir en el proyecto las publicaciones que en la actualidad deben hacerse en el Diario Oficial, materia que la Comisión estima indispensable incorporar.


Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado precedentemente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación en general del siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Disposiciones generales

Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por objeto permitir la publicación de toda clase de actos y notificaciones en medios electrónicos que, de acuerdo al ordenamiento jurídico, requieren ser publicados en diarios o periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local, o cualquier otra denominación que se utilice para aludir a aquellos.

Artículo 2°.- Definiciones. Para efectos de esta ley, medio electrónico es aquel medio de comunicación social en formato digital o electrónico a que alude el inciso segundo del artículo 2º de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, y constituido de acuerdo al Título III de la referida ley.

Se entenderá por publicación electrónica la inclusión de un documento o extracto que da cuenta de un determinado acto en un sitio electrónico.

A su vez, sitio electrónico es un portal de información asociado a un dominio o subdominio de Internet.

Título II

Publicación en medios electrónicos

Artículo 3°.- Publicación electrónica. Toda vez que el ordenamiento jurídico ordene que un acto de cualquier naturaleza, o su extracto, sea publicado en diarios o periódicos de circulación nacional, regional o local, o cualquier otra denominación que aluda a los mismos, deberá entenderse que aquella publicación podrá realizarse, a elección del interesado, en medios electrónicos.
Artículo 4°.- Período de publicación. Los medios electrónicos deberán mantener disponibles en su sitio electrónico las publicaciones efectuadas durante al menos un año calendario contado desde la fecha de publicación. Terminado dicho plazo, deberán enviar las publicaciones en microfilms o soporte electrónico a la Biblioteca Nacional, a fin de que ésta los archive y custodie electrónicamente, de acuerdo a la ley N° 19.733.

La Biblioteca Nacional emitirá copias autorizadas de las publicaciones electrónicas que obren en su poder, a solicitud del interesado, las cuales serán gratuitas.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 10, 17 y 31 de julio y 7 de agosto de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Larraín Peña (Carlos Ignacio Kuschel Silva y Baldo Prokurica Prokurica) y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 7 de agosto de 2012.

(Fdo.): Nora Villavicencio González

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.272, RESPECTO DE MONUMENTO EN MEMORIA DE SU SANTIDAD JUAN PABLO II 

(7868-04)

HONORABLE SENADO:
La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, señora Ena Von Baer Jahn y señores Ricardo Lagos Weber, Alejandro Navarro Brain y Jaime Quintana Leal.

Hacemos presente que, por tratarse de una iniciativa legal de artículo único, y de conformidad a lo dispuesto en artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió la iniciativa legal en general y en particular a la vez. Asimismo, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

La iniciativa legal tiene por finalidad ampliar de tres a seis años el plazo establecido en la ley N° 20.272 para erigir un monumento en memoria de Su Santidad Juan Pablo II, toda vez que ha expirado el plazo legal original para hacerlo, y ello no ha ocurrido.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.-.Numeral 5 del artículo 63 de la Constitución Política de la República, que enumera como materia propia del dominio legal, las normas que regulen honores públicos a los grandes servidores.

2.- La ley N° 20.272, publicada en el Diario Oficial el 26 de junio de 2008, que autoriza la construcción de un monumento en memoria de Su Santidad Juan Pablo II.

Su artículo 7° dispone que el monumento deberá erigirse en el plazo de tres años, contado desde la fecha de la publicación de la presente ley. Si vencido dicho plazo no se hubiere ejecutado la obra, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos beneficencia que la Comisión establezca.

II.ANTECEDENTES DE HECHO

Moción Parlamentaria.

La referida Moción tiene por finalidad ampliar de tres a seis años el plazo establecido en el artículo 7° de la ley N° 20.272 para erigir un monumento en memoria de Su Santidad Juan Pablo II, en la ciudad de Viña del Mar, ya que ha expirado el plazo legal original
, y hasta la fecha, el monumento no se ha construido.
Recuerda la Moción que con fecha 26 de Junio de 2008 se publicó en el Diario Oficial, como se señalara precedentemente, la ley N° 20.272, originada en una Moción de los entonces Diputados señores Roberto Sepúlveda Hermosilla, Sergio Ojeda Uribe, Eduardo Saffirio Suárez y Francisco Chahuán Chahuán, mediante la cual se autorizó erigir un monumento en memoria de Su Santidad Juan Pablo II. Dicho texto legal, asegura la actual iniciativa de ley, estableció en su artículo 4° la creación de una Comisión Especial Ad Honorem, compuesta por un Senador y un Diputado, designados por sus respectivas Cámaras que representen en el Congreso Nacional a la ciudad de Viña del Mar; el Obispo de la Diócesis de Valparaíso, el Alcalde de la Comuna de Viña del Mar y el Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales; los que deberían cumplir las funciones que se enumeran en su artículo 5°.

Afirman los autores de la propuesta de ley que por diversos motivos, no se ha podido erigir el Monumento referido. Precisan que pese a que con posterioridad a la publicación de la ley N° 20.272 la Comisión ejecutoria se constituyó y eligió entre sus miembros a un Presidente, por diversas razones la sesión acordada en la sesión constitutiva que tendría lugar dentro de los dos meses siguientes nunca se realizó. Añaden los Parlamentarios que, además, debe procederse a una nueva designación por parte de las Honorables Cámaras que integran el Congreso Nacional de sus respectivos representantes, ya que los originalmente nombrados cesaron en sus cargos. Las razones anteriores, explican, ha llevado a que no se haya podido erigir el monumento en el plazo legal vigente, vencido el día 26 de junio de 2011, por lo que es necesario proceder a su ampliación. 

Los autores de la Moción justifican la necesidad de ampliar el plazo establecido para la construcción del monumento ya que existe plena voluntad para llevar a cabo su ejecución, dado el simbolismo que ello representa para la ciudad de Viña del Mar. Sobre el particular, los Senadores autores de esta iniciativa hacen notar que el monumento se emplazará en el actual “Parque de la Familia”, en donde, asimismo, se realizó, el día 2 de abril de 1987, la recordada “Eucaristía de la Familia". 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Analizada la propuesta legal y sus fundamentos, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión estimó conveniente aprobarla, para, de esta manera, hacer posible erigir el referido monumento en memoria de Su Santidad Juan Pablo II, quien visitara nuestro país en el año 1987, entregando un mensaje de paz, amor y unidad de trascendental importancia para el pueblo chileno.

-En consecuencia, puesto en votación el proyecto de ley, en general y en particular, a la vez, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Escalona, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología propone aprobar, en general y en particular, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Sustitúyese en el artículo 7º de la ley Nº 20.272, la expresión numérica “tres” por “seis”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día de hoy, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Camilo Escalona Medina, Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 8 de agosto de 2012.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D.,

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LARRAÍN FERNÁNDEZ, GARCÍA-HUIDOBRO Y ORPIS, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA REDUCIR EL PESO DE LAS CARGAS DE MANIPULACIÓN MANUAL POR PARTE DE LOS TRABAJADORES 

(8511-13)

1.
Antecedentes generales

En materia de peso máximo de carga humana, y con la dictación de la Ley N° 20.001, se incorporaron al Código del Trabajo importantes modificaciones en orden a limitar el peso máximo que un trabajador puede cargar manualmente. En efecto, el artículo 221-H, dispone que: "Si la manipulación manual es inevitable y las ayudas mecánicas no pueden usarse, no se permitirá que se opere con cargas superiores a 50 kilogramos." Agregando, en los artículos siguientes, que en el caso de los menores de 18 años y las mujeres esa cifra no podrá exceder de 20 kilogramos y en el de las mujeres embarazadas, derechamente, la actividad misma se encuentra prohibida. Con ello Chile daba cumplimiento al Convenio 127 de la OIT, relativo al peso máximo de la carga que puede ser transportada por un trabajador.

A pesar que dicha norma legal entró a regir el 5 de agosto de 2005 y se desarrolló mediante el Reglamento correspondiente, contenido en el Decreto Supremo N°63, de 2005 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, aún persisten en los trabajadores chilenos problemas asociados al síndrome de dolor lumbar, constituyéndose como una causa importante del ausentismo laboral, tanto en nuestro país como en el resto del mundo. Por consiguiente, no parece suficiente con regular un peso máximo de carga, si no se toman en consideración otras variables y se colocan límites legales asociados a las mismas. En efecto, el reglamento en su artículo 13 menciona que para evaluar los riesgos asociados a la salud y a las condiciones físicas de los trabajadores se deben tener en consideración criterios asociados a la naturaleza de la carga; al ambiente de trabajo; al esfuerzo físico; y a las exigencias de la actividad.

Por su parte, en la Guía Técnica para la evaluación y control de los riesgos asociados al manejo o manipulación manual de carga, se encuentra variada información sobre los distintos límites y criterios para definir pesos máximos, en función de una serie de variables1. Dentro de las metodologías más comunes, recomienda:

1.- Tablas de liberty Mutual: Snook y Ciriello (1991), publicaron un conjunto de tablas para evaluar levantamiento y descenso de carga, cuya base es un criterio psicofísico. Para ello distinguieron entre hombres y mujeres, la frecuencia u ocurrencia de la carga y el peso máximo, a lo que se suma una serie de variables más complejas, que les permitieron ir definiendo los pesos más idóneos. Según estudios asociados a estas tablas, dos de cada tres casos de dolor lumbar, pueden ser prevenidos si una tarea de manejo manual de carga es diseñada para acomodar al 75% de las personas, distinguiendo entre hombres y mujeres. Por ejemplo, de acuerdo a la tabla propuesta, si los hombres levantan una carga una vez cada 5 minutos, el límite de peso recomendado que protegería al 75% de la población sería de 28 kilos, y al 50% de la población sería de 38 kilos.

2.- Ecuación NIOSH 2003: Por su parte, el Instituto Nacional para la Seguridad  y Salud Ocupacional de Estados Unidos (NIOSH), publicó en el año 1993 una metodología para calcular el límite de Peso Recomendado (LPR) asociado a tareas de levantamiento manual de carga. Este LPR se define como el peso de la carga que todo trabajador sano puede levantar durante un período sustancial de tiempo (hasta 8 horas) sin incrementar el riesgo de desarrollar dolor lumbar. Esta metodología es el fundamento de la Norma ISO 11228-1 (2003) y de la Norma Europea EN 1005-2 (2003). Dichas normas establecen 25 kg como Constante de Carga, que protegería de dolor lumbar al 70% de la población laboral femenina y al 95% de la población laboral masculina. Asimismo, ambas normas proponen ocupar 40 kg para esta constante, pero bajo condiciones de incertidumbre de la proporción de trabajadores (hombres) protegidos. En este contexto, estas normas recomiendan ocupar este valor bajo circunstancias excepcionales (por ejemplo, cuando el desarrollo tecnológico no esté suficientemente avanzado). En estas condiciones, se recomienda tomar otras medidas para controlar los riesgos (por ejemplo, asistencia mecánica, reorganización de los procesos, capacitación y entrenamiento de los trabajadores).

3.- MAC (Manual Handling Assessment Charts): Esta metodología fue desarrollada en Inglaterra para ser ocupada por los inspectores de salud y seguridad ocupacional de Health & Safety Executive (HSE). Cabe destacar la forma en que esta metodología evalúa el riesgo asociado al peso de la carga y la frecuencia de levantamientos, en función de hombres y mujeres y otra multiplicidad de factores. Para ello se distinguen diversos colores. El límite entre la zona verde (V) y naranja (N), es definido por la combinación de peso/frecuencia aceptable para el 50% de la población femenina. El límite entre la zona naranja y roja (R), es una combinación aceptable para el 50% de la población masculina. El límite entre la zona roja y morada (M), es aceptable para el 10% de la población masculina (los más fuertes); hasta Ilegar a 50 kg. Cabe destacar que la zona morada, es definida como de alto riesgo, debido a que sería aceptable por un número reducido de trabajadores industriales. Por ejemplo, de acuerdo a dicha tabla, si se levanta un peso cada 5 minutos, para el 50% de la población femenina el peso aceptable sería alrededor de 17 kilos, y en el caso de los hombres sería de 39 kilos.

En este contexto, la Ley N°20.001 fijó un peso máximo para los hombres2 bastante más elevado que el peso sugerido por la Norma ISO 11228-1 (2003) y de la Norma Europea EN 1005-2 (2003), las que plantean un valor de 40 kilos bajo circunstancia excepcionales y un valor de 25 kilos para proteger al 95% de la población laboral masculina.

En relación a esas cifras de constante de carga, 40 kilos como máximo y 25 kilos como recomendable para la generalidad de la población, se deben analizar las situaciones particulares que afectan a los trabajadores cuyo esfuerzo físico es intenso, repetitivo y prolongado en el tiempo. Por ejemplo, en ese caso se encuentran las personas cuyo trabajo consiste en levantar cargas pesadas constantemente, como pueden ser sacos o cajones, para quienes el peso levantado es invariable, debido a las normas sobre pesos y medidas, y su trabajo se prolonga durante todo el tiempo que dure su jornada de trabajo.

2 No así pan las mujeres, que como se mencionó, fue fijado por la Ley N°20.001, solo en 20 kilos.

Propuesta legislativa:

En consideración a lo antes señalado y frente a la necesidad de disminuir el peso máximo de carga humana en nuestro país a criterios de razonabilidad que eviten un elevado ausentismo laboral por dolor lumbar, se propone fijar el peso limite, en vez de 50 kilogramos, como es en la actualidad, en 38 kilos conforme las mejores prácticas internacionales. Y, además, incorporar un nuevo criterio legal en función de la periodicidad de la función de carga desarrollada por la persona, estableciendo en aquellos caso en que la reiteración de la acción se produzca al menos una vez cada 30 minutos un límite de 25 kilos.

En virtud de lo expuesto vengo en presentar el siguiente proyecto de ley que modifica el artículo 221-H del Decreto con Fuerza de Ley 1, de 2003, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, con el objeto de rebajar el peso de las cargas de manipulación manual por parte de los trabajadores:

PROYECTO DE LEY:

"ARTÍCULO ÚNICO: Introdúzcase el Título V del Decreto con Fuerza de Ley 1, de 2003, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, denominado De la protección de los trabajadores de carga y descarga de manipulación manual, las siguientes modificaciones al artículo 211-H:

1.-  Sustitúyase en el guarismo "50" por "38".

2.-  Incorpórese el siguiente inciso segundo nuevo: "Sin perjuicio de lo anterior, si la manipulación manual se produce al menos una vez cada 30 minutos, las cargas no podrán ser superiores a 25 kilogramos.".

(Fdo.): Hernán Larraín Fernández, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador

___________________________

1 Véase http://www.dt.gob.cl/1601/articles-95553 recurso 1.pdf.

2 No así para las mujeres, que como se mencionó, fue fijado por la Ley N° 20.001, sólo en 20 kilos.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 20.340 CON EL OBJETO DE EXTENDER SU APLICACIÓN A LOS BENEFICIOS HABITACIONALES QUE OTORGA EL ESTADO SIN OTRA CONSIDERACIÓN QUE LA FOCALIZACIÓN DE LOS RECURSOS

(8527-14)

I.- ANTECEDENTES

En el marco del estudio de los beneficios a los deudores habitacionales establecidos para los deudores del Programa Especial de Trabajadores (PET), se detectó la existencia de un porcentaje de beneficiarios que no había solicitado la repactación para disminuir la tasa de interés de los créditos. Se identificó que los motivos para ello radicaban en que el cónyuge no era ubicable y que en la mayoría de los casos y luego de una separación de hecho, quien habitaba la vivienda y cancelaba el crédito, era el cónyuge no deudor y que además, la mayoría de los afectados por esta situación, eran jefas de hogar.

Fue a raíz de este estudio que surge la iniciativa que se materializaría el año 2009 en la promulgación de la Ley 20.340 cuyo objetivo fue permitir que cualquiera de los cónyuges -tanto el deudor como el no deudor- pudiera, ante las instituciones financieras, celebrar acciones necesarias para renegociar, repactar o novar los créditos hipotecarios obtenidos para la adquisición de viviendas que hubiesen recibido algún financiamiento por parte del Estado.

II.- FUNDAMENTOS

En abril de 2011, se dictó el Decreto Supremo N° 12, que dispone beneficios para deudores habitacionales en situación de vulnerabilidad que mantengan obligaciones pecuniarias pendientes con instituciones financieras. Este beneficio consiste en una rebaja mensual de un porcentaje de dividendo mensual para deudas Hipotecarias contraídas en el marco de algún programa habitacional implementado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

Ahora, este decreto si bien señala actuar en concordancia con la Ley 20.340, impone para la postulación en el Ministerio de Vivienda y Urbanismo requisitos que la mencionada ley no contempla para los casos con las instituciones financieras. En lo pertinente, tratándose del cónyuge del deudor, estos requisitos son:

a) Declaración jurada que acredite la separación de hecho,

b) Fichas de protección social separadas,

c) Que la vivienda, motivo de este beneficio, sea declarada bien familiar. Para efectos de verificar esta condición, se deberá adjuntar el ingreso de la demanda interpuesta con este objeto indicando el RIT y el Tribunal de la causa o adjuntando copia de la inscripción de dominio en que conste la subinscripción de dicha afectación.

Si a la fecha de postulación no se hubiere ingresado la demanda respectiva, se aceptará su postulación pero deberá ingresar antes del 15 de julio de 2012, los comprobantes legales señalados en el punto anterior.

De acuerdo a un grupo de involucrados, deudores habitacionales, la exigencia de la declaración de bien familiar de la propiedad ha traído como consecuencia la imposibilidad de postulación en aquellos casos de mujeres afectadas en que los vínculos con el deudor, su cónyuge, es más bien conflictivo e incluso entre aquellas en las cuales existe violencia intrafamiliar toda vez que se han visto amedrentadas de realizar este trámite por las consecuencias personales que esta situación puede significarles, por lo que la afectación del inmueble como bien familiar con el objeto de postular a un beneficio otorgado por el Estado, se presenta para un universo como conflictivo y una traba a la hora de acceder a la postulación y además una situación que puede conllevar un alto costo personal lo que finalmente desincentiva la postulación.

Por lo demás, no se visualiza el objetivo que dicha afectación pudiese tener a la hora de fijarla como requisito para postular a un beneficio.  Bien podría pensarse como una protección a la vivienda familiar, pero la misma, si bien exige la autorización del cónyuge no propietario para enajenar o gravar, ello sólo procede tratándose de enajenaciones voluntarias, y por tanto, no se perjudica a los acreedores hipotecarios del cónyuge propietario.

De esta manera, la declaración de bien familiar no resuelve la problemática de fondo cual es la propiedad de la vivienda cuando ha sido finalmente el cónyuge no deudor quien ha asumido las obligaciones pecuniarias en la obtención de la vivienda y se traduce en un impedimento para algunos en relación a la postulación a determinados beneficios.

El objetivo de este proyecto es entonces que las condiciones previstas en el artículo 1 de la ley 20.340 resulten aplicables no sólo a las gestiones ante instituciones financieras, sino también a los casos en que el Estado o sus organismos otorguen beneficios habitacionales de tal forma que no se puedan establecer otros requisitos que entorpezcan la postulación a ellos.

Es por estas razones que vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Agréguese el siguiente inciso segundo al artículo 1° de la Ley N° 20.340 que Regula los Actos y Contratos que se Pueden Celebrar Respecto de Viviendas Adquiridas con el Respaldo de los Programas Habitacionales Estatales:

"Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará en los casos en que el Estado o sus organismos otorguen beneficios a los deudores habitacionales. En dichos casos, no se podrán establecer requisitos adicionales que impidan la obtención de tales beneficios y que no se refieran a la focalización de los mismos.".

(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES HORVATH Y PROKURICA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE ACUERDO PARA MODIFICAR EL REGLAMENTO DEL SENADO EN MATERIA DE LLAMADO DE LOS SENADORES A UNA SESIÓN O VOTACIÓN 

(S 1507-09)

Considerando:

1°.- Que el inciso primero del artículo 56 del Reglamento del Senado, establece que después de diez minutos contados desde la hora fijada para abrir la sesión, se llamará a los Senadores. Si transcurridos cinco minutos de llamada no hay quórum en la Sala, el Presidente, el que deba hacer sus veces o, en su defecto, el Secretario del Senado, ante el reclamo de un Senador, declarará que la sesión no se celebra.

2°.- Que por su parte, el artículo 163 del mismo texto reglamentario, prescribe que antes de proceder a una votación, se llamará a los Senadores que estén fuera de la Sala.

3°.- Que si bien hasta ahora no se ha normado respecto de la forma de llevar a cabo dichos llamados, en la práctica, y en ambos casos, se han efectuado mediante un sistema sonoro, consistente en el funcionamiento de un timbre que opera en forma intermitente.

4°.- Que el empleo de este sistema provoca contaminación acústica, que altera, tanto el clima laboral de quienes desempeñan sus funciones al interior del edificio de la Corporación, como de aquellas personas que por cualquier razón deben concurrir a éste, más aún si se tiene presente que en el caso de los llamados a votaciones, el funcionamiento del timbre se prolonga más allá de lo prudente.

5°.- Por lo anterior, estimamos que para cumplir con dicha exigencia, se debe establecer un sistema consistente en el funcionamiento de señales luminosas que operen en forma intermitente, las que estarán ubicadas en todas las dependencias del edificio que alberga al Senado. En el caso de los llamados para abrir las sesiones, durará hasta que se constituya la sesión, y para el caso de los llamados a votaciones, desde que se haya dado inicio hasta el fin de las mismas.

6°.- Los sistemas sonoros se utilizarán para casos de urgencia, emergencia, desalojo de la sala o del edificio.

En mérito a lo expuesto venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

MODIFICA LOS ARTÍCULOS 56 Y 163 DEL REGLAMENTO DEL SENADO, PARA ESTABLECER UN SISTEMA DESTINADO A MATERIALIZAR EL LLAMADO A LOS SENADORES QUE DICHAS DISPOSICIONES CONTEMPLAN.

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Modificar el Reglamento del Senado, en la siguiente forma:

1.- Sustituir el texto del inciso primero del artículo 56, por el siguiente:

"Desde la hora fijada para abrir la sesión, se llamará a los Senadores. Para tal efecto, se pondrá en funcionamiento un sistema de señales luminosas que operen en forma intermitente, y que estarán ubicadas en todas las dependencias del edificio, que durará hasta la constitución de la sesión. Si transcurridos quince minutos de Ilamada no hay quórum en la Sala, el Presidente, el que deba hacer sus veces o, en su defecto, el Secretario del Senado, ante el reclamo de un Senador, declarará que la sesión no se celebra.

Los sistemas de Ilamada sonoros solo se utilizarán en casos de urgencia que determine la mesa, emergencia y desalojo de salas o edificio."

2.- Sustituir el texto del artículo 163, por el siguiente:

"Antes de proceder a una votación, se procederá a Ilamar a los Senadores que estén fuera de la Sala, mediante el sistema contemplado en el artículo 56, y hasta el fin de la misma.".

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES CANTERO, GIRARDI, GÓMEZ, LETELIER, PIZARRO, ROSSI, TUMA, WALKER (DON PATRICIO), Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UNA INICIATIVA LEGAL QUE DECLARE EXENTAS DE LA COTIZACIÓN DE SALUD ESTABLECIDA EN EL DECRETO LEY N° 3.500, A LAS PENSIONES NO CONTRIBUTIVAS ESTABLECIDAS A FAVOR DE LOS EXONERADOS POLÍTICOS 

(S 1505-12)

La ley 19.234 otorgó a los ex funcionarios de la Administración Pública centralizada y descentralizada, de las siguientes instituciones: semifiscales y de administración autónoma, y de las empresas autónomas del Estado, de las Municipalidades, de las Universidades del Estado, del Banco Central de Chile, del Congreso Nacional, parlamentarios en ejercicio al 11 de septiembre de 1973 y del Poder Judicial -y que además hayan sido exonerados por motivos políticos, durante el lapso comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990- el derecho a solicitar del Presidente de la República, por intermedio del Ministerio del Interior, una serie de beneficios de pensiones no contributivas que dicha misma ley establece.

Por otra parte, el año 2011 se publicó la ley 20.531 que eximió total o parcialmente de la obligación de cotizar en un 7% en salud para un porcentaje del universo de los adultos mayores que reciben algún tipo de pensión.

Dicha ley incluyó en primer lugar a todas las pensiones que se encuentren percibiendo o que en el futuro perciban los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de la ley N° 20.255, estableciendo respecto de ellas una exención total de la cotización legal del artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

Además, esta misma cotización legal consagrada en el artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980, fue reducida desde un 7% a un 5% para los pensionados del sistema de pensiones establecido en el referido decreto ley 3.500, así como también para las pensiones establecidas en la ley N° 16.744 y en la ley N° 19.234.

Para gozar de esta rebaja estas pensiones deben cumplir además los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 3° de la ley N° 20.255 y deben integrar un grupo familiar que pertenezca a los cuatro primeros quintiles de la población de Chile conforme al instrumento técnico de focalización señalado en el artículo 32 de la misma ley.

Pues bien, todas las condiciones que se requieren para obtener un descuento no total sino que parcial de la cotización legal consagrada en el artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980, nos hacen pensar que respecto a las pensiones no contributivas establecidas en favor de los exonerados políticos en la ley 19.234, debiera existir una modificación legal que las exima del total de dicha cotización, tal como acontece en la actualidad con las pensiones que se encuentren percibiendo o que en el futuro percibirán los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de la ley N° 20.255, ya que los beneficiarios de dicha pensión contributiva, en muchos casos reciben una pensión que no corresponde a la que efectivamente debieran recibir de acuerdo al grado que poseían al momento de ser exonerados, por lo que una mínima compensación a dicha injusta situación es, sin duda, la exención total de dicha cotización legal.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar a S.E Presidente de la República don Sebastián Piñera Echeñique el envío de un proyecto de ley que modifique la ley número 20.531, de manera de que pensiones no contributivas establecidas en favor de los exonerados políticos en la ley 19.234, se encuentren totalmente exentas de la cotización legal del artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patrio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Prieto, Senador.
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PLEBISCITO Y CONSULTAS DE CARÁCTER COMUNAL (7308-06)


CERTIFICO que en sesión de hoy, y por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Orpis, Rossi, Sabag y Zaldívar, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización rechazó en su totalidad las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (Boletín N° 7.308-06).


Las enmiendas rechazadas constan en el oficio N° 10.298, de 1 de agosto de 2012, suscrito por S.E. el Presidente de la Honorable Cámara de Diputados, señor Nicolás Monckeberg, y por el Secretario General de esa Corporación, señor Adrián Alvarez, y recaen en los N°s. 2), 3) y 7) del artículo 1° despachado por el Senado en el primer trámite constitucional.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero

Secretario de la Comisión


Valparaíso, 14 de agosto de 2012
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA REGULACIÓN DE LAS ÁREAS DE MANEJO Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS BENTÓNICOS Y FRANQUEA INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO ARTESANAL DE LOS RECURSOS QUE INDICA 

(8389-03)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de la referencia, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, que cuenta con urgencia calificada de “suma”.





Caber señalar que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 7 de agosto de 2012 y que sus artículos son propios de ley común y no atañen a la organización ni a las atribuciones de los tribunales de justicia.





Se deja constancia que la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Sabag, acordó reemplazar el nombre del proyecto por el siguiente: “proyecto de ley sobre asociación de pescadores artesanales, inscripción de recursos marinos y extensión de área de operación artesanal.”, y solicitar a la Sala que ratifique dicha denominación.

- - -

ASISTENTES

A la sesión en que se analizó en particular esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, acompañado de sus asesores señora Mónica Ríos y señor Carlos Feres; el Subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría, señor Felipe Palacio y los asesores señora María Alicia Baltierra y señor Maximiliano Alarma; los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia señora Alejandra Voigt y señor Pedro Pablo Rossi; el Gerente de la Asociación de industriales Pesqueros, señor Luis Felipe Moncada y el asesor del Instituto Igualdad, señor Nicolás Guzmán.





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno.

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 2, 4, 5 a 9, 13 y 16.

3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: 

4.-
Indicaciones rechazadas: números 1, 3, 10, 12 y 14. 

5.-
Indicaciones retiradas: número 17.

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: 11 y 15.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

DESCRIPCIÓN DEL TEXTO APROBADO EN GENERAL Y DE LAS INDICACIONES FORMULADAS

El proyecto está conformado por 4 artículos permanentes. El artículo 1° modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura respecto de tres materias: la primera, sobre el número de embarcaciones que pueden poseer los armadores artesanales; la segunda, referida a la extensión del área de operación de los pescadores artesanales a más de una región o regiones y la tercera, que posibilita la constitución de organizaciones de pescadores artesanales entre dos o más pescadores y el aporte inmediato de las embarcaciones a tales organizaciones. Por su parte, los artículos 2° y 4° regulan el otorgamiento de un serie de recursos pesqueros a pescadores con inscripción vigente en la Regiones de Los Lagos, Aysén y Magallanes y Antártica Chilena, y Arica y Parinacota, a las que se suma la Isla Santa María de la Octava Región. Finalmente, el artículo 3° permite a los pescadores artesanales de las Regiones de Los Lagos, Aysén y Magallanes y Antártica Chilena la cesión de toneladas –que tengan asignadas por un año determinado- a los armadores industriales, con la limitación del período de tres años establecido en el artículo 55 I de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

INDICACIONES PRESENTADAS

En el plazo fijado para presentar indicaciones al texto aprobado en general, se formularon 17 indicaciones.

Indicaciones números 1 y 2

Respecto del numeral 1) del artículo 1°, que posibilita que el armador artesanal posea dos embarcaciones y que, además, pueda ser socio de hasta una entidad que sea titular de una embarcación, se presentaron las indicaciones signadas con los números 1 y 2.

La indicación número 1, del Senador señor Muñoz Aburto para eliminar dicho numeral 1) y la indicación número 2, del Senador señor Horvath, para establecer que la apertura hacia la posesión por el armador artesanal de dos embarcaciones y, a la vez, poder ser socio de hasta una entidad que sea titular de una embarcación, sólo será posible en la medida que el recurso hidrobiológico como especie objetivo lo permita.

-Puesta en votación la indicación número 1, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Sabag.

Al iniciarse el estudio de la indicación número 2, el Senador señor Horvath explicó que el texto aprobado en general por el Senado  pretende ampliar el concepto de pescador artesanal que se consigna en la normativa actualmente vigente, en lo relativo al número de embarcaciones que éstos pueden utilizar en sus faenas.

El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, sostuvo que en este caso se ha atendido una solicitud que surgió entre los pescadores de la región de Aysén a propósito del estudio de las problemáticas que atingen a dicho sector. En ese sentido, abogó por la aprobación de la indicación en estudio, toda vez que ella no supone el aumento del esfuerzo pesquero, habida cuenta que, en algunas regiones, y atendiendo al costo de algunas embarcaciones, se permite que los pescadores artesanales puedan utilizar una nave común, sin que ello genere un aumento de las cuotas de pesca. En tal contexto, enfatizó que la aprobación de dicha indicación no debe suponer bajo ningún respecto un aumento en las cuotas respectivas, toda vez que debe tratarse, en todo caso, de naves previamente registradas y que operan bajo autorización.

Por su parte, el Subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea, agregó que esta materia forma parte del acuerdo suscrito con los pescadores de la región de Aysén en relación a la diversificación de la flota, toda vez que existe una serie de pesquerías a las que se les asignan un conjunto de recursos pesqueros que sólo pueden ser explotados mediante la renovación de las embarcaciones que actualmente poseen. En ese contexto, sostuvo que la aprobación de la indicación en estudio puede favorecer la asociatividad y cooperación entre las distintas agrupaciones de pescadores.

Finalmente, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio, agregó que en este caso se trata de pesquerías cuyo acceso ya se encuentra cerrado. Por lo tanto, añadió, el proyecto consigna que, para la actividad pesquera que pretende desarrollarse en esa hipótesis, se debe proceder al reemplazo de aquellas embarcaciones que pertenezcan a otro pescador. De ese modo, enfatizó que el propósito del proyecto no consiste en aumentar el número total de embarcaciones que se encuentran autorizadas en una determinada región.

El Senador señor Sabag consultó en relación a la eventual aplicación de la calificación relativa a pescador artesanal,  que se contiene en la iniciativa que modifica la ley General de Pesca y Acuicultura, que distingue según el tamaño de las embarcaciones tratándose de la pesca artesanal y semi industrial.

El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio, sostuvo que en este caso no se distingue según el tamaño de la embarcación, sin perjuicio de que en cualquier caso deban contar con las exigencias de certificación y patente que opera respecto de éstas.

-Puesta en votación la indicación número 2, del Senador señor Horvath, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García- Huidobro, Horvath y Sabag.

Indicaciones números 3 y 4

Respecto del numeral 2) del artículo 1°, que permite la constitución de organizaciones de pescadores artesanales entre dos o más pescadores, a las que podrán aportar hasta dos embarcaciones, constituyéndose la organización en continuadora de la inscripción de las embarcaciones, se presentaron las indicaciones números 3 y 4.

La indicación número 3, del Senador señor Muñoz Aburto para suprimir el numeral 2) y la indicación número 4, del Senador señor Horvath, para establecer la misma limitación contenida en la indicación número 2.

-Puesta en votación la indicación número 3, del Senador señor Muñoz Aburto, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García- Huidobro, Horvath (Presidente) y Sabag.

---

-Puesta en votación la indicación número 4, del Senador señor Horvath, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García- Huidobro, Horvath (Presidente) y Sabag.

Indicaciones números 5, 6, 7, 8, 9 10

Respecto del numeral 3) del artículo 1°, que establece la posibilidad de extender el área de operación de los pescadores artesanales, respecto de la pesquería de peces, a más de una región o regiones, previo acuerdo del Consejo Zonal de Pesca de la región que va a recibir a los pescadores, se presentaron las indicaciones signadas con los números 5 a 10.

Las indicaciones números 5, del Presidente de la República, 6, de la Senadora señora Rincón, 7, del Senador señor Horvath, 8, del Senador señor Larraín Fernández y 9, del Senador señor Muñoz Aburto, para eliminar el numeral 3) del artículo 1°.

En cuanto a las indicaciones números 5, 6, 7, 8 y 9, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, explicó que éstas pretenden eliminar aquella disposición del texto aprobado en general por el Senado que establece la forma en cuya virtud los pescadores artesanales puedan extenderse de una región discontinua a otra. En ese contexto, sostuvo que el Ejecutivo aboga por resolver, mediante la presente iniciativa, la situación de la pesca de la reineta, particularmente de aquella que se realiza en las provincias de Arauco y Lebu. 

-Puestas en votación las indicaciones números 5, 6, 7, 8 y 9, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García- Huidobro, Horvath y Sabag.

---

La indicación número 10, del Senador señor Coloma, para remplazar el inciso propuesto en el numeral 3) del artículo 1° por un texto que contempla la autorización de los pescadores artesanales de la Región en la que se va a solicitar la autorización de pesca.

-Puesta en votación la indicación número 10, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García- Huidobro, Horvath y Sabag.

Indicación número 11

Respecto del artículo 2° del proyecto, que dispone la inscripción por el Servicio Nacional de Pesca de distintos recursos marinos en favor de pescadores con inscripción vigente en determinados productos en las Regiones de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes y de la Antártica Chilena (congrio dorado y reineta), en la Región de Arica y Parinacota (jurel) y en la Isla Santa María de la Octava Región (sardina común y anchoveta), se presentó la indicación número 11, del Senador señor Muñoz Aburto, para agregar un inciso tercero nuevo que establece la inscripción por el Servicio Nacional de Pesca del recurso anchoveta con cerco a favor de los armadores artesanales y sus embarcaciones con inscripción vigente sobre el recurso jurel con cerco, en la XV Región de Arica y Parinacota.

Al iniciarse el estudio de la indicación número 11, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, sostuvo que ella recae sobre materias cuya iniciativa la  Carta Fundamental asigna exclusivamente al Presidente de la República. Asimismo, agregó que, en esta materia, dicha Secretaria de Estado ha dispuesto, particularmente en la XV Región de Arica y Parinacota, que los pescadores deban inscribirse en el recurso que opera respecto de la anchoveta con cerco. Agregó que en tales casos no se ha establecido un Registro Artesanal de Extracción, operando, así, una cuota global en esta pesquería.

-La indicación número 11, del Senador señor Muñoz Aburto, fue declarada inadmisible por corresponder a materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, según dispone el artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

Indicaciones números 12, 13, 14

Respecto del artículo 3° del proyecto, que permite a los pescadores artesanales de las Regiones de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes y la Antártica Chilena la cesión de toneladas que tengan asignadas por un año determinado, a los armadores industriales, con las limitaciones contempladas en el artículo 55 I de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se presentaron las indicaciones números 12, 13 y 14.

La indicación número 12, de la Senadora señora Rincón, para suprimir el artículo 3°.

La indicación número 13, del Senador señor Horvath, para agregar al artículo 3° una oración que dispone su aplicación excepcional cuando las condiciones de mercado hagan que el costo de extracción de los recursos para los pescadores artesanales sea superior a lo que les sea pagado. Asimismo, se precisa que la cesión no dará derecho a que la flota industrial realice faenas de extracción en áreas reservadas a los pescadores artesanales.

La indicación número 14, del Senador señor Muñoz Aburto, para incorporar nuevos incisos al artículo 3°, referidos a la implementación de un sistema de oferta pública y generar una plataforma de negocios a nivel local.

Al comenzar el estudio de las indicaciones número 12, 13 y 14, de los Senadores señora Rincón y señores Horvath y Muñoz Aburto, respectivamente, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, sostuvo que el artículo sobre el cual éstas recaen ha sido acordado con los pescadores de la Región de Aysén, quines han solicitado una excepcionalidad en lo relativo a la transferibilidad, durante el plazo de un año, de más del 50% de su cuota. En ese sentido, sostuvo que la ley cuya vigencia vence este año establece la prohibición de la transferibilidad de más de un 50% durante el plazo de tres años, lo que ha sido analizado en detalle en la iniciativa que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, estableciéndose, a su respecto, que debe operar un sistema que favorezca la flexibilidad de los pescadores en cuanto a la determinación de los porcentajes que transfieren de acuerdo a las variaciones propias del mercado.

El Senador señor García-Huidobro consultó en relación al organismo que fiscalizará la aplicación de la norma que propone la indicación número 13, particularmente en lo relativo a las condiciones de mercado que permitan determinar el costo de extracción de los recursos.

El Senador señor Horvath sostuvo que se trata de indicadores que son conocidos por los actores que operan en este ámbito.

 



-Puesta en votación la indicación número 12, del Senador señor Muñoz Aburto, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García- Huidobro, Horvath (Presidente) y Sabag.

 



-Puesta en votación la indicación número 13, del Senador señor Horvath, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García- Huidobro, Horvath (Presidente) y Sabag.

 



-Puesta en votación la indicación número 14, del Senador señor Muñoz Aburto, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García- Huidobro, Horvath (Presidente) y Sabag.

Indicación número 15





Respecto del artículo 4°, que incorpora en el Registro Artesanal a los recursos anchoveta y sardina común para los armadores artesanales y sus embarcaciones que tengan como caleta base la Isla Santa María de la Octava Región, se presentó la indicación número 15, del Senador señor Muñoz Aburto, que propone incorporar en el Registro Artesanal los recursos anchoveta, sardina común y reineta para los armadores artesanales y sus embarcaciones de la localidad de Queule, Novena Región.

 



Al iniciarse el estudio de la indicación número 15, del Senador señor Muñoz Aburto, el Senador señor Horvath consulto en relación  a los recursos que se asigna a la localidad de Queule en esta materia.

 



El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, explicó que se trata de una materia que ha sido analizada con los pescadores artesanales de dicho sector. Por otra parte, añadió que la indicación en comento contempla un esfuerzo pesquero desproporcionado en relación a los recursos con que cuenta dicha caleta, por lo que abogó por el rechazo de ésta, sin perjuicio de que comprende materias cuya iniciativa el ordenamiento asigna en materia exclusiva al Presidente de la República.

 



-La indicación número 15, del Senador señor Muñoz Aburto, fue declarada inadmisible por corresponder a materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, según dispone el artículo 65 N° 2 de la Constitución Política de la República.

Indicación número 16





El Presidente de la República presentó la indicación signada con el número 16, cuya finalidad es incorporar un artículo nuevo que dispone la extensión, mediante resolución del Subsecretario de Pesca, del área de operación de los pescadores artesanales inscritos en la Octava Región en el recurso reineta a la Décima Región. Para ello, se deberá contar con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva y que registren desembarques en los tres últimos años, y con consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda. Si no existiese acuerdo entre los pescadores artesanales, se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo de los Consejos Zonales de Pesca involucrados.

 



Al comenzar el estudio de la indicación número 16, el Senador señor Horvath expuso que ésta recoge lo señalado por los pescadores del sector de Lebu y Arauco.

 



El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, añadió que se trata de una normativa que favorece a dichos pescadores. Asimismo, sostuvo que tal regulación se circunscribe a la pesquería únicamente de la VIII y X regiones  respecto a la pesca de la reineta, debiendo concurrir el acuerdo entre éstos para aplicar esta norma.

 



El Senador señor Horvath explicó que, a su parece, la norma que contiene la indicación en estudio resulta de compleja aplicación, precisamente por la exigencia relativa al acuerdo entre los pescadores artesanales que ella contiene. Por ello solicitó que la aprobación en esta materia sea otorgada por  los Consejos Zonales de Pesca separadamente.

 



El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, expuso que es probable que dicho acuerdo se produzca, atendida la relevancia de dicha actividad para los pescadores de los sectores que la indicación consigna, el que opera mediante una resolución del Subsecretario de Pesca que considera, a su vez, el acuerdo de los Consejos Zonales respectivos.

 



-Puesta en votación la indicación número 16, del Presidente de la República, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García- Huidobro, Horvath y Sabag.

Indicación número 17





El Senador señor Horvath presentó la indicación signada con el número 17, que tiene como propósito agregar un artículo transitorio que posibilita la extensión del área de operación del recurso reineta para los pescadores de Lebu, Octava Región.

 



-La indicación número 17, del Senador señor Horvath, fue retirada por su autor.

- - -

MODIFICACIONES





En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

ARTÍCULO 1°

NUMERAL 1)





Agregar a la oración que se incorpora, la siguiente frase final: “Lo antes señalado sólo será posible en la medida que el recurso hidrobiológico como especie objetivo lo permita.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 2).

NUMERAL 2)





Incorporar al artículo 50 C, el siguiente inciso final, nuevo:





“Lo antes señalado sólo será posible en la medida que el recurso hidrobiológico como especie objetivo lo permita.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 4).

NUMERAL 3)





Eliminarlo.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 5 a 9).

ARTÍCULO 3°





Agregar la siguiente oración final: “Esto se aplicará excepcionalmente cuando las condiciones de mercado hagan que el costo de extracción de los recursos para los pescadores artesanales sea superior a lo que les paguen a ellos, y no dará derecho a que la flota industrial realice faenas de extracción en áreas reservadas a los pescadores artesanales.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 13).

ooooooo





Incorporar el siguiente artículo 5°, nuevo:





“Artículo 5°.- Mediante resolución del Subsecretario de Pesca podrá extenderse el área de operación de los pescadores artesanales inscritos en la Octava Región del Biobío en el recurso Reineta, a la Décima Región de Los Lagos. Para establecer esta autorización se deberá contar con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva y que registren desembarques en los últimos tres años, y con consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda. En caso de que no exista acuerdo entre los pescadores artesanales de las distintas regiones, se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo de los Consejos Zonales de Pesca involucrados.

 



En la resolución que autorice la extensión del área de operación, podrán establecerse alguna de las siguientes medidas o limitaciones: a) número e identificación de embarcaciones máximas que podrán operar, las que deberán seleccionarse a través de un procedimiento objetivo y con criterios determinados previamente; b) duración de la autorización que extiende el área de operación; c) días de captura que se permitirán a las embarcaciones en la región o área autorizada; d) toneladas máximas a desembarcar por día o viaje de pesca; e) puertos de desembarque; f) delimitación del área, en caso que la autorización no comprenda a toda la región; g) uso de un dispositivo de posicionador satelital, y h) certificación de las capturas.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 16).

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN PARTICULAR POR LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA





En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, del año 1992, en el sentido siguiente:


1) Incorpórase en el artículo 2°, numeral 28), en el párrafo segundo de la letra a), la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, no se considerará para efectos de establecer la limitación antes señalada, hasta una embarcación que sea de titularidad de una organización de pescadores artesanales, respecto de la cual el armador artesanal cuando sea persona natural, tenga la calidad de socio o comunero. Lo antes señalado sólo será posible en la medida que el recurso hidrobiológico como especie objetivo lo permita.”.


2) Agrégase, a continuación del artículo 50 B, el siguiente artículo 50 C nuevo:


“Artículo 50 C.- Dos o más pescadores artesanales podrán constituir una organización de pescadores artesanales de conformidad con la normativa vigente, a la que podrán aportar hasta dos embarcaciones artesanales de las que alguno de ellos sea titular.


Los aportes se inscribirán en el Servicio, quedando sin efecto para el aportante la inscripción original de la categoría de armador respectiva, conservando el resto de sus categorías.


En el caso que el armador que realiza el aporte sea titular de dos embarcaciones mantendrá la inscripción en la embarcación que no sea objeto del aporte, conservando además el resto de sus categorías.


Para todos los efectos legales la organización será continuadora del o los armadores artesanales que efectúen el respectivo aporte.


Lo antes señalado sólo será posible en la medida que el recurso hidrobiológico como especie objetivo lo permita.”.


Artículo 2°.- El Servicio Nacional de Pesca inscribirá en el Registro Artesanal a los pescadores artesanales y embarcaciones con inscripción vigente a la fecha de publicación de la presente ley en las Regiones X de Los Lagos, XI de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y XII de Magallanes y de la Antártica Chilena, en las pesquerías que a continuación se indican siempre que se cumplan los requisitos señalados en los siguientes literales:


a) En el Registro Artesanal de Congrio dorado y Reineta, ambos con espinel a todos los pescadores artesanales y embarcaciones inscritas en la pesquería de merluza del sur con espinel que no cuenten con inscripción en dichos recursos.


b) En el Registro Artesanal de Reineta con espinel a todos los pescadores artesanales y embarcaciones inscritas en la pesquería de Congrio dorado con espinel que no cuenten inscripción en dicho recurso.


c) En el Registro Artesanal de Congrio dorado con espinel a todos los pescadores artesanales y embarcaciones inscritas en la pesquería de Reineta con espinel que no cuenten con inscripción sobre dicho recurso.


Asimismo, el Servicio Nacional de Pesca inscribirá en el Registro Artesanal, el recurso Jurel con cerco, a los armadores artesanales y sus embarcaciones con inscripción vigente a la fecha de publicación de la presente ley sobre el recurso anchoveta con cerco en la XV Región de Arica y Parinacota.


Las inscripciones a que se refieren los incisos anteriores se deberán realizar de oficio por el Servicio Nacional de Pesca dentro del plazo de un mes contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial. 




Artículo 3°.- Los titulares de asignación artesanal como consecuencia del Régimen Artesanal de Extracción establecido de conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura, de las regiones X de Los Lagos, XI de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y XII de Magallanes y de la Antártica Chilena, podrán ceder las toneladas asignadas para el respectivo año calendario a los armadores industriales, quienes podrán extraerlas de acuerdo a su normativa y dentro de la unidad de pesquería autorizadas, debiendo ésta siempre efectuarse dentro de la misma unidad poblacional, de conformidad con el procedimiento y límites establecido en el artículo 55 I de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Esto se aplicará excepcionalmente cuando las condiciones de mercado hagan que el costo de extracción de los recursos para los pescadores artesanales sea superior a lo que les paguen a ellos, y no dará derecho a que la flota industrial realice faenas de extracción en áreas reservadas a los pescadores artesanales.


Artículo 4°.- Se incorporarán en el Registro Artesanal los recursos Anchoveta y Sardina Común a los armadores artesanales y sus embarcaciones, que tengan como caleta base la Isla Santa María, en la VIII Región del Bío Bío que hayan informado capturas de conformidad con el artículo 63 de la Ley General de Pesca y Acuicultura al Servicio Nacional de Pesca durante el año 2011, en el marco de Pesca de Investigación autorizadas por la Subsecretaría de Pesca.


Las inscripciones a que se refiere el inciso anterior se deberán realizar de oficio por el Servicio Nacional de Pesca dentro del plazo de un mes contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

 



Artículo 5°.- Mediante resolución del Subsecretario de Pesca podrá extenderse el área de operación de los pescadores artesanales inscritos en la Octava Región del Biobío en el recurso Reineta, a la Décima Región de Los Lagos. Para establecer esta autorización se deberá contar con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva y que registren desembarques en los últimos tres años, y con consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda. En caso de que no exista acuerdo entre los pescadores artesanales de las distintas regiones, se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo de los Consejos Zonales de Pesca involucrados.

 



En la resolución que autorice la extensión del área de operación, podrán establecerse alguna de las siguientes medidas o limitaciones: a) número e identificación de embarcaciones máximas que podrán operar, las que deberán seleccionarse a través de un procedimiento objetivo y con criterios determinados previamente; b) duración de la autorización que extiende el área de operación; c) días de captura que se permitirán a las embarcaciones en la región o área autorizada; d) toneladas máximas a desembarcar por día o viaje de pesca; e) puertos de desembarque; f) delimitación del área, en caso que la autorización no comprenda a toda la región; g) uso de un dispositivo de posicionador satelital, y h) certificación de las capturas.”.

- - -





Acordado en sesión de fecha 14 de agosto de 2012, con asistencia de los Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, y Hosaín Sabag Castillo.







Valparaíso, 14 de agosto de 2012. 

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,

Secretaria de la Comisión

� Se trata del proyecto Boletín N° 2.696-12, archivado con acuerdo de la Cámara de Diputados en junio de 2011.


� Ley N° 20.380: “Artículo 2°.- El proceso educativo, en sus niveles básico y medio, deberá inculcar el sentido de respeto y protección a los animales, como seres vivientes y sensibles que forman parte de la naturaleza.





 La autoridad dará prioridad a la educación para la tenencia responsable de animales, a fin de controlar especialmente la población canina y felina, procurando, además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad canina y felina y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos.”.





� En el proyecto aprobado en este informe es también artículo 9°.


� 61 días a 3 años.


� A junio de 2012, $ 79.378 a $ 1.190.670.


� 1 unidad tributaria mensual a junio del presente año equivale a $ 39.689.


� Artículo 21 en el proyecto que se propone en este informe.


� Ver proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos, y modifica normas sobre personal y finanzas municipales, Boletín N° 8.210-06.


� Con ocasión del debate del artículo 24 del proyecto propuesto en este informe.


� Ver nota anterior.


� Código Sanitario: “Artículo 174.- La infracción de cualquiera de las disposiciones de este Código o de sus reglamentos y de las resoluciones que dicten los Directores de los Servicios de Salud o el Director del Instituto de Salud Pública de Chile, según sea el caso, salvo las disposiciones que tengan una sanción especial, será castigada con multa de un décimo de unidad tributaria mensual hasta mil unidades tributarias mensuales. Las reincidencias podrán ser sancionadas hasta con el doble de la multa original.





    Las infracciones antes señaladas podrán ser sancionadas, además, con la clausura de establecimientos, edificios, casas, locales, lugares de trabajo donde se cometiere la infracción; con la cancelación de la autorización de funcionamiento o de los permisos concedidos; con la paralización de obras; con el comiso, destrucción y desnaturalización de productos, cuando proceda.”.


 


� De acuerdo al inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.733: "Se entenderá por diario todo periódico que se publique a lo menos cuatro días en cada semana y cumpla con los demás requisitos establecidos en la ley.".





� Subsecretaría de Telecomunicaciones, Ordinario N° 32.392, de 6 de abril de 2004.


� Ordinario N° 01.893, de 21 de marzo de 2003.


� Oficio N° 13.941, de 23 de octubre de 2003.


� Oficio Circular N° 36, de 3 de septiembre de 2008.


� Oficio Ordinario Na 20.410, de 31 de octubre de 2003.


� Ordinario N° 33, de 9 de enero de 2004.


� Ordinario N° 7.724, de 30 de diciembre de 2003.


� Ordinario N° 1.991, de 10 de noviembre de 2003.


� Ordinario N° 20.717, de 28 de mayo de 2004.


� Ordinario N° 356, de 12 de mayo de 2004.


� Dictamen N° 42.775, de 2004.


� Sentencia de 1 de julio de 2008, Causa Rol N° 1.435-2007.


� Discurso inaugural Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, Día Mundial de las Telecomunicaciones 2012. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.subtel.gob.cl/prontus_subtel/site/artic/20120504/asocfile/20120504163438/discurso_inaugural_ministro_errazuriz.pdf" �http://www.subtel.gob.cl/prontus_subtel/site/artic/20120504/asocfile/20120504163438/discurso_inaugural_ministro_errazuriz.pdf� (julio, 2012).


�SUBTEL. Series conexiones Internet fija (Fecha Publicación 12 de julio de 2012). Período Información Primer Trimestre 2002 - marzo 2012. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.subtel.gob.cl/prontus_subtel/site/artic/20111206/asocfile/20111206175426/1_series_conexiones_internet_fija_mar12_150612_v1.xlsx" �http://www.subtel.gob.cl/prontus_subtel/site/artic/20111206/asocfile/20111206175426/1_series_conexiones_internet_fija_mar12_150612_v1.xlsx� (julio, 2012).


� SUBTEL, Series conexiones Internet Móvil Op. Cit.


� “Cambios experimentados en los hogares particulares en Chile” INE. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.ine.cl/cd2002/hogares.pdf" �http://www.ine.cl/cd2002/hogares.pdf� (julio, 2012).


� SUBTEL,  Series conexiones Internet Móvil Op. Cit.


� Íbid.


� ComScore. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.comscore.com/esl" �http://www.comscore.com/esl� (julio, 2012).


�“Usuarios de internet en Chile aumentan en un 8% el último año llegando a más de 7 millones”, El Mercurio, marzo de 2011. disponible en: � HYPERLINK "http://www.emol.com/noticias/tecnologia/2011/03/18/470855/usuarios-de-internet-en-chile-aumentan-en-un-8-el-último-año-llegando-a-más-de-7-millones.html" �http://www.emol.com/noticias/tecnologia/2011/03/18/470855/usuarios-de-internet-en-chile-aumentan-en-un-8-el-último-año-llegando-a-más-de-7-millones.html� (julio, 2012).


� “La Población de Internet de América Latina Crece 15% en el Último Año, llegando a 112 Millones de Personas”, ComScore, marzo de 2011. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.comscore.com/esl/Press_Events/Press_Releases/2011/3/Latin_America_s_Internet_Population_Grows_15_Percent_in_Past_Year_to_112_Million_People" �http://www.comscore.com/esl/Press_Events/Press_Releases/2011/3/Latin_America_s_Internet_Population_Grows_15_Percent_in_Past_Year_to_112_Million_People� (julio, 2012).


� World Economic Forum, pp. 25. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/8mmq" �http://bcn.cl/8mmq� (julio, 2012).


�. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/8mnq" �http://bcn.cl/8mnq� (julio, 2012).


� Según la medición del valor de las TICs por renta per cápita, ITU, Chile se encuentra en el lugar 80 del mundo, junto a Turquía y Bulgaria. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.observatoriotic.gob.cl/sites/default/files/documents/DAI-ITU%202011.pdf" �http://www.observatoriotic.gob.cl/sites/default/files/documents/DAI-ITU%202011.pdf� (julio, 2012).


� “Plan Estratégico de Gobierno Electrónico 2011-2014”. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.modernizacion.gob.cl/assets/doc/Brochure_estrategia_MeGob.pdf" �http://www.modernizacion.gob.cl/assets/doc/Brochure_estrategia_MeGob.pdf� (julio, 2012).


� La base de datos “Ley Chile” (� HYPERLINK "http://www.leychile.cl/" �www.leychile.cl/�), del Congreso Nacional, constituye actualmente el repositorio electrónico legal más grande y completo del país. Mantiene más de 256.000 normas en texto completo, actualizadas, sus versiones, vinculaciones y enlaces a información jurídica relacionada, ofreciendo acceso libre y gratuito a toda la comunidad nacional e internacional, con más de 20.000 visitas diarias. Sus procesos se encuentran certificados bajo ISO 9001/2008 a partir de 2010.





� Dentro de estos:  criterios en plural, "diario de alta cobertura nacional", "diario de amplia circulación en las zonas que presta servicio", "diario de circulación local o nacional", "diario del domicilio", "diarios de mayor circulación", "un diario de cada región", “circulación en la comuna”, "diario de circulación en la zona", “diario de la comuna, o de la capital de la provincia o de la capital de la región”, “diario en que se anunció la oferta", "diario de alta cobertura nacional", “diario comunal”, “diario de la localidad”, “prensa local”, “prensa regional”, "periódico del departamento", etc.





� El plazo original de tres años venció el 26 de junio de 2011.


� Dicho parque fue creado en el año 2009, y esta situado en la explanada de Rodelillo, donde se llevó a cabo la mencionada ceremonia litúrgica.
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